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DUODÉCIMO INFORME DE VERIFICACIÓN DE LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO FINAL DE PAZ EN 

COLOMBIA 
 

Resumen Ejecutivo 

Con la firma del Acuerdo Final de Paz –A.F.– entre el Gobierno de Colombia y las 
FARC-EP, en 2016, se inició la implementación de los seis puntos acordados para 
la transformación estructural del campo, la participación política, el fin del conflicto 
y la reincorporación de excombatientes, la solución del problema de los cultivos de 
uso ilícito, los derechos de las víctimas y la implementación de todos los 
compromisos.  

Desde el año 2017, la Secretaría Técnica del Componente Internacional de 
Verificación –ST–, compuesta por CINEP y CERAC, ha llevado a cabo el mandato 
6.3. del Acuerdo por el cual se hace seguimiento “al estado y avances de la 
implementación, identifica[n] retrasos o deficiencias, al igual que brinda[n] 
oportunidades de mejoramiento continuo para contribuir a fortalecer su 
implementación” (p. 210), con un protocolo y metodología de verificación. Los 
beneficiarios de este trabajo continuo de comprobación, correspondencia y 
comunicación del estado de la implementación del Acuerdo ha sido la sociedad civil 
-en particular las regiones PDET- los Notables, así como la Comisión de 
Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo Final – CSIVI.  

A continuación, la Secretaría Técnica presenta el Duodécimo Informe de 
Verificación de la Implementación de los seis puntos del Acuerdo de Paz en 
Colombia procurando (i) la continuación de un análisis de seguimiento a los 
avances en la implementación en los temas priorizados para cada uno de los puntos 
por la ST, pasados seis años de la firma, y (ii) la identificación de las iniciativas, 
políticas y programas anunciadas durante los primeros 3 meses del Gobierno 
Nacional 2022-2026 que impulsan o modifican la integralidad de la implementación; 
de acuerdo al principio de correspondencia1. Este análisis por puntos ofrece, en 
consecuencia, las oportunidades de mejoramiento en caso de riesgos o rezagos en 
la implementación del A.F. e incluye el estado de la implementación de los enfoques 
transversales de género y étnico.  

Este informe doce se suma a los otros informes generales (11) de verificación sobre 
la implementación de los seis puntos del A.F., a los seis (6) informes sobre la 
implementación del Enfoque de Género, a los tres (3) informes sobre la 
implementación del Enfoque Étnico y a un (1) Informe Regional de verificación sobre 
la implementación de las 16 zonas PDET2. Esta tarea de investigación y 
comunicación para fomentar una cultura de paz y reconciliación ha sido posible por 
el financiamiento del Fondo Multidonante de las Naciones Unidas para el 
Sostenimiento de la Paz –MPTF–.  
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Análisis temático  

El periodo de estudio de este informe estuvo marcado por diferentes sucesos de 
orden político, social, jurídico y económico con implicaciones en la implementación 
de los compromisos del A.F., así como en la prospección de la construcción y 
sostenibilidad de paz.  

Durante la Sesión 9151 del Consejo de Seguridad, el Representante Especial del 
Secretario General y el Jefe de la Misión ONU en Colombia, Carlos Ruiz Massieu, 
presentó su Informe trimestral sobre la Misión de Verificación en 
Colombia  destacando el enfoque que el Gobierno electo para el periodo 2022-2026 
ha manifestado respecto a la paz y la seguridad, pues “da prioridad al diálogo como 
principal recurso para resolver el conflicto social y armado [haciendo] énfasis en que 
las estrategias de seguridad deben centrarse en la protección de las comunidades 
vulnerables” (S/2022/715). En ese mismo sentido y durante la misma reunión, el 
Canciller de Colombia, Álvaro Leyva Durán, reconoció el estado insatisfactorio en el 
que se encuentra la implementación de los compromisos del Acuerdo Final, no sin 
dejar atrás el compromiso del gobierno actual con las expectativas de cumplimiento: 
“en sesenta y cinco días que hoy se cumplen de gobierno, no vamos a enmendar 
un plan que nunca se ha debido desviar de la ruta inicialmente trazada, más sin 
embargo la marcha del relanzamiento de lo acordado ya no tiene reverso” 
(Cancillería, 12 de octubre de 2022, párr. 7).  

En términos de relanzamiento de algunas disposiciones del Acuerdo Final se 
destaca la reactivación de la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación de la 
Implementación del Acuerdo Final –CSIVI– y la reactivación de la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad –CNGS–, ambas presididas el 2 de octubre 
por el presidente Gustavo Petro, con la participación virtual de los Notables y 
expresidentes de la República Oriental de Uruguay, Pepe Mujica, y del Reino de 
España, Felipe González; al igual que la participación presencial de los países 
garantes, el acompañamiento internacional, el Componente Internacional de 
Verificación, entre otros. Sin embargo, aún persiste sin designación la dirección de 
la Agencia para la Reincorporación y Normalización –ARN–, entre otras entidades 
claves para la implementación del A.F., y el panorama presupuestal para el año 
2023 para la paz ha obtenido una reducción considerable en el PGN en entidades 
como la Agencia de Renovación del Territorio –ART– encargada de implementar los 
PDET con una reducción del 48% al pasar de 46 mil millones (2022) a 24 mil 
millones y la ARN, con una reducción del 17%. En cuanto a incrementos 
presupuestales, las entidades beneficiadas en el PGN de 2023 son la Agencia 
Nacional de Tierras –ANT– con un incremento del 263%, la Agencia de Desarrollo 
Rural –ADR–176%, la Unidad de Restitución de Tierras –URT– 65% y la Unidad de 
Víctimas 17% (El Espectador, 19 de octubre de 2022). 
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1. Reforma Rural Integral 

Para avanzar hacia un nuevo campo colombiano, el Punto 1 del Acuerdo Final 
presenta las bases para una transformación de la realidad rural con disposiciones 
que permitan mayor equidad, igualdad y democracia (i) resolviendo problemas de 
acceso, distribución, ordenamiento de tierras y conflictos socioambientales; (ii) 
garantizando los derechos de las poblaciones rurales junto con el acceso a la 
justicia; (iii) mejorando la productividad y la integración con las áreas urbanas 
haciendo hincapié en la promoción de la economía campesina y (iv) estableciendo 
planes de desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el conflicto, 
las economías ilegales y la debilidad institucional.   

La Reforma Rural Integral –RRI– busca por lo tanto la integración de las regiones, 
y contribuye a la erradicación de la pobreza y a la garantía de los derechos humanos 
con tres conjuntos de medidas interrelacionadas: (1.1) Acceso y uso de la tierra, 
(1.2) Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET– y (1.3) Planes 
Nacionales para la Reforma Rural Integral –PNRRI–, que además deben ser 
implementadas atendiendo los enfoques territorial, reparador, étnico y de género.  

En este Duodécimo Informe de Verificación, la ST ha establecido como prioridad 
realizar un balance del estado de la implementación en los primeros meses de 
gobierno en términos de avance en cada uno de los subtemas de la RRI, 
incluyendo los hechos relevantes a la implementación de cara a los primeros 100 
días del gobierno 2022-2026.  

El Gobierno Nacional ha determinado como prioridad en la apuesta por implementar 
una Reforma Agraria, el cumplimiento de la Reforma Rural Integral del A.F. a través 
de mecanismos como el Fondo de Tierras de distribución gratuita –FT–, el Catastro 
Multipropósito –CM–, la creación de la Jurisdicción Agraria, el avance en 
instrumentos derivados de la Ley 902 de 2017 como los Planes de Ordenamiento 
Social de la Propiedad Rural –POSPR– y el Registro de Sujetos de Ordenamiento 
–RESO–; así como con el impulso de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial –PDET–, la materialización de las iniciativas de los Planes de Acción para 
la Transformación Regional –PATR– que buscan garantizar los derechos a la tierra, 
priorizando a las mujeres rurales, disminuyendo la desigualdad de la tenencia, 
mejorando su uso y contribuyendo a la producción de alimentos (Pacto Histórico, 
2022).  

En consecuencia, en el marco analítico de este informe se aborda el estado del 
Acceso y uso de la tierra (1.1) con los avances en el Fondo de Tierras que tiene 
como objetivo que los habitantes del campo que no tienen tierra o la tienen de forma 
insuficiente, puedan acceder a esta. A 15 de septiembre de 2022, la Agencia 
Nacional de Tierras –ANT– reporta la incorporación de 2’133.200 hectáreas. No 
obstante, a pesar de que esta cifra representaría el 71,11% de los 3’000.000 de 
hectáreas previstas en el A.F. para su distribución, la cifra de ingreso de tierras no 
implica su adjudicación ya que primero deben pasar por un proceso de 



 
 
 
 
 

Resumen ejecutivo 
Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

4 

caracterización para ser adjudicadas. De manera que si la caracterización del total 
de hectáreas ingresadas es de 12% (ANT, septiembre 2022) y, por otro lado, el 
porcentaje de adjudicación es del 24% (727.478 has) respecto al compromiso de 
los tres millones de hectáreas en un periodo de implementación de seis años; 
entonces los porcentajes son aún muy bajos para la materialización real del 
compromiso y el Gobierno Nacional deberá robustecer la institucionalidad 
competente -institucional y financieramente- para avanzar de manera contundente 
en los procedimientos administrativos correspondientes a la adjudicación de los 
bienes que componen el FT, al igual que explorar nuevas fuentes de tierras 
adjudicables.  

En cuanto al compromiso de formalización de tierras, que tiene como propósito 
fundamental regularizar y proteger los derechos de la pequeña y mediana propiedad 
rural, con una meta de regularización de la propiedad de siete millones de hectáreas 
de pequeña y mediana propiedad rural con especial énfasis en municipios PDET y 
Zonas de Reserva Campesina –ZRC–, entre otra. A 31 de agosto de 2022, se 
habían regularizado 3.055.398 hectáreas, de las cuales el 38% (1.184.195) están 
localizadas en zonas PDET y el 61% (1.871.203) en municipios no PDET. Sobre los 
porcentajes de avance, la ST evidencia un desbalance frente a los sujetos de 
formalización: para la población indígena se observa un avance superior frente a la 
población campesina y se observa un rezago significativo en lo correspondiente a 
la población NARP. Por lo tanto, la ST observa como oportunidad de mejoramiento 
equilibrar la oferta entre los sujetos, con especial énfasis de la población NARP 
como sujetos de especial protección constitucional. Frente al compromiso de la 
creación de mecanismos ágiles y eficaces de conciliación y resolución de conflictos 
de uso y tenencia de la tierra, la ST destaca como una oportunidad, en el marco del 
nuevo gobierno, la presentación del proyecto Acto Legislativo “por el cual se reforma 
la Constitución Política de Colombia y se establece la Jurisdicción Agraria Rural”. 
Sin embargo, el contenido del proyecto de Ley es corto y proporciona un marco 
general para el funcionamiento de Jurisdicción Agraria, lo que muestra que mientras 
se surte el trámite legislativo y se reglamenta, tendrá un tiempo de espera e implica 
aún un retraso significativo en el compromiso del A.F. Para la titulación de la 
posesión y saneamiento de la falsa tradición sobre inmuebles rurales de naturaleza 
privada que no hayan sido objeto de despojo, el Decreto Ley 902 de 2017 estableció 
un procedimiento para implementar los POSPR, con prioridad en subregiones 
PDET, en aquellas en las que se desarrolla el Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos –PNIS– y en Zonas de Reserva Campesina –ZRC– 
y creó el RESO como instrumento de identificación y priorización de beneficiarios. 
A 31 de agosto de 2022, nueve municipios PDET cuentan con el POSPR en etapa 
de finalización, de manera que en ocho meses solo se ha avanzado en tres 
municipios: Planadas, Cáceres y Valencia (CPEC, 2022); lo cual representa un 
incremento lento en términos temporales y por la relevancia del instrumento. La ST 
considera necesario avanzar en la elaboración de los POSPR en un mayor número 
de municipios y en la implementación del RESO junto con la creación del módulo 
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étnico para contribuir a la resolución pacífica de conflictos y a la seguridad jurídica 
de la tenencia.  

Respecto a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET– (1.2) 
aún no se cuenta con información pública sobre los ajustes de a la política de 
implementación y su estrategia de articulación interinstitucional. No obstante, la ST 
destaca la aceleración de los PDET a través de la implementación de las iniciativas 
de tierras, infraestructura, desarrollo social, derecho humano a la alimentación y 
economía campesina, de la mano de la participación efectiva de las comunidades 
en el documento borrador de las bases del PND 2022-2026 (DNP, 2022a, p. 
31).  Respecto a los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral –PNRRI– 
(1.3), la ST destaca que en el documento de Bases del PND 2022-2026 se afirma 
que se ejecutarán los 16 PNRRI -de los cuales el Plan Nacional de Salud Rural resta 
por adoptarse- y se integrarán a los otros instrumentos con el apoyo de la 
cooperación internacional. La adopción, implementación y articulación de los PNRRI 
con los otros puntos del A.F. será uno de los retos para el nuevo Gobierno. 
 

2. Participación Política 

Con las garantías para la participación y la conformación e involucramiento de los 
diferentes sectores sociales, grupos, movimientos, partidos; el A.F. buscó 
enriquecer el debate, la deliberación y el robustecimiento de la institucionalidad con 
el fin de superar el uso de la violencia por motivos de la exclusión política en el 
Punto 2.   

Procurando avances en la apertura democrática el A.F. estableció tres ejes 
temáticos en este punto: los Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la 
oposición política (2.1), los Mecanismos democráticos de participación ciudadana 
(2.2) y las Medidas efectivas para promover una mayor participación política 
nacional, regional y local de todos los sectores, incluyendo a las poblaciones y 
sectores más vulnerables (2.3). Aunado a lo anterior, el Acuerdo Final reconoce que 
las mujeres han enfrentado grandes obstáculos para la participación y 
representación, como consecuencia de condiciones estructurales de exclusión, por 
ello define que el enfoque de género será transversal en cada una de las medidas.   

En este Duodécimo Informe de Verificación, la ST centra su análisis temático en la 
identificación de los principales avances y retos para la participación política 
en el marco del nuevo Gobierno Nacional (2022-2026) de acuerdo a las 
Garantías de seguridad (2.1.2), especialmente en lo relativo a la protección de los 
liderazgos sociales (2.1.2.2) y la Reforma del régimen y de la organización 
electoral (2.3.4).  

Es importante señalar que el A.F. ha propiciado una mayor pluralidad en el sistema 
político, un contexto de debate y deliberación democrática. En el marco de la 
posesión del nuevo presidente y Congreso de la República (2022-2026), se 
presentan oportunidades para la implementación de los asuntos pendientes del 
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Acuerdo, mayormente cuando la Participación Política continúa siendo el punto del 
acuerdo que tiene menores avances en la implementación.  

La ST destaca como producto del Punto 2 la elección del órgano legislativo para el 
periodo (2022-2026) que cuenta con 2 curules para la oposición, una representante 
en la Cámara y otra en el Senado3. También, se encuentran las 16 nuevas curules 
en la Cámara de Representantes elegidas a través de las Circunscripciones 
Transitorias Especiales para la Paz –CTEP–, quienes representan a las regiones 
más afectadas por el conflicto. De igual forma, la ST destaca como avance en este 
informe la reactivación del Consejo Nacional y los Consejos Territoriales de Paz 
Reconciliación y Convivencia –CTPRC– que, a pesar de los obstáculos en su 
funcionamiento, representan un andamiaje institucional propicio para la democracia 
deliberativa en materia de paz.   

En materia de Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política (2.1.2), la 
ST reitera como un compromiso pendiente la reactivación y funcionamiento del 
Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política –SISEP–, establecido 
en el Acuerdo y el cual cuenta consta de siete instancias: (i) La Comisión Nacional 
de Garantías de Seguridad –CNGS–; (ii) La instancia de Alto Nivel; (iii) El delegado 
presidencial; (iv) La Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño; (v) El 
Comité de Impulso a las Investigaciones; (vi) Los programas de protección y (vii) El 
Sistema de Prevención y Alertas para la Reacción Rápida. Durante este periodo 
análisis la ST destaca la reactivación de la CNGS el pasado 2 de octubre, así como 
los esfuerzos hechos por el Gobierno Nacional y el Congreso de la República para 
la consecución de garantías de seguridad para la participación. No obstante, es 
necesario que se ponga en funcionamiento la Instancia de Alto Nivel -como cabeza 
del sistema- junto con las demás instancias del SISEP para su integralidad.  

Desde la firma del A.F., homicidios a líderes, líderesas y defensores de derechos 
humanos han mantenido un nivel alto: la Defensoría del Pueblo registra 136 
homicidios e Indepaz registra 135 hechos del mismo fenómeno entre enero y 
septiembre de 2022 (Indepaz, 2022). En lo corrido del año 2022 y hasta el mes de 
noviembre, se han presentado 34 casos de homicidios a firmantes del acuerdo, los 
cuales se han concentrado en los departamentos de Antioquia, Caquetá, Putumayo 
y Cauca (Indepaz, 2022). La Misión de Verificación de la ONU en Colombia registró 
el homicidio de 342 excombatientes, de los cuales el 14% eran afros, 8,2% 
indígenas y 3,2% mujeres (27 de septiembre de 2022). Durante el 2022, han sido 
emitidas 26 alertas por la Defensoría del Pueblo, indicando 13 riesgos estructurales, 
12 inminentes y señalando riesgos relativos a las disputas e intereses de diferentes 
facciones armadas como el ELN, las disidencias de alias “Iván Mordisco”, el grupo 
rearmado “La Nueva Marquetalia”, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia –
AGC– y diversos grupos del crimen organizado. Las tres regiones que concentran 
el 34.6% de las alertas emitidas son Cauca, Antioquia y Valle del Cauca. Esto se 
suma a 80 masacres y la persistencia de fenómenos como el desplazamiento y el 
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confinamiento en los territorios (Indepaz, 2022; Misión de Verificación de la ONU en 
Colombia, 2022).  

La Reforma del régimen y de la organización electoral (2.3.4), se erige como 
uno de los mayores incumplimientos al punto dos. Hasta la fecha las 
recomendaciones propuestas por la Misión Electoral Especial –MEE– no han tenido 
desarrollos normativos a pesar de haberse radicado diferentes proyectos en el 
Congreso de la República (Pérez Guevara et al., 2021). Si bien los proyectos de 
reforma electoral no han tenido éxito, la ST celebra que el nuevo Congreso 
República y la bancada del Gobierno Nacional hayan reactivado el debate y algunas 
propuestas de la MEE mediante 4 proyectos acumulados, propuestos por partidos 
de la bancada de gobierno y el Ministerio del Interior, que propendieron por la 
reforma política y 2 proyectos acumulados presentados por la bancada del partido 
Alianza Verde, la Coalición Alianza Verde y Centro Esperanza que formulaban la 
reforma del órgano electoral.   

A la fecha de publicación de este informe, el proyecto de reforma política fue 
aprobado en segundo debate en plenaria del Senado. Si bien la ST reconoce el 
trámite de esta iniciativa, también entiende que aún faltan 6 debates; por lo cual 
varias de sus propuestas tendrán modificaciones significativas. Así mismo, la ST ve 
como obstáculo y en contravía de las propuestas de la MEE que el proyecto (i) avala 
el transfuguismo por única vez y no procura el fortalecimiento de los partidos; (ii) 
propone la eliminación del conflicto de intereses en la financiación de campañas por 
privados; (iii) avala que los congresistas puedan pasar al poder ejecutivo con solo 
presentar una renuncia y (iv) reduce la obligatoriedad de la paridad de género en 
las listas cerradas a un solo periodo electoral.  

Por otro lado, la ST identifica como un retraso que el proyecto de reforma al órgano 
electoral haya sido archivado, pues las reformas en el sistema político encontrarán 
dificultades significativas sin la modificación integral del órgano electoral. Sin la 
reforma, se mantiene la acumulación de poder en al RNEC y la parcialización 
partidista en el CNE que son autoridades encargadas de la organización y veeduría 
electoral.  

Teniendo en cuenta el inicio del gobierno de Gustavo Petro con una agenda 
reformista bajo el concepto de “Paz Total” y en atención a un contexto con poca 
credibilidad en las instituciones y con altos índices de inseguridad para firmantes y 
liderazgos sociales, la ST prioriza las garantías de seguridad y la reforma al régimen 
y la organización electoral reconociendo su importancia inmediata para el gabinete 
gubernamental y el Congreso de la República, pues las falencias en términos de 
seguridad constituyen un reto inminente por las afectaciones que generan en la 
participación y en la credibilidad del A.F. Por su parte, la reforma política además 
de representar uno de los principales retrasos en la implementación, es uno de los 
retos de mayor envergadura e importancia para el robustecimiento del sistema 
político colombiano y la apertura democrática. 
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3. Fin del Conflicto 

Este Punto tiene como objetivo establecer las bases para el fin del conflicto con las 
extintas FARC (3.1), sentar las bases para el proceso de reincorporación política, 
económica y social de los excombatientes a la vida civil (3.2), y garantizar las 
condiciones de seguridad para el proceso de reincorporación (3.4). Para este 
decimosegundo informe, la ST verificó la implementación del proceso de 
reincorporación social y económica, así como de las disposiciones relacionadas con 
la investigación criminal y la implementación de medidas de protección para los 
excombatientes.  

En relación con la reincorporación social y económica, la ST 
verificó  compromisos de la “Política Nacional para la Reincorporación Social y 
Económica de exintegrantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-
Ejército del Pueblo (FARC–EP)” (CONPES 3931 de 2018) frente el acceso a tierras 
y la construcción de viviendas, debido a su importancia para la consolidación del 
proceso de reincorporación. Sobre el acceso a tierras, desde el 2018 el Gobierno 
Nacional ha adquirido un total de 627 hectáreas por $8.959,5 millones (USD 2,3 M), 
que benefician a aproximadamente 1.260 personas en proceso de reincorporación. 
En cuanto a la provisión de soluciones de habitación, hasta la fecha de corte de este 
informe no ha sido entregada ninguna vivienda dentro de los AETCR, sin embargo, 
ya fueron finalizados o están en las últimas etapas, los estudios de viabilidad de 13 
AETCR.  

Sobre proyectos productivos para los excombatientes en proceso de 
reincorporación, hasta septiembre de 2022, el CNR aprobó 121 proyectos 
productivos colectivos que benefician a 3.963 personas en proceso de 
reincorporación; de las cuales, 1.105 son mujeres que representan el 31% del total 
de la población en proceso de reincorporación. Además, hay 4.832 proyectos 
productivos individuales que benefician a 5.828 excombatientes, incluidas 1.402 
mujeres.  

En cuanto a la reincorporación social, la ST señala que, frente a la atención en 
salud, los esquemas para los AETCR están funcionando a pesar de las dificultades 
en la coordinación y ejecución de los recursos. Al respecto, el componente 
Comunes en el CNR ha hecho un llamado al Ministerio de Salud y Protección Social, 
para la puesta en marcha de los esquemas (puesto de salud y enfermero(a)) y así 
poder brindar una atención integral. En materia de cobertura y acceso a la 
educación, si bien continúan los programas para el acceso a educación básica 
primaria y secundaria, muchos de los excombatientes autogestionan sus 
necesidades educativas. En cuanto a la educación para el trabajo, hasta mayo de 
2022 el SENA brindó 6.601 cursos, programas y eventos, y certificó a 252 
excombatientes en normas de competencias laborales de acuerdo a sus saberes 
previos y experiencia laboral, y 3.368 personas fueron inscritas en la Agencia de 
Empleo (APE) del SENA. 
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En materia de garantías de seguridad, la ST verificó la implementación y el avance 
de las disposiciones relacionadas con la política e investigación criminal y la 
protección de los excombatientes. Frente al primer aspecto, la ST destaca que 
durante el período de análisis del informe, fue reinstalada la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad por parte del Presidente Petro. generando una oportunidad 
para avanzar en el cumplimiento de disposiciones pendientes como la entrega del 
Plan de Acción y la política pública para el desmantelamiento de organizaciones 
criminales, compromisos que deberían haberse cumplido en 2017 de acuerdo con 
el PMI. Aunque estos documentos deberían ser entregados el 10 de octubre de 
2022, la JEP prorrogó el plazo a 60 días hábiles. 

Frente a las medidas de protección, la ST destaca que se mantiene el riesgo de 
seguridad para los excombatientes en proceso de reincorporación. Desde la firma 
del A.F. hasta el 9 de octubre de 2022, el Partido Comunes registra el homicidio de 
345 excombatientes y, aunque las medidas de protección colectivas e individuales 
se encuentran activas, preservar la integridad de esta población continúa siendo un 
reto en su implementación. En este período de análisis, la ST registró cambios en 
los despliegues preventivos de la fuerza pública en los AETCR y demoras en la 
puesta en marcha de las nuevas medidas de protección aprobadas para 
excombatientes, hechos que podrían mantener o aumentar el riesgo de seguridad 
ya existente. Pese a esto, la ST reconoce positivamente el trabajo y las acciones de 
seguimiento de la JEP, en el marco de medidas cautelares que inició en 2020 para 
fortalecer la protección de los excombatientes.  

Tanto en las disposiciones relacionadas con la política e investigación criminal para 
al desmantelamiento de organizaciones criminales, como en las también 
relacionados con medidas de protección, la ST identificó dos iniciativas de política 
pública del gobierno del Presidente Petro que están en correspondencia con lo 
establecido en el subtema 3.4 del A.F., y cuya implementación podría aportar al 
cumplimiento del mismo: la iniciativa de ‘Paz Total’ con la Ley de Orden Público y el 
Plan de Emergencia para proteger líderes sociales y excombatientes de las FARC. 
La definición programática de ambas iniciativas, sin embargo, definirá tal 
correspondencia y el impulso a la implementación. El cumplimiento del A.F., por su 
parte, es en criterio de la ST una condición que permitirá el buen desarrollo de tales 
iniciativas de política. 

En materia de reincorporación, en el documento de las bases del PND se incluyó la 
puesta en marcha de un “Sistema Nacional de Reincorporación”, además de la 
implementación de un “Programa Integral de Reincorporación” y el fortalecimiento 
de los Consejos Territoriales de Reincorporación. La ST también destaca la 
propuesta de diseño e implementación de una estrategia de género y cuidado para 
el proceso de reincorporación y la iniciativa por recuperar el funcionamiento de 
entidades inoperantes, incluidas en el documento de las bases del PND. Sin 
embargo, en este documento no se estipula la arquitectura institucional para el 
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trabajo conjunto con el Gobierno en materia de protección y prevención de 
violencias contra los excombatientes.  

En relación con garantías de seguridad, las bases del Plan Nacional de Desarrollo 
reconocen las diferentes instancias creadas en el marco del A.F., promueven su 
funcionamiento activo y apuestan por garantizar la protección de los excombatientes 
en proceso de reincorporación.  

En cuanto al enfoque de género, la ST resalta que 2.507 mujeres excombatientes 
forman parte de proyectos productivos colectivos e individuales y, pese a los 
avances en la transversalización de este enfoque en el proceso de reincorporación 
a través de la “Mesa de Género” del CNR, aún persisten brechas en la participación 
de mujeres. Frente a las garantías de seguridad, hasta el 30 de junio de 2022 la 
CPEC reportó avances investigativos en el 59,25% (9 casos) del total de los hechos 
registrados contra mujeres excombatientes: 11 homicidios y 5 tentativas de 
homicidio. Además de los avances investigativos, la ST registra la implementación 
de la Estrategia de Seguridad, que beneficia a 268 mujeres con medidas de 
protección y la inclusión de acciones de género en los procesos de investigación de 
la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía. 

Finalmente, respecto al enfoque étnico, la ST destaca la falta de funcionamiento 
de la recién creada “Mesa Étnica” en el CNR, que aún no cuenta con lineamientos 
que permitan una asistencia técnica y económica diferencial para los proyectos 
productivos que respondan a las necesidades de la población étnica en los 
territorios. De igual forma, resalta la necesidad de tener una definición presupuestal 
de los programas de acompañamiento psicosocial con enfoque de género, territorial 
y étnico; y la creación del componente étnico en la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad. 

Frente a los bienes de las FARC, la ST señala la subasta de 22.491 gramos de oro 
y joyas por un valor de $2.703.794.469 COP, suma que fue destinada directamente 
al patrimonio autónomo “P.A. DAPRE-SAE S.A.S.” para que la Unidad de Atención 
para la Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- se encargue de su 
administración. 

Finalmente, la ST encuentra que para ampliar la capacidad y efectividad en materia 
de garantías de seguridad, es necesario revisar y reestructurar los indicadores 
relacionados con la arquitectura institucional en particular con la efectividad, 
capacidades y resultados de la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía, el 
Cuerpo Élite de la Policía Nacional, y la Subdirección Especializada de la UNP. 
 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas 

El Punto 4 del Acuerdo Final –A.F.– sienta las bases para “construir una solución 
conjunta e integral al problema de las drogas ilícitas” (A.F., 2016, Punto 4, pág. 99), 
por lo cual promueve una visión que dé un tratamiento diferenciado a los fenómenos 
de producción, consumo y comercialización de drogas ilícitas (A.F., 2016, 
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Introducción, pág.8). Este punto está subdividido en cuatro temas: (i) Programas de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Planes Integrales de Desarrollo Alternativo 
con participación de las comunidades; (ii) Programa Nacional de Intervención 
Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas; (iii) Solución al fenómeno de 
producción y comercialización de narcóticos; y (iv) Acción integral contra las minas 
antipersonal.   

En cuanto al compromiso de los Programas de Sustitución de Cultivos de Uso 
Ilícito (A.F. 4.1), la secretaría registró que, en el periodo de verificación de este 
informe, hasta el 30 de junio, se erradicaron de manera voluntaria y asistida 46.008 
ha, alcanzando un cumplimiento del 76,57% para la meta del cuatrienio 2018-2022. 
La ST señala que, en los componentes del PAI familiar, los de mayor ejecución son 
los pagos de Asistencia alimentaria Inmediata, con el 92,78% de las familias 
adscritas beneficiadas; seguido del componente de Asistencia Técnica Integral, con 
93,62% de familias beneficiadas. Sin embargo, frente al informe anterior, el principal 
avance fue en los proyectos productivos de ciclo corto e ingreso rápido. La ST 
advierte que los componentes del PAI familiar referentes a los proyectos productivos 
con visión de largo plazo y el plan de atención a recolectores, permanecen en 
situación de atraso, lo que pondría en riesgo la continuidad del PAI familiar y de las 
familias en la transición a economías legales.  

La ST resalta que aún no hay mecanismos para identificar en qué medida las 
familias pertenecientes al PNIS se benefician del compromiso del PAI Comunitario, 
además, la ST no reporta avances en el cumplimiento e implementación de las 
guarderías infantiles rurales. La ST encontró compromisos de avances de 
sustitución de cultivos ilícitos y su monitoreo dentro de las Bases del PND, sin 
embargo, no encontró metas de sustitución y erradicación de cultivos ilícitos para la 
siguiente vigencia, ni asignaciones presupuestales a proyectos productivos 
correspondientes al PNIS. 

En cuanto al Tratamiento Penal Diferencial (TPD), el pasado 25 de julio de 2022, 
fue radicado el Proyecto de Ley 055 de 2022, el cual es el sexto Proyecto de Ley 
presentado que busca reglamentar el TPD, tras ser archivado el Proyecto de Ley 
104 de 2021. Sin embargo, la ST señala que el PL 055 no especifica el máximo de 
hectáreas que la persona puede poseer para ser beneficiaria del programa, lo que 
puede afectar de forma negativa al mismo. 

Frente a la implementación de los Planes Integrales Comunitarios y Municipales de 
Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA) en municipios PNIS-PDET, la ST 
reconoce que hubo un aumento en el número de iniciativas con ruta de 
implementación activada frente al Décimo Informe de Verificación. Sin embargo, la 
ST encontró que en relación con las iniciativas PISDA ubicadas en municipios PNIS, 
donde no hay coincidencia con el PDET, se mantiene el número del total de 
iniciativas que se registró en el Décimo informe. 
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En materia de Solución al fenómeno de producción y comercialización de 
narcóticos, la ST registra que el principal avance en el periodo del presente 
informe, es la implementación del Plan Nacional de Política Criminal; al igual  que 
los esfuerzos por parte del Gobierno Nacional para el seguimiento de normas y 
mecanismos que permitan a las empresas productoras, importadoras y 
comercializadoras adoptar medidas de transparencia y control de insumos, 
principalmente en departamentos como Norte de Santander y Nariño. La ST registró 
un aumento marginal (0,68%) en los resultados operacionales de la fuerza pública 
frente a la interdicción y detección de drogas en 2022, al pasar de 1.234.801 
kilogramos (kg) de estupefacientes incautados en 2021 a 1.243.279 kg. El número 
de kg de cocaína incautada (671.013) es la cifra más alta en materia de incautación 
de cocaína de los últimos 12 años. La ST evidencia como oportunidad de 
mejoramiento, el eventual establecimiento de los espacios de diálogo que el 
Gobierno debe promover en el marco de organizaciones regionales (OEA, 
UNASUR, CELAC). 

Frente a la Acción Integral contra las minas antipersonal, la ST reporta la 
implementación oportuna en la descontaminación de este tipo de artefactos en el 
país, si se tiene en cuenta que los países miembros de la Convención de Ottawa 
aprobaron extender el plazo para la descontaminación de los territorios afectados 
por MAP y MUSE hasta el 31 de diciembre del 2025. La ST señala como avances 
que: (i) en los primeros diez meses del 2022, hubo una reducción del 18% en 
incidentes por MAP y MUSE frente a las registradas en el 2021; y (ii), que el 79% 
de los municipios del país, están libres de MAP y MUSE (889 de los 1.122 
municipios).  

Respecto al enfoque étnico, la ST resalta la ausencia del enfoque diferencial étnico 
del PNIS, lo que imposibilita llevar a cabo la caracterización étnica de las familias 
que hacen parte del programa. En el mismo sentido, identifica la presencia de MAP 
y MUSE en territorios étnicos y la necesidad de generar espacios de concertación 
con las comunidades para avanzar en las operaciones de desactivación de estos 
artefactos. Además, en cuanto a la implementación de los PAI, 19.276 familias 
ubicadas en territorios étnicos recibieron pagos por la AAI. 

En cuanto al enfoque de género, la ST encontró que de las 1.444 iniciativas PISDA, 
418 cuentan con etiqueta de Género y Mujer Rural, representando el 29% del total. 
Además, 13 de ellas iniciaron en el 2021 su ruta de implementación en los 
departamentos de Cauca, Guainía, Nariño, Valle del Cauca y Vichada. 

La ST resalta la inclusión del Tratamiento Penal Diferencial en las bases del PND 
2022-2026, señalando que dentro de las bases en materia de política de drogas 
“deberá ir acompañado de ajustes normativos para la descriminalización, el 
tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores y la regulación de usos 
alternativos” (DNP, 2022, p. 31). Además, las bases del PND establece que dentro 
de los marcos regulatorios que propone en materia de política de drogas “se 
implementará el tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores” (DNP, 
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2022, p. 98). Sin embargo, el documento no hace referencia a los proyectos 
normativos que están en trámite en el Congreso y su posible vinculación con las 
bases del PND.  

En cuanto a los Planes Integrales Comunitarios y Municipales de Sustitución y 
Desarrollo Alternativo —PISDA—, en la Bases del PND 2022-2026, el Gobierno 
dispone incorporar dentro del SIIPO el monitoreo del avance en los PDET y el 
modelo de sustitución de cultivos ilícitos; impulsar la implementación y sostenibilidad 
de la sustitución de cultivos ilícitos por medio de la actividad agropecuaria nacional; 
además “se articularán los planes de reparación colectiva con otros procesos de 
planeación y acción institucional como los PDET, Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito” (2022, p.191) y plantea impulsar “los 
acueductos comunitarios y veredales en municipios PDET, ZOMAC” (2022, p.164). 
No obstante, dentro de las Bases del PND 2022-2026 no se establecen metas de 
sustitución, erradicación, ni financiación de los proyectos correspondientes al PNIS 
y sus componentes. 

Frente a la Judicialización efectiva de los eslabones del crimen organizado en el 
tráfico de drogas en las bases del PND, dispone dirigir la política del Estado contra 
las diferentes formas del “multicrimen”, enfocándose en los puntos más importantes 
del sistema criminal; no obstante, el documento no presenta indicadores para este 
asunto. Además, las bases establecen que se formulará una nueva agenda 
internacional de drogas de corto y mediano plazo orientada a un cambio del enfoque 
global en la guerra contra las drogas. 

Frente al consumo del cannabis, la ST identificó dos actos legislativos y un proyecto 
de Ley que buscan regularizar su uso para mayores de edad. La ST reconoce que 
están en concordancia con lo establecido en el punto 4 del A.F., principalmente en 
la incorporación de un enfoque de salud pública en su regulación y en caso de 
aprobarse, supondría un avance a la implementación del A.F. 

En términos de Desminado Humanitario, el documento de bases establece 
actualizar la Política de Acción Integral contra Minas Antipersonal para permitir la 
atención de las necesidades de las comunidades y territorios afectados actualmente 
por la presencia de MAP y de MUSE, y facilitar la implementación de otras políticas 
y programas para la construcción de paz. 
 

5. Víctimas 

El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición –SIVJRNR– 
(5.1) conformado por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad –CEV– 
(5.1.1.1), la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas –UBPD– 
(5.1.1.2), la Jurisdicción Especial para la Paz –JEP– (5.1.2), y las Medidas de 
Reparación Integral a las víctimas del conflicto armado (5.1.3); junto con los 
Compromisos para la promoción, el respeto y la garantía de los Derechos Humanos 
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(5.2) comprenden el acuerdo sobre las víctimas del conflicto entre el Gobierno y las 
FARC en el Punto 5 del Acuerdo Final.   

Dando continuidad al mandato de verificación, la ST aborda en el Duodécimo 
Informe de Verificación los primeros 100 días del nuevo cuatrienio presidencial, 
haciendo un rastreo por los diferentes subtemas del Punto 5 del A.F. con el 
propósito de observar las principales medidas adoptadas por el SIVJRNR (5.1) 
y el Gobierno nacional en función de la implementación en este periodo, así 
como las discusiones alrededor de la adopción del Plan Nacional de Desarrollo. De 
esta manera, en cada punto se identifican los avances, desafíos y las oportunidades 
de mejoramiento que contribuyen a la integralidad del A.F. para, en un segundo 
momento, abordar los aspectos priorizados en el informe para cada subtema y su 
relación con las recientes medidas adoptadas por el gobierno presidencial (2022-
2026).   

En relación con la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad –CEV– 
(5.1.1.1) se exploran los principales desafíos de la socialización, pedagogía y 
apropiación social del Informe Final –IF– y las oportunidades de incorporación en 
las políticas públicas que tienen las recomendaciones emitidas, particularmente, las 
orientadas al cumplimiento del A.F. En el periodo de análisis se observó un conjunto 
importante de controversias alrededor de los contenidos y conclusiones del Informe 
que ilustra las distancias que aún existen en el país para tener una comprensión 
colectiva de las causas y consecuencias del conflicto armado. En relación con las 
recomendaciones, si bien se identifica un contexto favorable para su 
implementación, se hace evidente la necesidad de avanzar en un proceso político 
de incidencia para su incorporación en las políticas del Estado.  

Frente a la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas –
UBPD–(5.1.1.2) este informe indaga por los retos actuales de la entidad en el 
contexto del nuevo gobierno presidencial. Pasados cuatro años de funcionamiento 
de la entidad, el ritmo de implementación ha alertado desafíos significativos para el 
cumplimiento de este compromiso en el A.F. especialmente en su articulación 
interinstitucional, en los subregistros y vacíos de la política institucional de 
búsqueda, en la participación de las víctimas en los procesos, en los retrasos e 
inseguridad en los territorios para llevar a cabo la búsqueda, en el aumento 
alarmante de cuerpos sin identificar y los debates respecto al financiamiento de la 
entidad para 2023.    

Respecto a la Jurisdicción Especial para la Paz –JEP– (5.1.2) la ST examina dos 
aspectos en este informe por su impacto en el reconocimiento del derecho a la 
justicia de las víctimas del conflicto armado en Colombia: (i) los nuevos tres macro 
casos y el anuncio de la apertura de un cuarto3, resultantes de las solicitudes de las 
víctimas, y (ii) el alistamiento para la imposición de sanciones propias a través de 
Trabajos, Obras y Actividades –TOAR–. En relación con los nuevos macrocasos, la 
ST destaca algunos elementos que han llamado la atención en la segunda ronda de 
priorizaciones. Entre ellos, las nuevas estrategias metodológicas para el abordaje 
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de las investigaciones, la ausencia de un macrocaso para la desaparición forzada, 
y el anuncio sobre la apertura del macrocaso de violencia sexual. Frente a las 
sanciones propias, tras el reconocimiento de las acciones desarrolladas por la 
Jurisdicción y el Gobierno Nacional para su ejecución, la ST sugiere una serie de 
aspectos a considerar para un adecuado proceso de alistamiento. Entre ellos: 
garantizar la participación de las víctimas en el proceso de formulación, adelantar 
procesos pedagógicos con todos los actores involucrados, incluidas las 
comunidades, buscar que los contenidos de las sanciones atiendan necesidades de 
las víctimas y territorios, y asegurar su financiación y el compromiso de las 
autoridades locales para su ejecución. Es importante señalar que tras el cierre de 
este informe se hizo pública la segunda resolución de conclusiones de la JEP 
relativa al macro caso 01 'Toma de rehenes, graves privaciones de la libertad y otros 
crímenes concurrentes cometidos por las Farc-EP'  

En materia de Reparación integral (5.1.3) se indaga por las medidas tomadas por 
el actual gobierno para sacar adelante su implementación.  Particularmente, se 
abordan los retos para la UARIV y la URT, así como lo considerado en el PND 
2022-2026 para la atención y reparación de las víctimas. Al respecto, en este 
informe la ST hace énfasis en los rezagos en esta materia y se llama la atención 
sobre la necesidad de encontrar nuevas fuentes de financiación y desarrollar 
diálogos significativos con las víctimas que permitan, de manera conjunta y no 
regresiva, construir caminos para la satisfacción de los derechos de las víctimas. 
Adicionalmente, la ST hace un llamado para que el PND incorpore de manera 
integral todos los aspectos relativos a la reparación acordados en la Habana.  

Finalmente, en materia de las Garantías de los DDHH (5.2) esta ST identifica el 
estado actual del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y el trabajo 
adelantado en este compromiso por la Consejería Presidencial de Derechos 
Humanos. Sobre este asunto, la ST, como en otros informes, llama la atención sobre 
la necesidad de expedir y poner en marcha el PNADDHH y su capítulo étnico. 
 

6. Implementación, Verificación y Refrendación 

El punto 6 del A.F. estipula las herramientas para la implementación, verificación y 
refrendación del A.F., entre las que se encuentran la Comisión de seguimiento 
Impulso y Verificación a la Implementación del A.F. –CSIVI– (A.F. 6.1); el Plan 
Marco de Implementación –PMI–; las disposiciones de orden presupuestal e 
institucional necesarias para asegurar la implementación (A.F. 6.1.1); las medidas 
que garanticen la transparencia del proceso (A.F. 6.1.2); las prioridades para la 
implementación normativa (A.F. 6.1.9 y 6.1.10); los mecanismos internacionales de 
verificación (A.F. 6.3), de acompañamiento internacional (A.F. 6.4) y las 
herramientas de difusión y comunicación para la difusión de la implementación y 
pedagogía (A.F. 6.5). 
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Los compromisos establecidos para los mecanismos de implementación y 
verificación, iniciaron pero tienen retrasos y controversias que limitan el 
cumplimiento, en total correspondencia, con el A.F. La CSIVI se reactivó en una 
reunión presidida por el Presidente de la República, lo que la ST registra como un 
avance en la implementación. 

Si bien el Gobierno Nacional ya nombró a la persona que estará encargada de la 
implementación del A.F., aún no se conoce cuál será el papel de esa funcionaria en 
la nueva estructura anunciada de la Presidencia de la República, ni las condiciones 
que tendrá en cuanto a capacidades de representación y ordenación del gasto se 
refiere. En ese sentido, el decreto que designa a los representantes del Gobierno 
Nacional ante la CSIVI no ha sido modificado, por lo que esa funcionaria aún tiene 
las facultades legales para representar al Presidente en esa instancias ni en otras 
derivadas del A.F., como la Agencia Nacional de Tierras, el Fondo Colombia en Paz, 
la Agencia de Reincorporación y Normalización, y en la Agencia de Desarrollo Rural. 
El decreto 720 del 10 de mayo de 2022 que designa como representantes del 
Gobierno Nacional ante la CSIVI al Ministro del Interior, al Alto Comisionado para la 
Paz y a la Alta Consejera para la Estabilización y la Consolidación, no ha sido 
modificado. 

Desde el 2 de octubre la CSIVI se ha reunido quincenalmente. Sus dos últimas 
reuniones de 2022 se celebraron el 9 y el 22 de diciembre. Las conclusiones más 
relevantes de esa última reunión son: la prórroga en la vigencia de la CSIVI hasta 
enero de 2027; la convocatoria quincenal de la Comisión en sesiones exclusivas y 
cada tres meses con la IEANPE y la Instancia de Género; y la aclaración de las 
capacidades de la Unidad para la Implementación en la nueva estructura 
organizacional de la Presidencia de la República. Así mismo, el componente 
Comunes advirtió la importancia de la constatación normativa que el Partido debe 
hacer según lo establecido en el A.F. y se acordó la reactivación de los “notables” 
(A.F. 6.3.2). El componente Comunes mencionó su preocupación por “la ausencia 
y falta de coordinación de la Unidad Nacional de Protección”. Las partes “mostraron 
preocupación por la situación de presos políticos que no han recibido el beneficio 
tras seis años del [A.F.] y continúan los trabajos con sus equipos jurídicos para 
solucionar sus situaciones” (CSIVI-Comunes, 2022).  

La ST registra como un avance la celebración de la Cumbre de Instancias derivadas 
del Acuerdo Final en Bogotá el 11 de noviembre y los eventos de celebración de los 
seis años de la firma A.F. en Cartagena el 23 de noviembre y en Bogotá el 24 de 
noviembre. La ST también reconoce la importancia del compromiso expreso del 
Presidente de la República de implementar el AF., y de mantener los recursos para 
la implementación y de agregar nuevos recursos productos de la reforma tributaria. 

La revisión anual del PMI estipulada en el A.F., aún no se lleva a cabo, ni se conocen 
los planes del Gobierno Nacional para adelantarla, lo que representa un 
incumplimiento en la implementación del A.F. El PMI vigente se aprobó sobre la 
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base del Marco Fiscal de Mediano Plazo de 2017-2018, por lo que no consulta las 
realidades fiscales que tiene el país en 2022.  

Si bien aumentaron en 11 las fichas técnicas de los indicadores del SIIPO, aún faltan 
20 fichas técnicas de indicadores, de las cuáles 11 deben ser modificadas y esa 
modificación debe ser aprobada en CSIVI. Adicionalmente, la información que 
contienen aún no revela datos sobre el estado de la implementación por regiones, 
lo que dificulta conocer los avances de la implementación territorial del A.F. 

Los mecanismos internacionales de verificación continúan operando con 
normalidad y según lo establecido en el A.F., lo que incluye este décimo segundo 
informe de la verificación integral de la implementación del A.F., elaborado por la 
Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación conformada por el 
CINEP y el CERAC. 

En materia de implementación normativa, la ST encuentra que hay avances con 
la radicación del paquete legislativo presentado por el Gobierno del Presidente 
Gustavo Petro, que incluye una serie de reformas que están directamente 
relacionadas con el A.F. y/o su implementación, entre las que se encuentran: i) 
Reforma Tributaria; ii) Reforma Política; iii) Código Electoral; iv) paz total: y v) 
Reforma Rural Integral. Al respecto, la ST señala que como parte del paquete de 
normas para la implementación de la RRI, fue radicado por el Gobierno Nacional el 
proyecto sobre jurisdicción agraria.  

Respecto al compromiso de financiación del A.F., la ST registró un aumento en la 
ejecución de recursos durante el 2021, en la que por primera vez desde la 
implementación del A.F., se cumple lo establecido en el MFMP. Sin embargo, para 
2022 registra una programación de $6,51 billones, lo que representa una caída de 
54% frente a lo ejecutado el año anterior ($14,24 billones), y que equivale a 66,2% 
de lo establecido en el MFMP ($9,82 billones), regresando a la tendencia usual entre 
2017 y 2019, en la que la ejecución de recursos fue en promedio 60% de lo 
establecido en el MFMP para cada vigencia. La ST encontró que aún persiste el 
riesgo de financiación por la falta de las reformas normativas en la ley 715 de 2001 
del SGP y la Ley 152 de 1994, para establecer los lineamientos para transferir 
competencias y recursos a las entidades territoriales como lo mencionó la ST en su 
undécimo informe (2022), lo que supone un riesgo para la implementación del A.F., 
pues el SGP y las entidades tienen a cargo el 33,5% de la financiación según el 
PMI.  

La ST también encontró un posible riesgo en la implementación del A.F. por el 
posible mal uso de recursos asignados por medio del SGR, por lo cual hay riesgo 
de que no existan los mecanismos para hacer seguimiento a la implementación, y 
tampoco a proyectos ejecutados por medio del SGR que no estén relacionados con 
el desarrollo rural integral ni la implementación del A.F. y que son justificados como 
tales.  
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En relación al Plan Marco de Implementación, las bases del PND estipulan que la 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz y del DNP apoyaran al PMI para que las 
entidades territoriales incorporen en sus instrumentos de planeación los 
compromisos del PMI, así como el desarrollo de proyectos que vayan en 
concordancia con lo estipulado en el mismo Plan. En ese sentido existe la 
oportunidad a juicio de la ST para que mediante modificaciones legales e 
institucionales en el marco del PND que la persona responsable de la 
implementación cuente con los instrumentos legales y de apoyo a su gestión y que 
sea designada como directiva de las agencias con responsabilidades en la 
implementación. En ese mismo sentido, es conveniente considerar la utilización de 
la hoja de ruta única para los PDETS, también en el marco del PND, y su 
armonización con el Plan Plurianual de Inversiones en sus “metas y prioridades” 
(A.F.) 1.2.3. En esta materia de financiación, el Gobierno Nacional puede considerar 
Anunciar la inclusión de un capítulo de paz directamente relacionado con la 
implementación del Acuerdo de Paz, específico, en el documento de bases del Plan 
Nacional de Desarrollo consistente con el Plan Marco de Implementación (PMI), 
pues esta es la segunda ocasión durante el período de implementación de quince 
años en que se puede hacer tal ejercicio de armonización. Esto incluye incluir un 
capítulo correspondiente al Plan Cuatrienal de Implementación de los Acuerdos y 
en el Plan Plurianual de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo de la vigencia 
2022-26 (A.F 6.1.1) 

En términos de seguimiento y verificación, el documento de las bases del PND 
establece que la IEANPE hará seguimiento participativo de los compromisos con 
los pueblos y comunidades étnicas que han sufrido un daño desproporcionado por 
causa del conflicto armado. La ST también resalta la intención de fortalecer y brindar 
mayor legitimidad a la CSIVI. Además, indica que se incluirán en el SIIPO los 
aportes de las entidades territoriales, el avance en los PDET, el modelo de 
sustitución de cultivos ilícitos y la estrategia para implementar las recomendaciones 
de la Comisión de la Verdad. 

En términos de financiación, dentro de las Bases del PND, la ST no encontró metas 
presupuestales ni asignaciones monetarias específicas para la implementación del 
A.F. ni las disposiciones dentro del Plan Plurianual de Inversiones. 

El documento de Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 no incluye un 
capítulo específico para la implementación del A.F. Es importante que el documento 
que se presente al Congreso de la República incluya ese capítulo para que se 
cuenten con las herramientas que la ley dispone para la implementación del A.F., 
así como la correspondencia entre el Plan Plurianual de Inversiones del Plan con 
las medidas que eventualmente se incluyan para la implementación del A.F. en 
concordancia con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Definir igualmente, el 
mecanismo de utilización de la hoja de ruta única de los PDETS en el marco del 
PND como lo exige el AF y su armonización con el Plan Plurianual de Inversiones 
en sus “metas y prioridades” (A.F.) 1.2.3 permitiría mantener la progresividad tanto 
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financiera como programática en la implementación en la transición de gobierno. 
Así mismo, el marcador presupuestal para la paz, ajustando su diseño para permitir 
una diferenciación de gastos corrientes de la Nación y las regiones y considerar la 
inclusión de marcadores combinados de género y étnicos. permitiría mejorar 
significativamente la precisión y transparencia en el seguimiento a los gastos de la 
implementación. 

En cuanto al enfoque de género, la ST identifica que hubo una reducción de más 
de $700 mil millones de pesos del Presupuesto General de La Nación asignados 
para este enfoque en el Punto 6 entre el 2020 y el 2021, al pasar de $798 mil 
millones de pesos en la vigencia de 2020 a $61 mil millones en 2021. Asimismo, la 
ST subraya que no hubo apropiación en el 2020 ni en el 2021 del Pilar 4.2. 
relacionado a la Prevención del Consumo y Salud Pública, los cuales cuentan con 
4 indicadores de género del PMI. 

Finalmente, en relación al enfoque étnico, La ST señala que la implementación del 
Capítulo Étnico ha sido parcial y con retrasos con respecto a lo establecido en el 
A.F. La ST destaca los avances en la instalación de la CSIVI y el acuerdo suscrito 
con el gobierno de Estados Unidos para acompañar la implementación del Capítulo 
Étnico. Sin embargo, resalta la necesidad de incluir un ítem étnico en el trazador 
presupuestal de paz para poder hacer un seguimiento detallado de la ejecución 
presupuestal y la implementación de este enfoque; avanzar en la implementación 
del Capítulo Étnico en el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y la 
consideración de inclusión de las propuestas de la IEANPE en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026. 
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Punto 1 – Reforma Rural Integral 

1. Presentación  

El punto 1 del Acuerdo Final de Paz –A.F.– estableció una serie de medidas 

tendientes a (i) resolver problemas de acceso, distribución, ordenamiento de tierras 

y conflictos socioambientales; (ii) garantizar derechos a poblaciones rurales y el 

acceso a la justicia; (iii) mejorar la productividad y la integración con las áreas 

urbanas haciendo hincapié en la promoción de la economía campesina y (iv) 

establecer planes de desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el 

conflicto, la pobreza, las economías ilegales y la debilidad institucional. Con estos 

objetivos, el Acuerdo Final planteó tres grupos de medidas interrelacionadas en la 

Reforma Rural Integral –RRI–: (1.1) Acceso y uso de la tierra, (1.2) Programas de 

Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET– y (1.3) Planes Nacionales para la 

Reforma Rural Integral –PNRRI–; medidas que además deben ser implementadas 

atendiendo los enfoques territorial, reparador, étnico y de género.  

El nuevo gobierno nacional (2022-2026) ha manifestado que el cumplimiento de la 

RRI es prioritario en su propuesta de Reforma Agraria. Desde el programa de 

gobierno se estableció una búsqueda por la implementación adecuada de 

mecanismos del A.F. como el Catastro Multipropósito –CM– y el Fondo de Tierras 

de distribución gratuita –FT–, la creación de la Jurisdicción Agraria y el avance en 

instrumentos derivados del Decreto Ley 902 de 2017 como los Planes de 

Ordenamiento Social de la Propiedad Rural –POSPR– y el Registro de Sujetos de 

Ordenamiento –RESO–. Así mismo, el gobierno propuso impulsar los PDET con la 

materialización de las iniciativas de los Planes de Acción para la Transformación 

Regional –PATR–. Con estas acciones se buscaría garantizar los derechos a la 

tierra, priorizando a las mujeres rurales, disminuyendo la desigualdad de la tenencia, 

mejorando su uso y contribuyendo a la producción de alimentos (Pacto Histórico, 

2022). 

En el marco de los primeros 100 días de la presidencia de Gustavo Petro y Francia 

Márquez, la Reforma Agraria y el Punto 1 del A.F. han estado en el centro del debate 

público de forma consistente, concentrándose en los temas de acceso y uso de 

tierras (1.1) y en menor medida en los PNRRI (1.3) alrededor de los aspectos de 

desarrollo rural y productivo. Por el contrario, a la fecha de cierre de este informe 

todavía no existe suficiente información pública sobre los ajustes, cambios o 

prioridades en los PDET y su relación con el proceso de Diálogos Regionales 

Vinculantes para el Plan Nacional de Desarrollo –PND–.  

Para este Duodécimo Informe, la ST establece como prioridad hacer un balance 

del estado de la implementación con la que el nuevo Gobierno ha iniciado su 
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trabajo en el punto 1 y, a su vez, establece los hechos más relevantes de la 

implementación en los primeros 100 días del nuevo Gobierno Nacional. 

 

2. Análisis temático 

2.1. Tema 1: Acceso y Formalización de tierras (1.1) 

2.1.1. Fondo de Tierras de distribución gratuita (1.1.1) 

El Fondo de Tierras –FT– es uno de los compromisos (1.1.1) más relevantes que 

tiene el A.F. Su propósito es lograr la democratización del acceso a la tierra en 

beneficio de los sujetos sin tierra o con tierra insuficiente, priorizando a las mujeres 

rurales. El FT tiene un carácter permanente y tiene como meta, en sus primeros 12 

años, la adjudicación de tres millones de hectáreas. Según el Decreto Ley 902 de 

2017 (Art. 18), este Fondo se dividirá en dos cuentas: 1. Acceso para la población 

campesina, comunidades, familias y asociaciones rurales y 2. Dotación de tierras a 

comunidades étnicas; subcuenta que aún no ha sido creada y significa un retraso 

en la implementación de las disposiciones del enfoque étnico.  

A 15 de septiembre de 2022 han sido incorporadas al inventario de bienes del FT 

2.133.200 hectáreas; de las cuales el 73% (1.565.736) provienen de bienes baldíos 

de la Nación1, 13,3% (284.368) de bienes fiscales patrimoniales2 y un 13,2% 

(283.096) de baldíos reservados de la Nación (CPEC, 2022).  

La ST observa que los bienes baldíos han sido la fuente predominante de hectáreas 

que suministra al FT. No obstante, la cifra de más de dos millones de hectáreas 

ingresadas debe ser evaluada en su efectiva adjudicación a los sujetos de la RRI, 

ya que previamente las hectáreas deben pasar por un proceso de caracterización 

para ser adjudicadas. 

 

Tabla 1. Bienes incorporados y caracterizados en el Fondo de Tierras 

Bienes ingresados al Fondo de Tierras 
Bienes caracterizados del 

Fondo de Tierras 
Porcentaje 

de ha 

Tipo de bien Títulos Hectáreas Títulos Hectáreas % 

Baldíos de la 
Nación 

14.339 
 

1.565.736 115 236.176 15% 

 
1 Los bienes baldíos de la Nación son aquellos terrenos rurales o urbanos, sin cultivar o edificar, que 
no cuentan con título originario y se encuentran dentro del dominio de la Nación.  

2 Los bienes fiscales patrimoniales, son aquellos que pertenecen a sujetos de derecho público de 
cualquier naturaleza u orden y que, por lo general, están destinados al cumplimiento de las funciones 
públicas o servicios públicos.  
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Bienes 
fiscales 

patrimoniales 

4.557 
 

284.368 733 20.712 7% 

Baldío 
Reservado 

119 
 

283.096 0 0 0% 

Fuente: Elaboración propia con base a CPEC, 2022. 

A 15 de septiembre de 2022, sólo 15% de los bienes baldíos de la Nación y 7% de 

los bienes fiscales patrimoniales están caracterizados. Del total de hectáreas 

ingresadas, sólo se ha caracterizado el 12%. Esto implica un retraso significativo 

por parte de la ANT en el proceso de caracterización y en consecuencia en la 

efectiva adjudicación. 

 

Gráfico 1. Panorama general de avance del Fondo de Tierras 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Así, el análisis sobre los predios que han sido adjudicados efectivamente muestra 

el avance real de este compromiso con la población sujeto de la RRI. De acuerdo 

con la información oficial, han sido adjudicadas 727.478 hectáreas, las cuales 

equivalen a un avance del 24% (en casi seis años de implementación) respecto al 

compromiso de tres millones de hectáreas que se deben adjudicar en el transcurso 

de 12 años (CPEC, 2022).  

De las hectáreas adjudicadas, la mayoría están ubicadas en municipios no-PDET 

con un 74% (539.013), mientras que en municipios PDET han sido adjudicadas el 

26% (188.465). La adjudicación en las subregiones PDET le da a su vez 

cumplimiento a las iniciativas de Acceso a Tierra (1.1) consignadas en el pilar de 

3.000.000

2.133.200

255.888

727.478

Meta 12 años Hectáreas ingresadas Hectáreas
caracterizadas

Hectáreas
adjudicadas



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

23 

planificación 1. Ordenamiento social de la propiedad y uso del suelo (STCVI, 

2021b).  

Considerando el tiempo de la implementación, se requiere redoblar esfuerzos para 

la caracterización y adjudicación de predios en municipios PDET por parte de la 

Agencia Nacional de Tierras y en el marco de la integralidad del punto 1 del A.F que 

impulsa el cumplimiento tanto de los compromisos 1.1.1 y 1.2.  

 

Tabla 2. Títulos, hectáreas y familias beneficiarias de adjudicaciones del 

Fondo de Tierras por tipo de sujeto (15 de septiembre de 2022) 

Tipo de 
municipio 

Tipo de 
población 

Sexo 

Familias 
beneficiadas 

Títulos 
adjudicados 

Hectáreas 
adjudicadas 

Promedio 
hectáreas 

por 
familia 

Hombres 
beneficiados 

(Incluye 
titulación 
conjunta) 

Mujeres 
beneficiadas 

(Incluye 
titulación 
conjunta) 

Municipio 
PDET 

Indígenas 9.743 9.443 5.306 31 175.238 33,03 

Campesinos 1.324 1.589 2.319 2.277 5.864 2,53 

Afrodescendientes 3.977 4.135 2.811 14 7.341 2,61 

Entidades de 
derecho público 

N/A N/A N/A 112 22 
N/A 

 

Otros 
municipios 

Indígenas 15.334 14.908 8.169 55 526.681 64,47 

Campesinos 2.174 2.633 3.782 3.453 9.428 2,49 

Afrodescendientes 3.632 3.651 2.240 18 2.882 1,29 

Entidades de 
derecho público 

N/A N/A N/A 98 22 
N/A 

 

Total  36184 36359 24627 6058 727478  

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Por su parte, frente al análisis de la información oficial sobre adjudicación de 

hectáreas por tipo de sujeto, existe un desbalance entre pueblos indígenas, 

población Negra, Afrocolombiana, Raizal y Palenquera –NARP– y el campesinado. 

La población más beneficiada con la implementación del A.F. en los procesos de 

adjudicación son los pueblos indígenas con un 97% (526.681) de las hectáreas 
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adjudicadas en municipios no PDET y un 92% (175.238) en municipios PDET. Se 

debe tener en cuenta que la Comisión Nacional de Territorios Indígenas –CNTI– ha 

advertido que los resultados correspondientes a pueblos indígenas incluyen 

territorios habitados previamente por las comunidades, lo que indicaría la existencia 

de procesos de formalización y no de acceso a tierras (STCVI, 2021b, p. 26). Por 

otro lado, también debe detallarse la calidad de los predios adjudicados y su 

viabilidad productiva.  

En municipios PDET la población NARP es beneficiaria del 3,8% (7.341) del proceso 

de adjudicación y la población campesina del 3% (5.864). Mientras que en 

municipios no PDET la población campesina es beneficiaria del 1,7% (9.428) y la 

población NARP del 0,5% (2.882). Incluso, de acuerdo con los datos entregados a 

la ST por la ANT (CPEC, 2022), del total de predios adjudicados al campesinado 

(5.730), únicamente el 12,19% de predios (695) tienen una extensión mayor a 5 

hectáreas; el 74,5% (4.269) tienen un área menor a 0,5 hectáreas y 42,18% (2.417) 

del total de predios tiene una extensión menor a 0,1 hectáreas, lo que dificulta 

promover la vocación agraria de las personas beneficiarias y los objetivos de la RRI. 

Estos datos muestran la importancia de avanzar de forma efectiva con el 

campesinado en acceso y beneficio de familias que no cuentan con tierra suficiente-

, adjudicar predios en mayor medida a pueblos NARP, sin perjuicio de garantizar el 

acceso a los pueblos indígenas.  

Gráfico 2. Hectáreas adjudicadas del Fondo de Tierras por tipo de sujeto (15 

de septiembre de 2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 
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Con la información oficial proporcionada frente al avance de la adjudicación con 

enfoque de género, se observa que en general existe un equilibrio entre hombres 

(36.184) y mujeres (36.359) en todos los tipos de adjudicaciones de acuerdo con el 

sujeto beneficiado. Esta proporción en la adjudicación de hectáreas es similar en 

las subregiones PDET: 15.044 hectáreas adjudicadas (49,7%) para hombres y 

15.167 has adjudicadas (50,2%) para mujeres. No obstante, de las hectáreas 

entregadas al campesinado, en promedio, a los hombres se adjudicaron 3,24 

hectáreas y a las mujeres 1,68 hectáreas3. 

Frente a la adjudicación de tierras, por zonas PDET (ver Anexo 1), la ST sigue 

encontrando un desbalance significativo entre subregiones. Mayoritariamente, en la 

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño se han adjudicado el 68,2% (128.800) 

de las hectáreas, seguido por Putumayo con el 18% (33.364) y Bajo Cauca y 

Nordeste Antioqueño con el 4% (7.839). En contraste, la subregión de Arauca no 

tiene adjudicaciones y Catatumbo y Sur del Tolima, cuentan con 26 y 152 hectáreas 

adjudicadas respectivamente. 

Gráfico 3. Hectáreas adjudicadas en subregiones PDET por el Fondo de 

Tierras 

 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

 
3 Se incluye en el promedio las hectáreas adjudicadas a través de titulación conjunta que se repiten 
tanto para hombres como para mujeres. 
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La ST considera urgente que el nuevo Gobierno Nacional tome medidas para 

balancear tanto la implementación entre tipos de sujetos de la RRI, los municipios 

PDET y no PDET y las subregiones PDET, pues aun cuando el FT se ha puesto en 

marcha, se requieren esfuerzos adicionales institucionales y presupuestales frente 

a los compromisos correspondientes al A.F. que están rezagados desde años 

pasados bajo responsabilidad de la ANT. 

 

2.1.2. Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural –POSPR– 

En las Resoluciones 740 de 2017 (Art. 2) de la Agencia Nacional de Tierras –ANT– 

y la 129 de 2017 (Art. 2) del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural –MADR– 

se definió que los Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural –POSPR– 

son un instrumento y una herramienta operativa esencial para materializar 

eficientemente las medidas de acceso, formalización y uso de la tierra. Estos Planes 

tienen el propósito de articular la institucionalidad en sus diferentes niveles con la 

finalidad de organizar por oferta la distribución equitativa y el acceso a la tierra rural, 

la regularización de la propiedad y la consolidación del mercado de tierras, en las 

zonas que han sido definidas para impactar con programas y proyectos.  

A 31 de agosto de 2022, fueron priorizados y focalizados un total de 127 municipios 

en todo el territorio nacional para la elaboración de los POSPR, de los cuales 108 

municipios (85%) están ubicados en subregiones PDET y los 19 municipios 

restantes (15%) están en otras zonas del país.  

De los municipios PDET priorizados, las subregiones con menor participación frente 

al número total de sus municipios son Catatumbo, Chocó, Pacífico Medio, Pacífico 

y Frontera Nariñense y Urabá Antioqueño. No obstante, los resultados en términos 

de finalización del proceso son mínimos. 

Gráfico 4. Número de municipios focalizados para POSPR y con etapa 

operativa por subregión PDET 

 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 
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Al respecto de los POSPR en proceso de formulación y con viabilidad para su 

implementación, la ANT informó, antes del cambio de Gobierno, que se tenían 

programadas más formulaciones: en el mes de julio de 2022, se finalizó la 

formulación del POSPR del municipio de Puerto Rico (Meta), único programado 

para la vigencia. No obstante, en el primer semestre de 2022, también se finalizaron 

las formulaciones de Santander de Quilichao (Cauca) y Sardinata (Norte de 

Santander), los cuales venían rezagados desde el año 2021 (CPEC, 2022).  

Frente a los municipios con POSPR finalizados, la información proporcionada a la 

ST indica que se trata de nueve municipios (todos PDET) que se están en diferentes 

fases de finalización. De acuerdo con esta información, desde el 31 de diciembre 

de 2021, fecha considerada en el Informe Regional de la ST (STCVI, 2021c), se 

avanzó en tres municipios nuevos: Planadas, Cáceres y Valencia, en un lapso de 

ocho meses y representa un avance lento teniendo en consideración el tiempo 

transcurrido y la importancia otorgada al instrumento para la materialización de la 

RRI. 

 

Tabla 3. Municipios con POSPR finalizados 

Municipio con POSPR finalizado Etapa 

Ovejas (Sucre) 

Finalización de etapa de campo de la fase de 

implementación. Se encuentra finalizando etapas 

de Procedimiento Único. 

Córdoba (Bolívar) 

 

Finalizaron la etapa de trabajo de campo en lo 

que corresponde a levantamiento de información 

física y jurídica predial 

El Guamo (Bolívar) 

Planadas (Tolima), 

Fonseca (La Guajira) 

Rioblanco (Tolima) 

San Juan del Cesar (La Guajira) 

Cáceres (Antioquia) 

Valencia (Córdoba) 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Finalmente, frente a la programación de atención por oferta para la formulación e 

implementación de los POSPR, la ANT tiene un total de 59 municipios (40 de ellos 

PDET).  
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Tabla 4. Subregiones con municipios programados para atención por oferta 

de los POSPR 

Subregión PDET 
Número de municipios atención por 

oferta POSPR 

Alto Patía y Norte Del Cauca 7 

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 5 

Catatumbo 1 

Macarena Guaviare 2 

Montes de María 10 

Pacífico y Frontera Nariñense 1 

Sierra Nevada- Perijá-Zona Bananera 6 

Sur de Córdoba 4 

Sur del Tolima 4 

Total 40 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

De las 16 subregiones PDET, nueve se encuentran programadas para la atención 

por oferta de los POSPR y, de estas, el mayor número de municipios programados 

están en Montes de María, Alto Patía y Norte del Cauca y Sierra Nevada-Perijá-

Zona Bananera.  

Los POSPR como se mencionó antes son una herramienta fundamental para 

impulsar la RRI a pesar de no hacer parte estricta del A.F. (PGN, 2021, p. 40). Sin 

embargo, la ST observa que todavía no se avanza consistentemente en el uso de 

esta herramienta para el ordenamiento y que es necesario realizar ajustes 

institucionales, aumentar el presupuesto y ampliar la presencia territorial de la ANT 

para avanzar en un mayor número de municipios.  

 

2.1.3. Subsidios integrales para compra de tierras 

El Acuerdo Final establece Otros mecanismos para promover el acceso a tierra y 

facilitarlo (1.1.2), dentro de los cuales se encuentra el Subsidio Integral para los 
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sujetos de RRI en zonas priorizadas. Estos también son una herramienta alternativa 

de solución a problemas de acceso a tierras con prioridad para mujeres rurales. 

 

Tabla 5. Subsidios Integrales para compra de tierras 

Tipo de 
municipio 

Número de 
familias 

Sexo Hectáreas Títulos adjudicados 
y/o formalizados a 

través de subsidios 
Hombre Mujer 

Municipios 
PDET 

413 229 269 4019 212 

Otros 
municipios 

880 514 539 5149 323 

Total 1293 743 808 9168 535 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

Con base en la información oficial entregada a la ST, a 31 de agosto de 2022, se 

han materializado 291 subsidios familiares integrales (CPEC, 2022) desde el inicio 

de la implementación y de los cuales 90 (30%) han sido para familias ubicadas en 

municipios PDET y 201 (69%) para aquellas ubicadas en otros municipios. Si bien 

en el A.F. no se estableció una meta en número de hectáreas, en municipios PDET 

se han otorgado subsidios para 413 familias que suman un total de 4.019 hectáreas. 

Para otros municipios, se han otorgado subsidios para 880 familias, sumando un 

total de 5.149 hectáreas. 

En relación con la prelación que le dio el A.F. a las mujeres rurales, se tiene que la 

proporción entre beneficiarias mujeres (52%) y beneficiarios hombres (48%) 

representa un balance, aunque esta cifra considera la titulación conjunta. 

 

2.1.4. Registro de Sujetos de Ordenamiento –RESO–  

En virtud de lo planteado en los artículos 11 y 12 del Decreto Ley 902 de 2017, se 

creó el Registro de Sujetos de Ordenamiento –RESO– como una herramienta que 

consigna la información de los sujetos de acceso y formalización de tierras, un 

instrumento de planeación y ejecución gradual de la política pública con el propósito 

de identificar los beneficiarios del Fondo de Tierras y un medio de apoyo para la 

implementación de actividades en el marco de la política de acceso y formalización 

de tierras.  

Según la información oficial, a 31 de agosto de 2022 estaban inscritos 142.361 

sujetos, de los cuales 63.750 (44,7%) se reconocen como mujeres, 73.367 (51,5%) 

como hombres y 5.244 sujetos inscritos (3,6%) no reportan género. Del número total 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

30 

de personas inscritas, el 75% (107.507) aspira a acceder a tierras y el 24% (34.854) 

a la formalización de la propiedad. 

Entre diciembre de 2021 y agosto de 2022, 114.448 sujetos fueron registrados. De 

acuerdo con la información reportada en la elaboración del Informe 11 de esta ST 

(STCVI, 2021c), el 80% del avance del RESO se realizó en los últimos ocho meses 

del gobierno Duque.    

En el artículo 12 del Decreto Ley 902 de 2017, también se contempló la creación de 

un módulo étnico del RESO, en el cual se identificarán los pueblos y comunidades 

étnicas de acuerdo con sus respectivos territorios y autoridades, entre otros. Los 

criterios de priorización del módulo están aún en proceso de concertación con las 

autoridades étnicas, por lo que según información oficial a la misma fecha todavía 

no se contaba con el módulo étnico, lo que implica un incumplimiento al enfoque 

étnico de la implementación. 

 

2.1.5. Formalización de tierras (1.1.5) 

El propósito fundamental de la formalización de tierras radica en regularizar y 

proteger los derechos de la pequeña y mediana propiedad rural, garantizando que 

las personas puedan acceder al derecho de ser legítimas dueñas y poseedoras de 

la tierra (A.F. 1.1.5). Dicho propósito contribuye a reducir conflictos sobre la tierra, 

otorgar seguridad jurídica y facilitar el acceso a crédito y la intervención del Estado 

con mecanismos de desarrollo rural.  

La meta propuesta por el A.F. en esta materia es de siete millones de hectáreas de 

pequeña y mediana propiedad rural con especial énfasis en municipios PDET y 

Zonas de Reserva Campesina –ZRC–, entre otras. Según la información oficial, a 

31 de agosto de 2022, se habían regularizado 3.055.398 hectáreas, de las cuales 

el 38% (1.184.195) están localizadas en zonas PDET y el 61% (1.871.203) en 

municipios no PDET.  

Tabla 6. Formalización de tierras por proceso en municipios PDET 

Tipo de 
municipio 

Proceso 

Títulos 
adjudicados 

y/o 
formalizados 

Familias 

Mujeres 
beneficiarias 

(incluye 
titulación 
conjunta) 

Hectáreas 
Porcentaje 

de 
hectáreas 

 

 

 

 

Adjudicación 
de predios 
baldíos de 

Entidades de 
Derecho 
Público 

887 NA NA 744 0,1% 
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Municipios 
PDET 

Constitución 
y ampliación 

de 
Resguardos 

indígenas 

50 13.538 28.059 812.647 68,6% 

Titulación 
Colectiva de 

comunidades 
negras 

23 3.855 6.224 11.490 1% 

Otros 
procesos de 

adjudicación4 
31.711 31.799 15.860 359.314 30% 

Total  32671 49192 50143 1184195 100% 

 Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

Tabla 7. Formalización de tierras por proceso en municipios no-PDET 

Tipo de 
municipio 

Proceso 

Títulos 
adjudicados 

y/o 
formalizados 

Familias 

Mujeres 
beneficiarias 

(incluye 
titulación 
conjunta) 

Hectáreas 
Porcentaje 

de 
hectáreas 

Otros 
municipios 

Adjudicación 
de predios 
baldíos de 

Entidades de 
Derecho 
Público 

644 0 0 1445 0,1% 

Constitución 
y ampliación 

de 
Resguardos 

indígenas 

75 10617 20360 789938 42,2% 

Titulación 
Colectiva de 

comunidades 
negras 

22 2571 4586 4840 0,2% 

Otros 
procesos de 
adjudicación 

55011 57089 31008 1074980 57,4% 

Total  55752 70277 55954 1871203 100,0% 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

 
4 Dentro de los “otros procesos de adjudicación” se encuentran: Adjudicación de baldíos a persona 
natural, adjudicación bienes fiscales patrimoniales, adjudicación de bienes del Fondo Nacional 
Agrario, programa de subsidio integral de tierras, programa de compra directa y adjudicaciones 
especiales y contratos de uso otorgados, y formalización de predios privados. 
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En municipios PDET, se tiene que el 70% (824.137) de las hectáreas han sido 

formalizadas para comunidades étnicas. De estas, para pueblos NARP sólo se ha 

regularizado el 1% (11.490) y para población campesina el 30% (359.314). En otros 

municipios, también predomina el avance para comunidades étnicas con el 42,4% 

(794.778), donde el avance para la población afrodescendiente sigue siendo 

bastante bajo, con un 0,2% (4.840) y para la población campesina es del 57,4% 

(1.074.980).  

En contraste, en aquellos municipios no-PDET predomina el avance en 

formalización para la población campesina y un balance para la población indígena. 

Mientras que en los municipios PDET se observa que los avances se han 

concentrado en beneficiarios de pueblos indígenas. Sin embargo, como ya se ha 

mencionado en anteriores informes (STCVI, 2021b, p. 37) existe una crítica de la 

IEANPE a la muestra de estos resultados porque responden a procesos previos al 

A.F. La ST, resalta la necesidad de avanzar en este compromiso dentro del marco 

de la implementación del A.F. con un esfuerzo mayor para la población 

afrodescendiente, en tanto hay un desbalance muy pronunciado en los avances 

para esta población de especial protección constitucional.  

 

a. Avances relevantes en los primeros 100 días del Gobierno de Gustavo Petro 

(2022-2026) 

En los primeros 100 días del Gobierno de Gustavo Petro y Francia Márquez ha 

estado en la agenda pública la realización de una Reforma Agraria ligada al 

cumplimiento del punto 1 del A.F. El 20 de septiembre, en una intervención en el 

Senado de la República, la Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural afirmó que los 

tres ejes de la Reforma Agraria serían: el Catastro Multipropósito; la Formalización, 

Acceso y Restitución de Tierras; y la Redistribución de Tierras Extintas. Estos ejes 

se complementan con otras apuestas correspondientes a los derechos de las 

mujeres rurales y la economía del cuidado; la promoción de mayor acceso a la tierra 

a grupos étnicos; la integración productiva de pequeños, medianos y grandes 

productores y el enfoque territorial. Así mismo, el Gobierno ratificó el compromiso 

con la RRI, incluyendo la implementación de los PDET y PNRRI, articulado a la 

propuesta de Paz Total con grupos armados y la sustitución gradual de cultivos de 

uso ilícito (MADR, 2022c).  

En las distintas declaraciones también ha sido claro que una primera dificultad para 

cumplir estas metas es presupuestal en el marco de una situación fiscal crítica del 

sector tierras y desarrollo rural (MADR, 2022a). En el Presupuesto General de la 

Nación para 2023, aprobado en el Congreso de la República el 18 de octubre, 
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finalmente quedó consignado un aumento para el sector de 0,64% respecto al 2022: 

en total 4,1 billones de pesos. Además, se destacan modificaciones sustanciales a 

los presupuestos que venían administrando algunas de las entidades encargadas 

de la implementación del A.F. en el punto 1.  

La ST observa como un logro que puede tener repercusiones positivas en la 

implementación, el aumento de presupuesto a la ANT es casi tres veces mayor al 

asignado para el año 2022; un aumento aproximado de 261%. Este cambio es 

coherente con las recomendaciones que esta ST ha realizado en reiteradas 

ocasiones sobre la necesidad de fortalecer a esta institución al ser una de las 

mayores responsables para materializar la RRI. 

 

Gráfico 5. Asignación presupuestal 2022 y 2023 a entidades encargadas de 

implementar el Punto 1 del A.F. 

 

Fuente: Elaboración propia con base en El Espectador, 2022b.  

También se destaca un aumento de casi el doble del presupuesto (176%) en 

relación con 2022 para la Agencia Desarrollo Rural –ADR–, lo que puede implicar 

un impulso al acompañamiento de los procesos de acceso y formalización a tierras 

con proyectos productivos y asistencia técnica. En la misma línea, se resalta el 

aumento de presupuesto para la Unidad de Restitución de Tierras –URT– en un 
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65%, lo que respalda a este régimen de transición (Ley 1448 de 2011) que también 

se encuentra consagrado en el punto de Restitución (1.1.7) del A.F.   

En contraste, se observa que hubo una disminución del 48% frente al presupuesto 

del 2022 para la Agencia de Renovación del Territorio, la cual se encarga de 

coordinar la implementación de los PDET (1.2). Frente a esta disminución de 

presupuesto, la ST alerta al Gobierno Nacional para que impulse la labor de 

coordinación y compromiso con los PDET e incluya a toda la institucionalidad desde 

el nivel nacional, departamental y municipal.  

Con este panorama la ST observa que, desde el punto de vista presupuestal, existe 

una manifestación de la voluntad política por parte de Gobierno para movilizar los 

asuntos agrarios y de tierras del A.F. que deberá redundar en el fortalecimiento de 

las capacidades de la institucionalidad competente para la consecución de 

resultados alineados con las metas del A.F.   

Por otro lado, frente a los avances de acceso y formalización, el 21 de septiembre 

el Gobierno Nacional anunció la entrega de 681.372 hectáreas5 en diferentes 

departamentos que fueron entregados en el marco de formalización y acceso a 

tierras, tanto a sujetos campesinos como étnicos. Posteriormente, el 11 de 

noviembre se anunció la formalización y entrega de títulos sobre 256.342 para 32 

resguardos indígenas en varios departamentos del país6 (ANT, 2022). Según el 

nuevo Gobierno, esto denota la voluntad política para descongestionar aquellos 

procesos rezagados de antiguos Gobiernos y envía un mensaje contundente del 

compromiso con el tema agrario (El Espectador, 2022a).  

 
5“Gerardo Vega, director de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), explicó que en el anuncio se 
incluyen 10 constituciones o ampliaciones de resguardos indígenas (en total 297.000 hectáreas), 
que beneficiarán a 1.044 familias en Cauca, Putumayo, Antioquia, Córdoba, Tolima, Risaralda, 
Amazonas, Huila y Vichada. También tres titulaciones colectivas a consejos comunitarios, que 
benefician a 310 familias (en total 2.138 hectáreas) y 23 títulos para entidades de derecho público 
“escuelas, centros de salud, que necesitaban formalizarse para que haya inversión desde lo 
municipal o departamental”. Además, se entregarán 266 títulos de tierra que, en este caso, asegura 
Vega, no es formalización, sino adjudicación “a campesinos que no tenían tierra”, en total 427 
hectáreas en Bolívar, Córdoba, La Guajira, Magdalena, Sucre, Putumayo, Nariño, Risaralda, Tolima, 
Antioquia, Cauca, Caldas y César. Más 225 títulos de formalización de predios privados (203 
hectáreas) y 40 resoluciones de restitución de tierras (210 hectáreas) que son resultados de órdenes 
judiciales. De acuerdo con la ministra, el anuncio es el resultado de un esfuerzo del Ministerio y de 
sus agencias para agilizar el proceso. “La titulación masiva de predios es un reflejo del compromiso 
del gobierno con la reforma agraria y el cumplimiento del Acuerdo de Paz”. Tomado de El Espectador 
(2022a).  

6La ST aclara que estas cifras fueron incluidas posteriormente a la solicitud de información oficial, 
por lo que en el reporte total de hectáreas formalizadas no se encuentran incluidas estas entregas 
realizadas el 21 de septiembre y 11 de noviembre de 2022. 
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El 8 de octubre se firmó un acuerdo con la Federación Nacional de Ganaderos –

FEDEGAN– para facilitar la compra directa de tierras a personas pertenecientes al 

sector ganadero que voluntariamente deseen venderlas, con el propósito de 

alimentar el FT y facilitar el cumplimiento de la meta de la adjudicación de tres 

millones de hectáreas para campesinos sin tierra o con tierra insuficiente (1.1.1).  

Conforme al documento firmado por José Félix Lafaurie, presidente de FEDEGAN, 

y el Gobierno Nacional, se buscará que los predios tengan el tamaño adecuado para 

el desarrollo de proyectos productivos de forma rentable, que se acompañará con 

planes de choque para construcción y mantenimiento de vías terciarias (MADR, 

2022d) y programas de acompañamiento técnico y productivo. Por lo pronto, a la 

fecha de cierre de este informe, todavía no se han hecho efectivas compras de 

tierras en el marco de este acuerdo. Desde el MADR se ha manifestado que se está 

en proceso de negociación y análisis de los predios que estarían disponibles para 

la venta.  

Este acuerdo no sólo constituye un hito en la historia de Colombia frente al posible 

avance respecto a las fuentes que alimentarán el FT, también se configura como un 

paso hacia la consolidación de la paz territorial con uno de los sectores que ha 

estado envuelto en las conflictividades por las tierras y hace parte de uno de los 

partidos políticos que se ha declarado opositor al Proceso de paz con las FARC. 

Adicional a lo anterior, el pasado 21 de noviembre de 2022 en la reactivación de los 

diálogos de paz con la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional –ELN–, se 

conoció que José Félix Lafaurie haría parte de la mesa de negociaciones de paz por 

parte del Gobierno Nacional, rol que podría acercar a diferentes sectores que han 

estado apartados del proceso de paz e impulsar su compromiso con la concreción 

de la paz territorial.   

Por otro lado, el 3 de noviembre de 2022 Gustavo Petro firmó la Ley 2272 de 2022, 

de Paz Total que modifica, adiciona y prorroga la Ley 418 de 1997 de Orden Público, 

que tiene como objetivo central definir la política de paz como una política de 

Estado.  

En lo que respecta al punto 1, se establecen mandatos que respaldan la 

implementación de los PDET (1.2) y en el capítulo de “Mecanismos para la Paz 

Total” se hace el llamado a que en el Plan Nacional de Desarrollo –PND– y en los 

Planes de Desarrollo Local de las entidades territoriales se introduzcan programas 

y proyectos dirigidos al cumplimiento de los acuerdos de paz con especial atención 

de los municipios PDET, en los cuales también se deberá priorizar lo dispuesto en 

el Plan Marco de Implementación y en concordancia con los PATR (1.2.3). El 

mandato de la Ley está en correspondencia con el articulado del A.F. y a su vez 
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adiciona y consolida la necesidad de que todos los niveles territoriales, junto con el 

apoyo y compromiso del nivel nacional, se apropien de la implementación del PDET.  

También, se constituyen las “Regiones de Paz” que albergarán diálogos de paz con 

los diferentes actores, en los cuales se focalizan los territorios PDET, entre otros. Y, 

finalmente, dentro de las modalidades que se incluyeron en el nuevo “Servicio Social 

para la Paz” se incluyó el “servicio social para el trabajo en la reforma rural integral”.  

En el marco de los primeros cien días del nuevo Gobierno, se propuso una 

metodología novedosa en la que por primera vez la construcción del PND se 

realizaría de manera participativa y teniendo en cuenta la visión de las comunidades 

sobre las necesidades de los territorios, por medio los Diálogos Regionales 

Vinculantes, para recoger insumos esenciales para construir la propuesta final del 

PND.  

Así las cosas, hasta el 9 de noviembre, según el DNP, se han llevado a cabo 31 

diálogos vinculantes, con 81.000 asistentes, 14.383 necesidades de cambio, 22.945 

propuestas para el PND. Aún quedan 17 encuentros por realizar, los cuales están 

planteados para el mes de diciembre de 2022, según lo informado por el Gobierno 

(DNP, 2022b).   

Aún en proceso de construcción del PND, a mediados del mes de noviembre el 

Gobierno Nacional presentó un borrador con las bases del PND 2022-2026 

“Colombia Potencia Mundial de la Vida” al Consejo Nacional de Planeación, por lo 

que esta ST pudo revisar el documento emitido con el propósito de rastrear los 

puntos relevantes que impactarían el punto 1 del A.F. destacando lo siguiente: 

✓ El primer apartado del borrador se enfoca en el “ordenamiento del territorio alrededor 

del agua” en el que se pone en el centro la necesidad de abordar el ordenamiento territorial 

desde una visión amplia del mismo, con énfasis en la superación de brechas entre campo 

y ciudad. En este apartado dentro de los catalizadores se destacan: la consolidación 

inminente del Catastro Multipropósito (1.1.9) frente al cual reporta una actualización del 

catastro rural del 9.4%7 y la formalización, adjudicación y regularización de la propiedad 

(1.1.1; 1.1.5) con énfasis en mujeres rurales y pueblos étnicos, para esto se menciona la 

necesidad de darle impulso y acelerar el desarrollo del Plan Nacional de Formalización de 

la Propiedad Rural (1.3).  

✓ Se establece una conexión directa entre la RRI y el apartado del PND “Derecho Humano 

a la Alimentación”, donde la producción de alimentos alineados al fortalecimiento del sector 

 
7 Este porcentaje es la línea base que ha incluido el gobierno en el documento de Bases del PND 
(DNP, 2022a, p. 38), que corresponderían a 10,7 millones de hectáreas actualizadas con enfoque 
multipropósito de las 114 millones de has que tiene el país, concentrado mayormente en áreas 
urbanas (La República, 2022). No obstante, en el documento de Bases del PND se afirma que este 
porcentaje corresponde a áreas rurales (DNP, 2022a, p. 40). 
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agropecuario está en correspondencia a lo pactado al A.F. especialmente en el punto 1.3 

sobre los PNRRI; de los cuales se destacan las menciones al Plan Nacional de 

Comercialización Rural y al Plan Nacional de Derecho a la Alimentación.  

✓ Se resalta la inclusión de un apartado específico para la consolidación de la Paz Total 

en el cual se subraya la necesidad de incluir lo pactado en el A.F. junto con los indicadores 

del PMI. También, se vuelve a resaltar como una prioridad del Gobierno el cumplimiento 

del punto 1.1 sobre Acceso y formalización y el punto 1.2 sobre PDET de la RRI, exaltando 

la necesidad de impulsar la articulación supramunicipal para sobrepasar las inequidades y 

acelerar los PDET a partir de la implementación de las iniciativas de tierras, infraestructura, 

desarrollo social, derecho humano a la alimentación y economía campesina (DNP, 2022b, 

p. 160). 

✓ Dentro del apartado “Reparación Efectiva e Integral a las Víctimas” se incluye la 

necesidad de retomar, impulsar y superar los cuellos de botella de la Restitución de Tierras 

y Derechos Territoriales en el marco de la ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios 

(1.1.7).  

Por lo pronto, mientras se expide el documento final del PND y se aprueba su 

correspondiente ley en los primeros meses del 2023, la ST observa una 

concordancia y correspondencia de los principales postulados del documento de 

Bases del PND con los temas centrales del punto 1 del A.F., especialmente el 

énfasis en el CM, uno de los puntos que presenta mayores retrasos; el Acceso y 

Formalización a Tierras y la articulación interinstitucional para la implementación de 

los PDET. También se visibiliza la centralidad del avance para sujetos diferenciados 

como las mujeres rurales, las comunidades étnicas, las y los jóvenes. 

Finalmente, esta ST destaca la emisión por parte de la Corte Constitucional de una 

sentencia de unificación en la interpretación sobre los procedimientos de 

adjudicación de baldíos de la Nación la cual tendrá un impacto directo en el avance 

y la política pública del punto 1.  

 

b. Sentencia del 18 de agosto de 2022 sobre los procedimientos de 

adjudicación de baldíos de la Nación 

Los baldíos de la Nación son una de las fuentes más importantes que hasta ahora 

han alimentado tanto el FT como los procesos de Formalización de la propiedad en 

el marco del cumplimiento del punto 1 del A.F. Históricamente también ha sido la 

principal fuente de reforma agraria. No obstante, la administración y reglamentación 

para la adjudicación de estos bienes de la Nación a particulares ha sido disputada 

desde diferentes ámbitos: por un lado, el de la implementación e interpretación 

jurídica de la normatividad agraria (específicamente entre las leyes 160 de 1994 y 

200 de 1936) por parte de los jueces civiles y, por otro lado, las diferentes 

controversias que se han generado en los territorios entre los múltiples actores 
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interesados en estas tierras, ante la ausencia del Estado y de instrumentos claros y 

efectivos para resolver los conflictos.  

Frente a este escenario, el pasado 18 de agosto la Corte Constitucional emitió un 

comunicado de prensa con la síntesis de la sentencia SU-288 de 2022. La sentencia 

da un cierre interpretativo a los procedimientos de adjudicación de baldíos a 

particulares bajo la premisa consagrada en la Ley 160 de 1994, según la cual la 

adjudicación de baldíos tiene el propósito de proporcionarle tierra a aquella 

población sin tierra o con tierra insuficiente. La premisa es la misma establecida en 

el A.F. (1.1.3) desarrollada en el Decreto Ley 902 de 2017.  

Por lo anterior, la ST considera relevante exponer los lineamientos generales 

establecidos por la Corte Constitucional en la mencionada sentencia y aquello que 

resolvió e impactaría directamente en la implementación de la RRI.  

En síntesis, el problema jurídico que suscitó la emisión de esta sentencia es el 

choque entre procedimientos e interpretaciones sobre la adjudicación de baldíos de 

la Nación (proceso administrativo) y el proceso de prescripción de dominio (acción 

judicial) pues han desencadenado un grave incumplimiento del régimen especial de 

baldíos y del deber del Estado en la promoción del acceso progresivo a la propiedad 

de la tierra de los campesinos sin tierra o con tierra insuficiente (sujetos de reforma 

agraria)(Comunicado 26, Corte Constitucional, SU288 de 2022). En otras palabras, 

esta situación ha avivado el problema por la concentración de la tierra, ha facilitado 

el despojo jurídico e impactado al campesinado sin tierra.  

Lo anterior responde a las múltiples interpretaciones que los jueces han llevado a 

cabo con procedimientos de adjudicación de baldíos a particulares bajo el 

procedimiento de la prescripción adquisitiva. Estos procedimientos no verificaron las 

condiciones tendientes para establecer si se trataba o no de sujetos de reforma 

agraria según la Ley 160 de 1994; tales como la extensión del predio o la 

inexistencia de predios rurales en cabeza del demandante, entre otras condiciones 

subjetivas y objetivas exigibles para la adjudicación (Ibidem).  

Frente a esta situación la Corte estableció reglas y subreglas que deberán cumplir 

los jueces y la institucionalidad agraria frente a los diferentes escenarios y con las 

cuales se espera subsanar los procedimientos que han contribuido a la apropiación 

indebida de baldíos y el acaparamiento de tierras, entre otros.  

Dentro de las conclusiones relevantes de esta sentencia, se planteó que “los 

procesos de pertenencia diseñados para tramitar la prescripción adquisitiva de 

predios privados no son la vía para acceder al dominio de los bienes baldíos; e 

insiste en que tales procesos son inadecuados para la reforma agraria pues no 

contemplan límites en torno al tamaño de los predios, ni la carencia de otros en 

cabeza del beneficiario, al tiempo que, desde el punto de vista procesal, supone la 
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igualdad de las partes e impide así la defensa de los sujetos de especial protección 

constitucional (campesinos sin tierra o con tierra insuficiente)” (Ibidem). 

La Corte Constitucional tendió un puente directo entre esta decisión y el compromiso 

adquirido por el Estado frente al cumplimiento del punto 1 del A.F., lo cual da aún 

mayor fuerza jurídico-política a la implementación8.  

Las temáticas y exhortaciones destacadas por la Corte en esta sentencia fueron las 

siguientes:    

● El fortalecimiento de la Agencia Nacional del Territorio –ANT–, la Superintendencia de 
Notariado y Registro –SNR–, la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria –UPRA– y 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi –IGAC– para darle cumplimiento a lo establecido 
en el punto 1 del A.F., con particular atención en zonas PDET y zonas priorizadas para 
el Catastro y el barrido predial.  

● La creación de la Jurisdicción Especial Agraria (1.1.8). 

● La consolidación del CM (1.1.9). 

● La actualización del sistema de registro (1.1.9). 

● El cumplimiento de las metas del FT (1.1.1). 

● La elaboración y ejecución del plan de formalización masiva de la propiedad rural (1.3)9.  

Sobre este último se destaca que desde el 20 de diciembre de 2021 mediante la 

Resolución 382 del MADR10 se adoptó el Plan Nacional de Formalización Masiva 

de la Propiedad; por lo tanto, en el marco de la orden de la Corte Constitucional y 

 
8 “DÉCIMO CUARTO. EXHORTAR al Congreso de la República y al Gobierno Nacional como 
responsable de la correcta implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de Una Paz Estable y Duradera, suscrito el 24 de noviembre de 2016, a que adopten, 
en el ámbito de sus competencias y de conformidad con lo dispuesto en el Acto Legislativo 02 de 
2017, las medidas necesarias para impulsar en la mayor medida posible el cumplimiento del punto 
1.1. sobre acceso y uso de la tierra, el cual forma parte del Acuerdo sobre Reforma Rural Integral”. 
Comunicado de prensa 26. Corte Constitucional, sentencia SU-288 de 2022, M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. Agosto 18 de 2022.   

9 “Décimo Quinto. EXHORTAR al Gobierno nacional y al Congreso de la República a que, en el 
ámbito de sus competencias y de conformidad con lo dispuesto en el Acto legislativo 02 de 2017, (i) 
implementen, asignen los recursos necesarios para su ejecución y realicen los ajustes normativos y 
presupuestales que se requieran para materializar (a) la creación de la jurisdicción agraria, (b) la 
consolidación del catastro multipropósito, (iii) la actualización del sistema de registro, (iv) el fondo de 
tierras para la reforma rural integral y (v) el plan de formalización masiva de la propiedad rural, entre 
otros componentes del Acuerdo sobre Reforma Rural Integral, con el propósito de dar respuesta a 
las distintas situaciones que afectan la seguridad jurídica sobre la tenencia y la propiedad de la tierra, 
así como el derecho de los campesinos -en especial de las mujeres rurales y las familias pobres y 
desplazadas.” 

10 Resolución 382, “Por la cual se adopta el Plan Nacional de Formalización Masiva de la Propiedad 
Rural, formulado en cumplimiento de los puntos 1.1.1 y 1.1.5 del Acuerdo Final". 
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del A.F., el Gobierno Nacional deberá hacer énfasis en la puesta en marcha de este 

plan articuladamente con los otros subpuntos del punto 1.   

 

2.1.6. Jurisdicción Agraria  

El A.F. estableció la creación de Mecanismos de resolución de conflictos de 

tenencia y uso de la tierra (1.1.8) para (a.) Garantizar la protección efectiva de los 

derechos de propiedad en el campo (b.) Resolver los conflictos relacionados con la 

tenencia y uso de la tierra y (c.) Promover la regularización de la propiedad rural, 

incluyendo mecanismos tradicionales y la intervención participativa de las 

comunidades en la resolución de conflictos.  

Adicionalmente prescribió que se debía poner en marcha con iguales propósitos, 

una nueva jurisdicción agraria. 

(…) que tenga una adecuada cobertura y capacidad en el territorio, con énfasis en 
las zonas priorizadas, y con mecanismos que garanticen un acceso a la justicia que 
sea ágil y oportuno para la población rural en situación de pobreza, con asesoría 
legal y formación especial para las mujeres sobre sus derechos y el acceso a la 
justicia y con medidas específicas para superar las barreras que dificultan el 
reconocimiento y protección de los derechos de las mujeres sobre la tierra. Se 
promoverá la participación de las mujeres y sus organizaciones en los diferentes 
espacios que se creen para la conciliación y resolución de conflictos sobre uso y 
tenencia de la tierra. (A.F. 1.1.8, p. 18)  

Este ha sido uno de los compromisos con mayores retrasos que tiene el punto 1. 

Aun cuando en los anteriores gobiernos se presentaron proyectos de ley para este 

compromiso, fueron archivados en el Congreso de la República. El actual gobierno 

ha resaltado desde un inicio la necesidad del cumplimiento de este punto y, en 

consecuencia, se ha visto reflejado en el desenlace del empalme11 presidencial, 

resaltándose la urgencia de agilizar un nuevo proyecto de ley que contemple la 

jurisdicción agraria.  

El 31 de agosto de 2022 fue presentado efectivamente el proyecto de Acto 

Legislativo “por el cual se reforma la Constitución Política de Colombia y se 

establece la Jurisdicción Agraria Rural” con seis artículos generales sobre la 

Jurisdicción. Se destaca el primer artículo que considera la modificación del artículo 

116 de la Constitución Política, con la creación de una Corte Agraria y Rural como 

máximo tribunal de la Jurisdicción Agraria. Se menciona la conformación de la 

Corte, los requisitos, calidades y funciones de los potenciales Magistrados. 

 
11 Equipo de empalme implementación Acuerdo Final de Paz, 2022.  
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También, en el artículo 4 se menciona que la Jurisdicción entraría a regir en un 

período no mayor a dos años siguientes a la promulgación del Acto Legislativo.  

El contenido del Proyecto de Ley es corto y proporciona un marco general para la 

puesta en funcionamiento de la Jurisdicción Agraria. Resulta necesario que 

posterior a su aprobación, sea reglamentado con precisión, incluyendo los enfoques 

de género y étnico para la implementación.  

La ST considera como un adelanto y manifestación de voluntad política el proyecto 

de acto legislativo para la creación de la Jurisdicción agraria y reconoce su 

correspondencia con el A.F. Las expectativas respecto a este tribunal especializado 

aún anuncian un tiempo de espera, pues debe surtir el trámite legislativo y su 

reglamentación, lo que sigue implicando un retraso considerable a este compromiso 

del A.F. De ocho debates, el 9 de noviembre la Comisión primera del Senado de la 

República aprobó el tercer debate que requiere este proyecto de ley, el siguiente se 

realizará en plenaria del Senado. La ST considera como necesario establecer 

mecanismos y estrategias institucionales ya existentes para mitigar los conflictos 

actuales y emergentes en los territorios, mientras es aprobado el proyecto de ley. 

 

2.2. Tema 2: Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET– 

(1.2) 

Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –PDET– son un instrumento 

de planificación y gestión que tienen el propósito de disminuir las brechas entre el 

campo y la ciudad, propendiendo por una transformación estructural del campo 

(1.2.1). Bajo las directrices del Decreto 893 de 2017, se desarrollaron los aspectos 

más relevantes de la implementación del PDET, dentro de los cuales se destaca la 

identificación de 170 municipios priorizados y 16 subregiones PDET (art. 3).  

La ST considera que este es uno de los compromisos del punto 1 que ha tenido 

mayores avances. La ST hizo un análisis exhaustivo del estado de la 

implementación del PDET en el informe once, publicado en agosto (STCVI, 

2022a)12. Bajo los hallazgos, la ST indica el estado de la implementación con el que 

el Gobierno recibió los PDET: 

● 16 Planes para la Transformación Regional –PATR– (1.2.3) organizados en ocho pilares 
con 32.808 iniciativas construidas de manera participativa en la fase de diseño de los 
PDET.  

● 15 hojas de ruta –HRU– (esperando la culminación de la última HRU para Pacífico 
Medio). 

● Inclusión de 11.913 iniciativas en los Planes de Desarrollo Territorial.  

 
12 Fecha de corte del análisis: 30 de abril de 2022. 
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● Coordinación y acompañamiento a los Grupos Motores –GM– y Mecanismos 
Especiales de Consulta –MEC– como parte del seguimiento participativo a la 
implementación del PDET (1.2.4). 

● La estructura de la política del expresidente Duque de “Paz con Legalidad” que 
pretendía la articulación interinstitucional a través de la “Estrategia Nación Territorio” 
(STCVI, 2022a, p. 3).  

En términos generales, en las Bases del PND 2022-2026 se plantea la aceleración 

de los PDET a través de la implementación de las iniciativas de tierras, 

infraestructura, desarrollo social, derecho humano a la alimentación y economía 

campesina, de la mano de la participación efectiva de las comunidades (DNP, 

2022a, p. 31). En el marco de este informe se pretende mostrar el panorama general 

con el que el nuevo Gobierno recibe el estado de implementación del PDET, con 

fecha de corte de septiembre de 2022, y donde el eje serán las iniciativas con ruta 

de implementación activa a través de gestiones y proyectos, por cada uno de los 

pilares del PDET.   
 

Gráfico 6. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

y gestionar por pilar 

 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022.  

Con el análisis de las iniciativas movilizadas a través de proyectos y gestiones en 

conjunto, la ST observa que el avance entre pilares indica unos proyectos y una 

gestión más equilibrados. El análisis sólo por proyectos, como se evidenció en el 
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anterior informe de la ST (STCVI, 2022a), no considera la gestión e indica un 

desbalance bastante notorio entre pilares.  

En lo que respecta a este análisis, según la ART, para que una iniciativa se pueda 

movilizar con gestiones y sea reportada con ruta de implementación activa, implica 

que se hayan realizado -por ejemplo- algunas reuniones de impulso. De forma que 

no indica que dicha iniciativa esté cumplida necesariamente o cerca de culminar el 

proceso para ser materializada en los territorios. Lo anterior invita a una revisión 

más rigurosa de los indicadores de medición y avance que se encuentran dentro del 

PDET para reportar las iniciativas que tienen ruta de gestión activada, incluyendo la 

participación de las veedurías ciudadanas y comunidades en el seguimiento a las 

acciones y proyectos. En esta línea, el documento de Bases del PND 2022-2026 

expresa la focalización y el seguimiento a la oferta institucional para las iniciativas 

estratégicas y dinamizadoras en cada subregión PDET y para que las comunidades 

conozcan el nivel de cumplimiento de las iniciativas PDET (DNP, 2022a, p. 164). 

 

Tabla 7. Porcentaje de avance de iniciativas PDET por pilar 

PILARES PORCENTAJE DE AVANCE 

Pilar 1 35% 

Pilar 2 42% 

Pilar 3 37% 

Pilar 4 42% 

Pilar 5 39% 

Pilar 6 43% 

Pilar 7 41% 

Pilar 8 31% 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022.  

A pesar del aparente equilibrio en el avance entre pilares, el pilar 1. Ordenamiento 

social de la propiedad rural y uso del suelo y el pilar 8. Reconciliación, convivencia 

y construcción de paz del PDET continúan siendo los de menor avance en el PDET. 

El primero con un avance de 35% (1.155 iniciativas movilizadas) y el segundo con 

un avance de 31% (1. 432). En contraste, los pilares con mayor avance siguen 

siendo el pilar 6. Reactivación económica, 43% (2.621); 2. Infraestructura y 

adecuación de tierras, 42% (1.647) y 4. Educación rural, 42% (2980).  
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Frente al avance de la movilización de iniciativas por subregiones del PDET, en 

el análisis integral de iniciativas de gestión y proyectos, la ST evidencia que hay un 

avance equilibrado. Sin embargo, en el informe once de la ST (STCVI, 2022a), se 

encontró un desequilibrio pronunciado entre subregiones PDET y pilares ya que el 

análisis se centró únicamente en aquellas iniciativas movilizadas a través de 

proyectos de inversión. 

Gráfico 7. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

y gestiones por subregión PDET 

 

Fuente: Elaboración propia con base con Central PDET (Septiembre 2022).  
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Las subregiones de Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño (50%), Pacífico Medio 

(49%), Catatumbo (47%), Sierra Nevada-Perijá y Sur de Bolívar (47%) son las que 

se reportan mayores avances en el número de iniciativas por cada subregión. En 

contraposición, Chocó (35%), Pacífico y Frontera Nariñense y Sur de Córdoba 

(36%) son las que se encuentran más rezagadas a pesar de que a la fecha existe 

un mayor equilibrio entre subregiones frente a lo reportado en informes anteriores 

de la ST.   

Tabla 8. Porcentaje de avance de iniciativas PDET por subregión 

SUBREGIÓN PDET PORCENTAJE 

Alto Patía Norte del Cauca 37% 

Arauca 37% 

Bajo Cauca - Nordeste Antioqueño 50% 

Catatumbo 47% 

Chocó 35% 

Cuenca del Caguán y Piedemonte caqueteño 40% 

Macarena-Guaviare 42% 

Montes de María 37% 

Pacífico Medio 49% 

Pacífico y Frontera Nariñense 36% 

Putumayo 32% 

Sierra Nevada- Perijá 47% 

Sur de Bolívar 47% 

Sur de Córdoba 36% 

Sur del Tolima 39% 

Urabá Antioqueño 39% 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022. 
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Respecto a las garantías para la participación activa de las comunidades (1.2.4) en 

la fase actual de ejecución e implementación del PDET, esta Secretaría Técnica 

tuvo la oportunidad de escuchar, en el marco del Quinto Seminario de la ST 

realizado en el municipio de Apartadó (Antioquia) el 21 de septiembre de 2022, las 

inconformidades e inquietudes de las comunidades pertenecientes a la subregión 

del Chocó y Urabá, que a su vez hacen parte de los Grupos Motor –GM– y 

Mecanismo Especial de Consulta –MEC– (art. 12, Decreto 893 de 2017), los cuales 

están llamados a participar activamente y a hacerle seguimiento a la 

implementación del PDET.  

Las inquietudes expuestas en el Quinto Seminario se centran en los siguientes 

puntos:  

● Los GM y los MEC conformados no tienen acceso a los espacios donde se toman 
decisiones sobre la implementación y se priorizan las acciones (Estrategia Nación 
Territorio). Las decisiones se comunican sin participación en la construcción de estas. 
La implementación es comunicada en ocasiones con un lenguaje que no simplifica la 
información para las comunidades.   

● No se observa con claridad que las prioridades del PDET construidas participativamente 
en la Hoja de Ruta se desarrollen en las acciones de la oferta institucional.  

● El relacionamiento con la institucionalidad local y departamental sigue siendo distante 
y, en algunas ocasiones, reacio a la interlocución con los GM y MEC.  

● Hay un aparente desconocimiento de la institucionalidad sobre el compromiso del 
enfoque territorial y participativo de los PDET en su fase de implementación.  

● Hay acciones que se presentan como resultado del PDET sin ser socializadas ni 
construidas con los GM y MEC.  

● Se manifiesta inconformidad sobre la implementación de casetas comunitarias, placa 
huellas, entre otras construcciones partícipes en las iniciativas Las comunidades 
manifiestan que no han sido entradas de estos proyectos a tiempo o de los 
presupuestos; observan también en algunos casos sobrecostos que no coinciden con 
la realidad.   

La ST también observó que, a pesar de que la ART es la encargada de coordinar la 

implementación del PDET, hace falta mayor presencia y atención por parte del resto 

de institucionalidad llamada a la implementación de las iniciativas según cada 

sector.  

Por otro lado, también se evidenció la necesidad de mayor fortalecimiento a los GM 

y MEC para que pueda haber una participación efectiva y enterada de los 

procedimientos con corresponsabilidad en la implementación en aras de fortalecer 

la gobernanza conjunta de los territorios. En la misma línea, también se observa la 

necesidad de fortalecimiento a la institucionalidad sobre la implementación y los 

procedimientos participativos, especialmente, en lo que tiene que ver con el 
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mandato de enfoque étnico que relaciona autoridades de grupos étnicos y la 

institucionalidad del Gobierno.  

La ST reitera en este Duodécimo Informe lo expuesto en anteriores informes, pues 

es una oportunidad de mejoramiento, y consiste en un reto para el nuevo gobierno, 

retomar el enfoque participativo durante la fase de ejecución e implementación de 

los PDET que incluye el fortalecimiento, empoderamiento de herramientas y 

corresponsabilidad entre comunidades e institucionalidad.  

 

2.3. Tema 3: Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral –PNRRI– 

(1.3) 

Anteriormente, la ST ha resaltado el retraso en la adopción de los Planes Nacionales 

para la Reforma Rural Integral –PNRRI– teniendo en cuenta el mandato del A.F. 

(1.3) de garantizar los máximos esfuerzos de cumplimiento de los Planes 

Nacionales en los primeros cinco años de su vigencia.  

Entre la publicación del undécimo informe y este Duodécimo Informe se adoptó el 

Plan Nacional Rural del Sistema Progresivo de Garantía del Derecho a la 

Alimentación –SGPDA– por parte de la Comisión Interinstitucional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional –CISAN–13. Este plantea tres objetivos relacionados con la 

implementación del SGPDA (1) garantizando la coordinación interinstitucional y 

promoviendo la participación ciudadana; (2) incrementando las capacidades y 

oportunidades de familias o comunidades rurales para acceder a una alimentación 

sana, nutritiva y culturalmente apropiada con programas alimentarios , educación 

alimentaria y nutricional; (3) aportando a mejorar las condiciones de producción y 

comercialización en las economías campesinas, familiares y comunitarias de las 

áreas rurales, apoyando las prácticas agroecológicas, la promoción y la 

consolidación de mercados locales y regionales. Estos objetivos se desarrollan en 

líneas de acción acordes a los indicadores del PMI para este tema.  

Aunque el mismo documento técnico reconoce las disposiciones del A.F. sobre la 

estructura del SGPDA con la creación del Consejo Nacional y los Consejos 

Departamentales y Municipales de alimentación y nutrición, el Plan en cuestión no 

los crea. El Plan reconoce que las instancias de coordinación interinstitucional en la 

materia están conformadas únicamente por entidades gubernamentales y, en los 

marcos normativos para su conformación, no se contempla la participación directa 

de la sociedad civil. El 15 de noviembre de 2022 se expidió el Decreto 2223 del 

Ministerio de Salud y Protección Social que reforma la CISAN e incluye al Presidente 

de la República o su delegado como cabeza de la CISAN, sustrayéndose a la 

 
13 A través de la Resolución Conjunta 213 del 13 de julio de 2022. 
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Agencia de Desarrollo Rural, pero sin incluir cambios que garanticen la participación 

de la sociedad civil y organizaciones del campo en su conformación. 

 Se destaca que actualmente cuenta con ponencia positiva para primer debate en 

Senado (387 de 2022) el Proyecto de Ley 301 de 2021 presentado por el gobierno 

Duque para la creación del SGPDA, previo a la expedición del Plan. También se 

resalta que en el Congreso se presentó el Proyecto de Ley 115 de 2022 conocido 

como la Ley contra el Hambre que planteaba como objeto la creación del SGDPA, 

la política nacional de derecho humano a la alimentación y nutrición adecuada y de 

soberanía y autonomía alimentarias, y el programa de emergencia de lucha contra 

el hambre. No obstante, en la ponencia para primer debate se eliminó la referencia 

al Plan Nacional del A.F. En cualquier caso, la implementación del Plan estará sujeta 

a las disposiciones que se aprueben en la materia, en caso de que los proyectos se 

conviertan en leyes. 

La ST destaca que el documento de Bases del PND 2022-2026 incluye las garantías 

al Derecho a la Alimentación de forma relevante y, entre otros, anuncia el diseño de 

mecanismos para su exigibilidad, participación de las entidades territoriales y las 

organizaciones de la sociedad civil, aplicación del Plan expedido con la Resolución 

Conjunta 213 y su articulación con los demás PNRRI (DNP, 2022a, pp. 115 y 126). 

Finalmente, el mismo documento afirma que se ejecutarán los 16 PNRRI y que se 

canalizará la cooperación internacional a las prioridades de estos (DNP, 2022a, pp. 

34 y 164). 

A la fecha de cierre de este Duodécimo Informe, todavía no se había adoptado el 

Plan Nacional de Salud Rural, siendo este el único faltante.  
 

2.4. Enfoques transversales de género y étnico  

2.4.1. Enfoque de género  

La transversalización del enfoque de género en la implementación del A.F. ha sido 

un llamado reiterado por parte de múltiples sectores y entes de control en el país. 

La comprensión de este enfoque va más allá de la sola mención cuantitativa de las 

medidas tomadas que benefician a las mujeres. Desde una perspectiva más amplia, 

según la IEANPE (2021) esta tiene por lo menos tres dimensiones relevantes: 

redistribución económica, reconocimiento cultural y representación política (p. 21). 

También ha habido un llamado claro a que dicha transversalización incluya el 

enfoque interseccional entre la mirada de género y la étnica, la cual sigue siendo 

difusa en los informes de avance, en la implementación y en los resultados 

presentados por los gobiernos en todos los aspectos del punto 1 del A.F.  
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A la fecha esta ST ha podido identificar cuantitativamente los resultados para las 

mujeres en algunas de las medidas implementadas sobre Acceso y uso de la tierra 

en la RRI (1.1). No obstante, no hay información clara sobre el impacto para otros 

grupos como la población LGTBIQ+.  

En el RESO se evidenció un registro de 73.367 mujeres equivalente a 44,7%. Por 

su parte, según la división de beneficiarios por sexo, en el FT se evidenció un 

equilibrio entre hombres y mujeres en la adjudicación de hectáreas (has) en 

municipios PDET: 15.044 has (49,7%) para hombres y 15.167 has (50,2%) para 

mujeres. En municipios no-PDET, 21.140 has (49%) para hombres y 21.192 has 

(50%) para mujeres. Es importante resaltar que la división por sexo en las hectáreas 

adjudicadas incluye la titulación en pareja; un avance en el reconocimiento de las 

mujeres como dueñas de la tierra, pero que no necesariamente se materializa en 

una mayor toma de decisiones sobre los predios adjudicados.  

Si se considera la desagregación de acuerdo con el sujeto beneficiario, se observa 

que son más las mujeres indígenas y afrodescendientes beneficiadas que las 

mujeres campesinas. 

 

Tabla 9. Tipos de mujeres beneficiarias del Fondo de Tierras en municipios 

PDET y no-PDET 

Mujeres 

Mujeres 

beneficiadas en 

municipios PDET 

% 

Mujeres 

beneficiadas en 

otros municipios 

% 

Afrodescendientes 4.135 27% 3.651 17% 

Indígenas 9.443 62% 14.908 70% 

Campesinas 1.589 10% 2.633 12% 

Total 15.167 100% 21.192 100% 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Frente a la formalización de tierras, se evidencia mayor impacto a las mujeres que 

se encuentran en municipios que no son PDET, especialmente las mujeres 

afrodescendientes. Respecto de los municipios PDET, las mujeres indígenas han 

sido mayoritariamente beneficiadas, seguido de las mujeres campesinas y las 

mujeres afrodescendientes.  
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Gráfico 8. Formalización de tierras para Mujeres Rurales 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

La ST ve necesario la implementación de herramientas que aporten soberanía y 

gobernanza a los territorios como medidas de crédito, subsidios de vivienda, 

reactivación económica, entre otras, y materialicen la titularidad de la tierra con 

perspectiva de género para que las mujeres tomen las decisiones sobre los 

proyectos de los territorios reivindicando su visión. Si bien el logro de la titularidad 

de la tierra es relevante, se observa que no es suficiente para garantizar un efectivo 

enfoque con perspectiva de género.  

El documento de Bases del PND 2022-2026 expresa que establecerá mecanismos 

jurídicos e institucionales para promover y garantizar el acceso, formalización y 

restitución de tierras a mujeres rurales, junto con mecanismos de inclusión 

financiera y productiva que reconozcan, reduzcan y redistribuyan los trabajos de 

cuidado no remunerados realizados en los hogares de las comunidades rurales. 

También el documento establece que potenciará el Fondo de Fomento para las 

Mujeres Rurales –FOMMUR– de la Ley 731 de 2022 para impulsar la capitalización, 

puesta en marcha e inserción de las unidades productivas de pequeñas y medianas 

productoras (DNP, 2022a, p. 178). 

 

2.4.2. Enfoque étnico  

Uno de los compromisos con mayores retrasos en el A.F. ha sido la creación del 

Módulo Étnico en el RESO y la subcuenta étnica. Esta situación aumenta el estado 

de vulnerabilidad de las comunidades étnicas respecto al de los nuevos 

compromisos de acceso y formalización de tierras.  
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Sobre las hectáreas adjudicadas por el FT a los pueblos étnicos es manifiesto el 

desequilibrio en los resultados reportados para pueblos indígenas y comunidades 

NARP: las comunidades indígenas han sido aparentemente las más beneficiadas, 

por lo que se deben realizar acciones contundentes con las comunidades 

afrodescendientes para promover su acceso y formalización de tierras sin afectar 

los derechos de los pueblos indígenas. 

 

Gráfico 9. Hectáreas adjudicadas a pueblos étnicos por el Fondo de Tierras 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

El escenario de formalización de tierras muestra una tendencia parecida a la 

mencionada en el proceso de adjudicación. El avance de formalización en 

municipios PDET (69%) y no-PDET (42%) es mayoritario para comunidades 

indígenas y minoritario para comunidades NARP sin superar el 1% de formalización 

en los municipios PDET o no-PDET (0,2%).  Estas cifras son contundentes para 

orientar la implementación de los compromisos de Acceso y Uso de la Tierra (1.1) 

en el nuevo Gobierno, prestando especial atención a la población NARP como 

sujetos de especial protección constitucional.   
 

3. Conclusiones 

La ST destaca que a pesar de los avances que han tenido los puntos de Acceso y 

Formalización de Tierras (1.1) y los PDET (1.2), aún siguen existiendo retos para 

el cumplimiento de las metas del A.F. En el primer caso, aunque existían 

previamente y se han creado instrumentos de política pública para su 

implementación, estos no avanzan con un ritmo consistente y existen desbalances 

subregionales y entre sujetos. Se resalta el retraso en la creación de la Jurisdicción 
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Agraria. En el segundo caso, de los PDET, se avanzó en el proceso participativo y 

en la materialización de iniciativas, sin embargo, se ha ido diluyendo la participación 

social y comunitaria necesaria para la construcción de paz territorial. En ambos 

casos, existen problemas en la presentación y tratamiento de datos de 

implementación. Para la ST estos temas están iniciados, con avances y retrasos 

en su implementación, en correspondencia con lo acordado. 

El nuevo gobierno ha mostrado interés en la implementación a cabalidad la RRI, 

evidenciándose una correspondencia de las acciones propuestas con lo establecido 

en el A.F, incluso en el documento de Bases del PND 2022-2026 conocido. No 

obstante, las acciones hasta ahora realizadas están concentradas en los aspectos 

de Acceso y Formalización de tierras. En este contexto, es necesario acompañar 

estos avances del punto 1.1 con los correspondientes a los PDET (1.2) y PNRRI 

(1.3), al igual que de ajustes institucionales, aumentos presupuestales para las 

instituciones agrarias y en la construcción o ajuste de los instrumentos que 

garanticen la participación de comunidades (GM, MEC y la veeduría social en el 

proceso PDET) y la inclusión de las metas y acciones de los PATR en el PND 2022-

2026. 

 

4. Oportunidades de mejoramiento  

Sobre Acceso y Uso (1.1): 

• Elaborar, aprobar y ejecutar los POSPR para contribuir a la materialización 

efectiva de las medidas de acceso, formalización y uso de la tierra. La ST 

considera urgente realizar los ajustes institucionales y presupuestales 

necesarios para ampliar el número de municipios con este instrumento de 

formalización.  

• Generar acciones de diálogo y concertación más efectivas con los pueblos 

étnicos para culminar la creación del Módulo Étnico del RESO, ya que este 

retraso ha generado un impacto directo en el avance del registro de los 

sujetos de ordenamiento que impacta, a su vez, la toma de medidas efectivas 

para esta población. Así mismo, es prioritaria la concertación y creación de 

la subcuenta étnica del FT. 

• Avanzar en el número de hectáreas ingresadas al Fondo de Tierras por el 

Gobierno Nacional pues es insuficiente para la materialización de este 

compromiso. Es claro que el nuevo Gobierno debe robustecer a la 

institucionalidad competente, institucional y financieramente, tanto para 

caracterizar los bienes que componen el FT como para explorar nuevas 
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fuentes de tierras adjudicables. La ST resalta la manifestación de voluntad 

política del nuevo Gobierno en la incorporación de predios de otras fuentes 

como la compra de tierras y los bienes que han tenido extinción de dominio. 

No obstante, la ST alerta que este proceso debe procurarse con rigurosidad 

en la revisión jurídica y física de los predios que potencialmente serán 

comprados.  

• Balancear la adjudicación y formalización de tierras para sujetos beneficiados 

y en subregiones PDET del Fondo de Tierras. Se recomienda redoblar los 

esfuerzos para avanzar tanto con la adjudicación como con la formalización 

de tierras para la población NARP, en tanto estos sujetos de especial 

protección constitucional son los que se encuentran con mayor desequilibrio 

de acceso a tierras. Estos esfuerzos deben darse en el marco de los 

procesos ante la ANT (titulación colectiva) y ante el Ministerio del Interior 

(registro) pues esta población étnica se encuentra en una encrucijada en 

medio de los choques de interpretaciones entre estas dos entidades del 

Estado para el avance en el proceso de titulación colectiva. Por lo tanto, se 

hace el llamado para que desde el Gobierno Nacional se acaten las órdenes 

de la Corte Constitucional frente a los procedimientos de registro y avance 

con la titulación colectiva de las comunidades negras implementado 

directrices claras y armónicas entre los diferentes procedimientos.   

• Priorizar a las mujeres rurales y la implementación del enfoque de género, 

fortalecer la Unidad Coordinadora de Género y Mujer Rural de la ANT; 

convocar de manera diferenciada; usar instrumentos para la recolección 

desagregada de datos por sexo,  generar datos con las necesidades de 

titulación para mujeres y realizar jornadas comunitarias sobre economía del 

cuidado, derechos sobre la tierra para las mujeres y el reconocimiento, y 

generar espacios de sensibilización y capacitación interna sobre género y 

economía del cuidado con  funcionarias/os del Plan Nacional de 

Formalización.  

Esta ST observa como necesario aplicar el enfoque de género en las 

medidas de desarrollo rural, más allá de la titulación, para garantizar el 

control de la tierra por parte de las mujeres, atendiendo especialmente las 

iniciativas de los PATR en este aspecto. Así mismo, es necesario que se 

fortalezcan e incluyan las categorías de género en los indicadores de gestión 

y medición, al igual que dentro de los instrumentos pendientes (POSPR, 

RESO, Catastro Multipropósito y Jurisdicción Agraria) para que se superen 

las limitaciones para acceder a los instrumentos de política pública.  
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• Acatar la sentencia SU- 288-2022 de la Corte Constitucional pues ratifica el 

A.F., impulsa el robustecimiento de toda la institucionalidad para darle 

trámite a aquellos puntos que aún siguen con un retraso significativo, como 

el Catastro Multipropósito y la Jurisdicción Agraria. También es significativa, 

en tanto exhorta el robustecimiento institucional y financiero de las entidades 

competentes de implementar el punto 1.1.    

Sobre PDET (1.2): 

• Fortalecer la planeación territorial desde los PDET aunado a la construcción 

participativa del Plan Nacional de Desarrollo en el contexto de los Diálogos 

Regionales Vinculantes y la inclusión dentro de este de las iniciativas PDET 

para retomar el enfoque comunitario del 1.2. 

• Ajustar la oferta institucional a lo acordado en las iniciativas PDET para que 

exista una mayor articulación y fortalecimiento frente al avance de las 

iniciativas (en indicadores y metas claras de los sectores) desde el nivel 

central, en conjunción con el nivel departamental y municipal.  

• Fortalecer y diversifcar las fuentes de financiación del PDET para 

desembotellar aquellos proyectos que aún no cuentan con fuente de 

financiación y apostarle a la estructuración de las iniciativas que aún se 

encuentran en ideas.   

• Revisar continuamente los sistemas de información que impulsan procesos 

de seguimiento y veeduría como Central PDET de la ART pues se observan 

falencias en el seguimiento de los enfoques diferenciales (étnico y de 

género) frente a las iniciativas con ruta de implementación activa que 

movilizan las iniciativas propias étnicas y comunes étnicas, así como 

aquellas que tienen etiqueta de género y mujer rural, y las que están 

movilizadas por proyectos o por gestiones. 
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Punto 2 – Participación Política 

1. Presentación 

El punto dos del A.F. establece la ampliación de la participación de la sociedad como 

condición necesaria para la construcción de paz. Con el involucramiento de los 

diferentes sectores sociales, grupos, movimientos, partidos, con las garantías para 

la participación y con la conformación de nuevas expresiones, este Punto del 

Acuerdo Final busca enriquecer el debate, la deliberación y robustecer la 

institucionalidad, con el fin de superar el uso de la violencia por motivos de la 

exclusión política. Para avanzar en la apertura democrática el punto estableció tres 

temas de base: (2.1) Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición 

política; (2.2) Mecanismos democráticos de participación ciudadana y (2.3) Medidas 

efectivas para promover una mayor participación política nacional, regional y local 

de todos los sectores, incluyendo a las poblaciones y sectores más vulnerables. 

Aunado a lo anterior, el A.F. reconoce que las mujeres han enfrentado grandes 

obstáculos para la participación y representación, como consecuencia de las 

condiciones estructurales de exclusión; por ello define que el enfoque de género 

será transversal en cada una de las medidas.  

En estos tres temas se desarrollan medidas como el Estatuto de la Oposición, las 

garantías de seguridad para la participación, el fortalecimiento de movimientos y 

organizaciones sociales, las garantías para el derecho a la protesta pacífica, el 

fortalecimiento de veedurías ciudadanas, la planeación democrática participativa, la 

promoción de la participación política electoral, la reforma al régimen y organización 

electoral, así como la representación política de las zonas más afectadas por el 

conflicto, entre otras. A pesar de su importancia para el robustecimiento de la 

democracia y para la implementación integral del A.F., el Punto 2 ha presentado 

menores avances en la implementación durante los seis años de implementación. 

No obstante, es importante señalar que el A.F. ha propiciado una mayor pluralidad 

en el sistema político. Esto genera un contexto propicio para el debate y la 

deliberación democrática en el marco de la posesión del nuevo presidente y 

Congreso de la República, erigiéndose como una oportunidad para el avance en la 

implementación del Acuerdo.  

Producto del punto dos el órgano legislativo electo para el periodo (2022-2026) 

cuenta con dos curules para la oposición: una en la Cámara de Representantes y 

otra en el Senado; así mismo cuenta con 16 nuevas curules en la Cámara de 

Representantes para los candidatos electos por las Circunscripciones Transitorias 

Especiales para la Paz –CTEP–, quienes representan a las regiones más afectadas 

por el conflicto (Anexo 1). De igual forma, se registran avances en la implementación 
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del punto 2 como la reactivación del Consejo Nacional y los Consejos Territoriales 

de Paz, Reconciliación y Convivencia –CTPRC–; representan un andamiaje 

institucional propicio para la democracia deliberativa en materia de paz a pesar de 

los obstáculos en su funcionamiento.  

Teniendo en cuenta lo anterior junto con el inicio del gobierno de Gustavo Petro 

Urrego, quien llegó a la presidencia el 7 de agosto con una amplia agenda reformista 

bajo el concepto de “Paz total” y en un contexto con poca credibilidad en las 

instituciones14, altos índices de inseguridad para firmantes, líderes y líderesas 

sociales, entre otras dificultades, la ST definió como prioridad temática para este 

informe el balance de la implementación de las garantías de seguridad (2.1.2) y la 

reforma al régimen y la organización electoral (2.3.4), reconociendo que son 

compromisos fundamentales que deben ser atendidos por el nuevo gabinete 

gubernamental y por el nuevo Congreso de la República, pues las falencias en 

materia de garantías de seguridad son un reto mayoritario y afectan 

significativamente la participación y credibilidad del A.F. De igual forma, la reforma 

política además de representar uno de los principales retrasos en la 

implementación, es uno de los retos de mayor envergadura e importancia para el 

robustecimiento del sistema político colombiano y la apertura democrática. 

 

2. Análisis temático 

2.1. Tema 1: Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política (2.1.2) 

En materia de garantías de seguridad el punto dos establece el Sistema Integral de 

Seguridad para el Ejercicio de la Política –SISEP– (2.1.2.1) bajo una concepción 

humanista y democrática de la seguridad, centrada en la persona y con un enfoque 

multidimensional que busca extender la máxima capacidad institucional para 

prevenir, desarticular y neutralizar cualquier fuente de violencia contra quienes 

ejercen la política (A.F. 2.1.2 p. 38). De tal forma el Sistema debe propender por 

mayores garantías para el ejercicio de la participación política y por condiciones 

para la reincorporación, el establecimiento de un clima de reconciliación, 

convivencia y no estigmatización.  

En el A.F. el SISEP se concibe como:  

 
14 El más reciente informe del Barómetro de las Américas da cuenta que: i). Colombia es el país en 
el que menos se evidencia confianza en las elecciones, solo un 22% de los encuestados expresó 
confianza ii), Colombia es el país donde se evidencia mayor desconfianza en el conteo de votos, el 
31% de las personas encuestadas considera que los votos nunca se cuentan correctamente y iii). 
En Colombia el 50% de los encuestados considera que los ricos siempre compran las elecciones 
(Plata C., Juan Camilo et al., 2021) 
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una concepción moderna, cualitativamente nueva, de la seguridad que, en el marco 
del fin del conflicto, se funda en el respeto de la dignidad humana, en la promoción 
y respeto de los derechos humanos y en la defensa de los valores democráticos, en 
particular en la protección de los derechos y libertades de quienes ejercen la política, 
especialmente de quienes luego de la terminación de la confrontación armada se 
transformen en opositoras y opositores políticos […] Se concibe en un marco de 
garantías de los derechos y libertades y busca asegurar la promoción y protección 
de la persona, el respeto por la vida y la libertad de pensamiento y opinión, para así 
fortalecer y profundizar la democracia (Ibidem). 

El SISEP fue creado mediante el Decreto Ley 895 de 2017 en correspondencia con 

lo estipulado en el A.F. El decreto determinó como elementos del Sistema la 

adecuación normativa, la prevención con enfoque diferencial, los programas de 

protección y la evaluación y monitoreo del desempeño del Sistema. Siete son las 

instancias que conforman el SISEP: (i) La Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad –CNGS–-; (ii) La instancia de Alto Nivel; (iii) El delegado presidencial; (iv) 

La Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño; (v)El Comité de Impulso 

a las Investigaciones; (vi) Los programas de protección y (vii) El Sistema de 

Prevención y Alertas para la Reacción Rápida. 

En el publicado undécimo informe de la ST (2022), se identificó la persistencia de 

falencias y retrasos en la implementación del SISEP, lo cual ha limitado su 

funcionamiento sistémico para la articulación interinstitucional en materia de 

garantías de seguridad. Se comprobaron dificultades en el funcionamiento de la 

CNGS, en la Instancia de Alto Nivel, en el Sistema de Prevención y Respuesta 

Rápida y en la puesta en marcha de la Comisión de Seguimiento y Evaluación del 

Desempeño, así como en el Sistema de Planeación Información y Monitoreo. 

Además de las falencias en la implementación la ST identificó que, al cierre del 

Gobierno del expresidente Iván Duque Márquez, la política de seguridad mantuvo 

un diseño desarticulado y proclive a la dispersión de esfuerzos, con una escasa 

prioridad a las instancias del SISEP (ST, 2022).  

El atenuado funcionamiento de las instancias en materia de garantías de seguridad 

estipuladas en el A.F. se vio acompañado de una persistente crisis de inseguridad 

en el país. Desde la firma del A.F los casos de homicidio a líderes, líderesas y 

defensores de derechos humanos han mantenido un nivel alto (Gráfica 1).  

La Defensoría del Pueblo registra entre enero y agosto del año 2022 el homicidio 

de 136 líderes, lideresas y defensores de derechos humanos (2022). Así mismo el 

Observatorio de  DDHH y conflictividades de Indepaz registra 162 hechos del 

mismo fenómeno entre enero y mediados de noviembre del mismo año (2022). Del 

total de casos registrados por Indepaz, 7% fueron mujeres y 33% fueron líderes 

comunales, 23% indígenas y 7% afrodescendientes (Gráficas 2 y 3).  Estos hechos 
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se han concentrado en los departamentos de Nariño, Cauca, Antioquia, Putumayo, 

Valle del Cauca, Arauca, Bolívar, Tolima, Caquetá y Norte de Santander (Gráfica 

4).  

Así mismo la Misión de Verificación de la ONU en Colombia (2022) ha registrado el 

homicidio de 342 excombatientes de los cuales el 3.2% eran mujeres, 14%  afros y  

8.2% indígenas desde la firma del Acuerdo hasta el 27 de septiembre. A estos casos 

se añaden 105 tentativas de homicidio contra firmantes del acuerdo y 27 

excombatientes dados por desaparecidos (IBÍD). Según la base de datos del 

Observatorio de DDHH y conflictividades de Indepaz (2022), en lo corrido del año 

2022 se han presentado un total de 36 casos de homicidios a firmantes del acuerdo, 

los cuales se han concentrado en los departamentos de Antioquia, Caquetá, 

Putumayo y Cauca (Gráfica 5). 

 

Gráfica 1. Homicidios de líderes y lideresas sociales. 

 

Fuente: Somos Defensores, Defensoría del Pueblo e Indepaz (2022a; 2022). Elaboración 

propia. 
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Gráfica 2. Homicidios de líderes por tipo de liderazgo 2022 

 

Fuente: Observatorio de DDHH y conflictividades de Indepaz (2022). Elaboración propia. 

Gráfica 3. Homicidios de líderes por sexo año 2022 

 

Fuente: Observatorio de DDHH y conflictividades de Indepaz (2022). Elaboración propia. 

 

33,95%

23,46%

14,81%

7,41%
6,17% 5,56%

2,47% 1,85% 1,23% 0,62% 0,62% 0,62% 0,62% 0,62%

0,00%

5,00%

10,00%

15,00%

20,00%

25,00%

30,00%

35,00%

40,00%

7%

93%

Mujeres Hombres



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

63 

Gráfica 4. Homicidios de lideres y lideresas por departamento durante el año 

2022 

 

Fuente:  Defensoría del Pueblo e Indepaz (2022a; 2022). Elaboración propia. 

 

Gráfica 5. Homicidios de excombatientes por departamento durante el año 

2022 

 

Fuente: Observatorio de DDHH y conflictividades de Indepaz (2022). Elaboración propia. 

21
19

15

12

9 9
8

6
5

4

18

22

17
16

13 13

4
3

5
7

0

5

10

15

20

25

Defensoría del Pueblo Indepaz

5 5 5 5

2 2 2 2 2

1 1 1 1 1

0

1

2

3

4

5

6



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

64 

Además de los casos de agresiones a líderes, lideresas y excombatientes, producto 

de las dinámicas subnacionales de la violencia, a lo largo del 2022 se han registrado 

80 masacres (Indepaz, 2022) y han persistido fenómenos como el desplazamiento 

y el confinamiento. La información de la Oficina de Coordinación de Asuntos 

Humanitarios de la ONU señala que, desde el 27 de junio de 2022, 8.100 personas 

han sido confinadas y 13.700 han sufrido desplazamiento forzado (Misión de 

Verificación ONU, 2022).  

Los retos en materia de seguridad para el nuevo gobierno resultan evidentes con 

las 35 alertas emitidas por la Defensoría del Pueblo durante el año 2022, donde se 

indican 21 riesgos estructurales y 13 inminentes. Estas alertas señalan 

especialmente riesgos relativos a las disputas e intereses de diferentes facciones 

armadas como el ELN, las disidencias de Iván Mordisco, el grupo rearmado “La 

Nueva Marquetalia”, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia y diversos grupos 

del crimen organizado. Las tres regiones que concentraron el 31,4% de las alertas 

emitidas en 2022 fueron Cauca, Antioquia y Valle del Cauca (Gráfica 6). 

 

Gráfica 6. Alertas tempranas emitidas durante el año 2022 por departamento 

y/o región  

 

Fuente: Defensoría del Pueblo (2022a). Elaboración propia.  
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y al desmantelamiento de estructuras criminales (Equipo de empalme 

implementación Acuerdo Final de Paz, 2022). Junto a estas recomendaciones, el 5 

de agosto de 2022 plataformas de derechos humanos, organizaciones sociales y 

congresistas del Pacto Histórico, con acompañamiento de la Misión de Verificación 

de las Naciones Unidas en Colombia y del Alto Comisionado para los Derechos 

Humanos de la ONU, entregaron al presidente electo un plan de emergencia para 

la protección de personas líderes sociales, defensores de DDHH y firmantes de paz.   

El documento de empalme presidencial sugirió 58 acciones en 69 municipios 

priorizados, ubicados en 14 departamentos y 3 ciudades capitales15. Dicha 

propuesta planteó una respuesta articulada e interinstitucional que robusteciera la 

presencia del Estado por medio de diversas medidas, entre ellas la puesta en 

marcha y el trabajo articulado del marco institucional en materia de seguridad 

provisto por el Acuerdo, como la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida 

a las Alertas Tempranas –CIPRAT–, la Instancia de Alto Nivel del SISEP y el 

funcionamiento de los comités técnicos del decreto 660 de 2018. Para ello la 

propuesta sugirió como instancia de coordinación nacional a la CNGS y como 

mecanismo de articulación local unas instancias de carácter temporal denominadas 

Puestos de Mando Unificados para la Vida –PMUV–, los cuales fueron 

comprendidos como espacios de articulación, con coordinación del Ministerio del 

Interior, para garantizar la armonía institucional en la aplicación de acciones de 

prevención y protección.  

El Gobierno Nacional acogió dichas recomendaciones y anunció que iniciaría un 

plan de emergencia para la protección de líderes sociales, defensores de DDHH y 

firmantes del acuerdo. Para ello, en trabajo mancomunado con la Comisión de Paz 

del Congreso de la República, priorizó 71 municipios en los 16 departamentos 

donde se han identificado mayores riesgos (Anexo 3) y puso en marcha los PMUV. 

Con corte al 4 de octubre de 2022, el Ministro del Interior reportó la instalación de 

44 PMUV de 65 proyectados (Ríos Monroy, 2022). Aunado a lo anterior, el 2 de 

octubre el Gobierno Nacional con la participación del presidente de la República, 

reactivó y desarrolló la primera sesión de la CNGS bajo el nuevo gobierno (IBÍD). 

Así mismo en el mes de septiembre el Nuevo Ministro del Interior, Hernando Alfonso 

Prada Gil, se reunió con el Defensor del Pueblo, Carlos Ernesto Camargo Assis, 

para robustecer la articulación institucional con el fin de brindar mayores garantías 

a los derechos de las comunidades (Defensoría del Pueblo, 2022b).  

 
15 Puede acceder al documento mediante el siguiente enlace: https://coeuropa.org.co/plan-de-
emergencia-para-la-proteccion-a-personas-lideres-sociales-defensoras-de-ddhh-y-firmantes-de-
paz/ 
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Estas acciones se enmarcan en la política de “Paz total” del Gobierno Nacional, que 

además de la implementación del A.F. tiene como pilares el desarrollo de 

negociaciones con el ELN, el acogimiento a la justicia de organizaciones criminales, 

el desarrollo de diálogos regionales de paz y alternativas de sustitución de 

economías ilícitas. Las acciones desarrolladas hasta el momento bajo dicha política, 

como el restablecimiento de la mesa de negociaciones con el ELN y los 

acercamientos para el sometimiento a la justicia de organizaciones criminales, 

pueden aportar al desescalamiento de las hostilidades en los territorios y propiciar 

mejores condiciones para la participación de la sociedad en concordancia con la 

meta trazadora disminución significativa del asesinato de líderes sociales en el 

marco del SISEP.  

Al respecto, según el Alto Comisionado Para la Paz, 10 organizaciones armadas 

iniciaron un cese al fuego unilateral y, según el monitoreo de violencia política de 

CERAC, el mes de septiembre registró una disminución en las muertes por violencia 

política en comparación con el promedio mensual del último año, esta diferencia 

según los datos de CERAC se redujo de 10 a 6 (CERAC, 2022). Es importante 

señalar que aún es bastante pronto para determinar una tendencia hacia el 

mejoramiento de las condiciones de inseguridad. La ST destaca que el nuevo 

Gobierno desarrolle esfuerzos para la atención de la crisis de inseguridad y la 

consecución de garantías de seguridad.  

En concordancia con lo anterior, bajo el marco del programa de Paz total del 

Gobierno Nacional se promulgó la Ley 2272 el 4 de noviembre de 2022, por la cual 

se modifica la Ley 418 de 1997 conocida como ley de orden público y en la que se 

define la política de paz del Estado. Acá el Gobierno Nacional además de propiciar 

las condiciones para el desarrollo de negociaciones con grupos armados 

organizados y el sometimiento de organizaciones criminales, establece la seguridad 

humana como pilar fundamental en la política de paz del Estado y define que el Plan 

Nacional de Desarrollo y los Planes de Desarrollo Locales fijarán políticas, 

programas y proyectos encaminadas al cumplimiento de los acuerdos de paz 

pactados y el logro de la paz.  

En línea con lo anterior, en las bases del Plan Nacional de Desarrollo presentadas 

por el Gobierno Nacional al Consejo Nacional de Planeación, en el mes de 

noviembre de 2022, se indica que con el fin de consolidar el fin de la violencia y de 

encaminar esfuerzos en el cese de la confrontación armada, el desarrollo de 

negociaciones y procesos de sometimiento fortalecerán los mecanismos de 

protección para líderes, líderesas y personas en proceso de reincorporación donde 

será fundamental el SISEP y la CNGS.    
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La ST identifica como avance en materia de implementación la reactivación de la 

CNGS. Así mismo ve como oportunidad el nombramiento de Franklin Castañeda16, 

como encargado de la división de derechos humanos del Ministerio del Interior y 

como secretario técnico de la CNGS. Con la reactivación de la instancia y con dicho 

nombramiento se espera que haya mayor dinamismo y se avance en la 

promulgación de los lineamientos y la política de desmantelamiento de 

organizaciones criminales. Es importante mencionar que, tras la instalación de la 

CNGS en octubre de 2022, la Comisión sesionó el 2 de noviembre con el fin de 

avanzar en los lineamientos de la política pública de desmantelamiento de 

organizaciones criminales.  

No obstante, la ST ve con preocupación que aún no se haya convocado la Instancia 

de Alto Nivel, teniendo en cuenta que esta instancia tiene como propósito principal 

la implementación del SISEP, la coordinación interinstitucional y la armonización de 

las instancias que integran el Sistema. En ese sentido, aunque es un avance la 

reactivación de la CNGS y se denotan esfuerzos para la consecución de garantías 

de seguridad para la participación, es necesario que se ponga en funcionamiento la 

Instancia de Alto Nivel, como cabeza del sistema, y de manera integral las demás 

instancias del SISEP según lo estipulado en el A.F. 

 

2.2. Tema 2: Reforma al régimen y la organización electoral (2.3.4) 

Con el fin de avanzar en la apertura democrática el punto 2.3.4 estableció la 

conformación de una comisión consultora de expertos con carácter autónomo, 

denominada Misión Electoral Especial –MEE–. Esta comisión estaría conformada 

por un representante de la Misión de Observación Electoral –MOE– y seis 

integrantes seleccionados por el Departamento de Ciencia Política de la 

Universidad de los Andes, el Departamento de Ciencia Política de la Universidad 

Nacional, el Centro Carter y el Instituto Holandés para la Democracia Multipartidista. 

Su misión era desarrollar, en un plazo de 4 meses, recomendaciones para (i) 

Garantizar una mayor autonomía e independencia del órgano electoral; (ii) Hacer 

más transparente y modernizar el órgano electoral y (iii) Brindar mayores garantías 

para la participación política en igualdad de condiciones. Estas recomendaciones 

deberían ser formuladas con base en buenas prácticas nacionales e internacionales 

y un amplio proceso participativo con partidos políticos, instituciones de diferentes 

ramas del poder, movimientos y agrupaciones.  

 
16 Quien desde hace 5 años es integrante de la CNGS en representación de las plataformas de 
derechos humanos. 
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En concordancia con lo establecido en el A.F. la MEE fue instalada el 16 de enero 

de 2017, aunque el plazo de entrega de las recomendaciones se redujo a 3 meses 

y uno de los integrantes seleccionados no asumió el cargo. La misión desarrolló un 

ejercicio diagnóstico a partir de reuniones con diferentes actores, diseñó y presentó 

diferentes propuestas tendientes al robustecimiento democrático de la organización 

electoral y el sistema político. La reforma propuesta tuvo como ejes centrales la 

organización electoral, el sistema electoral, la representación política de las mujeres 

y la financiación política (Misión Electoral Especial, 2017).  

Respecto de la organización electoral, la MEE propuso transformar la arquitectura 

institucional actual compuesta por la Registraduría Nacional del Estado Civil –

RNEC– encargada de la dirección y organización de las elecciones y registro civil y 

el Consejo Nacional Electoral –CNE–, encargado de la inspección, vigilancia y 

control de las actividades electorales de partidos, movimientos y directivos. Propuso 

un diseño tricéfalo compuesto por un órgano colegiado denominado Consejo 

Electoral Colombiano, encargado de la vigilancia y control electoral; una Corte 

Electoral, encargada de la jurisdicción electoral y la RNEC que, según la 

recomendación, debería mantener solo sus funciones de registro e identificación. El 

objetivo de esta propuesta era brindar una mayor eficacia en la organización 

electoral y superar la concentración de poder en la RNEC, la conformación partidista 

y ausencia de imparcialidad del CNE, al igual que las demoras en los 

procedimientos de la jurisdicción electoral llevados a cabo en la Sección Quinta del 

Consejo de Estado (IBÍD).  

En materia del sistema electoral las principales sugerencias de la MEE fueron (i) La 

adopción de listas únicas y cerradas tipo cremallera -con alternancia entre hombre 

y mujer- por partido, con el fin de garantizar la representación paritaria y universal, 

fortalecer los partidos, desincentivar el clientelismo y facilitar el control de los gastos 

de campaña y reducirlos; (ii) Procesos de selección de candidatos cerrados a la 

militancia de los partidos, con participación paritaria de mujeres, de jóvenes y 

sectores excluidos, con el fin de robustecer la democracia interna de los partidos; 

(iii) El aumento en el número de curules en la Cámara de Representantes y el 

establecimiento de Distritos Uninominales para la adjudicación de algunas de estas 

curules, con el fin de incrementar la representación proponiendo que ningún 

departamento tuviese menos de 3 representantes; (iv) Mantener el umbral electoral 

del 3% para evitar el fraccionamiento partidista y (v) El establecimiento del voto 

obligatorio, con el fin de aumentar la participación electoral (IBÍD).  

Por último, en materia de financiación electoral propuso continuar con un sistema 

mixto, como funciona actualmente, pero modificando la distribución de los recursos 
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estatales y privados, priorizando la distribución de los primeros y robusteciendo los 

controles a los segundos. De esta manera, formuló una repartición más equitativa 

de los recursos públicos, teniendo en cuenta que la distribución actual ha fomentado 

su apropiación por los partidos mayoritarios en detrimento de las organizaciones 

políticas nuevas y minoritarias.  

A saber, actualmente el 10% de los recursos se distribuyen igualmente entre todas 

las organizaciones con personería jurídica; el 80% se distribuyen respecto a la 

fuerza electoral (curules obtenidas en Senado, Cámara, Asambleas y Consejos) y 

el 10% respecto al criterio de mujeres electas, jóvenes y democracia interna. En 

contraste, la MEE propuso que el 25% se distribuyera igualitariamente entre partidos 

con personería jurídica, 55% relativo a la fuerza electoral y 20% al criterio de 

inclusión (Imágenes 1 y 2). En lo relativo a la financiación privada, con el fin de 

fomentar la competencia democrática, se propuso el establecimiento de topes en 

los recursos de origen privado, un mayor control a la procedencia de los recursos y 

el establecimiento de nuevas restricciones como la prohibición de (i) Recursos 

provenientes de créditos no bancarios; (ii) Donaciones de publicidad en medios de 

comunicación masiva y (iii) Donaciones de entidades sin fines de lucro (IBÍD).  

 

Imagen 1.  Redistribución de la financiación estatal por criterios 

 

Fuente y elaboración: Misión Electoral Especial, 2017. 
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Imagen 2. redistribución de la financiación estatal  

 

Fuente y elaboración: Misión Electoral Especial, 2017. 

Como ha señalado la ST en sus informes previos la reforma política y de la 

organización electoral se erige como uno de los mayores incumplimientos al punto 

dos. Hasta la fecha, las recomendaciones propuestas por la MEE no han tenido 

desarrollos normativos, a pesar de haberse radicado varios proyectos en el 

Congreso de la República (Pérez Guevara et al., 2021). Si bien los proyectos de 

reforma electoral no han tenido éxito, la ST identifica como una oportunidad que el 

nuevo Congreso de la República y la bancada del Gobierno Nacional hayan 

reactivado el debate y algunas propuestas de la MEE.  

Entre julio y septiembre de este año se radicaron 6 Proyectos de Acto Legislativo 

relativos a la reforma política y la organización electoral. Estos proyectos se pueden 

dividir en dos grupos, aquellos que apuntan a la reforma del sistema político y 

aquellos que propenden por una reforma al órgano electoral (Anexo 3).  

El primer grupo está conformado por 4 proyectos acumulados para su trámite en el 

Congreso, que fueron presentados por partidos de la bancada de gobierno y el 

Ministerio del Interior. Estos acogen parcialmente varias de las recomendaciones 

desarrolladas por la MEE proponiendo (i) El voto obligatorio durante dos periodos 

electorales; (ii) Listas únicas y cerradas durante dos periodos electorales, bajo el 

principio de alternancia y paridad de acuerdo con la identificación de género 

manifestada por las candidaturas inscritas en cada partido; (iii) Mecanismos para la 

elección de candidatos cerrados a la militancia de los partidos, estableciendo que 

quienes participen en las consultas interpartidistas deben acreditar una militancia 

mínima de 6 meses y (iv) Financiación mixta de las campañas con prioridad en los 
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recursos públicos -en su primer borrador el proyecto propendía por una financiación 

exclusivamente estatal-. 

A la fecha este proyecto fue aprobado en segundo debate en plenaria del Senado. 

Si bien la ST reconoce el trámite de esta iniciativa, también entiende que aún faltan 

6 debates, por lo cual varias de sus propuestas verán modificaciones significativas.  

Así mismo, la ST ve como obstáculo las siguientes propuestas que van en contravía 

de las propuestas de la MEE (i)si el proyecto avala el transfuguismo por una única 

vez, lo cual va en contravía de la proposición del fortalecimiento de los partidos; (ii) 

si propone la eliminación del conflicto de intereses en la financiación de campañas 

por privados; (iii) si avala que los congresistas puedan pasar al poder ejecutivo con 

solo presentar una renuncia y (iv) si el componente de paridad de género en las 

listas cerradas, tras su trámite en primer debate, haya reducido su obligatoriedad a 

un solo periodo electoral.  

Por otro lado, fueron 2 los proyectos que propendieron por la reforma al órgano 

electoral. Estos proyectos fueron presentados por la bancada del partido Alianza 

Verde, la Coalición Alianza Verde y Centro Esperanza, y fueron abanderados 

especialmente por los senadores, Humberto de la Calle y Ariel Ávila. Ambos 

proyectos se acumularon y, teniendo en cuenta las recomendaciones de la MEE, 

propusieron (i) La creación de una Corte Electoral17; (ii) La eliminación del CNE y la 

creación de un Consejo Electoral Colombiano, con el fin de avanzar hacia la 

despartidización de la autoridad electoral y (iii) La desconcentración del poder de la 

RNEC. Si bien esta propuesta fue más laxa que la de la MEE, buscó aportar al 

robustecimiento democrático de la organización electoral en correspondencia con 

el A.F. Sin embargo, el proyecto fue archivado en primer debate con 13 votos en 

contra y 7 a favor (El Espectador, 2022).  

La ST identifica como un retraso que este proyecto haya sido archivado, pues las 

reformas en el sistema político encontrarán dificultades significativas sin la 

modificación integral de la reforma al órgano electoral. Sin esta reforma, se 

mantiene la acumulación de poder en al RNEC y la parcialización partidista en el 

CNE, autoridades encargadas de la organización y veeduría electoral. Teniendo en 

cuenta que los senadores que abanderaron este proyecto denunciaron poco apoyo 

por parte del Gobierno Nacional (IBÍD), la ST reitera que avanzar en esta materia 

es fundamental para la efectiva implementación del punto dos del A.F., en tanto 

aporta al compromiso de la garantía de mayor autonomía e independencia del 

órgano electoral.  

 
17 Esta propuesta fue excluida en una enmienda previa al primer debate para lograr la supervivencia 
del proyecto a través del consenso con las posiciones de otros Senadores y del Consejo de Estado. 
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De igual forma la ST evidencia como obstáculo para la apertura democrática, el 

mensaje de urgencia del proyecto 111 de 2022 del Senado por el cual se expide el 

nuevo código electoral. Como ha señalado la MOE, dar un mensaje de urgencia a 

este proyecto va en contravía de los derechos electorales en tanto su 

implementación generaría incertidumbre en las elecciones locales de 2023 y, 

además, este proyecto no es el código presentado en el año 2021 por lo cual 

requiere de un profundo debate amplio y democrático. 

  

2.3. Enfoques transversales de género y étnico 

2.3.1. Enfoque de género 

En materia de la implementación del enfoque de género en las garantías de 

seguridad para el ejercicio de la política, la ST no cuenta con información que le 

permita señalar avances o retrasos18. Sin embargo, considera relevante la 

reactivación de la CNGS y espera que se retomen los avances en las sesiones 

temáticas y el documento diagnóstico de género desarrollado en la Comisión, con 

participación de Gpaz y la Cumbre Nacional de Mujeres y Paz (ST, 2022). Este 

documento debe ser un insumo para el plan de acción y la política de 

desmantelamiento. Así mismo se espera la reactivación del Comité Operativo de 

Mujer y Género de la Instancia de Alto Nivel del SISEP. 

En lo relativo a la reforma política la ST celebra que el proyecto de Acto Legislativo 

que se debate en el Congreso proponga la conformación de listas cerradas y 

bloqueadas tipo cremallera -con alternancia de género-, teniendo en cuenta la 

identificación del género de los candidatos. De ser aprobado este proyecto el 

sistema político colombiano vería un incremento significativo en la representación 

paritaria de cargos plurinominales. Sin embargo, resulta preocupante que el texto 

aprobado en el primer debate abra la posibilidad de que por un periodo -de los dos 

contemplados con listas cerradas- se haga caso omiso de la composición paritaria 

en las listas19. 

 

2.3.2. Enfoque étnico 

En lo relativo a la implementación del punto dos desde el enfoque étnico, la IEANPE 

en su último informe señala con preocupación la falta de avances significativos en 

la implementación (2022) y resulta fundamental que el nuevo gobierno avance con 

 
18 La ST solicitó información al Ministerio del Interior y a la oficina de Presidencia mediante derechos 
de petición, sin embargo, cumplidos los tiempos establecidos por ley no obtuvo respuesta.  
19 EL texto aprobado se encuentra en la gaceta del Congreso de la República No 1151 de 2022. 
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premura en esta materia20. En lo relativo a las garantías de seguridad es esencial 

el funcionamiento efectivo del Programa Integral de Seguridad y Protección para 

Comunidades y Organizaciones en los Territorios y la efectiva incorporación del 

enfoque diferencial en las instancias del SISEP.  

 

3. Conclusiones  

Teniendo en cuenta las acciones emprendidas por el Nuevo Gobierno y los retrasos 

históricos en la implementación del SISEP, especialmente por los retrasos en la 

promulgación del sistema de planeación información y monitoreo cuya fecha límite 

era el año 2018, la ST califica el punto 2.1.2 sobre garantías de seguridad como 

iniciado, con avances, con retrasos en la implementación y en 

correspondencia parcial con el A.F. No obstante, la ST resalta los esfuerzos 

emprendidos por el nuevo Gabinete Gubernamental y la Comisión de Paz del 

Congreso de la Republica para conseguir alivios humanitarios y mayores garantías 

de seguridad. Estos esfuerzos van en línea con la meta trazadora de disminución 

significativa del asesinato de líderes sociales en el marco del SISEP que tiene 

como fecha límite el año 2026.  

A pesar de la ausencia en la promulgación normativa de las reformas, la propuesta 

presentada por la MEE en el año 2017 y los proyectos de acto legislativo 

presentados en esta legislatura permiten que la ST califique el punto 2.3.4 sobre 

reforma al régimen y la organización electoral como iniciado, con avances, 

con retrasos y en correspondencia parcial con el A.F. Esta calificación se da 

debido a que a la fecha de corte de este informe no ha sido promulgada la reforma 

política y el proyecto que buscó la reforma al órgano electoral fue archivado en 

primer debate. 

  

4. Oportunidades de mejoramiento 

Sobre Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política (2.1.2): 

• Un reto fundamental es la efectiva articulación de la agenda de Paz total del 

Gobierno Nacional con la implementación integral del A.F. En ese sentido, se 

evidencia como reto la implementación del SISEP para coadyuvar en la 

consecución de garantías de seguridad para el ejercicio de la participación 

política y la reincorporación. Por lo anterior, teniendo en cuenta la 

reactivación de la CNGS, los avances en el marco del plan de emergencia, 

 
20 Los Pueblos Étnicos vimos en el A.F una oportunidad para que muchos de nuestros derechos en 
materia de participación política fueran garantizados, pero el poco o nulo compromiso mostrado por 
el Gobierno Nacional ha generado la pérdida de confianza de las comunidades en la implementación 
(IEANPE, 2022). 
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el papel que se esgrime al A.F. en los lineamientos del Plan Nacional de 

Desarrollo y la ley de orden público, se ve como oportunidad de mejoramiento 

la instalación de la Instancia de Alto Nivel para la puesta en marcha del 

SISEP.  

Sobre Reforma al régimen y a la organización electoral (2.3.4): 

• El nivel de desconfianza de los colombianos en las elecciones es muestra de 

la necesidad de avanzar en el robustecimiento de la reforma política y la 

organización electoral. Por lo anterior, se esgrime como reto fundamental la 

capacidad del Gobierno Nacional para promulgar en el Congreso de la 

Republica la reforma electoral. Si bien acá juegan un papel fundamental 

diferentes fuerzas políticas, es importante que el debate sea lo más 

transparente posible y propenda por la toma de decisiones informadas en 

atención al robustecimiento del sistema político. En línea con lo anterior, un 

reto fundamental es la revisión de las propuestas que van en contravía del 

robustecimiento del sistema de partidos, tanto en el proyecto de reforma 

electoral como en el de código electoral, y el apoyo o la formulación por parte 

del Gobierno de un proyecto ley que retome las recomendaciones de la MEE 

en materia de reforma al órgano electoral. Una oportunidad para ello es 

retroalimentar el debate de los aportes hechos por las Universidades, la MOE 

y la sociedad civil.  
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Punto 3 – Fin del Conflicto 

1. Introducción 

El Punto 3 del Acuerdo Final ―A.F.― incluye tres temas relativos al Fin del 

Conflicto. El primero hace referencia al conjunto de medidas adoptadas por las 

partes con el fin de dar cumplimiento al “Acuerdo sobre Cese al Fuego y de 

Hostilidades Bilateral y Definitivo y Dejación de Armas entre el Gobierno Nacional 

y las FARC-EP” (A.F. 3.1). El segundo, a la “Reincorporación de las FARC-EP a 

la vida civil -en lo económico, lo social y lo político- de acuerdo con sus intereses” 

(A.F. 3.2.). En tercer lugar, el “Acuerdo sobre garantías de seguridad y lucha 

contra las organizaciones y conductas criminales responsables de homicidios y 

masacres, que atentan contra defensores/as de derechos humanos, movimientos 

sociales o políticos o que amenacen o atenten contra las personas que participen 

en la implementación de los acuerdos y la construcción de la paz, incluyendo las 

organizaciones criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del 

paramilitarismo y sus redes de apoyo” (A.F. 3.4.).  

Para este decimosegundo informe, la ST verificó la implementación de este punto 

en materia de reincorporación social y económica, bienes de las FARC y en 

garantías de seguridad para el proceso de reincorporación identificando cuando 

correspondiera, iniciativas, políticas y/o programas del gobierno que pueden 

impulsar o modificar su implementación, incluyendo las Bases del Plan Nacional de 

Desarrollo 2022-2026.  

2. Análisis temático 

2.1. Tema 1: Reincorporación social y económica 

El A.F. (3.2) establece que la reincorporación a la vida civil es un  

proceso integral, sostenible, excepcional y transitorio, que considera los intereses 

de los excombatientes de las FARC-EP y sus familias. Está orientado al 

fortalecimiento del tejido social en el territorio y a la convivencia y reconciliación de 

quienes lo habitan. Se acompaña de la actividad productiva y la democracia local 

bajo los pilares de libertad individual y del libre ejercicio de los derechos individuales 

(A.F. 3.2. p. 68). 

Para este proceso, el A.F. (3.2.2.6) incluyó una serie de medidas para identificar las 

necesidades de reincorporación económica y social a la vida civil de los 

excombatientes de las FARC-EP, entre las que se encuentran: a) censo 

socioeconómico; b) identificación de programas y proyectos productivos 

sostenibles; c) desarrollo y ejecución de programas y proyectos productivos 

sostenibles; d) programas y proyectos de ECOMUN; y e) proyectos individuales. 

Además, estableció una serie de garantías para la reincorporación temprana (A.F. 
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3.2.2.7), que comprenden: a) renta básica; b) asignación única de normalización; c) 

seguridad social; d) planes o programas sociales; y, e) pedagogía para la paz. 

Además, con la finalidad de dar cumplimiento a la reincorporación integral, el 

Gobierno Nacional expidió el 22 de junio de 2018 la “Política Nacional para la 

Reincorporación Social y Económica de exintegrantes de las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC–EP)” —PNRSE— 

(CONPES 3931 de 2018) como el marco que recoge, establece e implementa lo 

dispuesto en el A.F. Dentro de sus acciones más importantes, esta política planteó: 

i) Acceso a tierras para la implementación de proyectos productivos, de las 

asociaciones y cooperativas de las personas en proceso de reincorporación de 

acuerdo con lo establecido en la normatividad vigente; y ii) Habitabilidad y vivienda 

rural o urbana para esta población. 

2.1.1.  Análisis 

A seis años de implementación del A.F., la mayoría de los compromisos 

establecidos en este subtema fueron cumplidos en la fase temprana. Para la 

implementación en el mediano y largo plazo del proceso de reincorporación 

económica y social, fue expedido el Conpes 3931 del 22 de junio de 2018 que 

establece la “Política Nacional para la Reincorporación Social y Económica de 

exintegrantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del 

Pueblo (FARC–EP)” —PNRSE—, que contiene las medidas para darle 

sostenibilidad al proceso, entre las que se destacan el acceso a tierras y el 

componente de habitilidad y vivienda para los excombatientes y sus familias.  

Aunque son múltiples los compromisos en el A.F. para garantizar la implementación 

de la reincorporación económica y social de los excombatientes, el presente informe 

se centra en aquellos que son clave para el sostenimiento y la consolidación exitosa 

del proceso.  

I. Acceso a tierras y a vivienda 

Una de las principales carencias programáticas del A.F. en materia de sostenibilidad 

para excombatientes en proceso de reincorporación, fue la de mecanismos que 

permitieran el acceso a tierra para proyectos productivos. Las rutas de acceso a la 

tierra con este propósito requirieron la expedición de normas, que contienen las 

rutas de acceso que posteriormente fueron incluidas en la PNRSE y, actualmente, 

representan unos de los instrumentos más importantes para la reincorporación. Al 

respecto, el documento CONPES 3931 de 2018 incluye “una serie de alternativas 

de acceso a la tierra para el desarrollo (sic) de proyectos productivos con fines de 

reincorporación con enfoque territorial y agropecuario” (CONPES 3931, 2018, p. 9). 
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Asimismo, con el fin de apoyar la puesta en marcha de la política, fueron expedidas  

normas entre las que se encuentran: i) Decreto Ley 902 de 2017 sobre acceso y 

formalización a tierras individual y colectivo en el marco de la Reforma Rural Integral 

—RRI—; ii) Decreto 756 de 2018 sobre el “programa de adquisición y adjudicación 

de tierras” para las asociaciones y cooperativas de exintegrantes de las FARC-EP 

en proceso de reincorporación; y el iii) Decreto 758 de 2018 sobre la ruta de la 

Sociedad de Activos Especiales —SAE— y los predios del Fondo de Rehabilitación, 

Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado — FRISCO—.  

A través de estas tres rutas mencionadas, desde el 2018 hasta la fecha de corte del 

presente informe, han sido adquiridas por el Gobierno Nacional un total de 627 

hectáreas por $8.959,5 millones (USD 2,3 M), lo que beneficia a aproximadamente 

1.260 personas en proceso de reincorporación (CPEC, 2022, p. 8), 

aproximadamente el 9,8% del total de personas inscritas en los listados de la OACP. 

Fueron comprados directamente 13 predios para 10 AETCR21 en “Colinas” (San 

José del Guaviare, Guaviare), “La Fila” (Icononzo, Tolima), “Llano grande” (Dabeiba, 

Antioquia), “El Estrecho” (Patía, Cauca), en Mutatá (Mutatá, Antioquia) se 

adquirieron dos predios; “Charras” (San José del Guaviare, Guaviare), en La 

Variante (San Andrés de Tumaco, Nariño) se adquirieron dos predios, “Yarí” (El 

Doncello, Caquetá), “Pondores” (Fonseca, La Guajira) y en La Plancha (Anorí, 

Antioquia) en donde también se adquirieron dos predios. Adicionalmente, fueron 

comprados dos predios fuera de los AETCR, uno en Ituango (Antioquia) que 

beneficia a 47 personas en proceso de reincorporación, y un predio con orientación 

productiva en Icononzo (Tolima) (CPEC, 2022, p. 20).  

La ST destaca como otro avance,  la habilitación de 291 hectáreas para la puesta 

en marcha de proyectos productivos para 445 excombatientes y sus familias, que 

corresponden a dos predios de 21 hectáreas en total, uno en el territorio étnico del 

AETCR de “Los Monos” en Caldono (Cauca), y otro predio que era propiedad de las 

extintas FARC-EP en el AETCR de “Filipinas” en Arauquita (Arauca). Asimismo, la 

ST valora las gestiones con actores privados como sucedió con la donación del 

predio Taparrales de 270 hectáreas en el municipio de Dabeiba (Antioquia) (CPEC, 

2022, p, 21).  

Otros predios han sido titulados en la ruta SAE para un total de 872 hectáreas 

habilitadas que benefician a 851 excombatientes y a sus familias, que corresponden 

a: i) un predio arrendado en San Martín (Meta); ii) dos predios arrendados y en 

 
21 La compra directa no ha representado para los excombatientes la entrega de títulos de 
propiedad.  
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proceso de transferencia del derecho de dominio22, uno en Palermo y Teruel (Huila, 

y otro en Yotoco (Valle del Cauca); iii) dos predios en transferencia del derecho de 

dominio en Restrepo (Meta) y en Sevilla (Valle del Cauca); y iv) dos predios en 

Palmira (Valle del Cauca) a las cooperativas COOMEEP y COMUNVALLE  (CPEC, 

2022, p. 21).  

Por otro lado, en cuanto a la provisión de soluciones de habitación, es importante 

señalar que hasta la fecha de corte de este informe, no ha sido entregada ninguna 

vivienda dentro de los AETCR; sin embargo, ya fueron finalizados o están en las 

últimas etapas de los estudios de viabilidad de soluciones habitacionales para 13 

AETCR, y continúa la construcción de proyectos de vivienda en los espacios 

territoriales de “Filipinas” en Arauquita (Arauca), donde está prevista la construcción 

de 187 viviendas. Así mismo, fueron postuladas 181 personas para la entrega de 

un subsidio de vivienda rural (SFVR) (NN.UU, 2022, p. 6).  

De los proyectos de vivienda en el “Doncello” (Caquetá), serán construidas 106 

viviendas para las cuales ya fueron postulados 100 excombatientes al SFVR; y para 

“Los Monos” en Caldono (Cauca), serán construidas 145 viviendas, para lo cual se 

postularon 133 hogares al subsidio de vivienda rural, así, “Los Monos”será el primer 

lugar donde ya iniciaron obras (CPEC, 2022, p. 24-25). Adicionalmente, el CNR 

Comunes con el apoyo del Ministerio de Vivienda y la Misión de Verificación, han 

llevado a cabo una serie de mesas de trabajo en diferentes AETCR para la definición 

concertada de los modelos de vivienda, tal como sucedió con el “Centro Poblado 

Urías Rondón” antes el AETCR en la Macarena (Meta) en el mes de septiembre de 

2022 (CNRCOMUNES, 2022).     

Fuera de los AETCR, el Gobierno Nacional ha puesto a disposición de los 

excombatientes subsidios de vivienda rural y urbana, sin embargo, el CNR 

Comunes ha manifestado la dificultad de postularse a los mismos por los requisitos 

solicitados y las dificultades de acceso al sistema financiero que tienen más del 70% 

de los excombatientes, (STCIV, 2022, p. 58) lo cual dificulta que sea exitosa su 

asignación para las personas en proceso de reincorporación. Según la Misión de 

Verificación de Naciones Unidas, 23 excombatientes han recibido apoyo económico 

de $8.000.000 de  pesos colombianos de parte del Gobierno Nacional que equivale 

aproximadamente 2.000 dólares para invertir en la compra o mejora de vivienda a 

través de diferentes modalidades como: el crédito hipotecario, saneamiento de 

 
22 La transferencia del dominio es cuando hay un traspaso de una persona a otra del derecho de 
propiedad sobre bienes inmuebles.   
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vivienda, construcción de vivienda en sitio propio, adquisición de vivienda usada y 

adquisición de vivienda nueva  (NN.UU., 2022, p. 6 y 7) (CPEC, 2022, p. 27).  

II. Proyectos productivos 

El A.F. estableció en el punto 3.2.2.6 la implementación de los programas y 

proyectos productivos sostenibles, como una de las necesidades del proceso de 

reincorporación económica y social para los excombatientes, de acuerdo con sus 

necesidades (A.F., 2016, p. 75).  

Al 27 de septiembre de 2022, el CNR aprobó 121 proyectos productivos colectivos 

que benefician a 3.963 personas en proceso de reincorporación, de las cuales, 

1.105 son mujeres; un  67% de la población en proceso de reincorporación cuenta 

con apoyo productivo, mientras que 74% de las mujeres en reincorporación tienen 

ese apoyo, más que el 22,8% de mujeres en proceso de reincorporación. Además, 

hay 4.832 proyectos productivos individuales que benefician a 5.828 

excombatientes (incluidas 1.402 mujeres) (NN.UU, 2022, p. 7). La ST resalta tanto 

la cobertura como los avances que se han presentado en la aprobación de 

proyectos productivos tanto colectivos como individuales, sin embargo, registra que 

ya hay demoras y suspensión de las sesiones de trabajo del CNR, dada la ausencia 

de directivas de la ARN y de un responsable de la gestión de la estabilización que 

en el anterior gobierno nacional estaba en la CPEC. La ST destaca como un avance 

la prórroga de la asignación mensual a los excombatientes en proceso de 

reincorporación hasta el 31 de diciembre de 2022 (Ibíd, p.8), decisión tomada por el 

nuevo gobierno. 

En materia de sostenibilidad persisten obstáculos para que los proyectos sean 

sostenibles, en especial, en lo relativo a la falta de asistencia técnica y las 

dificultades de acceso a mercados (NN.UU., 2022, p.7). La ST conoció que la ARN, 

el PNUD y la Misión de Verificación, adelantan un estudio de sostenibilidad de los 

proyectos colectivos, cuyos resultados preliminares arrojan que solo un tercio 

pueden ser sostenibles en el mediano y largo plazo (Ibíd). De acuerdo a CNR 

Comunes, alcanzar la sostenibilidad requiere del fortalecimiento de las formas 

asociativas, incluyendo la formación en aspectos comerciales, gerenciales y 

administrativos para los excombatientes; así como la necesidad de contar con la 

acción articulada entre el sector público y privado para generar alianzas que 

fortalezcan los proyectos a nivel técnico y comercial (Entrevista, 2022, CNR 

Comunes).  

La ST destaca como un avance organizativo, las diferentes actividades que se han 

hecho desde CNR Comunes, entre las que se encuentran talleres de fortalecimiento 

de unidades productivas y de comercialización (CNR Comunes, 2022a). Asimismo, 
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la ST resalta la labor de la “Red Nacional de Confecciones por la Paz —RENA-C—

” con la puesta en marcha del “2o Entorno Productivo Nacional de Confecciones”, 

en donde participaron 40 mujeres excombatientes que fueron delegadas en los 

territorios en cursos de corte y patronaje (Batalla M, 2022). El 18 de noviembre fue 

el lanzamiento de la comercializadora “Trochas” que reúne 20 formas asociativas 

de Antioquia, Córdoba, Chocó, Caldas y Risaralda que benefician a 1.000 

excombatientes a manera de una federación de economía solidaria (FESEG, 2022) 

que se encarga de comercializar los productos finalizados dando condiciones y 

organización para su venta al público; y el lanzamiento de la “Conferencia 

Internacional de Reincorporación” el 17 de noviembre en Bogotá, que contó con 

paneles sobre experiencias en la reincorporación para la presentación de 

conclusiones para fortalecer el proceso  (CSIVI Comunes, 2022).  

En materia medio-ambiental, la ARN junto con actores de la cooperación 

internacional como el PNUD, la Fundación Wildlife Conservation Society (WCS), y 

el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF por sus siglas en inglés), han buscado 

incluir medidas de tipo ambiental en la implementación de los proyectos productivos 

colectivos e individuales, con avances en Miravalle (Caquetá); la Playa, Buenavista 

y la Uribe (Meta) y Carrizal (Antioquia), proyectos que además, apoyan la 

conservación de los parques nacionales naturales de Sumapaz, Los Picachos, La 

Macarena y Tinigua  (STCIV, 2022, p. 60). 

Gracias a una consultoría financiada por el Fondo Multidonante para el 

Sostenimiento de la Paz, el PNUD construyó una serie de documentos de 

apropiación e implementación de la sostenibilidad ambiental, el turismo rural, 

economía circular, entre otros, con la finalidad de generar buenas prácticas 

ambientales en materia de manejo de vertimientos, uso de insecticidas y 

plaguicidas, emisiones CO2 en proyectos de reincorporación (PNUD, 2022). 

III. Salud y educación  

El A.F. incluyó como medidas para una reincorporación social y económica 

sostenible, el acceso a la seguridad social y a programas sociales (A.F., 2016, p.75), 

condiciones necesarias para garantizar el cumplimiento de los derechos 

fundamentales de las personas en proceso de reincorporación, en el tránsito a la 

vida civil y para la construcción de un nuevo proyecto de vida (CONPES 3931, 2028, 

p. 52).  

En cuanto a la atención en salud, los esquemas de salud para los AETCR continúan 

en funcionamiento, a pesar de las dificultades en la coordinación de acciones de 

salud y para la ejecución de recursos (NN.UU., 2022, p. 8). Al respecto, el 

componente Comunes en el CNR ha hecho un llamado al Ministerio de Salud y 
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Protección Social para la puesta en marcha de los esquemas de salud (puesto de 

salud y enfermero(a)) para así brindar una atención integral a los excombatientes y 

sus familias en los 23 AETCR (CNRCOMUNES, 2022a). La ST resalta como un 

ejemplo en la coordinación y ejecución de recursos, la “I Jornada de Salud por la 

Paz” llevada a cabo el 8 de octubre en el Centro poblado “Urías Rendón” en el 

municipio de Doncello (Caquetá), que contó con el apoyo del Ministerio de Salud, la 

ARN y la Misión de Verificación, y brindó atención a los excombatientes, sus familias 

y miembros de la comunidad (Urías Rendón, 2022).  

La ST registra que se mantiene en operación el programa CaPAZcidades, que 

brinda atención a las necesidades específicas de las personas en proceso de 

reincorporación con discapacidad, adultos mayores y con enfermedad de alto costo. 

Este programa ha brindado  atención a personas con discapacidades en materia de 

diagnóstico y certificaciones, sin embargo, no ha dado atención para el adulto mayor 

y personas con enfermedades de alto costo (Entrevista, 2022, CNR Comunes).  

Por otro lado, en materia de cobertura y acceso a la educación, la ST registra que 

continúan en operación los programas para el acceso a educación básica primaria 

y secundaria y de forma creciente, muchos excombatientes gestionan ellos mismos 

sus necesidades educativas (Entrevista, 2022, CNR Comunes ). En cuanto a la 

educación para el trabajo, hasta mayo de 2022, el SENA brindó 6.601 cursos, 

programas y eventos (CPEC, 2022, p. 29), además de certificar a 252 

excombatientes en normas de competencias laborales de acuerdo a sus saberes 

previos y experiencia laboral, así mismo, 3.368 personas fueron inscritas en la 

Agencia de Empleo (APE) del SENA (Ibíd).  

La ST ha encontrado que en materia de educación y salud, se ha garantizado su 

cumplimiento de manera progresiva y sostenida, lo que ha permitido un 

cumplimiento casi total de los compromisos establecidos en el A.F., con un 98,9 % 

de la población afiliada en proceso de reincorporación (CPEC, 2022, p. 28). En lo 

que respecta a la educación para el trabajo que ha ofrecido el SENA desde el inicio 

de la fase de reincorporación temprana, sigue siendo uno de los elementos que 

impulsan y fortalecen las capacidades y conocimientos de los excombatientes para 

sus proyectos e iniciativas productivas.      

2.1.2. Conclusiones 

A seis años de la firma del A.F., la ST reconoce que los compromisos en acceso a 

tierra y vivienda, y en materia de salud y educación, están iniciados, con avances 

y retrasos y en correspondencia parcial con lo establecido en el Acuerdo. Las 

acciones de la implementación de la política de reincorporación para 

excombatientes de las FARC en el componente de estabilización económica y 
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social, enfrentan retos y dificultades en materia de acceso a tierras para proyectos 

productivos de los excombatientes, y en el acceso a vivienda rural y urbana,debido 

a que un número significativo de proyectos productivos tanto colectivos como 

individuales aún requieren y dependen de tierras para su desarrollo. 

Para la fase del proceso de reincorporación establecida en la PNRSE (CONPES 

3931 de 2018) y la ‘ruta de reincorporación en lo económico y social’, la 

sostenibilidad de los proyectos continúa siendo el reto más importante, tanto para 

el Gobierno como para Comunes, por lo cual, la asistencia técnica y económica, así 

como la capacitación de las cooperativas, el fortalecimiento a las capacidades 

comerciales, gerenciales y administrativas, y garantizar una mayor participación en 

los asuntos locales, son elementos necesarios para impulsar el proceso de 

reincorporación de los excombatientes en varias zonas del país.  

La ST destaca la inclusión en las bases  del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, 

la puesta en marcha de un “Sistema Nacional de Reincorporación”, además de la 

implementación de un “Programa Integral de Reincorporación” y el fortalecimiento 

de los Consejos Territoriales de Reincorporación -CTPRC-, lo que responde a los 

compromisos establecidos en el CONPES 3931 de 2018 y a lo propuesto por el 

componente Comunes en el CNR; propuestas que fueron entregadas al Gobierno 

Nacional en la sesión 140 del CNR el pasado 9 de noviembre. He ahí la necesidad 

para la ST que el Gobierno Nacional incremente o mantenga los montos en el 

“Presupuesto General de la Nación” -PGN-  2023 a la ARN y ART para la puesta en 

marcha de actividades como el “Sistema Nacional de Reincorporación”, el acceso a 

tierras y vivienda, y la territorialización de la política pública que son necesarias para 

la sostenibilidad del proceso (CNRCOMUNES, 2022b).  

Asimismo, la ST considera la revisión de los indicadores establecidos en el Plan 

Marco de Implementación -PMI- para el proceso de reincorporación temprana, 

teniendo en cuenta que los compromisos establecidos ya fueron cumplidos, y 

ajustarlos acorde a los compromisos establecidos en la política pública (CONPES 

3931 de 2018), y que corresponden a: 

- Acceso a tierras para proyectos productivos.  

- Soluciones de vivienda dentro y fuera de los Antiguos Espacios 

Territoriales de Capacitación y Reincorporación (AETCR).  

- Un Sistema Nacional de Reincorporación. 

- Una reincorporación con enfoque de género y étnico.  

- Reconocimiento de las Nuevas Áreas de Reincorporación (NAR).  
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- Transformación territorial de los 23 AETCR.  

Asimismo, revisar y actualizar los indicadores relacionados con la continuación de 

la renta básica mensual que está hasta el 31 de diciembre de 2022, así como la 

funcionalidad de los esquemas de salud en los 23 AETCR, la puesta en marcha del 

programa “Capazcidades”, además de los compromisos relacionados con el trabajo 

de los Comités Territoriales de Reincorporación (CTR) y las Mesas 

Departamentales y Municipales de Reincorporación, la continuación del programa 

“Camino Diferencial de Vida” y el trabajo de verificación de los listados entregados 

por las FARC a la Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP) como parte de 

la reincorporación jurídica.  

Si bien los AETCR continuan siendo espacios donde se desarrolla la 

reincorporación económica y social de 2.371 excombatientes, la ST reitera la 

importancia de aprovechar la oportunidad, aún existente, de que se sumen al 

proceso de reincorporación 10.500 personas que se encuentran en 75 Nuevas 

Áreas de Reincorporación —NAR— urbanas y rurales en diferentes zonas del país, 

para que accedan a los beneficios de la reincorporación, independientemente de su 

ubicación. Por tanto, su reconocimiento formal en el marco de la política pública, le 

daría un impulso a su proceso desde diferentes frentes tanto a nivel individual como 

colectivo. 

2.2. Tema 2: Garantías de seguridad para la reincorporación 

El A.F establece que las garantías de seguridad son una condición necesaria para 

la construcción de paz, y para garantizar la implementación de los planes y 

programas establecidos, así como la protección de las comunidades, el partido 

Comunes y los excombatientes en proceso de reincorporación. Por ello, en el A.F. 

está incluido el Acuerdo sobre garantías de seguridad (3.4) que contempla medidas 

encaminadas a brindar protección y seguridad a todos los habitantes del territorio 

nacional.  

Las medidas que plantea ese acuerdo están encaminadas a: (i) fortalecer la política 

e investigación criminal frente a las organizaciones criminales denominadas como 

sucesoras del paramilitarismo y sus redes de apoyo; (ii) establecer garantías para 

el partido Comunes así como a los excombatientes en reincorporación a la vida civil; 

y (iii) la protección de comunidades y organizaciones en los territorios. Dentro del 

primer conjunto de medidas, se estableció la creación de la Comisión Nacional de 

Garantías de Seguridad ―CNGS― (A.F. 3.4.3), la Unidad Especial de Investigación 

para el desmantelamiento de las organizaciones y conductas criminales ―UEI― 

(A.F. 3.4.4), y el Cuerpo Élite de la Policía Nacional (3.4.5). En el siguiente conjunto 

de medidas, contenidas en el numeral 3.4.7 del A.F. en el marco del Sistema Integral 
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de Seguridad para el Ejercicio de la Política ―SISEP―, están aquellas que buscan 

garantizar la protección de los integrantes del Partido Comunes, los excombatientes 

en proceso de reincorporación y sus familias. Para este componente, se crearon: (i) 

la Subdirección Especializada de Seguridad y Protección de la Unidad Nacional de 

Protección ―UNP― (A.F. 3.4.7.4.1); (ii) la Mesa Técnica de Seguridad y Protección 

(A.F. 3.4.7.4.2); (iii) el Cuerpo de Seguridad y Protección (A.F. 3.4.7.4.3); (iv) el 

Programa de reconciliación, convivencia y prevención de la estigmatización (A.F. 

3.4.7.4.4); y (v) las medidas de autoprotección (3.4.7.4.5). El último conjunto de 

medidas, tendientes en garantizar la protección individual y colectiva de 

comunidades, están definidas en el Programa Integral de Seguridad y Protección 

para las comunidades y organizaciones en los territorios (A.F. 3.4.8) y en la Reforma 

al Sistema de Alertas Tempranas ―SAT― (A.F. 3.4.9). 

2.2.1.  Análisis 

A casi seis años de la firma del A.F., garantizar las condiciones de seguridad para 

la implementación del A.F así como la seguridad de todos los habitantes del territorio 

nacional, especialmente de los excombatientes en proceso de reincorporación, 

continúa siendo uno de los principales retos de la implementación del A.F. Aunque 

todas las medidas que forman parte del Acuerdo de Garantías de Seguridad (3.4) 

ya iniciaron su implementación y han tenido avances, el impacto esperado no ha 

sido suficiente para cumplir con lo establecido en el A.F.  

Para el análisis del estado de la implementación durante el periodo de observación 

de este informe, la ST priorizó la verificación de las disposiciones relacionadas con 

la política e investigación criminal para el desmantelamiento de organizaciones 

criminales y las condiciones de seguridad para la población en reincorporación, 

como aspectos fundamentales para dar cumplimiento al propósito de este Acuerdo 

sobre Garantías de Seguridad. La verificación de estas disposiciones incluye los 

avances durante el período así como la relación, en términos de impulso o 

modificación, con iniciativas, programas y políticas públicas del gobierno nacional.   

I. Política e investigación criminal  

De acuerdo con lo establecido en el A.F., las organizaciones criminales son la 

principal amenaza para la implementación del A.F., por ello, el A.F. tiene como 

propósito fortalecer la política criminal, las capacidades investigativas y la acción 

estatal a través de una arquitectura institucional específica que entró en 

funcionamiento desde 2017: (i) la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad 

(A.F. 3.4.3) con el objetivo de “diseñar y hacer seguimiento de la política pública y 

criminal en materia de desmantelamiento” (A.F., 2016, p. 81); (ii) la Unidad Especial 

de Investigación (A.F. 3.4.4) como unidad autónoma dentro de la Fiscalía General 
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con el mandato de “investigar, perseguir y acusar” a las organizaciones criminales 

que atenten contra las personas que participan en la implementación; y (iii) el 

Cuerpo Élite de la Policía Nacional (A.F. 3.4.5) como un cuerpo especializado que 

debe ser la respuesta inmediata del Estado para desmantelar a las organizaciones 

criminales. 

Durante el período de análisis de este informe, el evento de implementación más 

importante fue la reinstalación y la primera sesión de la Comisión Nacional de 

Garantías de Seguridad por parte del Presidente de la República, el pasado 2 de 

octubre. En el marco de este evento, con la presencia de organizaciones de la 

sociedad civil y el componente Comunes, el Presidente estableció que esta 

instancia debe reunirse mensualmente -como lo establece el A.F.- y avanzar en la 

formulación de la política para el desmantelamiento de las organizaciones 

criminales (El Espectador, 2 de octubre de 2022).  

Para la ST, la reinstalación de esta instancia supone un respaldo institucional 

importante para la implementación del Acuerdo de Paz, dinamiza el funcionamiento 

de la CNGS cuyo impacto y puesta en marcha ha sido limitado, y fomenta el 

cumplimiento de disposiciones retrasadas. Hasta el 14 de octubre la Comisión solo 

había aprobado su reglamento interno, el Plan de Acción y la política de 

desmantelamiento de organizaciones criminales, aún se encuentran pendientes por 

entregar.  

Si bien la JEP había establecido que el Alto Comisionado para la Paz debía entregar 

estos documentos el 10 de octubre de 2022, prorrogó su entrega por 60 días 

hábiles. En el marco de esta prórroga, la JEP señaló que pese al cambio de 

Gobierno y del enfoque de política, persisten la violencia y los asesinatos contra 

excombatientes y por ello solicitó al Gobierno “que concentre sus esfuerzos en 

asegurar que la política pública y el plan de acción sean aprobadas, así como la 

coordinación, articulación y optimización de recursos, estrategias y acciones de las 

entidades comprometidas con dicho propósito” (El Espectador, 14 de octubre de 

2022). Dentro de las solicitudes de la JEP, fueron incluidas la convocatoria a 

reuniones mensuales para analizar e implementar medidas de protección para los 

excombatientes, convocar a la CNGS y entregar el plan de acción -que debe incluir 

“estrategias investigativas a implementar a corto, mediano y largo plazo, 

metodología, recursos financieros asignados”- y los Lineamientos -“aprobados por 

la CNGS, con inclusión de los diagnósticos, observaciones y recomendaciones 

sustanciales presentados y discutidos”- (Ibíd, 2022).  

En materia de investigación, la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía 

General investiga 401 casos de “ataque contra excombatientes” en los que ya hay 
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57 condenas, 63 casos están en etapa de juicio y se han dictado 374 órdenes de 

captura -82 contra autores intelectuales- (NN.UU., 2022b). Pese a estos avances, 

la UEI aún tiene limitaciones y retos para el cumplimiento de su labor, especialmente 

para el avance en las investigaciones en departamentos en donde se han 

deteriorado las condiciones de seguridad como Caquetá, Cauca, Meta y Nariño, que 

concentran el 46,63% del total de los casos de afectaciones registrados contra 

excombatientes (187 de 401 casos) (Ibíd, 2022b).  

Durante el período de análisis y dada la coyuntura de cambio de gobierno, la ST 

resalta que la iniciativa de política “Paz Total” anunciada por el Gobierno Nacional, 

puede tener correspondencia y promover el cumplimiento de uno de los propósitos 

del Acuerdo sobre Garantías de Seguridad: el desmantelamiento de las 

organizaciones criminales. Al respecto, el Gobierno ya avanzó en su dirección con 

la sanción presidencial de la prórroga y modificación de Ley 418 o Ley de Orden 

Público cuyo objetivo es “definir la política de paz como una política de Estado”.  

La Ley aprobada (2272 de 2022) está conformada por cinco capítulos23, de los 

cuales, el referente a los “mecanismos para la paz total” establece las diferentes 

acciones institucionales tendientes a promover y garantizar el alcance de la paz. El 

Artículo 5to de este capítulo desarrolla los mecanismos jurídicos y la ruta para 

avanzar hacia el sometimiento de organizaciones criminales, estableciendo 

principalmente que: 

● El/los representante/s definidos por el Gobierno pueden  

realizar todos los actos tendientes a promover acercamientos y 

conversaciones con estructuras armadas organizadas de crimen de alto 

impacto que demuestren voluntad para transitar hacia el Estado de Derecho. 

Los términos de sometimiento a la justicia a los que se lleguen con estas 

estructuras serán los que a juicio del Gobierno Nacional sean necesarios 

para pacificar los territorios y lograr su sometimiento a la justicia (Ley 2272 

de 2022, Art. 5to, p.4).  

● Las acciones deben estar dirigidas a  

obtener soluciones al conflicto armado, lograr la efectiva aplicación del 

Derecho Internacional Humanitario, el respeto de los Derechos Humanos, el 

cese de hostilidades o su disminución, la reincorporación a la vida civil de 

los miembros de estas organizaciones o su tránsito a la legalidad y la 

 
23 Capítulo I. Definiciones; Capítulo II. Mecanismos para la Paz Total; Capítulo III. Servicio Social 
para la Paz; Capítulo IV. Otras disposiciones y Capítulo V. Prórroga, vigencia y otras derogatorias.  
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creación de condiciones que propendan por un orden político, social y 

económico justo (Ibid, Art. 5to, p.4). 

● Así mismo, 

los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del Gobierno Nacional 
sean necesarios para adelantar el proceso de paz y su cumplimiento será 
verificado por las instancias nacionales o internacionales que para el efecto 
y de común acuerdo designen las partes (Ibid, Art. 5to, p.4).  

En los parágrafos de este Artículo, la Ley define entre otros aspectos: (i) la 

naturaleza de los miembros o representantes del grupo armado así como del vocero 

por parte de la sociedad civil que pueden participar en las conversaciones; (ii) la 

suspensión de las órdenes de captura tras el inicio de los diálogos, (iii) la 

implementación de zonas de ubicación temporal, (iv) el uso de listas de acreditación, 

(v) la posibilidad de realizar acuerdos, acuerdos parciales y/o protocolos y (vi) que 

el acceso a beneficios e incentivos establecidos en los acuerdos requiere “el 

desarme, la desmovilización, la colaboración con la justicia, y la demostración de la 

voluntad real de reincorporación a la vida civil” (Ibid, Art. 5to, p. 9).  

Lo establecido en el Artículo 5to de esta Ley está alineada directamente con al 

menos una de las funciones de la CNGS establecida en el A.F.:  

Diseñará políticas para el sometimiento a la justicia de las organizaciones criminales 
y sus redes de apoyo objeto de este acuerdo, definiendo tratamientos específicos 
para los integrantes de dichas organizaciones y redes, incentivando y promoviendo 
un rápido y definitivo desmantelamiento de las anteriores. Dichas medidas nunca 
significarán reconocimiento político (A.F., 2016, p. 83). 

Además, podría brindar insumos para el cumplimiento de otras funciones de la 

CNGS relacionadas con la formulación del plan de acción permanente para 

desmantelar organizaciones criminales.  

Con lo establecido en esta Ley, la ST resalta que su contenido inicialmente puede 

establecer una base para impulsar lo definido en el A.F. en materia de 

desmantelamiento de organizaciones criminales. No obstante, es importante 

conocer todos los instrumentos jurídicos y el paso a paso en la puesta en marcha 

de estos mecanismos para verificar su total correspondencia con las instancias, 

procesos y funciones establecidas por el A.F. en materia de política e investigación 

criminal para el desmantelamiento de organizaciones criminales. 

II. Condiciones de seguridad para los excombatientes en reincorporación  

Dado que garantizar la seguridad de los excombatientes es un indicador de éxito 

para el proceso de reincorporación, el A.F. estableció la creación del Programa de 

protección integral (A.F. 3.4.7.4) con el objetivo de proteger a los miembros del 
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Partido Comunes, excombatientes y sus familias de acuerdo con su nivel de riesgo. 

Este Programa incluye la creación de múltiples instancias y medidas como: (i) la 

Subdirección Especializada de Seguridad y Protección ―SESP― (A.F. 3.4.7.4.1) 

de la Unidad Nacional de Protección, para garantizar la seguridad y protección de 

la población en reincorporación, y el funcionamiento de la Mesa Técnica; (ii) la Mesa 

Técnica de Seguridad y Protección ―MTSP― (A.F. 3.4.7.4.2) encargada de 

“desarrollar, coordinar y hacer seguimiento y sugerencias a la implementación de 

un Plan Estratégico de Seguridad y Protección” que incluye las medidas materiales 

e inmateriales de protección (A.F., 2016, pág. 89); (iii) el Cuerpo de Seguridad y 

Protección, conformado por excombatientes y miembros de la Policía para integrar 

los esquemas de protección asignados; (iv) el Programa de reconciliación, 

convivencia y prevención de la estigmatización; y finalmente, (v) medidas en materia 

de autoprotección.  

Hasta la fecha de corte de este informe, garantizar la seguridad de la población en 

reincorporación es una de las principales preocupaciones en la implementación: 

desde la firma del A.F y hasta el 9 de octubre de 2022, el Partido Comunes (2022) 

registró el asesinato de 345 excombatientes. Por su parte, la Misión de Verificación 

de Naciones Unidas registró, hasta el 27 de septiembre, 342 excombatientes 

asesinados (11 mujeres, 48 afrocolombianos y 28 indígenas), 105 víctimas de 

intento de homicidio (8 mujeres) y 27 excombatientes “dados por desaparecidos” 

(NN.UU., 2022b, p.11) y además, advirtió que   

la violencia y las amenazas contra excombatientes no solo ponen en peligro sus 
vidas y sus esfuerzos de reincorporación, sino que también dificultan sus 
contribuciones más amplias a la construcción de la paz, entre otras cosas en 
relación con la justicia transicional, el desminado humanitario y la sustitución de 
cultivos ilícitos (2022a, p. 10). 

El riesgo de seguridad para esta población continúa siendo crítico aún cuando la ST 

registra que en lo corrido del 2022 se ha reducido de forma marginal la violencia 

contra excombatientes, denotando que se ha estancado la reducción de la violencia 

que venía presentándose desde enero de 2020, cuando alcanzó el máximo número 

de muertes anual. Esta población también ha sufrido dos casos de heridas en 

acciones violentas en su contra durante el último año, pero llama la atención la gran 

letalidad de las acciones de las que son objeto, señalando el carácter dirigido y 

selectivo de la violencia en su contra.  

Aunque las diferentes medidas para garantizar la protección de esta población se 

encuentran en implementación, como lo ha reiterado la ST en sus informes 

anteriores, el impacto en su propósito continúa siendo limitado por diferentes 

factores, algunos relacionados con la capacidad interna institucional y otros con el 
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deterioro de las condiciones de seguridad de diferentes regiones. En este contexto, 

el balance en materia de protección es el siguiente:  

● A pesar de que continúa la presencia permanente de la fuerza pública en los 

Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (CPEC, 

30 de junio de 2022), la Misión de Verificación de Naciones Unidas registró 

que 

los despliegues preventivos clave [de la fuerza pública] se han ido 
reduciendo gradualmente y los recientes cambios en esos despliegues, que 
han pasado de ser unidades fijas a ser patrullas móviles, han hecho que los 
excombatientes y las comunidades aledañas se sientan menos seguros 
(NN.UU, 2022a, p.12).  

● De hecho, en tres AETCR en Cauca, Norte de Santander y Guaviare estos 

despliegues militares cambiaron y ahora son “patrullas mixtas o móviles” 

(NN.UU, 2022b, p.12), y en el AETCR en Anorí, Antioquia, la fuerza pública 

se desplazó a zona urbana debido a que las instalaciones en este espacio 

eran inadecuadas (Ibíd, 2022b). Al respecto, la ST conoció que por parte del 

Ejército Nacional “se ha dado continuidad de los efectivos dispuestos para la 

seguridad de las áreas en donde se ubican los AETCR y nuevos predios” con 

aproximadamente 1.447 efectivos que equivalen a 48 pelotones (Radicado 

Ministerio de Defensa Nacional N°0122012734202, 2022). Por su parte, la 

UNIPEP señaló que la única reducción de uniformados de Policía estuvo 

relacionada con el cierre de los ETCR en Vidrí, Chocó y El Gallo, Córdoba 

en 2018 (Radicado Ministerio de Defensa Nacional, 2022). Como lo ha 

señalado anteriormente la ST, el despliegue de la fuerza pública en los 

AETCR ha sido importante para evitar la violencia contra excombatientes: de 

los 327 asesinatos registrados hasta junio, el 1,53% (5 casos) sucedieron 

dentro de los AETCR.   

● 430 esquemas de protección han sido desplegados para la protección de los 

excombatientes: 60 colectivos, 339 individuales, 26 en los AETCR y 5 para 

las sedes del Partido Comunes. En total, 1.600 escoltas y 779 vehículos 

están asignados a estos esquemas de protección (CPEC, 30 de junio de 

2022).  

● La UNP ha avanzado en la aprobación de nuevas medidas de protección 

para excombatientes; sin embargo, la oportuna aprobación e implementación 

de las mismas aún es baja debido a su limitada capacidad interna. Desde 

enero de 2022 hasta el 27 de septiembre, la UNP ha aprobado 399 medidas 

de protección -90 para mujeres y 56 medidas colectivas-, sin embargo, solo 

se han implementado 85 (NN.UU., 2022b).  
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En materia de eventos de implementación, la ST registra dos hechos importantes. 

En primer lugar, la Corte Constitucional rechazó la solicitud del gobierno del 

expresidente Duque de declarar nulo el fallo de “existencia de cosas 

inconstitucional” que fue aprobado en enero 2022, por la vulneración de los 

derechos de los excombatientes tras su desmovilización. De acuerdo con la Corte,  

Los asesinatos, las amenazas de muerte, los desplazamientos, los hostigamientos 
y las estigmatizaciones contra la población signataria del Acuerdo Final de Paz, sus 
familias y las personas que integran el nuevo partido político Comunes no solo 
aumentaron desde la firma del Acuerdo Final de Paz, sino que, pese a que 
denotaron un descenso durante el año 2021, no se han detenido, situación que se 
ve conformada por los números. Hasta el punto de que la Unidad de Investigación 
y Acusación de la Jurisdicción Especial para la Paz (UIA) advirtió que si se 
continuaba con la misma tendencia se podría llegar a la cifra de 1.600 crímenes al 
finalizar el año 2024 (El Espectador, 8 de septiembre de 2022).  

En el marco de este fallo, hubo controversias entre la Corte Constitucional y las 

entidades con responsabilidad en la implementación, quienes manifestaron que 

esta declaración no tuvo en cuenta la evidencia institucional “que demuestra que los 

homicidios en contra de excombatientes han disminuido significativamente y que el 

proceso de desarme, desmovilización y reintegración social en Colombia es el que 

contra evidencia cuenta con el menor índice de afectaciones a excombatientes” (El 

Espectador, 8 de septiembre de 2022). 

Con esta declaración, la Corte Constitucional ratifica la existencia de una situación 

de violencia sistemática y generalizada contra los excombatientes y sus familias 

que, además de afectar sus derechos a la vida, integridad y libertad personal, tiene 

una serie de repercusiones en el derecho de las víctimas a la verdad, justicia, 

reparación y garantías de no repetición, con afectaciones directas sobre la 

comparecencia ante la JEP y el apoyo de estos a las demás entidades que forman 

parte del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición.    

En segundo lugar, como en informes anteriores, la ST destaca el impacto que ha 

tenido el proceso de medidas cautelares de protección a excombatientes que inició 

la JEP en 2020, para dinamizar e impulsar la implementación. Durante este período 

de análisis, la ST resalta dos decisiones tomadas por la JEP para fortalecer la 

protección de los excombatientes.  

Por una parte, mediante el Auto 063, la JEP ordenó a la UNP, al Ministerio de 

Defensa, al Gaula de la Policía, a la Fiscalía de Riohacha y a la Procuraduría 

Regional de La Guajira, avanzar en las investigaciones y en el análisis de riesgo 

colectivo de los excombatientes que viven en el AETCR de Pondores en Fonseca, 

La Guajira. Esta solicitud es el resultado de múltiples denuncias, “persecuciones” y 

un “allanamiento” que realizó el Ejército el 23 de julio de 2022 que terminó con la 
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incautación de presuntos “materiales de uso privativo de las fuerzas militares”; sin 

embargo, los excombatientes señalaron que “el Ejército hizo un allanamiento donde 

arbitrariamente se llevaron unos equipos y unas prendas que teníamos en un 

museo” y formaban parte de la Cooperativa Multiactiva para la Paz de Colombia y 

el proyecto productivo Dama Verde en el AETCR (El Espectador, 28 de septiembre 

de 2022).  

Por otra parte, la Sección de Ausencia de Reconocimiento de la JEP solicitó a la 

UNP adoptar medidas de seguridad para proteger a los miembros del Sindicato 

Nacional Memoria Viva en riesgo. Este sindicato está conformado por 

excombatientes de las FARC que brindan protección a otros excombatientes, así, 

la medida surge tras las denuncias del representante de este sindicato ante los 

múltiples hechos de violencia que están enfrentando los escoltas. De acuerdo con 

la JEP 

han sido víctimas de hechos de graves de violencia que han afectado sus derechos 
fundamentales: 5 de ellos fueron asesinados, 1 desaparecido, 1 víctima de tentativa 
de homicidio, 1 de montaje judicial, 1 de hostigamiento por autoridad judicial, 2 de 
seguimiento, 1 de declaración de objetivo militar-desplazamiento, 1 de desatención 
sicosocial y suicidio, 1 acto de ingreso a la sede y sustracción de elementos (W 
Radio, 5 de septiembre de 2022).  

En materia de política pública, la ST destaca el “Plan para la protección de la vida” 

presentado por el Gobierno Nacional y la Comisión de Paz del Congreso. Este plan 

de “emergencia o choque” priorizó 65 municipios con altos niveles de violencia para 

prevenir el asesinato de líderes sociales y excombatientes de las FARC durante los 

100 primeros días de Gobierno. En el marco de este plan, el Gobierno ha instalado 

Puestos de Mando Unificados por la Vida, busca implementar diferentes acciones 

de protección y promover la articulación entre las instituciones con 

responsabilidades en asuntos de protección (El Tiempo, 21 de agosto de 2022). 

Además, la CNGS fue propuesta como instancia de seguimiento de su 

implementación. 

Para la ST, este programa de emergencia está en correspondencia inicial con lo 

establecido en los puntos 2 y 3 del A.F., en tanto busca garantizar la protección de 

líderes sociales y excombatientes de las FARC, población priorizada por el A.F. ante 

el riesgo de seguridad al que se enfrentan. Así, la implementación de acciones para 

disminuir los tiempos de estudios de riesgo y la asignación de medidas de 

protección por parte de la UNP, podría favorecer y descongestionar el trabajo de la 

Subdirección Especializada y la Mesa Técnica de Protección. Sin embargo, la 

correspondencia e impulso del A.F. por parte de este Plan dependerá de los 

resultados obtenidos y de la evaluación de impacto que se lleve a cabo.   
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Finalmente, frente a lo establecido en el 3.4 del A.F., las bases del Plan Nacional 

de Desarrollo 2022-2026 reconocen las diferentes instancias creadas en el marco 

del A.F., promueven su funcionamiento activo y apuestan por garantizar la 

protección de los excombatientes en proceso de reincorporación,   

como parte de la nueva política nacional para afrontar el multicrimen, una de las 

apuestas más relevantes será el fortalecimiento de la prevención y la protección 

para poblaciones en situación de vulnerabilidad, haciendo especial énfasis en los 

líderes y lideresas sociales, defensores y defensoras de derechos humanos, 

personas en proceso de reincorporación, entre otros, por lo que se fortalecerán los 

programas de prevención, se formularán planes interinstitucionales focalizados a 

escala territorial y se fortalecerá la capacidad de respuesta del Cuerpo Élite de la 

Policía y de la Unidad Policial para la Edificación de la Paz. Dichas estrategias 

requerirán del impulso y reactivación del Sistema Integral de Seguridad para el 

Ejercicio de la Política (SISEP) y la Comisión Nacional de Garantías, creados en el 

Acuerdo de Paz (p.31). 

De igual manera, es necesario fortalecer la Fuerza Pública para avanzar en la 

construcción de una paz total en todo el territorio nacional. Se impulsarán acciones 

para contar con unas Fuerzas Militares respetuosas de los DD. HH. y del DIH, 

íntegras en clave de transparencia, con enfoque de género transversal, y un 

relacionamiento respetuoso y de reconocimiento mutuo con las comunidades y 

autoridades territoriales. En el marco de la paz total se fortalecerá el Comando 

Conjunto Estratégico de Transición (CCOET) y la Unidad Policial para la Edificación 

de la Paz (UNIPEP), fundamentales para la construcción de una paz definitiva (DNP, 

2022, p.31). 

No obstante, pese a estos nombramientos generales, las bases del PND no incluyen 

lineamientos específicos para impulsar la implementación de lo establecido en el 

subtema 3.4 del A.F.    

2.2.2. Conclusiones 

Durante el período de análisis de este informe, la ST verificó que los compromisos 

en materia de política e investigación criminal para el desmantelamiento de 

organizaciones criminales, así como la protección de la población en proceso de 

reincorporación han iniciado, tienen avances parciales pero también retrasos y 

limitaciones en su cumplimiento. La implementación se encuentra en 

correspondencia parcial con lo establecido en el A.F.  

El principal avance registrado por la ST fue la reactivación de la CNGS, evento que 

debería dinamizar la implementación de los compromisos que aún están pendientes 

por cumplir, como la entrega del Plan de Acción y los Lineamientos para la política 

pública de desmantelamiento de las organizaciones criminales. Como en anteriores 
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informes, la ST resalta el impacto que continúan teniendo las decisiones 

adelantadas por la JEP en el marco de las medidas cautelares para proteger a los 

excombatientes en proceso de reincorporación. Diferenciadamente, estas 

decisiones han permitido: (i) evidenciar la situación de riesgo regional a las que se 

enfrentan colectivos de excombatientes; (ii) promover medidas de protección a su 

favor; y (iii) dinamizar el cumplimiento de las funciones de las entidades con 

compromisos en la implementación del A.F. como la UNP. Difícilmente, sin el 

seguimiento y acompañamiento riguroso de la JEP, algunas disposiciones 

continuarían atrasadas. 

En materia de política pública, la ST resalta la iniciativa de política ‘Paz Total’ y la 

aprobación de la Ley de Orden Público y la publicación de las bases del PND 2022-

2026. La aprobación de la Ley y su objetivo de promover el sometimiento de 

organizaciones criminales podría estar, inicialmente, en correspondencia con lo 

establecido por el A.F en el numeral 3.4 y por lo tanto, podría impulsar el 

cumplimiento de algunas disposiciones al respecto. En esta misma línea, la ST 

también destaca la implementación del Plan de Emergencia para proteger líderes 

sociales y excombatientes de las FARC, por su correspondencia con lo establecido 

en el A.F.  

En ambas iniciativas políticas, y especialmente en las bases del PND, la ST 

identifica positivamente la importancia y relevancia que está otorgando el Gobierno 

Nacional al funcionamiento de instancias inoperantes, al cumplimiento de las 

disposiciones establecidas en el A.F. y a promover el fortalecimiento de las medidas 

de protección para los excombatientes.  

2.3. Tema 3: Bienes de las FARC 

El A.F. (3.1.1.3) establece que  

El Gobierno Nacional y las FARC-EP entregarán datos de manera gradual, en el 
nivel de detalle, según corresponda, en los momentos acordados para facilitar la 
planeación y ejecución de: [...] 4. El cumplimiento de las tareas inherentes al proceso 
del Cese al Fuego y de Hostilidades Bilateral y Definitivo (CFHBD); así como 5. La 
dejación de armas y 6. La reincorporación de las FARC-EP a la vida civil (A.F., 2016, 
p.58).   

Asimismo, el numeral 5.1.3.7 señala que  

Durante el tiempo que las FARC-EP permanezcan en las Zonas Veredales 
Transitorias de Normalización en el proceso de Dejación de Armas, representantes 
autorizados de esta organización  acordarán con representantes del Gobierno 
Nacional los procedimientos y protocolos para inventariar todo tipo de bienes y 
activos incluidos en lo que se ha venido denominando recursos para la guerra e 
informar sobre los mismos, todo ello conforme a lo establecido  en el subpunto 
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3.1.1.3 “Suministro de Información” del Acuerdo de Cese al fuego y de 
hostilidades bilateral y definitivo y Dejación de Armas (A.F., 2016, p. 186).  

Como parte del proceso y con la finalidad de destinar los bienes y activos de las 

FARC para la reparación de las víctimas del conflicto armado (A.F. 5.1.3.7), el 15 

de agosto de 2017, fue entregado por Comunes al Gobierno Nacional, un inventario 

acorde al Decreto Ley 903 de 2017, el cual fue trasladado a la Sociedad de Activos 

Especiales -SAE- para su administración y gestión. 

De los 252.200 gramos de oro entregados por Comunes dentro del inventario 

(STCIV, 2019, p 119), fueron subastados 22.491 gramos el pasado 28 de noviembre 

de 2022 por un valor de $2.627.861.459 COP, además de joyas por $75.933.000 

COP; sumas que fueron destinadas al patrimonio autónomo “P.A. DAPRE-SAE 

S.A.S.”, para que la Unidad de Atención para la Reparación Integral a las Víctimas 

-UARIV- se encargue de su administración (Infobae, 2022). La subasta anterior se 

suma a la hecha en 2020 de 97.286 gramos de oro fino por un valor de $40.630.000 

COP, para un total de 119.777 gramos subastados entre 2020 y 2022 (Ibíd, 2022).  

Este conjunto de medidas se ha cumplido parcialmente y en correspondencia total 

al A.F. Para el presente informe, la ST destaca como un avance la subasta de los 

gramos de oro entregados por el partido Comunes, cuyo valor será destinado a la 

reparación de las víctimas del conflicto armado, acorde a lo establecido en el 

Decreto 903 de 2017. Si bien sobre este tema se han presentado diversas 

controversias respecto al contenido del inventario y el plazo de entrega del total de 

los bienes y activos, esta venta representa el cumplimiento de los compromisos del 

A.F asumido por las partes. 

Al respecto, el Consejo Nacional de Reincorporación -CNR- creó una mesa técnica 

de bienes en 2021 para establecer planes de trabajo, así como rutas para la 

identificación, entrega o recuperación de bienes muebles e inmuebles, y dar 

solución a problemas jurídicos en temas de propiedad y tenencia, entre otros. 

2.4. Enfoques transversales de género y étnico 

2.4.1. Enfoque de Género 

En materia de reincorporación económica y social con enfoque de género, la ST 

registra la participación de 2.507 mujeres excombatientes en proyectos productivos 

tanto colectivos e individuales, así como la existencia de 45 cooperativas de mujeres 

(NN.UU., 2022b, p. 7). Aunque existen avances en la transversalización del enfoque 

diferencial gracias al trabajo de la “Mesa de Género” del CNR, la ST verificó que 

persisten brechas tanto en la participación de las mujeres excombatientes en 

asuntos que las afectan directamente, como en la generación de ingresos. No 
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obstante, en departamentos como Antioquia, la territorialización del trabajo de la 

mesa ha permitido la inclusión y el acceso de las mujeres a la oferta institucional 

existente (Ibíd, p. 9).  

La ST resalta los encuentros desarrollados entre mujeres, el primero tuvo lugar en 

el AETCR de “Llano Grande” donde un grupo de mujeres en proceso de 

reincorporación, y otras pertenecientes a las “Red de Mujeres Tejedoras de Vida y 

Paz” tuvieron un espacio donde compartieron experiencias para la construcción de 

paz (NN.UU., 2022a). El segundo fue en la ciudad de Pasto, donde el taller hilos de 

libertad “vístete de paz” conformado en su mayoría por mujeres e indígenas, recibió 

un impulso para continuar su proceso de reincorporación urbana (M. Batalla, 

2022a).   

Respecto a las garantías de seguridad, hasta el 30 de junio de 2022, de los 11 

homicidios y 5 tentativas de homicidios registradas contra excombatientes mujeres, 

la CPEC reportó avances investigativos en 9 casos, correspondiente al 59,25% del 

total de los hechos (CPEC, 30 de junio de 2022). 

La ST verificó que se encuentra en implementación la Estrategia de Seguridad 

concertada entre la CPEC, la ARN y el componente Comunes en el CNR. En el 

marco de esta estrategia, 268 mujeres son beneficiarias de medidas de protección: 

129 cuentan con esquemas de protección colectivos, 89 tienen esquemas 

individuales, y 50 son beneficiarias en AETCR. Territorialmente, esta estrategia 

incluye acciones diferenciales para el Cauca (12), Antioquia (11), Valle del Cauca 

(9) y Nariño (8) (Ibíd). Además, existen avances en la implementación de acciones 

de género por parte de la Unidad Especial de Investigación relacionados con la 

inclusión de este enfoque en las capacidades de investigación (NN.UU., 2022b).  

Con el objetivo de promover la transversalización del enfoque de género, las bases 

del PND establecen que “se diseñará e implementará la estrategia de género y 

cuidado para el proceso de reincorporación y la garantía de derechos de las mujeres 

firmantes del Acuerdo de Paz” (p. 182). 

2.4.2. Enfoque Étnico 

El Capítulo Étnico contempla dos salvaguardas para el Punto 3: la primera está 

relacionada con el proceso de reincorporación para concertar un “programa especial 

de armonización para la reincorporación de los desvinculados pertenecientes a 

dichos Pueblos” (A. F., 2016, p 209); la segunda tiene impacto en materia de 

garantías de seguridad, ya que se acordó la implementación de un Programa de 

Seguridad y protección con una perspectiva étnica y cultural para las comunidades 

y organizaciones en los territorios, además de garantizar el “fortalecimiento de los 
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sistemas de seguridad propios de los pueblos étnicos reconocidos a nivel nacional 

e internacional como la guardia indígena y la guardia cimarrona” (Ibíd., p. 206).  

En cuanto a la reincorporación económica y social de excombatientes de origen 

étnico, hay 2.160 excombatientes de pertenencia étnica en proceso de 

reincorporación, dentro de los cuales se encuentran: 1.414 indígenas, 665 negros, 

mulatos, afrocolombianos o afrodescendientes, 14 palenqueros, un gitano o Rrom, 

un raizal, y 65 que no indican el grupo étnico, lo que corresponde al 16% del total 

de la población en proceso de reincorporación (CPEC, 2022. p 10). En materia de 

proyectos productivos, están vinculadas 859 personas auto reconocidas como 

población étnica a 120 proyectos productivos colectivos, y 666 hacen parte de 4.451 

proyectos productivos individuales (Ibíd., 2022). 

Por otro lado, en relación a la educación, hasta abril del 2022 se tenía registrado 

que 1.285 personas de pertenencia étnica asistieron a programas de formación 

académica (Congreso de la República, 2022). La CPEC señaló que al 31 de mayo 

de 2022, 84 personas que se reconocen dentro de un grupo étnico se encontraban 

asistiendo al programa “Arando la Educación” (CPEC, 2022. p, 30), 20 personas 

más en comparación al informe de la ST presentado en agosto del 2022. Además, 

326 personas de pertenencia étnica (208 indígenas, 111 negros, mulatos, 

afrocolombianos o afrodescendientes y 7 que no especifican el grupo étnico) 

reportan asistencia en el Modelo de la Universidad Nacional Abierta y a Distancia 

con la estrategia “Maestro Itinerante” en 2022 (Ibíd., 2022. p, 31). Así mismo, 76 

personas de origen étnico están vinculadas a la oferta educativa pública de 

Educación Básica y Media, mientras 13 personas pertenecientes a grupos étnicos, 

tienen asistencia en programas de Educación Superior (Ibíd., 2022).   

En el informe multipartidista sobre la implementación del Acuerdo Final de Paz a 

corte de julio del 2022, el Congreso de la República señala que un 11,9% (1.478) 

de las personas en reincorporación, afirmó tener vivienda propia, de estas el 17% 

pertenece a un grupo étnico (Congreso de la República, 2022). En cuanto a la salud, 

el Gobierno Nacional reportó las cifras que la ST señaló en el informe presentado 

en agosto del 2022 de personas en reincorporación afiliadas a salud son: i) 125 

indígenas en el régimen contributivo, 88 negros/afrocolombianos y 12 palenqueros; 

ii) 1.212 indígenas, 529 negros/ afrocolombianos, 123 palenqueros, dos raizales y 

un Rrom en el régimen subsidiado; y cuatro indígenas y tres negros afro-

colombianos en el régimen especial (ST, 2022). Igualmente, para abril de 2022 el 

programa de acompañamiento psicosocial con enfoque de género, derechos de las 

mujeres, territorial y étnico, no ha iniciado su implementación porque requiere de 
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aprobaciones previas y definiciones presupuestales y, a la fecha, están sin 

desarrollar (Congreso de la República, 2022).  

En materia de garantías de seguridad, desde la firma del A.F han sido asesinados 

342 excombatientes, de los cuales 48 eran afrocolombianos y 28 indígenas (NN.UU, 

2022. p 11). Por otro lado, en lo corrido del 2022 con corte al 15 de noviembre, la 

ST registró el asesinato de 45 líderes y lideresas sociales de pertenencia étnica, 29 

indígenas (4 mujeres y 25 hombres) y 16 negros, mulatos, afrocolombianos o 

afrodescendientes (4 mujeres, 11 hombres y 1 persona sin género definido) 

(CERAC, 2022). Por otro lado, la Contraloría General de la República en su Sexto 

Informe de Seguimiento a los Recursos del Posconflicto 2022, señaló que “no es 

posible establecer el grado de avance del Programa de seguridad y protección para 

comunidades, líderes, dirigentes, representantes y activistas de organizaciones 

sociales, populares, étnicas, de mujeres y de género debido a que no cuenta con 

una ficha técnica en SIIPO” (Contraloría General de la República, 2022). Además, 

la IEANPE señaló que “la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad no tiene 

un componente étnico y no ha sido formulada la Política de Garantías establecida” 

(IEANPE, 2022, p 12) 

Frente a la Mesa Étnica creada en el CNR, la ST encontró que esta aún no ha 

podido funcionar plenamente; la Misión de Verificación de las Naciones Unidas 

afirmó que “priorizar estas iniciativas en las evaluaciones del Consejo Nacional de 

Reincorporación [...] así como hacer uso de su mesa técnica sobre cuestiones 

étnicas, podría ayudar a diseñar una asistencia adaptada, tal como se establece en 

la Política Nacional de Reincorporación” (NNUU, 2022. p 16).  

Por otro lado, el último informe de la IEANPE presentado en junio del 2022, señala 

que el “Programa Especial de Armonización para la Reintegración y 

Reincorporación social y económica con enfoque diferencial étnico no ha sido 

implementado” (IEANPE, 2022. p 11). Sin embargo, el pasado 15 de junio el 

componente Comunes del CNR confirmó que se reunió con el PNUD y el Grupo 

Territorial Nariño de la ARN en la NAR Tallambí, del municipio de Cumbal, Nariño, 

con el fin de socializar avances o dificultades del Programa Especial de 

Armonización Indígena (Comunes, 2022). El 1ro de octubre la Misión de Verificación 

de NN. UU. anunció la creación de la primera ruta de reincorporación con enfoque 

étnico en el país y señaló que 

la ‘Ruta de Reconciliación y Armonización’ es el producto de cuarenta reuniones en 
las que durante dos años personas en proceso de reincorporación y la comunidad 
indígena de los Pastos debatieron y dialogaron sobre diferentes aspectos 
relacionados con la reincorporación, el acceso de las instituciones que acompañan 
el proceso, el sometimiento a la justicia indígena, la concertación para la 
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implementación de iniciativas productivas y otros aspectos fundamentales (NN. UU., 
2022). 

En el caso de los excombatientes indígenas y afros, quienes representan el 16% 

del total de la población en proceso de reincorporación (NN.UU, 2022, p.16), la ST 

destaca su preocupación ante la falta de funcionamiento de la recién creada “Mesa 

Étnica” en el CNR, que aún no cuenta con lineamientos que permitan una asistencia 

técnica y económica diferencial para los proyectos productivos que respondan a las 

necesidades de la población étnica en los territorios. De igual forma, resalta la 

necesidad de la definición presupuestal del programa de acompañamiento 

psicosocial con enfoque de género, derechos de las mujeres, territorial y étnico, y la 

creación del componente étnico en la Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad. 

2.5. Oportunidades de mejoramiento 

Reincorporación social y económica  

● A partir de los compromisos establecidos en el Conpes 3931 de 2018 en 

materia de acceso a tierras y vivienda, la ST considera que garantizar su 

inclusión como metas e indicadores en el nuevo Plan Nacional de Desarrollo 

2022-2026, impulsaría el proceso de reincorporación en el mediano y largo 

plazo.  

● La elaboración y adopción de una estrategia de sostenibilidad para los 

proyectos productivos, con la participación de actores como el Gobierno 

Nacional, Comunes, el sector privado y la cooperación internacional, que 

responda a las necesidades específicas de los excombatientes en los 

territorios, se convertiría en una herramienta de salida que permita la 

consolidación de negocios responsables y duraderos.  

● Para avanzar en el proceso de reincorporación de acuerdo con las 

necesidades actuales, es necesario actualizar  los indicadores del PMI para 

el proceso de reincorporación en el mediano y largo plazo acorde con los 

compromisos establecidos en el CONPES 3931 de 2018 en cuanto a: acceso 

a tierras para proyectos productivos; soluciones de vivienda dentro y fuera 

de los Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación 

(AETCR); un Sistema Nacional de Reincorporación; una reincorporación con 

enfoque de género y étnico; reconocimiento de las Nuevas Áreas de 

Reincorporación (NAR); transformación territorial de los 23 AETCR 

● Mantener el impulso a la implementación del “Sistema Nacional de 

Reincorporación” para articular y coordinar la oferta institucional a la 
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población en reincorporación, incluyendo indicadores, metas y presupuesto 

asignado en los instrumentos de planeación, en particular en el Plan Nacional 

de Desarrollo para el cumplimiento de los compromisos establecidos en la 

PNRSE.  

● La extensión de la renta básica para personas en proceso de reincorporación 

que se mantengan en la ruta, puede ser decisiva para mantener la 

sostenibilidad en el proceso de reincorporación, principalmente a nivel 

individual y colectivo. 

● Para impulsar la provisión de soluciones habitacionales y el acceso a la tierra 

para proyectos productivos para la población en proceso de reincorporación 

es necesaria la reanudación de las sesiones de la Mesa de Tierras del CNR 

y de la Mesa de Vivienda del CNR, mecanismos de participación y 

concertación de la política pública en esas materias, con presencia activa y 

participación del componente FARC en esas instancias 

Garantías de seguridad 

● Las nuevas sesiones de la CNGS presididas por el Presidente de la 

República materializan la oportunidad para avanzar en la entrega del Plan de 

Acción y la política pública para el desmantelamiento de organizaciones 

criminales y garantizar sus sesiones mensuales, lo cual, permitiría dinamizar 

su funcionamiento, alcance y el cumplimiento de su propósito.  

● Revisar los despliegues de la fuerza pública en los AETCR por parte del 

Gobierno nacional, incluyendo a los excombatientes que residen en estos 

espacios, es clave para promover ajustes conjuntos a su funcionamiento sin 

generar o aumentar el riesgo de seguridad para esta población.  

● El PND que se encuentra en construcción podría incluir la arquitectura 

institucional creada en el marco del 3.4 del A.F. para promover el trabajo 

articulado con el Gobierno en materia de protección y prevención de 

violencias contra los excombatientes. 

● Articular las iniciativas de política pública del gobierno con lo establecido en 

el A.F. respecto al desmantelamiento de organizaciones criminales y la 

protección de los excombatientes, evitaría promover y duplicar programas ya 

existentes en el A.F.  

● Aprobar la política pública para el desmantelamiento de organizaciones 

criminales permitiría abordar integralmente parte importante de los riesgos a 

los que se enfrenta la población en reincorporación para culminar 

exitosamente su proceso. 
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● Revisar y ajustar las fechas del periodo de implementación del Pacto Político 

Nacional, que según el PMI debía cumplirse entre 2017 y 2021.  
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Punto 4 ― Solución al problema de las drogas ilícitas 

1.  Introducción 

El Punto 4 del Acuerdo Final –A.F.– sienta las bases para “construir una solución 

conjunta e integral al problema de las drogas ilícitas” (A.F., 2016, Punto 4, pág. 99), 

por lo cual promueve una visión que dé un tratamiento diferenciado a los fenómenos 

de producción, consumo y comercialización de drogas ilícitas (A.F., 2016, 

Introducción, p. 8). Este punto está subdividido en cuatro temas: (i) Programa de 

Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Plan Integral de Desarrollo Alternativo con 

participación de las comunidades; (ii) Solución al fenómeno de producción y 

comercialización de narcóticos; y (iv) Acción integral contra las minas antipersonal. 

Para este decimosegundo informe, la ST verificó el estado de implementación del 

punto en los siguientes aspectos: primero, los avances en la implementación 

durante el período de análisis; segundo, cómo las iniciativas, políticas y programas 

del Gobierno Nacional 2022-2026 impulsan o modifican la implementación del A.F., 

incluyendo las Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 y tercero, las 

oportunidades de mejora en atención a los compromisos dispuestos en el A.F. 

2. Análisis temático 

2.1. Tema 1: Programa Nacional de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 

El A.F. (4.1) busca atender poblaciones y territorios afectados por cultivos de uso 

ilícito por medio de la implementación del Programa Nacional Integral de Sustitución 

de Cultivos de Uso Ilícito –PNIS– y los Programas Integrales Comunitarios y 

Municipales de Sustitución y Desarrollo Alternativo –PISDA–, con una perspectiva 

comunitaria y participativa, que permita la transformación productiva y el desarrollo 

rural de los territorios afectados. A continuación, la ST presenta la actualización de 

los eventos de implementación y el análisis por los subtemas priorizados24: 

 

Erradicación voluntaria de cultivos de uso ilícito 

La ST reportó que al corte del 30 de junio del 2022 se habían erradicado de forma 

voluntaria y asistida 46.008 hectáreas -ha- de cultivos de uso ilícito en el marco del 

PNIS. Con respecto a lo reportado en el Undécimo Informe de Verificación, (45.970 

ha erradicadas) (CPEC, 2022), la ST resalta un aumento marginal de las ha 

 
24 La ST dio prioridad en este informe a los subtemas que aún tienen compromisos pendientes de 
implementación, especialmente, aquellos en los que hay retrasos o que requieren cumplimiento 
prioritario. Además, se incluyeron los subtemas donde se reportaron avances significativos después 
del 11vo informe de la ST (2022).  
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erradicadas entre mayo y junio (de 38 ha), alcanzando un cumplimiento del 92% de 

la meta establecida en 2017 por el Gobierno para la erradicación de 50.000 ha en 

el marco del PNIS, y un 98% de cumplimiento de los compromisos de erradicación 

voluntaria (Presidencia de la República, 2022). 

Según el reporte de Sinergia, con corte a 30 de septiembre de 2022, hay un total de 

46.017 ha de cultivos ilícitos erradicadas, por lo que para el cuatrienio 2018-2022, 

se cumplió con el 76,57% de la meta: 13.017 ha de sustitución voluntaria de un total 

de 17.000 ha 25 (2022).  

Frente a la erradicación, el A.F. hace explícito que el Gobierno procederá a la 

erradicación manual en los casos donde, en la suscripción de acuerdos con las 

comunidades en el marco del PNIS 

haya algunos cultivadores y cultivadoras que no manifiesten su decisión de sustituir 
los cultivos de uso ilícito o incumplan los compromisos adquiridos sin que medie 
caso fortuito o fuerza mayor a pesar de los esfuerzos del Programa y de las 
comunidades de persuadirlos (A.F., 2016, p.107). 

Además, procederá en los casos “en los que no haya acuerdo con las comunidades, 

[...] priorizando la erradicación manual donde sea posible” (A.F., 2016, p.107).  

Tabla 1: Hectáreas de cultivos de coca erradicadas de manera forzosa 

Periodo - Año Hectáreas 

erradicadas 

2018 - 2022 379.101 

2020 130.147 

2021 103.257 

202226 51.091 

Fuente: Sinergia. 

La ST registró que en 2021 se erradicaron de manera forzosa 103.257 ha de coca, 

lo que representó una disminución de 21% frente a los niveles de erradicación 

reportados durante 2020, cuando se alcanzaron las 130.147 ha erradicadas 

(UNODC, 2022, p.13). Durante el cuatrienio 2018-2022 han sido erradicadas por 

medio de la fuerza pública 379.101 ha de coca, lo que significa un cumplimiento de 

135,39% frente a la meta de 280.000 ha. En lo corrido del presente año, con corte 

 
25 La meta con la línea de base -que son las hectáreas sustituidas en 2017- es de 50.000 ha. 
Excluyendo las 33.000 ha ya sustituidas en 2017, la meta neta es de 17.000 ha. 

26 Con datos al 31 de agosto. 
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al 31 de agosto, se han erradicado 51.091 ha de coca por la fuerza pública, es decir, 

un cumplimiento del 72,99% de la meta anual (70.000 ha) (Sinergia, 2022). 

PAI familiar  

El Plan de Atención Inmediata –PAI– del PNIS a nivel familiar incluye: (i) pagos de 

la Asistencia Alimentaria Inmediata –AAI–; (ii) proyectos de auto sostenimiento y 

seguridad alimentaria; (iii) Asistencia Técnica Integral; (iv) proyectos de ciclo corto 

y generación de ingresos rápidos; y (v) proyectos productivos con visión de largo 

plazo. Además, el PAI incluye un Plan de Atención para recolectores.  

A junio de 2022, continuaron los avances en el PAI familiar en una menor proporción 

frente al informe anterior, con aumentos importantes en la implementación de tres 

de cinco componentes: proyectos productivos de ciclo corto; autosostenimiento y 

seguridad alimentaria; y Asistencia Técnica Integral. En los demás componentes, 

los aumentos fueron inferiores a 1 punto porcentual, e incluso hubo casos sin 

avances como los proyectos productivos de largo plazo. En la tabla 1, la ST reporta 

el avance de los componentes del PAI familiar y en el Plan de Atención a 

recolectores, según la información de la CPEC a junio de 2022: 

Tabla 2. PAI familiar 

Componentes del PAI 
Familiar27 

Familias 
beneficiadas 
junio 2022 

Familias 
beneficiadas del 
total de familias 

inscritas (%) 

Familias beneficiadas del 
total de familias inscritas 

11vo informe (%) 

Asistencia Alimentaria 
Inmediata: familias recibiendo 
pago 
 

76.307 
 

92,78% 92,73% 

Asistencia Alimentaria 
Inmediata: familias que 
recibieron la totalidad de 
pagos 

71.791 87,28% 87,10% 
 

 
Asistencia técnica integral 
 

77.002 93,62% 91,88% 

Autosostenimiento y seguridad 
alimentaria 
 

69.878 84,96% 82,23% 

 
27 La Asistencia Alimentaria Inmediata, Asistencia Técnica e integral, Proyectos de 
Autosostenimiento y seguridad Alimentaria, Proyectos de ciclo corto y largo solo se entregan a las 
82.242 familias cultivadoras y no cultivadoras debido a que el restante de familias (las recolectoras) 
tienen una ruta de sustitución diferente.  
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Proyectos productivos de ciclo 
corto e ingreso rápido en 
elaboración y concertación 

60.294 73,3% 55,35% 

Proyectos productivos con 
visión de largo plazo 
 

1.986 2,4% 2,4% 

Plan de atención a 
recolectores: recolectores 
vinculados 

7.353 43,61% 43,61%28 

Fuente: Elaboración propia con datos de CPEC (2022) de junio y de SIIPO consultados en octubre.  

 

La tabla 1 muestra que, si bien los pagos por Asistencia Alimentaria Inmediata (AAI) 

y la Asistencia Técnica Integral (ATI) son los principales componentes del PAI con 

mayor avance, frente al informe anterior, los aumentos entre mayo y junio fueron de 

43 (se pasó de 76.264 a 76.307) y de 1.432 (se pasó de 75.570 a 77.002) nuevas 

familias beneficiadas de cada programa respectivamente. La ST considera que 

pese a que la implementación de los componentes de AAI y ATI es avanzada con 

cerca del 95% de la meta, aún continúan en situación de atraso, pues este 

compromiso debía finalizar en 2019 según el PMI (PMI, 2017, p.115). Respecto a 

los proyectos productivos de ciclo corto e ingreso rápido, durante los meses de 

mayo y junio, la ST registra una aceleración del 32,4%, al pasar de 45.524 a 60.294 

familias beneficiadas. 

Los avances en el componente de proyectos productivos de ciclo corto responden 

a tres convocatorias públicas del Fondo Colombia en Paz: 

Convocatorias públicas No. 034 y 035 de 2021 (…) se contrató la 
implementación y seguimiento de seguridad alimentaria y proyectos 
productivos Sostenibles con actividades de asistencia técnica en los 
departamentos de Caquetá, Córdoba, Guaviare, Guainía, Vichada, Meta, 
Cauca y Valle del Cauca (...) [y] convocatoria 025 de 2022 del Fondo 
Colombia en Paz para contratar la implementación de proyectos en los 
departamentos de Arauca, Bolívar, Norte de Santander, Caquetá, Guaviare 
y Meta. (SIIPO, 2022)  

Por el contrario, los proyectos productivos de largo plazo continúan en situación de 

atraso, pues su cumplimiento e implementación debían finalizar en 2020 según el 

PMI (PMI, 2017, p.115) y a la fecha de corte de este informe, aún mantienen el 2,4% 

de implementación según la CPEC y de 2,8% según SIIPO. Esta situación 

representa un riesgo para la sostenibilidad de largo plazo del A.F y disminuye la 

 
28 El total de familias recolectoras adscritas al programa es de 16.857 familias. 
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confianza de los adscritos en la implementación, en la transición y el sostenimiento 

de sus economías fuera de la ilegalidad.  

Desde el pasado mes de junio de 2021, la ST no encontró avances en el 

componente de proyectos productivos de ciclo de largo plazo, y a la fecha, solo se 

mantienen las 1.986 familias beneficiadas anteriormente. Así mismo, en lo corrido 

del año solo aumentaron en 42 las familias beneficiadas por el plan de atención a 

recolectores, por lo que la ST concluye que se mantienen en situación de atraso y 

reitera, como en el informe anterior, que el lento avance de este componente de 

largo plazo obstaculiza la implementación integral del A.F. y de la RRI, debido a que 

la sostenibilidad del PNIS depende de que las familias cultivadoras y recolectoras, 

tengan alternativas de generación de ingresos en economías legales (A.F, 2018, 

p.101). 

Avance en PAI comunitario  

Según lo establecido en el A.F. (4.1.3.6), el PAI comunitario incluye:  

Guarderías infantiles rurales, un programa de dotación de comedores 

escolares, mecanismos de información para facilitar el acceso a 

oportunidades laborales, programas contra el hambre para personas de la 

tercera edad, programas de superación de la pobreza, brigadas de atención 

básica en salud y la puesta en marcha de los planes contemplados en el 

punto 1.3.3 de la Reforma Rural Integral sobre estímulos a la economía 

solidaria y cooperativa, asistencia técnica, subsidios, generación de ingresos, 

crédito y mercadeo (A.F., 2016, p.113-114).  

Frente a estas disposiciones, la ST no encontró información de que se estén 

implementando programas en el marco del A.F. para este compromiso. 

Otras alternativas de sustitución de cultivos de uso ilícito 

Además del PNIS, hay otros programas de sustitución de cultivos de uso ilícito que 

presentan alternativas por parte del Gobierno Nacional a las comunidades que 

tienen interés o voluntad de sustituir, tanto en municipios PDET como no PDET y 

que en algunos casos, se articulan con el PNIS. Los diferentes programas de 

sustitución que la ST ha identificado son: Territorios para la Conservación –TpC– y 

Pago por Servicios Ambientales –PSA–; Formalizar para Sustituir (CPEC, 2021) y 
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el Programa “Hecho a la Medida”29, que integra diferentes alternativas de sustitución 

según el territorio (UNODC, 2021).  

● Hecho a la medida 

La Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (DSCI) junto con la Agencia 

de Renovación del Territorio (ART) desarrollaron la estrategia de sustitución 

“Colombia Sustituye, Hecho a la Medida (HaM)”, a través de la cual “acompaña la 

estructuración de proyectos de sustitución voluntaria de cultivos ilícitos liderados 

desde las entidades territoriales para las familias y comunidades no PNIS” (CPEC, 

2022, p.30).  

Frente al Undécimo Informe de Verificación, la CPEC no reportó avances de 

erradicación de ha en los ocho proyectos, sin embargo, la ST registró los siguientes 

avances en la gestión de proyectos para la sustitución de cultivos (CPEC, 2022):  

Tabla 3. Avances en la estrategia de sustitución Hecho a la Medida 

Departamentos Municipios Hectáreas 
a sustituir  

Familias 
para 

vincular 

Hectáreas a 
sustituir 

gestionadas 

Familias 
beneficiadas 
de la gestión 

Antioquia  Valdivia 40 40 40 40 

Antioquia  Campamento 175 150 150 150 

Vichada Cumaribo 75 150 75 150 

Nariño Samaniego; 
La Cruz; El 
Tablón 

230 345 345 345 

Nariño Buesaco 60 100 60 100 

Putumayo Puerto Asís 150 150 - - 

Total  730 935 670 785 

Fuente: Elaboración propia con datos de CPEC (2022) de junio. 

En siete de los ocho municipios con proyectos del HaM hay gestiones concretas de 

sustitución en términos de familias beneficiadas y de ha por erradicar por medio de 

acuerdos entre la DSCI, la UNODC y las autoridades municipales o 

departamentales, con una gestión del 91,7% del total de hectáreas a sustituir; salvo 

 
29 Tiene presencia en: cuatro municipios del Sur de Córdoba, un municipio en El Catatumbo, dos 
municipios en Putumayo, cuatro municipios en Macarena Guaviare, uno en Pacífico Medio y un 
municipio en Pacífico y Frontera Nariñense. 
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en el municipio de Puerto Asís, Putumayo, en el que se gestionaron proyectos entre 

el Fondo Colombia en Paz, la DSCI y Gran Tierra Colombia INC Sucursal para la 

sustitución de tierras. Sin embargo, aún la ST desconoce si ya se concertaron las 

tierras a sustituir y el total de familias que serían beneficiadas por medio de este 

proyecto. Con los proyectos gestionados hasta el momento, la ST proyecta un 

avance del 91,78% de ha sustituidas por medio del programa HaM y un 83,95% del 

total de familias a vincular. 

● Territorios para la Conservación (TpC):  

Mediante la Resolución No. 56 de octubre de 2020, se diseñaron los lineamientos 

metodológicos del esquema de “Territorios para la Conservación” –TpC–, en 

relación y articulación con el PNIS. Este nuevo modelo de sustitución, articuló el 

mecanismo de Pagos por Servicios Ambientales –PSA– y el PNIS para ofrecer una 

alternativa de sustitución a las familias ubicadas en áreas ambientalmente 

estratégicas afectadas con cultivos ilícitos (ART, 2020). El modelo de sustitución 

tiene los siguientes componentes: (i) acuerdo voluntario y colectivo de conservación 

y restauración; (ii) incentivo a la conservación; (iii) implementación de Sistemas 

Sostenibles de Producción; (iv) fortalecimiento de capacidades (Asistencia Técnica 

Integral); y (v) monitoreo. Además, el programa cuenta con enfoque de género30, 

gestión de la información e instancias de seguimiento y coordinación (SIIPO, 2022). 

En cuanto a la implementación del TpC, según el informe de la CPEC de junio de 

2022, la ST no encontró avances en la erradicación en Parques Nacionales 

Naturales (PNN) frente al informe anterior, sin embargo, “a través de los contratos 

de derechos de uso se contempla la regulación del uso de baldíos inadjudicables a 

través del modelo Formalizar para Sustituir para 4.103 familias de las 7.205 que se 

atenderán” (CPEC, 2022) con lo que se beneficiarían 56,94% de las familias del 

total dispuestos a atender.  

La ST encontró que, con corte a 2021, hubo un aumento de 43% de ha cultivadas 

de coca, al pasar de 143 mil ha en 2020 a 204 mil ha cultivadas en PNN. De estas 

ha cultivadas 108.120 (52%) corresponden a zonas de manejo especial y 4.325 ha 

están localizadas en PNN (4%), un aumento del 18% de ha en PNN (UNODC, 2022).  

Tratamiento Penal Diferencial 

 
30 Con este enfoque, el TPC pretende “el fortalecimiento del papel de la mujer en los procesos de 
desarrollo rural, procurando un rol dinamizador de la mujer rural como sujeto protagonista del 
desarrollo de las familias y la transformación de los territorios” (Resolución No. 56 de 2020, 2020). 
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El A.F. establece, en el punto 4.1.3.4. que 

El Gobierno se compromete a tramitar los ajustes normativos necesarios que 
permitan renunciar de manera transitoria al ejercicio de la acción penal o proceder 
con la extinción de la sanción penal contra los pequeños agricultores y agricultoras 
que estén o hayan estado vinculados con los cultivos de uso ilícito cuando, dentro 
del término de 1 año, contado a partir de la entrada en vigencia de la nueva norma, 
manifiesten formalmente ante las autoridades competentes, su decisión de 
renunciar a cultivar o mantener los cultivos de uso ilícito. (A.F., 2016, P. 108). 

Desde la publicación del undécimo informe por parte de la ST, el Proyecto de Ley 

104 de 2021 fue archivado durante su trámite por el Congreso (PL 104 de 2021, 

2022). Con esta iniciativa, son cinco los Proyectos de Ley que se han presentado 

con la intención de dar cumplimiento a lo establecido en el A.F. y que no han logrado 

ser aprobados en el trámite legislativo. 

El pasado 25 de julio de 2022, fue radicado el Proyecto de Ley 055 de 2022 ante el 

Senado, el cual, a la fecha, se encuentra en espera de la discusión de su ponencia 

en primer debate (PL 055 de 2022, 2022). Este Proyecto de Ley es la sexta iniciativa 

para reglamentar el TPD a pequeños agricultores y agricultoras que fue presentado 

por 10 congresistas de la bancada del Partido Comunes. Sin embargo, al igual que 

con el Proyecto de Ley 104 de 2021, la ST señala que este nuevo Proyecto de Ley 

(PL 055 de 2022), no especifica el máximo de hectáreas que la persona puede 

poseer para ser beneficiario del programa, al señalar que “la extensión máxima será 

definida por las instancias para la ejecución del PNIS y las instancias territoriales de 

coordinación y gestión de este, en conjunto con las Asambleas Comunitarias” (PL 

055 de 2022, 2022, p.5).  

La ST reitera, como en anteriores informes, que esta ausencia de delimitación 

puede afectar negativamente a los beneficiarios. Si la delimitación de hectáreas es 

muy baja, puede afectar a la mayoría de pequeños agricultores y agricultoras que 

no podrían acogerse a los beneficios del programa, por el contrario, si la delimitación 

es muy amplia, pueden incorporarse personas por las que no aboga el A.F.  

Como lo ha mencionado la ST desde su décimo informe (2021), persiste el retraso 

y el no cumplimiento de lo estipulado en el A.F. en relación al TPD, el cual debía 

reglamentarse en el primer año de implementación del Acuerdo, al ser una prioridad 

normativa (A.F. 4.1.3.4, p.97). La falta de cumplimiento representa un riesgo jurídico 

para los pequeños agricultores y agricultoras que manifestaron su decisión de 

renunciar a los cultivos de uso ilícito, además, el continuo cambio entre proyectos 

de Ley y su persistente falencia en ser aprobados, puede minar la confianza entre 

“las comunidades, los entes responsables de la implementación de los programas 
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paralelos al TPD como el PNIS, e incluso, con el mismo Gobierno, lo que puede 

producir una baja participación de las personas que se acojan al TPD” (ST, 2021).  

Finalmente, como lo mencionó la ST en su undécimo informe, el retraso en el 

Tratamiento Penal Diferenciado puede afectar la implementación del PNIS, debido 

a que los territorios donde las comunidades se hubiesen acogido al TPD, son un 

criterio de priorización del mismo PNIS (A.F. 4.1.3.3). De hecho, según el PMI, los 

ajustes normativos para el tratamiento penal diferencial debían finalizar en 2021, sin 

embargo, hasta la fecha ningún proyecto ha logrado cumplir el trámite legislativo.  

La ST resalta la inclusión del TPD en las bases del PND 2022-2026, en las cuales 

en materia de política de drogas “deberá ir acompañado de ajustes normativos para 

la descriminalización, el tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores 

y la regulación de usos alternativos” (DNP, 2022, p. 31). Además, las bases del PND 

establecen que dentro de los marcos regulatorios que propone en materia de política 

de drogas “se implementará el tratamiento penal diferenciado para pequeños 

cultivadores” (DNP, 2022, p. 98), teniendo relación con lo estipulado en el A.F. Sin 

embargo, el documento no hace referencia a los proyectos normativos que están en 

trámite en el Congreso y su posible vinculación con el A.F. Hasta ahora, el 

documento presentado por el PND es el primer borrador, este deberá ser revisado 

por el Consejo Nacional de Planeación, para que sea presentado ante el Congreso 

de la República, a más tardar el 6 de febrero de 2023. 

PISDA 

Respecto al compromiso de la construcción efectiva de los Planes Integrales 

Comunitarios y Municipales de Sustitución y Desarrollo Alternativo —PISDA— 

estipulado en el punto 4.1.3.5. del A.F., de las 812 iniciativas de los Planes de Acción 

para la Transformación Regional —PATR— que hacen parte de los 48 municipios 

PNIS en 10 subregiones PDET, 383 “se encuentran validadas en el Sistema de 

Gestión de Oferta de la ART con ruta de implementación activada a través de la 

asociación de la iniciativa a un proyecto, contrato, convenio o gestión” (CPEC, 

2022). Esto representa un aumento de 174 iniciativas (83%) frente al décimo 

informe31 de la ST (209 iniciativas), publicado en octubre de 2021. Asimismo, la ST 

registra un avance en la activación de rutas de implementación en cinco de los ocho 

pilares. En los pilares de Reconciliación, convivencia y construcción de paz; Sistema 

para la garantía progresiva del derecho a la alimentación; y Ordenamiento social de 

 
31 La comparación se realiza con el anterior reporte de la ST referente a la implementación del 
PISDA. 
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la propiedad rural y uso del suelo, la ST no reporta avances en cuanto al número de 

iniciativas con ruta de implementación activa. 

Tabla 4. Desagregación de iniciativas PISDA en municipios PNIS-PDET por 

pilares 

Pilar 
Iniciativas PISDA con 

ruta de implementación 

activada a junio de 

2022 

Total de 

iniciativas 

PISDA 

Porcentaje de iniciativas 

con ruta de implementación 

activada frente al total de 

iniciativas por pilar (%) 

Ordenamiento social de la 

propiedad rural y 

uso del suelo 

20 89 22,5 % 

Infraestructura y 

adecuación de tierras 

35 61 57,40% 

Salud rural 34 106 32,10% 

Educación rural y primera 

infancia rural 

34 61 55,70% 

Vivienda rural, agua 

potable y saneamiento 

básico rural 

52 100 52% 

Reactivación económica y 

producción agropecuaria 

159 298 53,40% 

Sistema para la garantía 

progresiva del derecho a 

la alimentación 

21 33 63,60% 

Reconciliación, 

convivencia y 

construcción de paz 

28 64 43,80% 

Total 383 812  

Fuente: Elaboración propia con datos de CPEC (2022) de junio y de SIIPO consultados en octubre.  

En relación con la implementación de los PISDA en los ocho municipios PNIS que 

no tienen coincidencia geográfica con los PDET, la ST registra que se mantiene la 

formulación de las 1.444 iniciativas de desarrollo local identificadas en el décimo 

informe, al igual que la distribución de las iniciativas por componente (ST, 2021). 

Además, la ST identificó que de las 1.444 iniciativas de desarrollo local, 187 

“cuentan con ruta de implementación activada a través de la asociación de la 

iniciativa a un proyecto, contrato, convenio o gestión” (CPEC, 2022). Asimismo, la 

ST encontró que la metodología de construcción de los documentos PISDA de estos 
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ocho municipios, “incluyó la identificación de 31 Unidades Básicas de Planeación, 

el desarrollo de 33 asambleas comunitarias y la sesión de 24 Comisiones 

Municipales de Planeación Participativa (...) vinculando 234 veredas, 3 resguardos 

indígenas y cerca de 3.000 representantes de comunidades” (CPEC, 2022). 

La ST encontró que en el marco de la Hoja de Ruta Única —HRU— PDET32, la ART 

elaboró un capítulo de integración de las iniciativas PISDA, que contó con la 

participación de 107 delegados del PNIS durante las sesiones de validación y firma 

de la HRU. Este capítulo busca: (i) promover una mayor focalización de las 

iniciativas PISADA, al igual que mejorar el seguimiento a su implementación; (ii) 

separarlas de la implementación de las iniciativas PDET. La ST destaca la 

elaboración del capítulo de integración de las iniciativas PISDA, dado que, como 

señaló la ST en el undécimo informe, la “articulación entre los [diferentes planes] y 

los PDET ha sido muy baja” principalmente por el ritmo de implementación que ha 

sido mucho mayor en el caso PDET (Secretaría Técnica, 2022, p.11). 

La ST señala que la implementación del PISDA se encuentra en atraso, debido que 

según el PMI, para 2022, el 100% del programa debería estar implementado, sin 

embargo, hasta la fecha de corte de este informe, solo el 46,8% de las iniciativas de 

desarrollo local formuladas cuentan con ruta de implementación activada. De igual 

forma, ninguno de los ocho pilares registra un 100% en la activación de rutas de 

implementación en sus iniciativas PISDA, siendo el pilar “Sistema para la garantía 

progresiva del derecho a la alimentación” el más avanzado con un 63,6% del total. 

En la Bases del PND 2022-2026, el Gobierno dispone incorporar el monitoreo de “el 

avance en los PDET, el modelo de sustitución de cultivos ilícitos” (2022, p.33) dentro 

del SIIPO; impulsar la implementación y sostenibilidad de la sustitución de cultivos 

ilícitos en medio de “la actividad agropecuaria nacional” (2022, p.115); además “se 

articularán los planes de reparación colectiva con otros procesos de planeación y 

acción institucional como los PDET, Programa Nacional Integral de Sustitución de 

Cultivos de Uso Ilícito” (2022, p.191) y plantea impulsar “los acueductos 

comunitarios y veredales en municipios PDET, ZOMAC” (2022, p.164). No obstante, 

dentro de las Bases del PND 2022-2026, no se establecen metas de sustitución, 

 
32 Es un instrumento establecido por el Gobierno Nacional, que pretende una “articulación entre los 
Planes Nacionales Sectoriales -PNS- (Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral-PNRRI), 
Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo Alternativo -PISDA-, Planes Integrales de Reparación 
Colectiva -PIRC-, Plan Marco de Implementación -PMI-, planes territoriales de desarrollo y planes 
de las Zonas Estratégicas de Intervención -ZEII- (Secretaría Técnica, 2022, p.11) 
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erradicación, ni financiación de los proyectos correspondientes al PNIS y sus 

componentes. 

Condiciones de seguridad 

El A.F. (4.1.3.1) en materia de garantías de seguridad relacionada con el problema 

de las drogas ilícitas, afirma:  

En adición a la generación de condiciones para la satisfacción de los derechos 
económicos y sociales de la población y para el desarrollo integral, la sostenibilidad 
del PNIS y el cumplimiento de sus objetivos requieren, al mismo tiempo, la provisión 
de garantías y condiciones de seguridad para las comunidades y los territorios 
afectados por los cultivos de uso ilícito, mediante el fortalecimiento de la presencia 
institucional del Estado y de sus capacidades de protección de las comunidades, en 
especial frente a cualquier tipo de coacción o amenaza, y de sus capacidades de 
interdicción y judicialización de las redes territoriales de narcotráfico según la 
concepción de seguridad contemplada en el Acuerdo Final (p. 106). 

La ST encontró que se mantiene la concentración geográfica de los homicidios en 

los municipios que hacen parte de las subregiones PDET y en los municipios en 

donde se implementa el PNIS. 

En los municipios PNIS, el homicidio disminuyó entre enero de 2021 y junio de 2022 

en 104 casos (16%), al pasar de 656 casos a 552. Los homicidios en los ocho 

municipios PNIS que no son PDET aumentaron en cuatro casos (12%), al pasar de 

37 casos en 2021 a 33 en 2022. En el caso de los municipios que hacen parte de 

las 16 subregiones PDET, pero no se implementa el PNIS, el homicidio aumentó en 

100 casos (9%), al pasar de 1.075 homicidios en 2021 a 1.175 en 2021. En los 

municipios PNIS que hacen parte de las subregiones PDET, los homicidios se 

redujeron en 108 casos (17%), al pasar de 623 en 2021 a 515 en 2022. Pese a esta 

reducción, en lo corrido de 2022 los datos de la Policía Nacional registran en 

Colombia 6.600 homicidios, de los que 444, equivalentes al 8% del total nacional, 

han ocurrido en municipios PNIS, un nivel aún desproporcionadamente alto para la 

población de estas comunidades. 

En los municipios que forman parte de las regiones PDET, las muertes por violencia 

política aumentaron entre 2021 y 2022 al pasar de 40 a 44. Además, las muertes 

por este tipo de violencia en los municipios en los que se implementa el PNIS 

aumentaron 10%, al pasar de 18 a 20 casos en este periodo pese a que en 

municipios PNIS, pero que no hacen parte de las subregiones PDET, no se 

registraran homicidios por hechos de violencia política en lo corrido de 2022. 
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La reducción de la violencia letal contra excombatientes se contuvo en lo corrido de 

2022, pese a que en los municipios en donde se implementa el PNIS, el homicidio 

de esta población pasó de 13 a 9 casos entre 2021 y 2022, una reducción del 31%. 

En municipios en los que se implementa el PNIS pero no son parte de las regiones 

PDET, no se presentaron homicidios de excombatientes en 2021, mientras que en 

2022 se presentó uno. Además, hubo una reducción del 21% en los homicidios de 

excombatientes a nivel nacional en 2022, al pasar de 28 en 2021 a 22, el nivel de 

violencia homicida contra esa población aún es extremadamente alto. 

La ST encuentra que se contuvo la mejora en las garantías de seguridad para la 

implementación que se había reportado en el Décimo Informe de Verificación de la 

ST (2021), y del informe Territorial (2022) en los municipios donde se implementa 

actualmente el PNIS y en las 16 subregiones PDET. El riesgo para la población de 

las regiones PDET y PNIS continúa siendo crítico, principalmente en los municipios 

donde hay disputas violentas entre grupos armados por el control de tráfico de 

narcóticos y la explotación de rentas ilícitas, como en las regiones de Alto Patía – 

Norte del Cauca, Sierra Nevada – Perijá, Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño, y 

Arauca. Este nivel de riesgo no es homogéneo en todas las zonas PDET; de hecho, 

el nivel de riesgo es mucho menor para la población de las regiones de Sur de 

Bolívar, Chocó, Montes de María, Sur de Córdoba y Sur de Tolima. 

2.1.1. Conclusiones 

En el periodo de observación, la ST reporta avances en la erradicación voluntaria 

de cultivos de uso ilícito a través del PNIS así como en la implementación del PAI 

familiar, principalmente en los componentes de proyecto productivos de ciclo corto 

e ingreso rápido y en autosostenimiento y seguridad alimentaria; los que han 

logrado cerca del 100% de implementación son los pagos en Asistencia Alimentaria 

Inmediata y Asistencia Técnica Integral. Sin embargo, la ST encontró atrasos 

significativos en la implementación de proyectos productivos con visión de largo 

plazo, que pondrían en riesgo la continuación del PAI familiar que depende de que 

las familias tengan fuentes alternativas de ingreso lícitas. La ST resalta la falta de 

mecanismos de información respecto a la implementación del PAI comunitario, pues 

no existen reportes públicos de programas específicos de desarrollo en el marco del 

A.F. Además, la ST sigue sin tener conocimiento sobre el avance de los 

compromisos de Guarderías infantiles rurales, dotación de comedores escolares, 

subsidios y créditos (AA.F. 4.1.3.6); los compromisos del PAI comunitario se 

encuentran en su mayoría no iniciados y con atrasos. 

La ST reitera que el TPD sigue en retraso según lo establecido en el A.F. Desde la 

firma del Acuerdo, han sido presentados seis proyectos de ley, siendo el Proyecto 
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de Ley 055 de 2022 el más reciente. Sin embargo, no ha sido posible su 

reglamentación por parte del Congreso, pese a que este compromiso del A.F. debía 

ser cumplido el primer año de implementación por ser parte de las prioridades 

normativas (A.F. 4.1.3.4, p.97). 

La ST registra que la “provisión de garantías y condiciones de seguridad para las 

comunidades y los territorios afectados por los cultivos de uso ilícito” (A.F. 1.3.1) 

han mejorado, no obstante, persiste el riesgo para la población de las regiones 

PDET y PNIS, principalmente, en los municipios donde hay disputas violentas entre 

grupos armados por el control de tráfico de narcóticos y la explotación de rentas 

ilícitas. Incluso, se mantiene la mejora en las condiciones de seguridad para los 

excombatientes reportada en el anterior informe de la ST, y en términos de la 

violencia letal contra defensores de derechos humanos, líderes comunitarios, 

activistas políticos o ambientales en los municipios en donde se implementa el PNIS 

(Secretaría Técnica, 2022, p.100).  

2.2. Tema 2: Solución al fenómeno de producción y comercialización de 

narcóticos 

El A.F. dispuso medidas para dar solución al fenómeno de producción y 

comercialización de narcóticos por medio de “políticas y programas para desactivar 

los factores y mecanismos que estimulan y mantienen el problema de la producción 

y comercialización de drogas ilícitas” (A.F. 4.3, p. 120) y que permitan desarticular 

las organizaciones criminales. Los compromisos específicos que dispone el A.F. 

para dar solución al problema de la producción y comercialización de drogas ilícitas, 

consisten en: (i) una estrategia de política criminal paralela a la estrategia de lucha 

contra la corrupción que permita la investigación, judicialización y sanción de los 

delitos relacionados (A.F. 4.3.1); (ii) una estrategia contra los activos involucrados 

en el narcotráfico y el lavado de activos (A.F. 4.3.2); (iii) el establecimiento de 

normas y mecanismos que permitan a las empresas productoras, importadoras y 

comercializadoras adoptar medidas de transparencia y control de insumos (A.F. 

4.3.3); (iv) una estrategia de lucha contra la corrupción; y (v) una conferencia 

internacional y espacios de diálogo regionales para evaluar la política de lucha 

contra las drogas. 

I. Judicialización efectiva 

La ST destaca la puesta en marcha del “Plan nacional de política criminal aprobado 

por el Consejo Superior de Política Criminal”, implementado mediante el CONPES 

4089 de 2022 de política criminal que desarrolla lo contenido por el Plan Nacional 

de Política Criminal y su plan de acción aprobado por el Consejo Superior de Política 

Criminal en julio de 2021 (Asuntos Legales, 8 de junio de 2022). Para la ST, este 
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documento está en correspondencia con lo dispuesto en el A.F., respecto al 

compromiso de poner en marcha una  

estrategia de política criminal [...] que fortalezca y cualifique la presencia y 
efectividad institucional y concentre sus capacidades en la investigación, 
judicialización y sanción de los delitos asociados a cualquier organización o 
agrupación criminal relacionados con la producción y comercialización de drogas 
ilícitas (A.F. 4.3.1).  

En el periodo de monitoreo de este informe, la ST evidenció un aumento marginal 

en los resultados operacionales de la fuerza pública frente a la interdicción y 

detección de drogas: el número de incautaciones de estupefacientes aumentó en 

0,68% durante el presente año, al pasar de 1.234.801 kilogramos (kg) en 2021 a 

1.243.279 kg (Ministerio de Defensa, 2022). Entre las toneladas incautadas en 2022, 

se encuentran 671.013 kg de coca y 484.887 kg de marihuana y 87.379 kg de base 

de coca. Además, las embarcaciones incautadas se redujeron al pasar de 354 en 

2021, a 351 en 2022 (Ibíd, 2022). Al cierre de este informe el Ministerio de Defensa 

reportó un aumento al final del año en materia de incautación de cocaína, con un 

total para el final del año que alcanzó máximos históricos y superó los 671.000 

kilogramos incautados, la cifra más alta registrada en los últimos 12 años. 

La ST identificó que durante el anterior Gobierno fueron extraditadas 717 personas 

por delitos asociados al crimen organizado, lavado de activos y el narcotráfico; 

según datos del Ministerio de Justicia, los principales países de destino fueron 

Estados Unidos, España, Argentina, Brasil y Ecuador (El Tiempo, 14 de julio de 

2022). Desde el inicio de su mandato, el presidente Gustavo Petro ha firmado 

órdenes de extradición de al menos 17 personas a Estados Unidos, Argentina, 

España y Brasil (El Tiempo, septiembre 2022). 

La ST no registró avances en correspondencia al A.F. respecto a la “ampliación de 

la cooperación regional e internacional para identificar las redes, sistemas de 

comercialización y rutas de las organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico” 

(A.F., p. 121). Esto ocurre pese a que el gobierno de Estados Unidos afirmó que 

“perseguir a los dueños del narcotráfico implica un aparato de inteligencia capaz, y 

de eso, también, hablamos, del fortalecimiento de la inteligencia colombiana en la 

lucha contra el narcotráfico con un enfoque regional” (Presidencia de la República, 

11 de octubre de 2022). 

La ST no evidenció avances frente a las “estrategias territoriales que permitan el 

fortalecimiento y articulación de instancias y mecanismos de investigación y 

judicialización” (A.F. 4.2,). Además, la ST identifica retos para el acceso a la 

información para verificar “la creación de grupos interinstitucionales para adelantar 

investigaciones estructurales que cuenten con mecanismos para reconocer y 
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comprender las dinámicas locales regionales, nacionales y transnacionales de la 

criminalidad” (A.F. 4.3.1), dado que no cuenta con ficha técnica en el SIIPO y la 

Fiscalía no cuenta con datos abiertos sobre este compromiso.  

Sobre estos asuntos, las Bases del PND establecen el redireccionamiento de “la 

política del Estado contra las diferentes formas del multicrimen, ampliando el 

enfoque y haciendo énfasis en los nodos más importantes y estratégicos del sistema 

criminal” (DNP, 2022, p. 100), aspecto que para la ST, está en correspondencia total 

con el A.F aún cuando el documento no presenta indicadores al respecto. En total, 

la ST identifica tres elementos que van en correspondencia total con el A.F. con 

respecto a la Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos, 

No obstante, las Bases del PND no incluyeron indicadores y/o metas que permitan 

hacer seguimiento e identificar los logros, impacto y cumplimiento de estos 

aspectos.  

El redireccionamiento de la política incluye “robustecer la articulación de las 

entidades que intervienen en las etapas de investigación y judicialización de las 

estructuras multicrimen” que incluye a la Fiscalía General y a la Rama Judicial 

(Departamento Nacional de Planeación, 2022, p.100). Así mismo, el 

redireccionamiento incluye llevar a cabo un diagnóstico de las 

capacidades humanas y los medios técnicos de inteligencia y contrainteligencia, así 
como de las capacidades de investigación criminal, judicialización y de la 
coordinación interinstitucional en su empleo, para afrontar de manera integral el 
multicrimen, la corrupción y la convergencia entre ellos” (Departamento Nacional de 
Planeación, 2022, p.100).  

Además, las bases del PND señalan que en el marco de la paz total, el Gobierno 

nacional definirá las acciones para “la desarticulación de organizaciones criminales, 

especialmente, a través del sometimiento individual y colectivo de las estructuras 

multicrimen” (Departamento Nacional de Planeación, 2022, p.100. En este sentido, 

se estructurará “la estrategia de lucha del fenómeno de las drogas, en donde la 

actuación del Estado se concentrará en los actores del sistema criminal que generan 

violencia, lavan dinero, extorsionan y se lucran de las actividades ilegales” 

(Departamento Nacional de Planeación, 2022, p.100) a través de la interdicción de 

sustancias ilícitas y los insumos para su procesamiento, así como la destrucción de 

infraestructuras para su producción, y la erradicación forzosa de cultivos 

industriales. 

II. Estrategia contra los activos involucrados en el narcotráfico y el lavado de 

activos 

Frente a la Estrategia para la implementación efectiva de la extinción de dominio, el 
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nuevo Gobierno le ordenó a Sociedad de Activos Especiales “actualizar el inventario 

[de bienes], pues alguien incumplió la ley porque el inventario no está; eso implica 

una cadena de personas que en desarrollo de sus cargos institucionales han estado 

al frente y que por tanto deben ser investigados” (Presidencia de la República, 13 

de octubre de 2022). En este sentido, el AF. dispone que  

El Gobierno pondrá en marcha una nueva estrategia para garantizar la aplicación 
efectiva de la extinción de dominio, que incluya recursos y los ajustes normativos e 
institucionales necesarios para cualificar y fortalecer las capacidades de las 
entidades del Estado competentes en materia de indemnización de activos, 
investigación y judicialización” (A.F. 4.3.2).  

Respecto a la puesta en marcha por parte del Gobierno Nacional de “un proceso de 

mapeo del delito, en todos los niveles incluyendo el regional, que permita identificar 

los sistemas de financiación de las organizaciones de crimen organizado” (A.F. 

4.3.2), la ST evidenció acciones en correspondencia parcial en su implementación, 

debido a la ausencia de mecanismos con alcance nacional. El Gobierno Nacional 

presentó en el segundo semestre de 2022 un estudio de estimación de la 

productividad en la Región del Putumayo – Caquetá en convenio con la Universidad 

del Rosario y Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. Este estudio 

identificó los sistemas de financiación de las organizaciones de crimen organizado, 

“así como la cadena de valor en todas sus etapas: cultivo, producción, tráfico, lavado 

de activos y delitos relacionados” (SIIPO, 2022).  

Frente al compromiso de “la estrategia integral de lucha contra la corrupción" (A.F. 

4.3.4), la ST identificó nulos avances en su implementación en correspondencia con 

el A.F., pese a que el Gobierno avanzó en identificar, analizar y evaluar los 

“principales riesgos de corrupción asociados a los eslabones del Sistema de Valor 

del Narcotráfico y se llevaron a cabo reuniones destinadas a revisar los riesgos de 

corrupción asociados a esta cadena de valor” con la participación de Policía 

Nacional, Comisión Nacional de Disciplina Judicial, DIAN, Migración Colombia, 

Unidad de Información y Análisis Financiero, Sociedad de Activos Especiales, entre 

otras (Ministerio de Justicia, 2022).  

La ST no registró avances en correspondencia con el A.F. frente al “ajuste normativo 

y cualificación y fortalecimiento de las capacidades institucionales para la detección, 

control y reporte de operaciones financieras ilícitas” (A.F. p, 121). Además, persisten 

los rezagos de información para determinar los avances del “porcentaje de 

instancias de investigación, supervisión o control financiero creadas, rediseñadas o 

fortalecidas”, que debía iniciar en 2017. 

El documento de Bases del PND dispone que el sistema de administración de 

justicia priorizará acciones para la intervención de las redes de lavado de activos y 
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extorsión por su impacto a nivel territorial y en el ejercicio de los derechos de las 

personas (DNP, 2022, p. 100), lo que para la ST va en concordancia con lo 

dispuesto por el A.F. en este subtema. Además, respecto a la extinción de dominio, 

la Sociedad de Activos Especiales en articulación con la Unidad de Información y 

Análisis Financiero (UIAF), coordinarán “estrategias para impedir que el crimen 

organizado haga usufructo de estos activos y continúen siendo usados en sus redes 

de criminales” (DNP, 2022, p. 100). 

III. Control de insumos 

La ST identificó que el Gobierno implementó acciones en correspondencia al 

compromiso del A.F. de implementar una “estrategia para el fortalecimiento de 

capacidades de vigilancia y control a insumos y precursores” (A.F. 4.3.3) con el 

inicio de diseño de la Estrategia en el componente de Comercio Exterior. Esta 

Estrategia se lleva a cabo mediante la adquisición de siete equipos RAMAN para el 

análisis forense de sustancias químicas controladas, drogas de uso ilícito y nuevas 

sustancias psicoactivas, en el marco del control y fiscalización (SIIPO, 2022).  

Frente al compromiso de “diseñar protocolos especiales que permitan identificar 

usos, frecuencias y lugares de la demanda por insumos químicos” (4.3.3), la ST 

evidencia que su implementación se ha limitado al seguimiento de este tipo de 

sustancias a nivel nacional, sin la implementación de nuevos instrumentos, 

programas o estrategias. De hecho, durante el segundo trimestre de 2022, el 

Gobierno continuó con el desarrollo del plan operativo, el cual busca identificar los 

flujos comerciales desde y hacia las empresas autorizadas, y en dar seguimiento al 

análisis previo y al comportamiento administrativo de las empresas ubicadas en 

Norte de Santander y Nariño (SIIPO, 2022).  

Respecto a la “propuesta de mecanismos que comprometan a las empresas 

importadoras, productoras y comercializadoras con medidas de transparencia y 

controles de uso final de insumos, que incluya una revisión de mecanismos 

actuales” (A.F. 4.3.3), la ST identificó que durante el periodo de monitoreo del 

presente informe, fueron suscritos acuerdos entre las autoridades nacionales con 

las empresas Brinsa S.A. y la Compañía Global de Pinturas SAS que van en 

correspondencia a lo dispuesto en el A.F. La ST no tiene información de los 

componentes de estos acuerdos.  

IV. Proyecto de Ley sobre regulación del cannabis  

En el Congreso se encuentran vigentes dos Actos Legislativos (AL 066 de 2022 y 

AL 002 de 2022 radicados ante la Cámara de Representantes) y un Proyecto de 

Ley (PL 108 de 2022) radicado ante el Senado, que pretenden regularizar el uso del 
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cannabis para mayores de edad. El PL 108 de 2022 está a la espera del primer 

debate en el Senado (Senado de la República, 2022), el AL 066 de 2022 fue 

aprobado en primer debate (Cámara de Representantes, 2022) y el AL 002 fue 

aprobado el pasado 13 de octubre en segundo debate en la Plenaria de la Cámara 

de Representantes (Cámara de Representantes, 2022a). 

El A.F. establece en el Punto 4 que “es necesario diseñar [...] alternativas que 

aborden el consumo con un enfoque de salud pública” (A.F., 2016, p. 99), y para la 

ST, los AL 066 y 022, al igual que el PL 108, están en concordancia, hasta el 

momento, con el A.F., dado que en su normativa reconocen que el consumo del 

cannabis como el de otras sustancias psicoactivas, son un asunto de salud pública 

y que por consiguiente debe ser abordado desde esta perspectiva por el Estado. 

Sin embargo, presentan inconvenientes en materia de delimitación y definición de 

los beneficiarios, dado que no hacen mención sobre quiénes podrán cultivar 

cannabis y el límite de hectáreas cultivadas. El PL 108, si bien hace mención sobre 

los “pequeños productores y cultivadores de cannabis de uso adulto” (Senado de la 

República, 2022), no delimita quiénes serán reconocidos dentro de esta categoría 

ni el número de hectáreas cosechadas, tan solo incluye que “las autoridades [...] 

establecerán las condiciones por las cuales se considerará que un licenciatario para 

el cultivo de cannabis para uso adulto sea considerado pequeño productor y 

cultivador” (Senado de la República, 2022). Este proyecto está por lo anterior en 

concordancia con lo establecido en el A.F. y su aprobación representaría un avance 

en el cumplimiento. 

V. Conferencia Internacional y espacios de diálogos regionales  

La ST identificó que el nuevo Gobierno ha llevado a cabo acciones en 

correspondencia parcial al compromiso de implementar una “Conferencia 

internacional de la ONU para reflexionar sobre la política contra las drogas” que 

tiene como responsable a la Cancillería. El A.F. dispone respecto a este tema que: 

En el marco del final del conflicto y con el propósito de contribuir a la superación 
definitiva del problema de las drogas ilícitas, el Gobierno Nacional promoverá una 
Conferencia Internacional en el marco de la Organización de Naciones Unidas para 
reflexionar, hacer una evaluación objetiva de la política de lucha contra las drogas y 
avanzar en la construcción de consensos en torno a los ajustes que sean necesarios 
emprender, teniendo en cuenta la discusión y los nuevos desarrollos internacionales 
en la materia, así como la perspectiva de los países consumidores y productores, 
en especial las experiencias las lecciones aprendidas en Colombia e identificando 
buenas prácticas basadas en la evidencia (A.F. 4.3.5).  

El presidente Gustavo Petro en su discurso ante la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en septiembre del año en curso, dijo “demando desde aquí (...) 

acabar con la irracional guerra contra las drogas” (General Assembly of the United 
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Nations, 2022). Además, el presidente le solicitó en agosto pasado a la Comunidad 

Andina de Naciones convocar a una conferencia regional “para discutir la política de 

drogas, evaluarla, sopesarla con los números” (Presidencia de la República, 29 de 

agosto de 2022), en el marco de la XXII Reunión del Consejo Presidencial Andino. 

Hasta el momento, la ST desconoce información sobre el trámite de esta 

Conferencia por parte del Gobierno Nacional y tampoco registra una petición del 

Gobierno ante la Asamblea General, para llevar a cabo la conferencia internacional 

sobre la política contra las drogas.  

Frente a este a compromiso, la Cancillería reportó que en marzo de 2017 el 

Gobierno Nacional llevó a cabo el evento especial "La etapa de Posconflicto en 

Colombia y las estrategias para abordar los cultivos ilícitos” en el marco del 60 

período de sesiones de la Comisión de Estupefacientes de las Naciones Unidas en 

Viena, Austria (SIIPO, 2022), sin embargo para la ST este evento tuvo una 

correspondencia parcial con lo dispuesto por el A.F. Este evento contó con la 

participación de la Presidenta del 60 Período de Sesiones de la Comisión de 

Estupefacientes, Bente Angell-Hansen, del Director Ejecutivo de la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, Yury Fedotov (Ibid). 

El documento de Bases del PND señala que buscará potenciar los mecanismos de 

cooperación multilateral para "identificar, afectar y desarticular las redes 

transnacionales del multi crimen y afrontar de manera articulada los retos comunes 

que estas representan” (DNP, 2022, p. 100). Además, este documento establece 

que se formulará una “nueva agenda internacional de drogas de corto y mediano 

plazo orientada a liderar el cambio del enfoque global basado en la guerra contra 

las drogas” (DNP, 2022, p. 100). 

2.2.1. Conclusión 

La ST encontró que para el subtema de Solución al fenómeno de producción y 

comercialización de narcóticos, la implementación se encuentra en 

correspondencia parcial a lo dispuesto por el A.F., debido a que los eventos de 

implementación recopilados en el periodo de monitoreo correspondiente, no 

representan el cumplimento de lo dispuesto en el A.F. para este compromiso Los 

principales avances se limitan, a la puesta en marcha del Plan Nacional de Política 

Criminal que espera promover la alternatividad penal, que incluye la reducción del 

uso de la detención preventiva y establecer rutas de reinserción a la vida en 

sociedad de las personas que han cumplido con sus condenas.  

La ST reconoce los avances en la estrategia para fortalecer las capacidades de 

vigilancia y control a insumos y precursores químicos con la participación del sector 

privado, que incluso tuvo incidencia internacional. Así mismo, hubo diversos 
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esfuerzos internacionales para mejorar la interdicción del tráfico de drogas y 

precursores químicos, como la Estrategia Subregional, que contó con el 

acompañamiento de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y 

el financiamiento del Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de esa 

organización. 

La ST registró un aumento marginal (0,68%) en los resultados operacionales de la 

fuerza pública frente a la interdicción y detección de drogas en 2022, al pasar de 

1.234.801 kilogramos (kg) de estupefacientes incautados en 2021 a 1.243.279 kg. 

El número de kg de cocaína incautada (671.013) es la cifra más alta  en materia de 

incautación de cocaína de los últimos 12 años. 

Sin embargo, la ST verificó escasos avances en términos de estrategias territoriales 

de investigación y judicialización, así como en la ejecución de la estrategia integral 

de lucha contra la corrupción. La ST resalta la existencia de dos actos legislativos y 

un proyecto de Ley que tienen como objetivo regularizar el uso del cannabis para 

mayores de edad; estos a su vez están en concordancia con lo establecido en el 

A.F. en materia de asumir el consumo de sustancia psicoactivas con un enfoque de 

salud pública y en caso de aprobarse representa un avance en el cumplimiento del 

A.F. Además, en lo relativo a la puesta en marcha de los ajustes normativos para 

fortalecer la detección, control y reporte de operaciones financieras ilícitas (A.F. p, 

121), también persisten los rezagos de información para determinar los avances del 

“porcentaje de instancias de investigación, supervisión o control financiero creadas, 

rediseñadas o fortalecidas” (A.F. p, 121), que debía iniciar en 2017. 

2.3. Tema 3: Desminado humanitario 

La descontaminación del territorio de Minas Antipersonal –MAP–, Municiones sin 

Explotar, Municiones Usadas sin Explotar –MUSE– y Artefactos Explosivos 

Improvisados –AEI–, es fundamental para garantizar una exitosa implementación 

de los programas de sustitución de cultivos de uso ilícito y contribuir a la 

transformación estructural de los territorios. Si bien este tema está contemplado en 

el punto 4 del A.F., no puede perderse de vista su importancia transversal para la 

implementación integral y sostenible de otros puntos del A.F.  

El A.F. dispone en este tema que “en el marco de su implementación, pondrá en 

marcha un programa de desminado y limpieza de las áreas en el territorio nacional 

que hubiesen sido afectadas por la ubicación de minas antipersonal y municiones 

sin explotar” (A.F., 2016, p. 69). En este sentido, el A.F. establece que los programas 

especiales de desminado humanitario sean una opción para la reincorporación de 

los exintegrantes de las FARC a la vida civil (3.2.2.6), además de brindar garantías 
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de no repetición, al priorizar los territorios de comunidades étnicas especialmente 

perjudicados por este fenómeno (A.F. 4.1.3.1). 

2.3.1. Análisis 

La ST evidenció que a nueve meses de 2022, persiste la contaminación por MAP y 

MUSE en el territorio nacional, pese a una reducción del 18% de incidentes por MAP 

y MUSE frente a las registradas en 2021, según cifras de Descontamina Colombia, 

al pasar de 73 afectaciones a 62 (Descontamina Colombia, 2022). En lo corrido del 

año, se han registrado 73 víctimas por este tipo de incidentes a nivel nacional, un 

35% inferior al mismo periodo de 2021, con 112 casos, según la Oficina del Alto 

Comisionado para la Paz. 

En lo corrido de 2022, el 3% de los municipios del país (31 de 1.121) registra eventos 

por MAP y MUSE en el país (Descontamina Colombia, 2022). Los municipios con 

más incidentes por este tipo de artefactos explosivos fueron Tumaco (8), Roberto 

Payán (6) en Nariño; Argelia (3), Balboa (3), El Tambo (3), en Cauca y Valdivia, 

Antioquia (2). 

Por su parte, el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) reportó un aumento 

del 24% en 2021 frente al número de víctimas reportadas en 2020, al pasar de 392 

a 486 víctimas (208 de minas antipersonal y 278 de otros artefactos explosivos), de 

las cuales 50 personas murieron. El CICR informó que el número de víctimas 

registradas en 2021 fue el más alto de los últimos cinco años. Según el CICR, los 

accidentes ocurridos durante el periodo de monitoreo de la ST ocurrieron en 69 

municipios del país, sin precisar la ubicación geográfica. 

Avances en el desminado humanitario  

Con corte al 30 de septiembre de 2022, el 79% de los municipios del país están 

libres de MAP y MUSE (889 de los 1.122 municipios) según la Dirección para la 

Acción Integral contra Minas Antipersonal; 17 municipios más que los reportados en 

el anterior informe por la ST (875). En estos municipios no hay exposición al riesgo 

de seguridad o riesgo humanitario asociado a este tipo de artefactos. Pese a este 

avance, la ST destaca que no existe información desagregada que permita 

identificar el avance a lo largo del tiempo de este tipo de actividades humanitarias 

en el país. 

El 9% de los municipios del país están en intervención de descontaminación (99 

municipios): los departamentos que más concentran municipios en intervención son 

Antioquia (21), Caquetá (10), Meta (10), Valle del Cauca (8), Putumayo (7) y Bolívar 

(5). En municipios como El Paujil, Florencia y Puerto Rico, Caquetá; Puerto 
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Leguízamo, Putumayo y en Rioblanco, Tolima, este tipo de actividades han sido 

suspendidas por razones de seguridad (Descontamina, 2022).  

Frente a las labores de Humanicemos DH, finalizó la segunda fase de 

fortalecimiento de las capacidades de esa organización con el apoyo del Fondo 

Europeo para la Paz de la Unión Europea, y el Servicio de Acción Contra Minas de 

las Naciones Unidas. En total, en el marco de estas actividades de tipo humanitario, 

13.868 metros cuadrados de tierra han sido entregados libres de sospecha de minas 

antipersonal y se planea la entrega de cinco áreas más en La Montañita, Caquetá 

que suman más de 8.400 metros cuadrados (Servicio de las Naciones Unidas de 

Actividades relativas a las Minas, 2022). Además, al menos 1.724 personas han 

asistido a talleres de Educación en el Riesgo de Minas con el objetivo de evitar 

nuevos accidentes con artefactos explosivos (Servicio de las Naciones Unidas de 

Actividades relativas a las Minas, 2022. Estos avances representan un cumplimiento 

del A.F., en la medida que los ex integrantes de las FARC llevarán a cabo 

“contribuciones concretas a la reparación de los daños causados” mediante, entre 

otras acciones, aquellas “que podrán incluir la limpieza y descontaminación de los 

territorios de MAP, AEI, MUSE o REG” (A.F., 2016, p. 179). 

El documento de Bases del PND establece actualizar la Política de Acción Integral 
contra Minas Antipersonal para permitir La atención de las necesidades de las 
comunidades y territorios afectados actualmente por la presencia de MAP y de 
MUSE, y facilitar la implementación de otras políticas y programas para la 
construcción de paz (DNP, 2022. p. 30). 

En el pasado informe, la ST identificó como oportunidad de mejoramiento la 

relevancia de revisar los criterios de priorización de las labores de desminado en el 

país, priorizando los municipios con mayor número de víctimas por incidentes y 

eventos por MAP y MUSE (ST, 2022, p. 139). Para la ST las labores de desminado 

humanitario que se llevan a cabo a nivel territorial, no coinciden con las regiones 

con mayor número de eventos e incidentes por este tipo de artefacto en lo corrido 

de 2022 (ST, 2022, p. 139)). 

2.3.2. Conclusiones 

La ST reporta la implementación oportuna en la descontaminación de este tipo de 

artefactos en el país, si se tiene en cuenta que los países miembros de la 

Convención de Ottawa, aprobaron extender el plazo para la descontaminación de 

los territorios afectados por MAP y MUSE hasta el 31 de diciembre de 2025. Sin 

embargo, la ST reitera que el principal obstáculo es el aumento reciente en el 

número de víctimas por accidentes y/o incidentes, que indica una mayor instalación 

de este tipo de artefactos por parte de Grupos Armados Organizados. Frente a los 

avances reportados en el periodo de monitoreo, la ST destaca que a nivel regional, 
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la descontaminación continúa avanzando en correspondencia con lo establecido en 

el A.F. en términos de: dar prioridad a las zonas de riesgo, a las zonas PDET, y dar 

prioridad a los territorios de población étnica. 

2.4. Enfoques transversales de género y étnico 

2.4.1. Enfoque Étnico 

El Capítulo Étnico del A.F. (6.2) establece cuatro salvaguardas en materia de 

solución al problema de drogas ilícitas, las cuales buscan garantizar: (i) la 

participación de las comunidades étnicas en el diseño y ejecución del PNIS; (ii) la 

priorización de los pueblos étnicos que están en riesgo de exterminio físico y cultural 

y cuyos territorios han sido afectados por los cultivos de uso ilícito; (iii) el Programa 

de Desminado y Limpieza en territorios étnicos; y (iv), la devolución y restitución de 

Tierras de distintas comunidades indígenas (A.F., 2016, p. 208).  

La ST registra que las cifras de la sustitución de cultivos ilícitos no han sido 

actualizadas por parte del Gobierno Nacional ya que, como la ST señaló en su 

informe de agosto del 2022, de las 99.097 familias vinculadas al PNIS, 21.299 

familias se encuentran ubicadas en territorios étnicos: 8.837 en Resguardos 

Indígenas y 12.462 Consejos Comunitarios (CPEC, 2022. p. 18-19). La CPEC aclaró 

que la información registrada corresponde a coordenadas donde se implementan 

las actividades de seguridad alimentaria, huertas caseras o proyectos productivos, 

sin embargo, no cuenta con una caracterización demográfica de la población en 

dichos territorios, por lo que no es posible conocer la cifra de familias de pertenencia 

étnica vinculadas al programa y, debido a la ausencia de lineamientos y protocolos 

definidos, hay “situaciones complejas para la implementación del PNIS, como es la 

atención a la población étnica sin protocolos diferenciales definidos” (CPEC, 2022 

p. 12). Con el propósito de salvaguardar los derechos territoriales de los pueblos 

étnicos, “la DSCI adelanta gestiones para determinar la condición poblacional o de 

pertenencia étnica para proceder de conformidad, con la implementación del 

enfoque diferencial étnico en el PNIS” (Ibíd. p. 18.). 

En relación a la implementación de los PAI, 19.276 familias ubicadas en territorios 

étnicos recibieron pagos por la AAI; 19.019 familias son beneficiarias de la 

Asistencia Técnica; 17.070 familias han recibido bienes o insumos para los 

proyectos de huertas caseras; 12.471 familias se han visto beneficiadas por el 

apoyo para la gestión de los proyectos productivos; y 310 familias se han vinculado 

como gestores comunitarios (CPEC, 2022. p. 14-15).  

La UNODC señaló que, la erradicación manual de cultivos ilícitos “tuvo que 

interrumpirse por decisión judicial de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior 
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del Distrito Judicial de Pasto, que ordenó la suspensión total de toda actividad de 

erradicación de cultivos ilícitos” (UNODC, 2022, p. 51) en los territorios colectivos 

de comunidades negras y en los resguardos indígenas del departamento de Nariño. 

En cuanto al Desminado Humanitario, la ST encontró que en lo corrido del segundo 

semestre de 2022, se han llevado a cabo 28 operaciones militares de desminado 

en territorios étnicos, en las que se desactivaron 71 MAP y MUSE (Descontamina, 

2022). Si bien la CPEC señala que “el 100% de los territorios de pueblos y 

comunidades étnicas se encuentran libres y saneados de MAP-MUSE con atención 

inmediata en los territorios priorizados en el Capítulo Étnico” (CPEC, 2022, p. 4), la 

ST resalta su preocupación frente a dos eventos registrados por la ONIC: la muerte 

de un indigena Awá el pasado 4 de octubre por la explosión de una MAP; y el 

confinamiento, desde el 21 de septiembre, de 65 familias de la comunidad indigena 

de Chuscalito y Playa India en el municipio de Quibdó, Chocó “por la incursión, 

amenaza, instalación de MAP y enfrentamientos de grupos ilegales” (ONIC, 2022).  

2.4.2. Enfoque de Género 

La ST identificó que en el marco del documento “Lineamientos generales con 

enfoque diferencial de mujer género, ambiente y étnico para la implementación de 

iniciativas PDET Sustitución” de la DSCI, de las 1.444 iniciativas PISDA, el “29% 

cuenta con Etiqueta de Género y Mujer Rural; de las cuales, 13 iniciaron su ruta de 

implementación durante la vigencia 2021” (CPEC, 2022, p.23) y fueron priorizadas 

para los departamentos de Cauca, Guainía, Nariño, Valle del Cauca y Vichada (Ibíd, 

2022, p.23).  

Además, la ST señala que fueron financiados tres proyectos con enfoque de género 

con mujeres como titulares, con una inversión de US$ 5.4 millones, para cerrar las 

brechas de género, enfocándose en “reducción de su vulnerabilidad, agronegocios 

inclusivos, comercialización y autonomía económica”, en los departamentos de 

Caquetá, Catatumbo, Cauca, Meta y Putumayo (CPEC, 2022). Sin embargo, al igual 

que lo mencionó la ST en su Undécimo informe, se mantiene ausente la inclusión 

de población con orientaciones sexuales e identidades de género diversas. 

Asimismo, como lo señaló la ST en su décimo informe, en abril de 2021 fue 

implementado el Protocolo para la incorporación del enfoque de género en el 

diagnóstico, elaboración, implementación y seguimiento del PNIS, el cual presenta 

“acciones transversales para contribuir a la reducción de las brechas de género 

presentes en la ruralidad” (ART, 2022). Este protocolo incluye “dos estrategias de 

prevención frente a las expresiones discriminatorias en razón de género: un enfoque 
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sobre las violencias basadas en género y un plan de articulación de acciones para 

reforzar seguridad para líderes y lideresas” (Ibíd, 2022). Sin embargo, se mantiene 

la advertencia que ha hecho la ST en sus últimos informes, sobre la ausencia de 

mecanismos claros y concretos que permitan identificar: las condiciones de vida de  

población con orientaciones sexuales e identidades de género diversas, el número 

de iniciativas que han puesto en marcha, y hacer seguimiento al impacto de estas. 

En relación al eje de análisis “autonomía económica y acceso a activos” que retoma 

el Protocolo de Género del PNIS (ART, 2021), la ST destaca que a octubre de 2022: 

28.696 familias con mujeres titulares recibieron Asistencia Técnica Integral; 25.051 

familias con mujeres titulares iniciaron su proyecto productivo; y 2.884 mujeres 

recolectoras fueron contratadas como gestoras comunitarias (DSCI, 2022, p.12). 

Dentro del eje “Participación en los escenarios de poder y toma de decisión” del 

Protocolo de Género, la ST resalta que la DSCI llevó a cabo “seis Talleres de 

Género en los departamentos de Arauca, Antioquia, Cauca, Nariño, Norte de 

Santander y Valle del Cauca donde [se priorizó] la Participación Política de las 

mujeres en procesos de sustitución. No obstante, la ST resalta que sigue presente 

la ausencia de población con orientaciones sexuales e identidades de género 

diversas. 

En materia de mujeres vinculadas al PNIS, la ST encontró que hubo un aumento de 

0,2% frente al undécimo informe publicado por la ST (de 35.834 mujeres a 35.902). 

Además, en relación a la participación de mujeres en el PNIS, “27,25% del total de 

integrantes, delegados y delegadas y representantes de las comunidades” son 

mujeres (344 frente a 918 hombres) (DSCI, 2022, p.11). Sin embargo, tal como lo 

menciona la DSCI “este resultado no es suficiente y se recomienda continuar con el 

impulso de las acciones [...] para lograr una participación de mujeres equivalente, al 

menos, a la titularidad femenina del PNIS (36%)” (Ibíd, 2022, p.11). 

La ST identificó que durante la vigencia del 2021, el Ministerio de Salud llevó a cabo 

12 estrategias con el objetivo de “disminuir el estigma y la discriminación en 

personas que consumen sustancias psicoactivas con enfoque de genero, 

incluyendo población LGBTI” (SIIPO, 2022a), representando un cumplimiento del 

37,5% frente a la meta propuesta para 2021 (32 estrategias); no hay información 

para la vigencia de 2022. Sin embargo, la ST señala que no se presenta información 

desagregada a nivel territorial y a nivel poblacional sobre las estrategias, impidiendo 

la identificación, especialmente, del impacto que las estrategias puedan tener sobre 

la comunidad LGBTI.  



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

132 

En relación a la implementación de los Planes de Atención Inmediata, la ST 

encontró que: 28.238 mujeres han recibido pagos en el marco de Asistencia Integral 

Inmediata, que representa el 39% del total de beneficiados (71.791); 28.514 mujeres 

han recibido servicios de Asistencia Técnica Integral (37%); 25.996 mujeres son 

beneficiarias de proyectos de huertas caseras (37%); 23.042 mujeres son 

beneficiarias de proyectos productivos, especialmente en líneas productivas de 

café, cacao y sistemas silvopastoriles (38%); 2.680 mujeres recolectoras han sido 

contratadas como gestores comunitarios (36%) (CPEC, 2022, p.15). La ST 

considera que no se está teniendo en cuenta el concepto de género en su totalidad, 

dado que la gran mayoría de los programas que reportan implementación del 

enfoque de género, se limitan a desagregar la población beneficiaria en hombres y 

mujeres, excluyendo a las poblaciones con identidades de género u orientaciones 

sexuales diversas. 

2.5. Oportunidades de mejoramiento 

Programa Nacional de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 

● Para asegurar la sostenibilidad del PNIS y reducir el riesgo de que las familias 

retornen a la siembra de cultivos de uso ilícito, se requiere acelerar la 

implementación de proyectos productivos de largo plazo.  

● Para cumplir con los compromisos en materia de lucha contra las drogas 

ilícitas y en materia ambiental en el A.F. es necesario acelerar la erradicación 

en los Territorios para la Conservación y la implementación de los contratos 

de derechos de uso. 

● Para avanzar en el compromiso de la lucha contra las drogas ilícitas, es 

necesario definir la continuidad y necesidades de financiación para los 

proyectos de sustitución del programa Hecho a la Medida. 

● Para cumplir con el compromiso de impulsar el acceso a la información y 

facilitar el acceso a oportunidades laborales, mayor seguridad alimentaria, 

acceso básico a salud, y programas de superación de la pobreza, es 

necesario acelerar la implementación del PAI comunitario que contempla 

estos compromisos y presenta atrasos. 

● Para cumplir con lo estipulado en el A.F. y reglamentar el marco legal al que 

los pequeños cultivadores y cultivadoras se puedan acoger, se requiere 

establecer la reglamentación del TPD. 

● Con el objetivo de comenzar con la ejecución de las iniciativas PISDA,, se 

requiere acelerar la activación de sus rutas de implementación  

● Para llevar a cabo la caracterización de las familias que hacen parte del 

PNIS, implementar un enfoque diferencial étnico en el programa. 
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● Finalmente en este punto, el nuevo Gobierno tiene la oportunidad de hacer 

una revisión de las metas e indicadores de cumplimiento en el el PMI 

asociadas a este punto, en la medida que varios de los indicadores que ya 

se dan por cumplidos en anteriores administraciones gubernamentales, es 

necesario que sean revisados y renovados o reabiertos, pues no se trata de 

compromisos que no se agoten en un solo evento de cumplimiento como la 

ha señalado en el pasado la ST en sus informes de forma reiterada, como 

la Campaña Nacional contra el lavado de activos, diseñada y realizada) o la 

Conferencia Internacional y espacios de diálogos regionales.  

 

Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos  

● Para evaluar el estado de implementación de este Punto, es necesario contar 

con las fichas técnicas en el SIIPO de los indicadores que faltan, 

especialmente de los relacionados con el subtema de judicialización efectiva. 

● El nuevo Gobierno tiene la oportunidad de hacer una revisión de las metas 

asociadas a este tema en el PMI, en la medida que varios de los indicadores 

que ya se cumplieron podrían renovarse como compromisos que no se 

agoten en un solo evento. 

●  

Desminado humanitario  

● Avanzar en los mecanismos para el suministro de información, por parte de 

excombatientes de las FARC sobre los territorios afectados por MAP, AEI, 

MUSE o restos explosivos de guerra. 

● Como ya lo señaló esta ST en su Octavo Informe de Verificación, fortalecer 

la puesta en marcha de actividades encaminadas a la limpieza y 

descontaminación del territorio como Trabajos, Obras y Actividades con 

contenido Restaurador y Reparador en el marco de las decisiones de la JEP, 

según lo dispuesto previamente por la Ley 1957 de 2019. 

● Es relevante revisar los criterios de priorización de las labores de desminado 

en el país, priorizando los municipios con mayor número de víctimas por 

incidentes y eventos por MAP y MUSE, en el marco de la actualización de la 

Política de Acción Integral contra Minas Antipersonal propuesta por el nuevo 

gobierno. 
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Punto 5 – Acuerdo sobre las Víctimas del Conflicto 

1. Presentación 

El Punto 5 sobre las víctimas del conflicto está compuesto por tres ejes temáticos: 

el primero corresponde al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición –SIVJRNR–(5.1), en el que se dispone a la Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad –CEV–(5.1.1.1), la Unidad de Búsqueda de Personas   

dadas   por   Desaparecidas –UBPD–(5.1.1.2), la Jurisdicción Especial para la Paz 

–JEP–(5.1.2) y las Medidas de Reparación Integral para las víctimas del conflicto 

armado (5.1.3). El segundo eje temático responde al Compromiso con la promoción, 

el respeto y la garantía de los Derechos Humanos (5.2) y, el tercero, incluye un 

Acuerdo complementario sobre el “Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y No Repetición” (5.3). 

Tras los primeros 100 días del nuevo periodo presidencial, en este Duodécimo 

Informe la ST considera pertinente hacer un rastreo por los diferentes subtemas 

del Punto 5 del A.F. con el propósito de observar las principales medidas 

adoptadas por el SIVJRNR y Gobierno nacional en función de la 

implementación en este periodo, así como las discusiones alrededor de la 

adopción del Plan Nacional de Desarrollo. 

En relación con la CEV se exploran los avances de la entidad durante este periodo, 

los desafíos en la socialización del Informe Final y las oportunidades que se 

presentan con la incorporación de las recomendaciones en las políticas públicas, 

particularmente, para el cumplimiento del A.F. Frente a la UBPD el informe indaga 

por los retos actuales de la entidad en el contexto de un nuevo gobierno y, respecto 

a la JEP, la ST concentra su observación en la apertura de macro casos y en los 

alistamientos para la aplicación de Trabajos, Obras y Actividades con contenido 

Restaurador-Reparador y Sanciones Propias –TOARS–. En materia de reparación, 

la ST indaga por las medidas tomadas por el nuevo gobierno para adelantar la 

implementación del A.F., considerando las dificultades ampliamente registradas por 

los entes de control y esta ST; finalmente, en materia de las garantías de los DDHH, 

se aborda el estado actual del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos –

PNADDHH–. 

 

2. Análisis temático 

Son múltiples las expectativas existentes en el inicio del periodo presidencial (2022-

2026), en particular, por los anuncios del nuevo primer mandatario que han 
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manifestado su compromiso con la implementación del A.F. Si bien las entidades 

creadas en el marco del SIVJRNR tienen plena autonomía e independencia del 

ejecutivo, el relacionamiento con este es necesario en materia presupuestal y en 

términos de coordinación interinstitucional. Por ejemplo, la política pública sobre 

reparación integral, promoción y garantía de los DDHH depende exclusivamente del 

Gobierno nacional, por lo que las disposiciones del ejecutivo al respecto son 

decisivas para la correcta implementación de este compromiso del A.F.  

Con esta perspectiva, en primer lugar, el informe aborda los avances y retrasos en 

la implementación de cada uno de los subtemas que componen el punto 5 y los 

enfoques de género y etnia, transversales a los compromisos. En segundo lugar, la 

ST analiza los aspectos priorizados para este informe doce. En tercer lugar, 

presenta las principales conclusiones y calificaciones relacionadas con la 

verificación de los aspectos analizados. En cuarto lugar, se plantean algunas 

oportunidades de mejoramiento derivadas de este análisis. 

 

2.1. Tema 1: Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad –CEV– (5.1.1.1) 

La ST destaca la publicación del IF “Hay futuro si hay verdad. Informe Final de la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición”33 

y sus recomendaciones; la realización de reconocimientos de responsabilidades 

que se encontraban en proceso; la constitución del Comité de Seguimiento y 

Monitoreo –CSM–34; el desarrollo e implementación del sistema de información –

 
33 El Informe está compuesto por 13 capítulos, los cuales no tienen un orden específico para su 

lectura: “No matarás”, que contiene la narración histórica de la guerra en la que se amplía y explica 

su contexto; “Hasta la guerra tiene límites. Violaciones de los derechos humanos, infracciones al 

derecho internacional humanitario y responsabilidades colectivas” en el que se presenta el panorama 

de los hechos criminales cometidos durante la guerra; “Colombia adentro. Relatos territoriales sobre 

el conflicto armado” que relata en 14 volúmenes lo que sucedió en las regiones; “Sufrir la guerra y 

rehacer la vida. Impactos, afrontamientos y resistencias” que narra los impactos de las víctimas y los 

diferentes actores del conflicto armado; “Cuando los pájaros no cantaban. Historias del conflicto 

armado en Colombia” que es un documento testimonial. Como desarrollo del enfoque diferencial hay 

cuatro tomos adicionales: “Resistir no es aguantar. Violencias y daños contra los pueblos étnicos de 

Colombia”; “Mi cuerpo es la verdad Experiencias de mujeres y de personas LGBTIQ+ en el conflicto 

armado”; “No es un mal menor. Niñas, niños y adolescentes en el conflicto armado”; y, “La Colombia 

fuera de Colombia. Las verdades del exilio”. El Informe también contiene una “Declaración de la 

Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición”, un documento 

denominado: “Hallazgos y Recomendaciones”, un texto sobre constancias y aclaraciones de los 

comisionados y los anexos.  

34 "El Comité de Seguimiento y Monitoreo a las recomendaciones de la Comisión (CSM) creado por 

el Decreto Ley 588 de 2017, en su artículo 32, tiene como objetivo el seguimiento y monitoreo a la 

implementación de las recomendaciones para la no repetición del conflicto armado incluidas en el 

informe Final de la Comisión. El CSM entró en funcionamiento luego de la publicación del Informe 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

139 

SIM– que dio soporte y apoyo a la investigación; la terminación de las actividades 

relativas al Archivo de Esclarecimiento y la ejecución de la estrategia pedagógica 

sobre el legado, junto al proceso de articulación y coordinación con las entidades 

del Sistema Integral para la paz para que continúe con el trabajo de sostenibilidad 

del legado (CEV, 2022) En el mes de julio la entidad presentó su último informe de 

rendición de cuentas en el que hizo un balance general de su trabajo durante el 

primer semestre de 202235 en materia de presupuesto, gestión y cumplimiento de 

objetivos estratégicos, entre ellos, el de esclarecimiento de la verdad (CEV, 2022).  

Es importante señalar que, tras algunos meses de incertidumbre, mediante el 

Acuerdo 05 de 25 de agosto de 2022, la CEV decidió implementar un modelo mixto 

de administración de su archivo. Le entregó la titularidad del Archivo a la JEP -como 

patrimonio documental de la Nación- y recomendó que el Archivo General de la 

Nación fuera la entidad administradora y de custodia para las labores de 

conservación, preservación, protección, seguridad y acceso. En atención a lo 

anterior, la JEP, la CEV y el Archivo General de la Nación firmaron el Convenio 

Marco interadministrativo No. 682 de 2022 para aunar esfuerzos humanos, técnicos 

y administrativos en la dirección, preservación, custodia, máxima divulgación y 

difusión del Fondo Documental de la CEV, el pasado 26 de agosto de 2022. Cabe 

señalar que la JEP, como titular del dominio del Fondo Documental, puede suscribir 

otro tipo de contratos o convenios con este fin. A su vez informaron que la 

navegación de la plataforma digital transmedia será posible de “manera permanente 

y a perpetuidad” bajo la licencia otorgada a la Universidad de Notre Dame, y 

reposará una copia de seguridad encriptada de todos los archivos en poder del 

Estado Suizo. Mediante el Acuerdo 07 se declaró de dominio y uso público el 

 
Final el 28 de junio de 2022. Mediante Resolución No. 019 del 26 de abril de 2022 se creó este 

Comité que tendrá una duración de siete años y está compuesto por siete personas que ejercerán 

sus funciones ad honorem i) Armando Wouriyu Valbuena, secretario de la Instancia Especial del Alto 

Nivel de los Pueblos Étnicos; ii) Julia Eva Cogollo, líder afro de la Ruta Cimarrona del Caribe; iii) 

Dorys Ardila Muñoz, exiliada y miembro del Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia; 

iv) Esther Marina Gallego, coordinadora de la Ruta Pacífica de las Mujeres; v) Marco Romero Silva, 

director de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES); vi) Wilson 

de Jesús Castañeda, director de Caribe Afirmativo; y vii) Angelika Rettberg, docente investigadora 

en temas de conflicto armado y construcción de paz, profesora del departamento de Ciencia Política 

de la Universidad de los Andes. Al tiempo, se nombró secretario técnico a Antonio Madariaga, ex 

asesor de la CEV. Los recursos para el funcionamiento de este Comité serán administrados por la 

JEP.  A continuación, se encuentra la información al respecto y se podrán consultar las publicaciones 

del mismo". 

35Para este último tramo la CEV definió tres procesos estratégicos: “1) finalización y producción del 
Informe Final, 2) preparación, ambientación y entrega del Legado y 3) publicación y entrega del 
Informe a la sociedad, así como proponer acciones estratégicas y concretas para su 
acompañamiento y respaldo en este periodo y para la sostenibilidad del legado” (CEV, 2022) 
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Informe Final (CEV, 2022). Finalmente, el Presidente de la República nombró al 

exsecretario general de la entidad, Mauricio Katz García, como agente liquidador 

(El Espectador, 2022). 

Durante este periodo se desarrollaron numerosos eventos en interior y exterior del 

país para presentar los capítulos del IF. También se realizaron jornadas de 

reconocimiento y agradecimiento a las comunidades, las víctimas, actores 

implicados, comisionados y comisionadas. El presidente electo de la República, 

Gustavo Petro, participó durante el Acto Público de presentación del Informe y se 

comprometió a implementar las recomendaciones (CEV, 2022). Al respecto Michelle 

Bachelet, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 

rindió homenaje el día de la presentación del IF de la CEV a las víctimas “cuyo valor 

y persistencia fueron la base para la creación de la Comisión” (Oficina de Derechos 

Humanos de la ONU, 2022).  

 

2.1.1. Aspectos priorizados: socialización del Informe Final e incorporación 

de las recomendaciones en política pública 

La ST identifica algunos desafíos centrales en el proceso de socialización del IF de 

la CEV e identifica las posibilidades de incorporación de las recomendaciones en 

las políticas públicas de carácter nacional. 

a. Socialización del IF 

Sin agotar las reacciones que ha habido ante la presentación del Informe Final y 

sus recomendaciones, la ST identifica algunas controversias por su particular 

resonancia nacional: 

• El uso del IF en colegios. Ante el anuncio de enviar el Informe a las instituciones 

educativas realizado por el ministro de educación, el partido Centro Democrático 

arremetió ante esta posibilidad y anunció la creación de un informe alternativo. Se 

insistió en la opacidad de los análisis y conclusiones de la CEV y se planteó la 

inconveniencia de tratar estos temas con niños y niñas36 . 

• El debate político sobre los contenidos del IF en el Congreso de la República. Tras 

la presentación de los hallazgos y recomendaciones por parte del presidente de la 

 
36 En concreto, el ex comisionado Carlos Ospina, mayor (r), señaló en medios de comunicación que 
“es una aberración mostrarle eso a los niños porque psicológicamente los estamos afectando y 
estamos haciendo una acción con daño” (blu radio, 2022), mientras que el expresidente Uribe Vélez 
anunció que “Por pedido de muchas personas el Centro Democrático publicará una Cartilla 
Alternativa ¡Cuál Verdad!, en cuya elaboración participan organizaciones de víctimas, ONGs y 
personas de otras tendencias políticas” (El Tiempo, 2022). Este sector político ha sido insistente en 
manifestar que "no es apropiado que se establezcan verdades definitivas o dogmáticas sobre el 
conflicto y sus actores, ya que son múltiples las versiones que hay sobre los hechos (…)” (Voz de 
América, 2022). 
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CEV, Francisco de Roux S.J., algunos congresistas del partido Centro Democrático 

manifestaron su inconformismo con los contenidos del documento porque, desde su 

perspectiva, no reflejan realmente los sucesos del conflicto. Para otros 

parlamentarios, por el contrario, el informe y el trabajo de la comisión es valioso para 

conocer las causas, características y consecuencias del conflicto, e invitaron a su 

estudio y reflexión. (El Tiempo, 2022)(infobae, 2022).  

• La verdad que sigue sin conocerse. Días después de la presentación del IF, el 

presidente de la CEV señaló que le hubiese gustado tener mayores acercamientos 

con algunos sectores como el empresariado y avanzar más con los militares; sin 

embargo, primó la desconfianza sobre la Comisión y sus comisionados (El 

Espectador, 2022), impidiendo mayores avances con estos sectores en el 

esclarecimiento de la verdad y el reconocimiento de responsabilidades. 

• La otra verdad. Semanas después de la presentación del IF, el excomisionado, 

Mayor (r) Carlos Guillermo Ospina publicó ocho capítulos sobre lo que considera 

personalmente como la verdad del conflicto armado; algunos dedicados a presentar 

la visión de la Fuerza pública37 (El Espectador, 2022). Se trata de un intento para 

construir y desvirtuar a la CEV con una narrativa contrapuesta. 

• Sobre la calidad o no de “Política de Estado” de los “Falsos positivos”. Produjo 

malestar en algunos sectores la afirmación del presidente de la CEV realizada en el 

documento “Aclaraciones Informe Final”, pues manifiesta que no está de acuerdo 

con la afirmación en la que los “falsos positivos” fueron denominados política de 

Estado. Para De Roux no es considerable que las normas existentes para la época 

dieran la orden de matar civiles y pasarlos como combatientes para obtener con ello 

prebendas y, por lo tanto, no es posible afirmar que fuera una política38. Para las 

víctimas de crímenes de Estado, la configuración de tal política existió y señalan que 

con esta afirmación se está en detrimento de sus derechos, incurriendo en una 

revictimización39.  

Esta variedad de controversias manifiesta las distancias que aún existen entre los 

sectores sociales y políticos del país sobre la posibilidad de tener una comprensión 

colectiva de las causas y persistencia del conflicto político, armado, y su superación. 

Un elemento adicional para comprender las dificultades de socialización lo introduce 

 
37 Estos capítulos llevan como título: “Las heridas de las Farc: Graves violaciones a los Derechos 
Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario por parte de las FARC-EP en el marco 
del Conflicto Armado No Internacional Colombiano”; “El DAS camino al olvido”; “Verdades con 
uniforme”; “La pugna por Bogotá”; “La acción extranjera más allá de Estados Unidos”; “Entre lo 
político y lo militar”; La combinación de todas las formas de lucha” y “Los orígenes del conflicto” (El 
Espectador, 2022). 
38 Señala el expresidente de la Comisión puede entenderse mejor como “una quiebra ética 
corporativa muchísimo más grave que una irregularidad en la política” (CEV, 2022). 
39 Al respecto, señala la Red de defensore/as de DDHH: “Sin duda alguna, su postura no le hace 
ningún favor al país ni al informe de la Comisión. Su amañada argumentación lo que hace es 
desconocer la criminalidad de Estado y, con ello, desconocer a los millares de madres de falsos 
positivos que han clamado por verdad y justicia.” (dh Colombia, 2022) 
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el balance multipartidista del Congreso de la República sobre la implementación del 

Acuerdo de Paz, en el que se califica negativamente el hecho de que la mayoría de 

los funcionarios (73%) estuvieron dedicados a la investigación y elaboración del 

informe, dejando de lado labores de pedagogía y socialización. Este hecho 

conduciría a la imposibilidad de llegar a sectores no especializados afectando el 

“potencial reconciliador” del mismo informe (Congreso de la República, 2022). Es 

insistente el requisito de apertura de los canales de debate y diálogo sobre el 

esclarecimiento de la verdad y la construcción de alternativas políticas para su 

resolución. 

La ST llama la atención de manera adicional sobre la dificultad que pueden estar 

teniendo sectores como el rural para acceder con garantías de seguridad a la 

socialización presencial y con garantías de conectividad a la información digital 

(transmedia)40. 

b. Incorporación de las Recomendaciones del IF en las Políticas públicas 

Mediante las Recomendaciones no-vinculantes de la CEV se espera contribuir a la 

creación de una agenda nacional que siente las bases de la paz, la reconciliación y 

la no repetición. Este compromiso del A.F. fue construido a partir de los hallazgos y 

análisis de los comisionados, así como con las iniciativas para la no repetición 

hechas por las víctimas y la sociedad civil en los informes y otras actividades 

desplegadas por la CEV en nueve temas: 1. Construcción de paz; 2. Narcotráfico; 

3. Impunidad; 4. Víctimas; 5. Seguridad; 6. Régimen político y Participación; 7. 

Transformación integral de territorios; 8. Transformaciones culturales y 9. Legado.  

Según el Instituto Kroc, del total de las recomendaciones que emitió la CEV, el 58% 

está relacionado con alguna de las 578 disposiciones del A.F. De estas, el 42% 

tiene relación directa y el 58% tiene una relación indirecta (I.Kroc, 2022). Cabe 

anotar que durante su proceso de elaboración, algunas voces manifestaron 

preocupaciones alrededor de la viabilidad de su implementación, considerando que 

se estaban planteando asuntos que implicaban la creación de una institucionalidad 

paralela o con propuestas demasiado ambiciosas (Congreso de la República, 2022). 

No obstante, una vez se hicieron públicas las recomendaciones y fue conformado 

el Comité de Seguimiento y Monitoreo, algunos de sus miembros señalaron que, si 

bien no existe una garantía para su implementación automática, lo cierto es que 

 
40 Es importante mencionar que paralelamente se vienen abriendo otros caminos para la 
socialización. El caso de la orden del Consejo de Estado al Ministerio de Defensa en la que se le 
señala la obligatoriedad de elaborar una circular que contenga, entre otros elementos, una estrategia 
de pedagogía y sensibilización del capítulo III de Informe Final de la CEV, es un ejemplo (El Tiempo, 
2022). 
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existe un ambiente favorable para ello; también, manifestaron que el trabajo que se 

realice con todos los sectores sociales e institucionales será crucial (WRadio, 2022).  

Considerando que la primera recomendación se refiere a la implementación integral 

del A.F. a partir de un plan de impulso con enfoque territorial, étnico, de género y de 

derechos humanos sobre la base de un diálogo amplio con las instituciones, las 

instancias de seguimiento creadas (IEANPE e Instancia Especial de Mujeres), las 

autoridades territoriales y otras organizaciones de la sociedad civil, es pertinente 

para esta ST revisar los avances en esta materia  (CEV, 2022). 

Durante las primeras semanas de la nueva presidencia, se destaca la reactivación 

de varios escenarios indispensables para la  implementación del A.F. como la CSIVI 

y CNGS; la delegación en la vicepresidenta de la República de la implementación 

del capítulo étnico; la firma de un acuerdo entre el gobierno de EE.UU. y Colombia 

para hacer acompañamiento internacional a este capítulo (El Espectador, 2022); el 

anuncio de la compra de 3 millones de hectáreas para avanzar en la RRI (El 

Espectador, 2022); la reestructuración de la institucionalidad responsable de la 

implementación mediante la eliminación de la Consejería para la Estabilización y 

Consolidación, así como la centralización de todos los temas de paz en la Oficina 

del Alto Comisionado para la Paz, y, el anuncio de la apertura de la Unidad para la 

implementación del A.F.  

También se destaca la inclusión dentro de las Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

“Colombia Potencia Mundial de la Vida” un apartado que establece la formulación 

de una política de verdad y memoria y una estrategia para la implementación 

progresiva de las recomendaciones de la CEV con el propósito de avanzar en la 

reconciliación y la integración regional y social (Departamento Nacional de 

Planeación, 2022). 

Algunas voces críticas plantean el riesgo de que, bajo la premisa de la política de 

“Paz Total”, se termine renegociando el A.F. e improvisando un proceso de 

implementación del que no se conoce su desenlace (Villegas, 2022). Esta 

interpretación es rechazada por algunos dirigentes políticos quienes han anunciado 

que sí se garantizará la implementación del Acuerdo41.  

 
41 Iván Cepeda, quién ha señalado que el AF “se cumplirá a rajatabla y no va a ser negociado o 
renegociado ninguno de los puntos con ningún grupo. El Gobierno no va a poner en discusión los 
acuerdos refrendados en 2016” (El Espectador, 2022). 
 En este mismo sentido se pronunció el Ministro de Interior Alfonso Prada, quién, en respuesta a las 
críticas sobre el posible descuido de la implementación del AF señaló que la “Paz Total” es un 
complemento a los Acuerdos de Paz (El Espectador, 2022). 
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En todo caso la atención a la recomendación de la CEV sobre la implementación de 

los compromisos del A.F. podrá ser valorada integralmente una vez se materialice 

el Plan Nacional de Desarrollo, pues debe incluir un capítulo específico sobre paz, 

el trazador presupuestal y, en el plan plurianual de inversiones, el presupuesto 

destinado para este fin.  

 

2.2. Tema 2: Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas –

UBPD– (5.1.1.2) 

La UBPD continuó desarrollando sus actividades durante el periodo de este informe. 

Algunos de sus resultados más recientes se expusieron alrededor de la 

conmemoración del Día internacional de las Víctimas de desapariciones forzadas, 

marco en el cual se realizaron anuncios trascendentes para el tema de desaparición 

forzada en Colombia. Entre ellos, la ratificación por parte del Gobierno Nacional de 

la competencia del Comité contra la Desaparición Forzada para recibir y examinar 

comunicaciones de personas víctimas y conocer casos individuales de desaparición 

forzada, previsto en la Convención Internacional para la protección de todas las 

personas contra las desapariciones forzadas, y el anuncio de la Cancillería 

colombiana de invitar al país a este Comité. La OACNUDH señaló que con esta 

decisión se hace una contribución a la garantía de los derechos de las víctimas de 

desaparición forzada y a la protección ante este crimen (ONU Derechos Humanos, 

2022). También la presidenta del Comité, la Sra. Carmen Rosa Villa, señaló en 

medios de comunicación que es muy importante esta decisión porque “significa que 

aquellas personas que consideren que se les ha violado alguno de los estándares 

establecidos en la convención para la protección de todas las personas frente a las 

desapariciones forzadas puedan presentar una petición para hacer una revisión, un 

examen y determinar la responsabilidad del país en el tema de desapariciones” 

(Caracol Radio, 2022).  

Con corte a 30 de julio de 2022, la entidad presentaba un universo en construcción 

de 99.235 de personas desaparecidas, de las cuales 90.088 continúan 

desaparecidas42. El Registro Nacional de Fosas, cementerios ilegales y sepulturas 

–RNFCIS– cuenta con información de 4.80643 sitios (UBPD, 2022). Están activos 23 

planes regionales de búsqueda mediante los cuales se busca a 31.515 personas, 

se han recuperado 573 cuerpos  (13 de ellos identificados), se han entregado 

 
42 Durante la intervención en el Congreso de la República, la directora de la Unidad entregó cifras 
más actualizadas. 106.936 personas desaparecidas, de estas 92.586 son desaparecidas 
forzosamente. 84.071 personas continúan desaparecidas (UBPD, 2022). 
43 167 sitios son presuntos, 421 confirmados, 125 descartados, 4.093 son referidos, es decir, aún no 
han sido verificados. (UBPD, 2022). 
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dignamente 162 cuerpos en coordinación con el Grupo interno de trabajo de 

búsqueda, identificación y entrega de personas desaparecidas –GRUBE– de la 

Fiscalía General de la Nación –FGN– y la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas –UARIV–, y se han encontrado cuatro personas encontradas 

vivas en el año 2022. Al mismo tiempo, la UBPD registró la participación de 11.012 

personas en al menos una de las etapas de los procesos de búsqueda y en 2022 

se ha tenido relacionamiento con 105 organizaciones. (UBPD, 2022) 

Frente al compromiso de búsqueda, la Unidad reiteró junto a varios congresistas y 

la UARIV, la importancia de suscribir un “Pacto Nacional por la Búsqueda de las 

personas desaparecidas en razón del conflicto armado” (UBPD, 2022) y señaló la 

urgencia de convocar a toda la sociedad a solidarizarse con la búsqueda y al 

compromiso político de la no repetición (UBPD, 2022). Al tiempo, la directora 

manifestó su satisfacción por el comienzo de los diálogos de alto nivel con el ministro 

de defensa y tienen como finalidad hablar sobre el acceso a la información que 

posee este ministerio y que contribuye al hallazgo de personas desaparecidas, el 

cual se había solicitado infructuosamente en el periodo presidencial anterior (UBPD, 

2022). 

Es importante subrayar que el periodo de cinco años de la actual directora de la 

entidad está próximo a terminar, de allí que se requiera con urgencia adelantar el 

proceso de selección de la nueva dirección. 

 

2.2.1. Aspecto priorizado: búsqueda en el contexto actual 

Si bien hay avances en la búsqueda de personas desaparecidas, tal como quedó 

plasmado previamente, la ST identifica obstáculos importantes y resultados poco 

alentadores. Un panorama en cifras indica que en promedio 38 personas han sido 

halladas y entregadas cada año durante los cuatro años de funcionamiento de la 

entidad. Con este ritmo, tardaría 2.000 años la UBPD para completar su labor (El 

Espectador, 2022). Por su parte, el balance multipartidista señala que al ritmo actual 

para determinar el estado de búsqueda44 del universo de personas dadas por 

desaparecidas construido por la UBPD, la entidad tomaría 78 años en completarlo 

(Congreso de la República, 2022). A esto se suman los llamados de atención por 

parte del sindicato de la Unidad sobre prácticas de acoso y violencia laboral al 

interior de la entidad (SINTRAUBPD, 2022). En este Duodécimo informe la ST llama 

 
44 Esta información se toma de los datos proporcionados del número de personas buscadas en los 
Planes regionales. Concretamente, lo que hace es determinar en qué situación se encuentra la 
búsqueda de las personas luego de cruzar las bases de datos institucionales existentes, clarificando 
el rol que debe asumir la UPBD y analizar los tiempos de búsqueda y capacidad de respuesta 
(Congreso de la República, 2022) . 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

146 

la atención sobre los desafíos que tiene la Unidad en el marco de un nuevo gobierno 

nacional y los retos inmediatos tras la presentación del plan de territorialización:  

a. Problemas en la articulación. Como se ha señalado de manera insistente 

desde la ST siguen existiendo importantes cuellos de botella que deben ser superados. Al 

respecto, el balance multipartidista plantea  (i) obstáculos para acceder a información en 

poder de la Fuerza Pública y beneficiarse del conocimiento que estos tienen del territorio; 

(ii) dificultades en la entrega de información por parte de la FGN; (iii) preocupaciones 

alrededor del relacionamiento con el INMLYCF por deficiencias en el banco de información 

de perfiles genéticos de desaparecidos y limitaciones en la realización de las muestras y 

(iv) limitaciones en el acceso a la información del Ministerio del Interior con la que se 

alimenta el Registro Nacional de Fosas y cementerios ilegales y sepulturas (Congreso de 

la República, 2022). 

La UBPD confirmó a la ST que en otros asuntos aún persisten dificultades para el acceso 

y uso de la información con la FGN. Entre los elementos subrayados por la entidad está (i) 

la falta de seguimiento por su parte de las acciones realizadas para la identificación de 

cuerpos a partir del ingreso de información del proyecto SIRDEC; (ii) las demoras en la 

entrega de expedientes de necropsia de Cuerpos No Identificados; (iii) la ausencia de datos 

sobre el número de expedientes de Cuerpos No Identificados que se encuentran en sus 

archivos e (iv) insuficiente infraestructura para recibir los cuerpos de personas recuperadas 

por parte de la UBPD (UBPD, 2022)45. Es importante señalar que en las Bases del PND 

“Colombia Potencia Mundial de la Vida” se incluye un acápite relacionado con el 

fortalecimiento de los mecanismos de búsqueda en el cual se establece la realización de 

ajustes institucionales y normativos para articular los procesos de búsqueda de la Unidad 

con la FGN y el INMLYCF y aumentar las capacidades técnicas e investigativas de las 

entidades competentes (Departamento Nacional de Planeación, 2022). 

b. Baja participación.  Entre los asuntos que las víctimas señalan desconocer 

de los procesos de la UBPD están los protocolos para la custodia de cuerpos que han sido 

acumulados durante mucho tiempo y el plan de cementerios donde hay cientos de cuerpos 

sin identificar. Preocupa que se desarrollen acciones de protección, sin una estrategia 

acorde de memoria o que se hagan intervenciones que aumenten los riesgos de nuevas 

desapariciones (Movice, 2022)46. 

c. Subregistro. Mientras la UBPD habla de una cifra provisional de 92.586 

personas desaparecidas forzosamente, el Registro Único de Víctimas –RUV– reconoce a 

 
45 Un elemento adicional y externo a la Unidad, es la falta de armonización entre las diferentes 
normatividades existentes, que hace que las competencias de las entidades no estén claras, se 
superpongan o se generen vacíos en las competencias y responsabilidades para el desarrollo de la 
búsqueda en el país. 
46 Gloria Gómez, coordinadora de Asfaddes ha señalado que “Tampoco hay una información 
oportuna que permita que los familiares sepamos que efectivamente se están buscando, que están 
en el terreno” (El Espectador, 2022). A ello se suma la percepción de que no se ha incorporado el 
proceso de búsqueda los conocimientos y experticia de las organizaciones de familiares que llevan 
varias décadas buscando a sus seres queridos. Esta situación ha generado, además, desconcierto 
y desconfianza en la Unidad (Movice, 2022). 
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50.704 víctimas, los reportes de Medicina Legal hablan de 34.482 víctimas y la Comisión 

de la Verdad indica un subregistro de 210.000 personas (El Espectador, 2022). Esta 

incertidumbre en las cifras demuestra los vacíos que han existido en la política institucional 

de búsqueda durante décadas y hace más difícil la planeación y el desarrollo de acciones 

articuladas entre las entidades del Estado. 

d. Seguridad. Mientras que los excombatientes continúan trabajando en la 

búsqueda de personas desaparecidas a través de la Corporación Reencuentros47, el 

accionar de grupos armados en los territorios viene impactando directamente el trabajo de 

las entidades del SIVJRNR. Al respecto, Adriana Arboleda de la Corporación Jurídica 

Libertad, señaló en los medios de comunicación que “la desaparición forzada está ligada a 

otros delitos como el reclutamiento forzado, la trata de personas, la explotación sexual de 

menores, entre otros, dificultando el proceso de registro y encuentro” (El Espectador, 2022). 

Esta misma preocupación se planteó en el balance multipartidista, en el que se señala que 

la Unidad reconoció los riesgos de buscar en zonas con presencia de minas antipersonales 

y municiones sin explotar, así como en las regiones que se encuentran amenazadas y con 

presencia de actores armados (Congreso de la República, 2022). Adicionalmente, las 

víctimas organizadas han señalado la persistencia de las desapariciones tras la firma del 

A.F. con el agravante de que estos hechos no son competencia de la UBPD y el Mecanismo 

de búsqueda urgente no está siendo efectivo (Movice, 2022). 

e.  Identificación de cuerpos. En la actualidad existe un número colosal de 

cuerpos sin identificar, que viene aumentando paulatinamente y que se suman a los 

hallazgos que se siguen generando en las diferentes instancias de búsqueda. Se trata de 

un problema antiguo que va creciendo con el tiempo, en gran parte por los retrasos en el 

proceso de identificación, lo que colapsa las diferentes estrategias para encontrar a los 

desaparecidos. Para las víctimas, además de los problemas técnicos y las deficiencias de 

personal que persisten en la institucionalidad, el problema persiste por la falta de voluntad 

política del Estado (El Espectador, 2022). En particular, las víctimas señalan que, aunque 

están de acuerdo con continuar recuperando cuerpos, falta presupuesto y personal en el 

INMLYCF, así como un modelo adecuado para hacer estas identificaciones (Movice, 2022). 

Para la dirección de la Unidad, un cuello de botella importante también es la herramienta 

del banco de perfiles genéticos la cual no está siendo alimentada adecuadamente. Si bien 

es cierto la UBPD, INMLYCF la FGN toman muestras de sangre, no toda esta información 

llega al banco y no toda es compatible con esta plataforma. Esto implica que en muchos 

casos no puedan hacer los cruces dificultando los procesos de identificación (Movice, 

2022). 

 
47 La más reciente acción conocida por la ST fue el cruce de información sobre lugares de interés 
forense para la búsqueda que alimentarán los Planes Regionales de Búsqueda Cordillera Central, 
Cordillera Oriental, Valle del Magdalena y Nevado, Norte del Cauca y Sur del Valle (UBPD, 2022). 
La entidad también señala que los aportantes han entregado información a la UBPD que ha permitido 
visitar 57 lugares y recuperar 56 cuerpos en Caquetá, Meta, Pacífico Nariñense, oriente de Cauca, 
oriente de Antioquia, Montes de María, Urabá, y una recuperación en el cementerio de Bucaramanga 
que corresponden a la Operación Berlín (El Tiempo, 2022).  
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f. Retrasos en la búsqueda. Al respecto las víctimas señalan que el número 

de planes son insuficientes, no se encuentran en todos los territorios que se requieren y, 

aunque muchos de ellos están diagnosticados, no cuentan con planes operativos. Tampoco 

parece clara la metodología de intervención, y el modelo de participación y relacionamiento 

con la Unidad, sigue teniendo problemas (Movice, 2022). La Unidad señala enfrentar 

desafíos como información insuficiente sobre los hechos de la desaparición, el 

relacionamiento interinstitucional, poca información sobre el inventario de los predios 

baldíos, situaciones de riesgo, continuidad de las acciones de grupos armados y lentitud en 

la identificación de cuerpos recuperados por parte del INMLYCF (UBPD, 2022)48  

g. Debate por el presupuesto 2023. La UBPD señaló ante el Congreso de la 

República que el presupuesto asignado en el proyecto de ley para 2023, el cual asciende a 

71.396.536.336 (inversión) y 89.669.400.000 (funcionamiento), no cubre las necesidades 

adicionales que presenta la Unidad para este periodo (UBPD, 2022). Para la entidad es 

necesario hacer una adición de 8 mil millones de pesos para cubrir el personal de la planta 

(522 cargos), las capacitaciones y territorializaciones de la entidad (23 sedes y oficinas 

satélites). al igual que las asambleas de socialización de los resultados del proceso de 

consulta previa con las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, 

acordados en el mes de agosto de 2022 (UBPD, 2022) (Congreso de la República, 2022). 

Esta solicitud en todo caso no estuvo exenta de dificultades en su debate en el Congreso49.  

 

2.3. Tema 3: Jurisdicción Especial para la Paz –JEP– (5.1.2) 

En el mes de noviembre fue elegido el Magistrado Roberto Vidal como presidente 

de la Jurisdicción Especial de Paz y la magistrada Belkis Izquierdo como 

vicepresidente por los próximos dos años (JEP, 2022). Con corte a 11 de noviembre 

de 2022, la JEP había tomado 70.006 decisiones judiciales, recibido 977 informes 

de organizaciones de víctimas e instituciones del Estado, realizado 400 audiencias, 

recibido 129 versiones de aporte temprano a la verdad y realizado 168 diligencias 

de construcción dialógica de verdad, coordinación interjurisdiccional y diálogo 

intercultural. Asimismo, 6.742 víctimas individuales, 328 sujetos colectivos y 4.384 

comparecientes han sido representados ante procesos judiciales. Los primeros 

siete macro casos abiertos continúan su camino y en los más avanzados se espera 

que durante el último cuatrimestre del año se emitan algunas sentencias con sus 

 
48 . La dirección además señaló que, aunque en efecto hay debilidades, al interior de la Unidad hay 
profesionales expertos que están trabajando en la metodología y los planes operativos. Reconoce 
en todo caso, que aún falta asertividad para el relacionamiento con las víctimas y la comprensión de 
las expectativas (Movice, 2022). 
49 En particular, congresistas del partido Centro Democrático criticaron los resultados de la labor 
realizada por le entidad en comparación con la alcanzado hoy en días por las organizaciones de 
sociedad civil dedicadas a la búsqueda de personas desaparecidas49 y formularon fuertes llamados 
a racionalizar el gasto, sobre todo, por lo que consideran, bajos resultados. 
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respectivas sanciones. Como lo ha explicado en diferentes momentos la JEP, estas 

sanciones serán impuestas por la Sección de Reconocimiento y Responsabilidad y 

podrán ser de tres tipos: Sanciones Propias50, Sanciones Alternativas y Sanciones 

Ordinarias. En particular, se esperan decisiones de este tipo en dos macro casos: 

el 001 “Toma de rehenes, graves privaciones de la libertad y otros crímenes 

concurrentes cometidos por las Farc-EP” y en el caso 03 “Asesinatos y 

desapariciones forzadas presentados como bajas en combate por agentes del 

Estado”. Al tiempo, la JEP y la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en 

Colombia firmaron un protocolo para activar el Mecanismo de Monitoreo y 

Verificación de las sanciones propias (MMVSP) (JEP, 2022).  

La ST subraya la expedición de la primera Resolución de Conclusiones contra 

11 comparecientes51 por “falsos positivos” de la SRV en el marco del caso 03 

en el Catatumbo (Norte de Santander). En la Resolución se establece que los 

imputados reconocieron su responsabilidad y aportaron verdad completa, detallada 

y exhaustiva, y se activa la competencia de la Sección de primera instancia para 

casos de reconocimiento de verdad del Tribunal Especial para la paz, en donde se 

deberá decidir sobre la imposición de las sanciones propias (JEP, 2022). Es 

importante señalar que tras esta decisión han surgido controversias en relación con 

la calidad de verdad ofrecida por los imputados y con las sanciones propias 

propuestas52. Para muchas víctimas el estándar de verdad alcanzado no supera lo 

 
50 Algunos ejemplos de sanciones propias son: 1. En el ámbito rural: Programas de reparación 
efectiva para los campesinos desplazados; Protección medioambiental de zonas de reserva. 
Construcción y reparación de infraestructuras; Eliminación de residuos; - Mejora de la electrificación 
y conectividad en comunicaciones de las zonas agrícolas; Sustitución de cultivos de uso lícito; 
Recuperación ambiental de las áreas afectadas por cultivos de uso ilícito; Construcción y mejora de 
las infraestructuras viales; Alfabetización y capacitación en diferentes temas escolares. 2. En el 
ámbito urbano: programas de construcción y reparación de infraestructuras, de acceso a agua 
potable y construcción de redes y sistemas de saneamiento, de alfabetización y capacitación” 
(infobae, 2022). 
51 “Los oficiales del Ejército Nacional remitidos por la Sala para la imposición de sanciones propias 
son el brigadier general (r) Paulino Coronado Gámez, excomandante de la Brigada 30; los coroneles 
(r) Santiago Herrera Fajardo y Rubén Darío Castro Gómez, antiguos comandantes de la Brigada 
Móvil 15 (BRIM15); el teniente coronel (r) Álvaro Diego Tamayo Hoyos, antiguo comandante del 
Batallón de Infantería No. 15 'General Francisco de Paula Santander' (BISAN) de Ocaña; el teniente 
coronel (r) Gabriel de Jesús Rincón Amado, exoficial de operaciones de la BRIM15 y el teniente 
coronel (r) Juan Carlos Chaparro Chaparro, exjefe de operaciones y excomandante encargado del 
Batallón Francisco de Paula Santander. (JEP, 2022)” 
52 Dentro de las propuestas de sanciones se encuentran: 1. Salón de exposición dentro del Museo 
Nacional de la Memoria de Colombia sobre asesinatos y desapariciones forzadas de personas para 
ser presentadas como bajas en combate por agentes del Estado. 2. Parque memorial de las 6.402 
víctimas de asesinatos y desapariciones forzadas presentadas como bajas en combate por agentes 
del Estado. 3. Placas ubicadas en los parques donde fueron aprehendidas las víctimas para 
posteriormente ser asesinadas y desaparecidas forzadamente y presentadas como bajas en 
combate por agentes del Estado. 4. Construcción de espacios físicos donde las víctimas de hechos 
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esclarecido por la justicia ordinaria; persisten relatos contrapuestos y las versiones 

no aportaron información relevante para identificar otros máximos responsables53. 

 

Entre los avances en el marco de los primeros siete macro casos: 

• La imputación de la comisión de crímenes de lesa humanidad y de guerra a diez 

integrantes del ejército nacional por los hechos relacionados con los asesinatos y 

las desapariciones forzadas perpetradas en el cementerio las Mercedes (Dabeiba): 

3 coroneles, 3 mayores, 3 suboficiales y 1 soldado profesional. Esta imputación se 

hace en el marco del primer caso conjunto de la Sala de reconocimiento en el que 

confluye un macro caso nacional (03) con uno territorial (04): Urabá (JEP, 2022)54.  

• La imputación de crímenes de guerra y de lesa humanidad a 22 miembros del 

Ejército, 1 funcionario del extinto DAS y a 2 civiles por “falsos positivos” en el marco 

del caso 03 “falsos positivos” subcaso Casanare (JEP, 2022).  

• La comparecencia en el marco del caso 07 sobre reclutamiento y utilización de NNA 

de 21 exintegrantes del antiguo Bloque oriental de las FARC-EP en versión 

colectiva. En este caso también se indagan por “hechos de violencia sexual y 

basada en género, desaparición forzada y homicidios, torturas, tratos crueles, 

inhumanos y degradantes presuntamente cometidos en contra de niños y niñas al 

interior de las filas” (JEP, 2022). 

• La revocatoria de los beneficios de libertad condicional al general en reserva activa 

Jesús Armando Arias Cabrales, por no cumplir con sus obligaciones al SIVJRNR 

(JEP, 2022).  

• Medidas cautelares: la protección de la colección “Voces para transformar a 

Colombia” y ordenar al CNMH su incorporación al proceso de construcción del guion 

 
relacionados con asesinatos y desapariciones forzadas de personas para ser presentados como 
bajas en combate por agentes del Estado puedan congregarse y realizar actividades para su 
fortalecimiento organizacional. 5. Proyectos de recreación, deporte y ocupación del tiempo libre para 
jóvenes en contextos de vulnerabilidad social y económica. 6. Documental fílmico “Las verdades del 
Catatumbo", proyecto presentado por los comparecientes Santiago Herrera, Rubén Darío Castro, 
Álvaro Diego Tamayo Hoyos y Juan Carlos Chaparro. 7. Cátedras para fortalecer la no repetición, 
proyecto presentado por los comparecientes Santiago Herrera, Rubén Darío Castro, Álvaro Diego 
Tamayo Hoyos, Gabriel Rincón Amado y Juan Carlos Chaparro. (JEP, 2022) 
53 Al mismo tiempo, señalan que las sanciones propias no tienen el respaldo de todas las víctimas, 

los procesos de participación fueron limitados, las propuestas no son coherentes con las 

necesidades de las víctimas de Norte de Santander, nos son claros los medios de financiación, no 

se evidencia articulación entre las entidades para su puesta en marcha, y persisten las barreras que 

enfrentan algunas víctimas que no han sido inscritas en el RUV, entre otros asuntos (MAFAPO, 

MINGA, CSPP y CCALCP, 2022). 

54 En este mismo caso, desde la Procuraduría General de la Nación se está solicitando a la JEP 
considerar un nuevo patrón criminal asociado con encubrimientos al interior de las filas del ejército 
para impedir que se hicieran públicos casos de homicidios y desapariciones forzadas (El Espectador, 
2022). 
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del Museo nacional de la Memoria y la incorporación del informe de la CEV y sus 

recomendaciones.  

Otros asuntos también cobraron relevancia en el caso Santrich. Mientras el 

Tribunal Superior de Bogotá señaló que no existió una red criminal asociada a la 

conducta del exfiscal de la JEP, Julián Bermeo, ni se generó ninguna afectación 

procesal del caso Santrich. La FGN no aportó ninguna prueba que corroborase la 

imputación y una carta firmada por la magistrada de la Sección de Revisión, 

Caterina Heyck Puyana, en la que renuncia a la Comisión de Seguimiento en lo que 

consideró un “entrampamiento a la paz” producto de la acción del exfiscal Néstor 

Humberto Martínez55. 

Durante este periodo los firmantes en proceso de reincorporación interpusieron una 

tutela ante la JEP manifestando el malestar por la vigencia de órdenes de captura, 

la lentitud en la concesión de amnistías -hasta el momento solo se han registrado 

174 amnistías en total- y solicitan el traslado desde la Fiscalía a este tribunal de 

todos los procesos en su contra. La JEP ha señalado que no puede asumir de 

manera coetánea todas las investigaciones porque puede estar en estudio la 

participación de firmantes en otros casos; es necesario esperar la resolución de 

conclusiones, los firmantes solicitaron a la Defensoría del Pueblo que pida a la Corte 

Constitucional la revisión de esta tutela56. 

Durante la visita del presidente electo, Gustavo Petro, a la JEP, el magistrado y 

presidente de la JEP, Eduardo Cifuentes, expresó la importancia de tener una 

política robusta de paz para que el cumplimiento adecuado de la JEP. Gustavo 

Petro reiteró la importancia de la JEP para la verdad y la continuidad de la justicia 

transicional con enfoque restaurativo57. Es importante anotar que con la propuesta 

de la “Paz Total” comienzan a plantearse desde diversos sectores la necesidad de 

crear un marco normativo capaz de atender las necesidades de estos procesos, 

inclusive, a través de reformas a la misma JEP. Así lo confirmó el Canciller, Álvaro 

Leyva, en el marco del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en el que 

 
55 La magistrada señaló en su misiva que “el capítulo judicial e histórico de la garantía de no 
extradición del señor Seuxis Paucias Hernández Solarte (“Jesús Santrich”), en el que quienes la 
decidimos tuvimos que afrontar todo tipo de dificultades, desde la prohibición para practicar pruebas, 
hasta la más desleal manipulación mediática y campaña de desinformación de la Fiscalía, es uno de 
los más oscuros episodios de la guerra contra la paz en Colombia” (La Nueva Prensa, 2022). 
56 Cabe advertir que la JEP señaló que evaluará la posibilidad de elaborar un plan para agilizar las 
amnistías (El Espectador, 2022). Es importante también mencionar que 159 exmiembros de FARC 
siguen en las cárceles y 500 personas más tienen sus casos aún en estudio. De estas, 200 personas 
privadas de la libertad (CSIVI-Comunes, 2022). 
57 El presidente de la Jurisdicción dijo que: "La mejor política es aquella que en todo instante se 
endereza a conseguir la paz y la justicia social en el marco de la Constitución Política. En ese espacio 
común contará siempre con la colaboración institucional de esta Jurisdicción" (JEP, 2022) 
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manifestó el interés de realizar ajustes a la JEP (El Tiempo, 2022). Al respecto, el 

presidente entrante de la JEP, el magistrado Roberto Vidal, señaló que los procesos 

de paz adelantados han mostrado que se deben cuidar los derechos a la verdad, la 

justicia y la reparación de las víctimas y que este nuevo proceso, el de la “paz total” 

debe tener también un componente de justicia (El Espectador, 2022) (JEP, 2022).  

El presupuesto de la entidad aprobado para 2023 (Congreso de la República, 

2022) es de $558.212 millones, lo cual significa un aumento del 74.2% en inversión 

y del 13.83% en funcionamiento. Es necesario destacar que en adelante la JEP 

deberá disponer de recursos para el Comité de Seguimiento –CSM– al IF de la CEV 

y los fondos documentales de esta. 

 

2.3.1. Aspectos priorizados: Cuatro nuevos macro casos y Sanciones 

Propias 

a. Cuatro nuevos macro casos 

El macro caso 08 sobre crímenes cometidos por la Fuerza Pública, otros agendes 

de Estado, en asocio con grupos paramilitares o terceros civiles, investigará y 

sancionará hechos relacionados con homicidios, masacres, desplazamiento 

forzado, desaparición forzada, tortura, amenaza, violencia sexual y detención ilegal. 

Se estima que, al menos, 15.710 personas fueron afectadas por un número aún 

indeterminado de miembros de la fuerza pública58, 56.502 a paramilitares y 280 a 

otros agentes del Estado en diferentes regiones del país, de las cuales se priorizará 

preliminarmente el Gran Magdalena (Cesar-Guajira-Magdalena); los Montes de 

María; Ariari-Guayabero-Guaviare, Caguán y Florencia; Antioquia y el Magdalena 

Medio59.  

El macro caso 09 tiene como fin investigar los crímenes que integrantes de las 

FARC-EP, fuerza pública y otros agentes del Estado, así como terceros civiles, 

pudieron cometer contra personas con pertenencia étnica, sujetos colectivos de 

derecho o contra territorios étnicos; en particular, los de desplazamiento forzado, 

homicidio y desaparición forzada, que son los hechos con más víctimas 

 
58 Señala la JEP que del universo de responsables y ya 2. 840 se han sometido a esta jurisdicción: 
2.812 integrantes de la fuerza pública, 5 agentes de Estado diferentes a fuerza pública y 23 terceros 
civiles (JEP, 2022).   
59 Al interior de este caso se han identificado hasta el momento tres patrones macro criminales sobre 
los que se desarrollará la acción judicial: “Crímenes motivados por justificaciones contrainsurgentes; 
2) Crímenes motivados por el favorecimiento de intereses económicos particulares; y 3) Crímenes 
motivados por el control de la función pública en los territorios” (JEP, 2022). En este caso se destaca 
de manera particular la decisión de la JEP de investigar la relación de la acción criminal de la Fuerza 
Pública y los grupos paramilitares. Algo que hasta el momento no había tenido un despliegue 
estratégico en los primeros siete macro casos. 
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documentadas, delitos que, señala la JEP, fueron acentuados por el racismo y la 

discriminación que han aumentado el riesgo de exterminio físico, cultural y espiritual. 

Para este caso se estima un universo provisional de 1.350.181 víctimas, de las 

cuales 14.261 lo son por violencia sexual. En esta etapa se han identificado cuatro 

territorios para desarrollar las investigaciones: Buenaventura, Dagua y Pacífico 

Medio; Sierra Nevada de Santa Marta y zonas adyacentes; Amazonía y Orinoquía; 

y Chocó en la zona de influencia del Medio Atrato 60.  

El macro caso 10 investigará graves crímenes e infracciones al DIH cometidos por 

las FARC-EP, entre ellos, homicidios de personas protegidas por el derecho 

internacional humanitario, desapariciones forzadas, desplazamiento forzado, 

violencia sexual, y el uso de medios y métodos ilícitos de guerra. En este caso se 

espera investigar todos los casos cometidos por esta organización que estén por 

fuera de los municipios que se encuentran priorizados en otros macro casos y 

aquellos relacionados con secuestro y reclutamiento de NNA, razón por la cual en 

esta ocasión se llamará a todos los comandantes que actuaron en todo el país. 

Hasta el momento se tiene un universo estimado de 169.400 hechos victimizantes, 

entre los cuales se cuentan 54.000 víctimas de desplazamiento forzado, 50.100 

víctimas del uso de medios y métodos ilícitos de guerra, 48.000 víctimas de 

homicidio, 15.000 víctimas de desaparición forzada y 2.300 víctimas de violencia 

sexual61.  

El macro caso 11, sobre la violencia sexual y otros crímenes motivados por el 

género, sexo, orientación o identidad de género de la víctima en el marco y con 

motivo del conflicto armado (JEP, 2022). Hasta el mes de septiembre de 2022 la 

JEP aún no informaba su alcance ni metodología. 

 
60 Hasta el momento se han identificado tres patrones macro criminales: “1.Conductas no 
amnistiables cometidas por las Farc-EP contra la autodeterminación y la existencia física, cultural y 
espiritual de los pueblos y territorios étnicos en ejercicio del control social y territorial; 2. Conductas 
no amnistiables cometidas por integrantes de la fuerza pública u otros agentes del Estado, o en 
connivencia con terceros civiles o paramilitares, dirigidas a la privación de derechos fundamentales 
individuales, colectivos y territoriales de los Pueblos y Territorios Étnicos en ejercicio del control 
territorial y la radicalización de lucha contrainsurgente; y, 3. Conductas no amnistiables cometidas 
por la fuerza pública y las Farc-EP contra la integridad física, cultural, espiritual y territorial de los 
Pueblos y Territorios Étnicos en el marco de las hostilidades” (JEP, 2022). 
61 En el examen preliminar la Sala de Reconocimiento encontró tres patrones macrocriminales: “1. 
Patrón de crímenes cometidos en ejercicio del control social y territorial: grupa conductas no 
amnistiables cometidas en ejercicio del control social y territorial; 2. Patrón de crímenes cometidos 
en desarrollo de las hostilidades: agrupa conductas no amnistiables cometidas en el desarrollo de 
las hostilidades como homicidios, los ataques indiscriminados, uso de medios y métodos de guerra 
prohibidos en tomas guerrilleras a poblaciones civiles, entre otras; 3. Patrón de crímenes cometidos 
por redes urbanas: agrupa conductas no amnistiables como homicidios y ataques a bienes y 
personas civiles en contextos urbanos” (JEP, 2022). 
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Estos nuevos macrocasos se abrieron tras controversias relacionadas con el 

alcance de la participación de las víctimas en las decisiones relacionadas con la 

apertura62 (El Espectador, 2022) y la posibilidad de investigar crímenes de fuerza 

pública y sus máximos responsables, el esclarecimiento de reglas, fijación de 

cronogramas y participación en las decisiones (El Tiempo, 2022). Una vez abiertos, 

otros elementos han llamado la atención en esta segunda ronda de 

priorizaciones de casos de la JEP: 

Nuevas estrategias metodológicas. Durante los primeros años de funcionamiento de la 

JEP se estructuraron los macro casos por niveles de cobertura. En casos nacionales 

por tipo penal y autores. En casos regionales, agrupando diferentes acciones 

delictivas y diversos actores armados partícipes en un territorio delimitado63. Los 

macro casos recién abiertos traen algunas novedades en este sentido: 1. Extracción 

de delitos incluidos en los primeros macro casos para evitar la duplicación 

investigativa. 2. Investigación de múltiples hechos victimizantes cometidos por un 

actor armado64. 3. Estructuración de las investigaciones de abajo hacia arriba y de 

arriba hacia debajo de forma simultánea en algunos de los nuevos casos, y en todos, 

se abordarán los análisis a partir de patrones de macrocriminalidad65.  

La ausencia de un macro caso para la desaparición forzada. Las víctimas de 

desaparición forzada y las organizaciones de DDHH quienes esperaban la apertura 

de un macro caso para la investigación y juzgamiento de forma autónoma de este 

delito, vieron nuevamente frustradas sus expectativas. El volumen de casos 

existentes puede sobrepasar los 54.046 casos con 46.370 víctimas y se estima que 

cerca del 99.51% de casos no han sido investigados ni sancionados. Al respecto, 

aunque la JEP ha señalado que este crimen está siendo investigado en todos los 

 
62 Al respecto la JEP le manifestó a la ST que, para este proceso de apertura, se desarrolló un 
proceso de participación que incluyó a víctimas de todo el territorio nacional y de manera virtual, a 
víctimas en el exterior. “Los departamentos con mayor número de organizaciones participantes 
fueron: Valle del Cauca con 63 organizaciones, Cesar con 50 y Guaviare con 39, así como la ciudad 
de Bogotá, con 59 organizaciones. Del exterior 22 organizaciones se pudieron conectar a las 
diligencias, desde 13 países. Las audiencias tuvieron lugar entre el 21 de febrero y el 10 de marzo 
de 2022 en Medellín, San José del Guaviare, Valledupar, Cali, Villavicencio y dos de cierre en 
Bogotá. Además, se recibieron en total 368 observaciones de manera oral y 199 de forma escrita, 
aunadas a 27 solicitudes de apertura de casos dirigidas a la SRVR entre 2021 y 2022” (JEP, 2022) 
63 Al interior de estos se diseñaron investigaciones de “abajo hacia arriba” o “de arriba hacia abajo”, 
intentando acercarse de forma eficiente al juzgamiento de los máximos responsables. 
64 Con ello se espera dejar de investigar un solo tipo de crimen y conectar la multiplicidad de crímenes 
cometidos en una sucesión de hechos, de tal suerte que sea más abarcadora la comprensión de la 
dimensión de los delitos y daños causados. 
65 Es importante señalar que las estrategias metodológicas desarrolladas por esta jurisdicción han 

sido fuente de debate permanente por parte de abogados y víctimas en diferentes momentos, de allí 

que es necesario que avancen estos macro casos para conocer los impactos en la concreción de 

resultados judiciales. Al tiempo, se espera que los tiempos de investigación juzgamiento y sanción 

disminuyan, considerando la experiencia adquirida. 
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macro casos abiertos (JEP, 2022) para las víctimas esta alternativa no es suficiente. 

Desde su perspectiva, esta fórmula hace difuso el abordaje del delito en medio de 

un conjunto de crímenes de diversa índole lo que va a perpetuar la impunidad e 

“incentivo para su comisión” (Movice, 2022). 

El anuncio sobre la apertura del macro caso de violencia sexual. Como fue registrado 

por la ST en diferentes informes, un número importante de organizaciones 

feministas y de DDHH venían insistiendo de forma sostenida en la necesidad de 

abrir un caso específico para este crimen. La JEP anunció que decidió abrir la etapa 

de agrupación y concentración para examinar las solicitudes de las víctimas sobre 

la pertinencia de investigar la violencia sexual en un macro caso autónomo (El 

Tiempo, 2022)66.  

b. Sanciones Propias 

La JEP ha dado pasos importantes en el proceso de alistamiento para la aplicación 

de las sanciones propias67 con la construcción de un sistema68. Este sistema debe 

garantizar las condiciones de viabilidad y sostenibilidad de estas sanciones, así 

como su monitoreo y seguimiento69. Al respecto la JEP indicó a la ST que desde su 

 
66 Al respecto, Rutas del Conflicto explica: “Este macro caso no es una decisión aislada, es el 
resultado de las voces agolpadas alrededor de una lucha por el reconocimiento y la justicia. Es el 
reclamo de miles de mujeres, personas de orientación e identidad diversa y organizaciones de 
derechos humanos que a través de los años han construido informes y recopilado los datos 
necesarios para identificar las violencias sexuales en el contexto de la guerra debido a estrategia y 
control social” (Rutas del Conflicto, 2022). 
67 “Las sanciones propias o restaurativas son las únicas que no conducen a la cárcel, pero implican 
la restricción efectiva de libertades y derechos y el cumplimiento de trabajos obras y actividades con 
contenido reparador y restaurador que deben ser monitoreados y verificados para garantizar su 
efectivo cumplimiento. Estas sanciones tendrán una duración máxima de ocho años.” (La JEP y la 
Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, 2022) 
68 En palabras de la vicepresidenta de la JEP, el “sistema restaurativo [es el] conjunto de autoridades, 
procedimientos y medidas que buscan facilitar y poner en marcha las instituciones restaurativas 
sancionatorias y no sancionatorias, es decir las que involucran a los imputados por crímenes de 
guerra y lesa humanidad, y también a los comparecientes que, siendo responsables, no tuvieron una 
participación determinante en la consolidación de los patrones criminales esclarecidos por la JEP y 
tienen el deber de enmendar el daño causado” (Mantilla, 2022). 
69 Vale la pena recordar que en este caso las funciones de la pena como la naturaleza de la 
investigación son de naturaleza distinta a la conocida en el derecho ordinario. De la retribución 
clásica carcelaria se pasa a un modelo restaurativo que busca restaurar el tejido social afectado por 
los crímenes y facilitar la reconciliación. Esto implica que la sanción en este modelo de justicia 
transicional “está encaminada a corresponder con acciones la moralidad que lesionó; se pone a 
disposición de las víctimas, quienes a su vez son escuchadas por el juez, quien considera sus 
demandas antes de tomar una decisión que cumpla con los componentes restaurativos y 
reparadores que exige la ley” (Mantilla, 2022). Esta forma alternativa de entender y desarrollar la 
justicia penal requiere también de un modelo radicalmente distinto, no solo para imponer las 
sanciones sino para que estas se ejecuten, de tal suerte que conduzcan al cumplimiento de sus 
objetivos. De allí que sea indispensable construir fórmulas alternativas a las tradicionales para 
acometer la tarea. 
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creación ha desarrollado tres líneas de trabajo orientadas a este propósito. i. el 

relacionamiento entre la Presidencia de la Jurisdicción y la Presidencia de la 

República para construir una política pública de Estado que permita la 

implementación institucional de las sanciones propias materializado en el 

documento CONPES 4094/2022; ii. la búsqueda de apoyo financiero, 

particularmente de cooperación internacional y iii. el relacionamiento con la UARIV 

para conocer las acciones de los Planes Integrales de Reparación Colectiva y de 

los Planes de Retornos y Reubicaciones. Indicó que, en el proceso de empalme con 

los equipos de Gobierno del presidente electo, se pusieron de presente todos los 

asuntos de interés en esta materia. Finalmente, señaló tener actualmente tres 

convenios interadministrativos para avanzar sobre este asunto: el primero de ellos 

con la Alcaldía de Bogotá, el segundo con la gobernación del Magdalena y el último 

con la alcaldía de Medellín (JEP, 2022). 

Por otra parte, la JEP y la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en 

Colombia firmaron el “Protocolo que formaliza el funcionamiento del Mecanismo de 

Monitoreo y Verificación de las sanciones propias (MMVSP) (La JEP y la Misión de 

Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, 2022)70”. Este mecanismo 

coordina tres instancias autónomas e independientes: La Sección de Primera 

Instancia para casos de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad, la 

Secretaría Ejecutiva de la JEP y la Misión de Verificación de la ONU en Colombia. 

A través de este se busca garantizar el cumplimiento de las sanciones propias; de 

manera particular, la Misión se encargará de verificar las condiciones para ejecución 

y cumplimiento de sanciones propias y facilitar la articulación nacional, regional y 

local de estas tres instancias, entre otras71. Es importante clarificar que la Sección 

Primera impone la sanción, la monitorea y la verifica. La Secretaría Ejecutiva tiene 

un rol técnico y administrativo en el proceso de monitoreo, documentación y 

certificación sobre el cumplimiento de esta sanción, y la Misión verifica que las 

personas sancionadas cumplan y que, el Estado colombiano, brinda las condiciones 

 
70 En cumplimiento del párrafo 62 (5.1.2. Justicia: III. Procedimiento, órganos y sanciones del 
componente de justicia del SIVJRNR) del A.F y siguiendo la Resolución No. 2574 del 11 de mayo de 
202, prorrogada hasta octubre de 2022, 
71 Entre las funciones del MMVSP se contempla: intercambiar información en el marco del monitoreo 
y verificación de las sanciones; articular sus acciones con actores externos nacionales, territoriales 
e internacionales relacionados con el monitoreo, así como con las diferentes autoridades 
gubernamentales e instituciones representativas de las comunidades; articular acciones con las 
autoridades tradicionales o instituciones representativas de los pueblos indígenas, negros, 
afrocolombianos, raizales, palenqueros, Rrom y prevenir dificultades e identificar los desafíos de la 
implementación de las sanciones (La JEP y la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en 
Colombia, 2022). 
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que se requieren para ello (La JEP y la a Misión de Verificación de las Naciones 

Unidas en Colombia, 2022).  

Fue expedido el CONPES 409472 sobre lineamientos de política para implementar 

el arreglo institucional del Estado para la ejecución de los componentes de las 

sanciones propias y medidas de contribución a la reparación (Consejo Nacional de 

Política Económica y Social CONPES, 2022) el cual fue criticado por algunas 

organizaciones por la escasa participación que tuvieron las víctimas en su 

elaboración en medio de un cambio de gobierno nacional (STCIV, 2022). Sobre el 

tema CSIVI Comunes planteó a la ST que este CONPES no fue puesto en 

consideración de la CSIVI y que, además, existe preocupación entre los firmantes 

alrededor de la posible aplicación de medidas privativas de la libertad en casos que 

ameritan sanciones propias, hecho que vulnera el A.F. y desincentiva a otros 

mandos a continuar su sometimiento a la JEP (CSIVI-Comunes, 2022). La JEP 

planteó a la ST que ha solicitado al Gobierno nacional la instalación de la instancia 

de articulación, y que actualmente está trabajando en una propuesta interna de 

articulado con destino al PND con este propósito (JEP, 2022)73. La ST también tuvo 

conocimiento de la creación de un macroproyecto de memoria concebido como una 

Ruta TOAR creada entre la JEP y la Alcaldía Mayor de Bogotá74 y de la firma de un 

protocolo en el mes de junio entre la secretaría de la JEP y la UBPD denominado 

“la búsqueda y el proceso restaurativo de la justicia transicional, para, entre otras 

cosas, la construcción de TOAR anticipados o como sanciones propias, enfocados 

en acciones de búsqueda de (PDD) (UBPD, 2022). 

En las bases del PND 2022-2026, “Colombia potencia mundial de la Vida” plantea 

en el acápite Justicia Transicional e implementación de las sanciones y medidas de 

reparación para la reconstrucción social, en el capítulo denominado “Seguridad 

humana y justicia social”, tres literales asociados con las sanciones propias75.Las 

 
72 Cabe anotar que este CONPES se inscribe en los compromisos establecidos por Colombia ante 
la Corte Penal Internacional en el marco del cumplimiento del AF (JEP, 2022)  
73 Es necesario señalar que en desarrollo de este CONPES la Consejería para la Estabilización 
señaló a la ST que actualmente está preparando un decreto que creará las instancias de articulación 
intergubernamental, así como la instancia de articulación con la JEP para el desarrollo y ejecución 
de estas sanciones (Consejera Presidencial para la Estabilización y Consolidación , 2022). 
74 Se espera que esta propuesta sirva de modelo a otros entes territoriales que quieran avanzar en 
procesos de justicia restaurativa mediante estos mecanismos (@ConsejeriaDePaz, 2022). 
75 El primero, destinado a la implementación de los componentes restaurativos y de condiciones 
efectivas de restricción de la libertad, señala que se elaborarán los instrumentos normativos para 
determinar las competencias nacionales y territoriales para la implementación del sistema 
restaurativo, así como las garantías para materializar las condiciones efectivas de la restricción de 
libertades. El segundo señala que se formulará e implementará un plan de socialización y promoción 
de los mecanismos restaurativos, incluidas las sanciones propias, y medidas de contribución a la 
reparación; y, en el tercero, plantea que se gestionará el monitoreo, análisis y evaluación de la 
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sanciones propias y los TOAR son una oportunidad única para materializar el 

enfoque reparador y restaurativo de la justicia transicional contenida en el A.F. pues 

impacta los derechos a la justicia.  

Las sanciones propias y los TOAR son una oportunidad única para materializar el 

enfoque reparador y restaurativo de la justicia transicional contenida en el A.F. pues 

impacta los derechos a la justicia, la ST recomienda:  

✓ Garantizar la participación de las víctimas acreditadas en todos los 
momentos vitales del proceso de formulación de las sanciones: formulación, ejecución, 
evaluación y seguimiento, considerando los tiempos, los intereses y las situaciones de las 
víctimas en función de evitar la acción con daño. 

✓ Fortalecer los procesos de formación a todos los actores involucrados en su 
desarrollo: comparecientes, funcionarios, víctimas, y comunidades, entre otros. A los 
comparecientes en particular, y aquellos que se han recibido beneficios por amnistías y 
tratamientos especiales, motivarlos a participar activamente de los trabajos y obras que se 
dispongan. 

✓ Desarrollar con eficiencia el proceso de documentación y certificación de los 
Toars en los territorios; en particular, aquellos que se desarrollaron con anterioridad y de 
los cuales no quedó registro. 

✓ Procurar que los trabajos que se realicen superen las acciones puntuales y 
coyunturales y se inscriban en procesos de cambio de más largo aliento. 

✓ Lograr que los proyectos restaurativos se conciban y proyecten con atención 
a necesidades y oportunidades de los territorios combinando habilidades y conocimientos 
de los sancionados con las realidades locales. 

✓ Promover la articulación de las sanciones y los toars con las necesidades de 
las comunidades y las víctimas y con los diferentes instrumentos de planeación: PATR y 
hojas de ruta, planes locales de desarrollo, los PIRC de los sujetos de reparación colectiva, 
entre otros. 

✓ Asegurar el compromiso y la acción de las autoridades locales y regionales 
(incluidas las entidades nacionales con presencia territorial: UARIV) para que coadyuven 
en la facilitación de condiciones para llevarlos a cabo y para que su desarrollo aporte en las 
transformaciones del territorio, en especial en los PDET, pero no exclusivamente estos.  

✓ Identificar y comprometer fuentes de financiación para la ejecución de las 
sanciones y su sostenibilidad cuando fuere el caso. 

✓ Asegurar las condiciones materiales, financieras y de seguridad para que los 
comparecientes las puedan desarrollar, y las víctimas y comunidades puedan beneficiarse 
de estas.  

 

2.4. Tema 4: Medidas de Reparación Integral (5.1.3) 

De manera insistente la ST ha señalado en todos sus informes las falencias en la 

implementación de este punto del A.F. Los rezagos de las políticas públicas para 

la atención y reparación de las víctimas han sido también materia de preocupación 

de diferentes instancias y entes de control. Si bien el SIIPO señala que hay un 51,8% 

 
información sobre la oferta institucional en materia de justicia transicional (Departamento Nacional 
de Planeación, 2022). 
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de avances en temas de reparación integral, el último balance multipartidista 

muestra que solo el 16% de las víctimas han sido indemnizadas y que se siguen 

presentando inquietudes entre las víctimas por la forma que se está aplicando la 

priorización para estos pagos. En relación con la restitución de tierras, este 

informe identifica que las barreras para el acceso al proceso para las víctimas 

persisten. Las más complejas son: i. el trámite administrativo. Cerca del 65% de las 

solicitudes son rechazadas; ii. la imposibilidad de restituir tierras en zonas no micro 

focalizadas76; y iii. el rezago en municipios PDET. Tampoco hay avances en 

rehabilitación psicosocial. Inclusive, se detectó una reducción en su cobertura 

durante los dos años de pandemia. Finalmente, en relación con la reparación 

colectiva, señala este informe que si bien se aumentó el número de Solicitudes de 

Reparación Colectiva –SRC–, luego de la firma del A.F., la ruta para esta reparación 

ha sido lenta y desigual con los SRC étnicos (Congreso de la República, 2022). 

Con mayor detalle la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de 

la Ley 1448 de 2011 “Ley de Víctimas y Restitución de Tierras” en su informe noveno 

correspondiente al 2021-2022 hace un balance de la implementación identificando 

los avances y llamando la atención en cada uno de los elementos deficitarios de 

esta política pública. En particular, la ST subraya la preocupación de esta Comisión 

por la insuficiencia de los recursos para atender al universo de víctimas en el país. 

Señala el informe que, pese a que entre 2012 y 2021 los recursos ejecutados han 

sido superiores a lo que se han establecido en los CONPES de la materia, según la 

CGN se requieren a 2031 más de 301,3 billones para implementar la política a 

cabalidad (PGN, CGR y Defensoría del Pueblo, 2022). 

 

2.4.1. Aspectos priorizados: retos para la UARIV y la URT en el nuevo 

gobierno (PND 2022-2026) 

Tras la posesión presidencial de Gustavo Petro se conocieron los encargados de la 

implementación de la política pública para víctimas. En el cargo de directora general 

de la UARIV fue nombrada Patricia Tobón, excomisionada de la Verdad y abogada 

indígena del pueblo Embera Chami. En el Departamento de Prosperidad Social –

DPS– fue nombrada la abogada y constitucionalista Cielo Rusinque; cabeza 

también del sector de Inclusión Social y reconciliación. Al frente de la URT fue 

nombrado Giovanny Yule, sociólogo, líder indígena y perteneciente al CRIC. 

 
76 Señala la URT que: “A corte de 30 de septiembre de 2022 el número de solicitudes pendientes por 
microfocalizar equivale a 16.711, de los cuales el 70% (11.809” se encuentran en municipios de Nivel 
de riesgo extraordinario y alto” (URT, 2022). 
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Finalmente, en el cargo de directora del CNMH fue designada María Valencia 

Gaitán; arquitecta especializada en Artes Gráficas, Escenográficas y Visuales.  

Se subraya que con la inclusión de perfiles étnicos en altos cargos directivos se 

puede aumentar y mejorar el relacionamiento con las víctimas de estos sectores 

que han experimentado mayores retrasos en la implementación de la política77.  

a. Retos para la UARIV 

Tras posesionarse, la nueva directora de la entidad planteó la necesidad de un 

cambio de enfoque para atender los desafíos que representa la UARIV, en especial, 

tratándose de una de las entidades que reportan mayores rezagos en el 

cumplimiento de los derechos de las víctimas. Hizo un llamado a las organizaciones 

sociales y de víctimas para que se hiciera un trabajo conjunto entre la unidad y los 

procesos organizativos de todo el país (Unidad para las víctimas, 2022).  

En términos de contribución de la entidad a la Paz Total señaló i. la importancia de 

darle voz a las víctimas para que la sociedad pueda reflexionar sobre los daños 

causados por el conflicto armado. ii. explicó que es necesario a. buscar fuentes de 

financiación en el marco de la reforma tributaria para la reparación con bienes 

procedentes del narcotráfico; b. generar una reflexión pública que permita avanzar 

de un “estado de Víctimas” a la reparación de territorios enteros evitando, además, 

nuevas victimizaciones y, c. la construcción de acuerdos con las víctimas para el 

cumplimiento de estos derechos. iii. manifestó su interés de a. reunirse con la 

Comisión de Seguimiento y Monitoreo para identificar las recomendaciones de 

carácter legislativo y susceptibles de abordar desde la institución; b. trabajar por la 

transformación institucional para el fortalecimiento del enfoque territorial, étnico y 

diferencial; c. avanzar en la articulación interinstitucional con convenios que permita 

atender las problemáticas entre varias entidades; d. superar el subregistro de 

víctimas aún existentes; e. establecer el universo actual de víctimas realmente 

indemnizadas hasta el momento, la viabilidad y pertinencia de lo que se ha 

denominado por la administración anterior “indemnización exprés”; y f. hacer énfasis 

en el trabajo con las regiones PDET (WRadio, 2022). 

 
77 Ante esto, algunas activistas feministas solicitaron que no fuera posesionada la nueva directora 
del DPS porque a su juicio esta profesional no brindaba las garantías para el reconocimiento de las 
víctimas, en particular las de violencia sexual (El Espectador, 2022). En el caso del director de la 
URT, el sector agrario ven con reservas el enfoque que pueda darse a la restitución con esta nueva 
dirección (Semana, 2022). La escasa experiencia de la nueva directora del CNMH en procesos de 
construcción de memoria, abre interrogantes por los procesos previos como la aceptación de la 
renuncia de los cargos directivos, la respuesta a las Medidas cautelares proferidas por la JEP sobre 
algunas de sus colecciones, así como la apertura del Museo Nacional de la Memoria. 
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Es importante señalar que durante la primera reunión entre la nueva dirección y la 

Mesa Nacional de Participación Efectiva, las víctimas pusieron sobre la mesa cuatro 

puntos comunes en las agendas. Estos son: Los mecanismos para monetizar los 

recursos del Fondo de Reparación para reducir el rezago de las indemnizaciones; 

la evaluación de los criterios de vinculación laboral de los funcionarios de la Unidad 

en los territorios para que se cumplan los procesos de selección; la potenciación de 

los proyectos de generación de ingresos para las víctimas de tal suerte que permitan 

la superación de la lógica asistencialista y generen autonomía económica; y, los 

recursos para fortalecer la participación de las víctimas (Mesa Nacional de Víctimas, 

2022). Vale la pena destacar que la directora de la entidad en el mes de noviembre 

hizo público varios hallazgos de irregularidades en el manejo y administración del 

fondo de reparación, posible nepotismo, y anunció que adelantará una auditoría 

interna para determinar la situación actual en la materia (El Espectador, 2022). De 

otro lado, en lo que respecta a los bienes de FARC, la entidad señaló a la ST que, 

a la fecha, no se ha entregado desde la SAE recursos económicos a la Unidad, no 

obstante, se espera que comiencen a recibirse parte de estos recursos de forma 

gradual en una fecha no mayor al 30 de noviembre de 2022 (UARIV, 2022). 

b. Retos para la URT 

 Tal como se ha expresado en varios informes de la ST, existe una diferencia 

considerable entre el número de solicitudes de restitución de predios presentadas 

ante la Unidad, de aquellas que finalmente son conocidas en la fase judicial, y una 

deficiencia significativa en relación con el cumplimiento de las sentencias (STCIV, 

2021). A este hecho se suman las críticas que se han formulado desde algunos 

sectores económicos, quienes han manifestado temores por posibles “conflictos de 

interés”, en particular, en procesos adelantados por las organizaciones indígenas 

del Cauca en la defensa de sus territorios (Contexto Ganadero, 2022).  

Al respecto, en diferentes pronunciamientos públicos el director entrante ha 

manifestado su interés por generar espacios de diálogo entre las comunidades y 

con los sectores industriales que hacen presencia en estos territorios, de tal suerte 

que se puedan encontrar soluciones a los problemas de propiedad y tenencia de la 

tierra. También ha señalado su intención de participar en la construcción de una 

política de cuidado por la tierra y el medio ambiente que permita estar en armonía 

con el territorio, con las necesidades de las familias rurales, y con la economía del 

país (Caracol Radio, 2022). Por otro lado, el director ha manifestado la importancia 

de desarrollar los procesos de restitución de la mano de las organizaciones 

campesinas, indígenas y afrodescendientes, siempre en el marco del respeto por la 

ley, lo cual implica, superar la opacidad que existe en relación con la información de 
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los procesos de esta entidad. Finalmente, ha planteado la necesidad de revisar los 

mecanismos actuales para el proceso de restitución, subrayando que se deben 

constituir herramientas alternativas que agilicen estos procedimientos (blu Radio, 

2022).  

En relación con los rezagos en los procesos de restitución, la URT informó a la 

ST que desde agosto viene adelantando diversas tareas para su superación: i. la 

evaluación de condiciones de seguridad a través de las instancias y mecanismos 

de coordinación existentes y mediante reuniones de coordinación con Fuerza 

Pública; ii. la creación de una estrategia para construir insumos que permitan tomar 

decisiones de intervención territorial; iii. la inclusión de artículos en el PND relativos 

a la microfocalización que faciliten el desarrollo de este proceso y la inclusión de 

predios ubicados en parques nacionales y regiones naturales que cumplan con 

requisitos; iv. el direccionamiento de esfuerzos para favorecer el cumplimiento de 

órdenes emitidas en las sentencias; v. el impulso al “Modelo Integrador de 

reparación integral”, actualmente en fase de identificación de coincidencias78; vi. la 

creación e implementación de nuevos lineamientos que agilicen los procesos de 

restitución en territorios étnicos; y vii. la revisión de los lineamientos jurídicos 

proferidos por la URT, entre ellos los relacionados con el desistimiento tácito y la 

legitimación en casos de ocupación (URT, 2022). A su vez, la Corte Constitucional 

ordenó al Consejo Superior de la Judicatura adoptar un plan de descongestión 

dirigido a la Jurisdicción Especializada de Restitución de Tierras con el propósito de 

superar los atrasos en estos procesos (S T-341-22 M.P. Diana Fajardo Rivera). 

La sociedad civil también ha expresado sus preocupaciones sobre el futuro de la 

restitución. En el segundo intercambio técnico sobre el futuro y los desafíos de la 

restitución de tierras en Colombia (2021-2031) convocado por Dejusticia, CINEP, 

CCJ y CODHES con el apoyo del Centro de Género, Justicia y Seguridad del 

London School of Economics, tras una revisión de los incumplimientos y débiles 

resultados de la política de restitución, se identificaron cinco retos para el nuevo 

gobierno: i. La creación de la jurisdicción agraria y la inscripción del poder judicial 

en las lógicas transicionales aprovechando la experiencia de la restitución de tierras; 

ii. El mejoramiento de los registros de información en términos de calidad y acceso; 

iii. El aumento de la presencia de las mujeres en los procesos de restitución y la 

inclusión de indicadores con perspectiva de género más robustos; iv. La ampliación 

 
78 Este Modelo busca que, a través de la implementación de iniciativas PDET se impulsen otros 
instrumentos de reparación, entre ellos: fallos de restitución, planes de reparación colectiva, planes 
de retorno y reubicación y medidas cautelares. Se espera con el modelo cumplir los puntos 5.1.3.3.1, 
5.1.3.5, 5.1.3.6 y el capítulo étnico sobre el tema (URT, 2022). 
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de la política de reparación y restitución, y v. la revisión del régimen de protección 

de tierras (Dejusticia, 2022).  

Queda establecido con estos elementos que la tarea que emprende esta nueva 

administración es de una envergadura sin precedentes que implica, de un lado, 

encontrar nuevas fuentes de financiación para implementar la política y, de otro 

lado, generar diálogos significativos con las víctimas para encontrar soluciones 

conjuntas que permitan avanzar en la realización de sus derechos. Es claro que los 

desafíos de la entidad y, de los procesos de restitución de tierras en el país deben 

traducirse en indicadores potentes y planeaciones estratégicas que deben quedar 

establecidas tanto al interior de las entidades como en el Plan Nacional de 

Desarrollo. 

c. La atención y reparación de las víctimas en el PND 2022- 2026 

En las bases del PND se incorporan en diferentes momentos, elementos que tienen 

como objetivo la atención y reparación de las víctimas:  

• El apartado denominado “Rediseñar el sistema de protección social con el fin de lograr una 

cobertura universal de riesgos y la inclusión del cuidado como pilar del bienestar” señalando 

la importancia de avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad de la población 

víctima del conflicto, particularmente de las personas desplazadas.  

• En el acápite sobre “Consolidación del diálogo, la memoria, y la reconciliación como políticas 

de estado y reivindicación de los derechos de los grupos más afectados, para reconstruir el 

tejido social” incluyendo un literal relacionado al “acceso efectivo de las víctimas del conflicto 

armado a las medidas de reparación”79. 

• En el capítulo dedicado a la “Paz total” en el título “La cultura de paz en la cotidianidad de 

poblaciones y territorios” se establece la necesidad de avanzar hacia una justicia transicional 

que articule las intervenciones del SIVJRNR y el SNARIV de tal suerte que se optimice la 

ruta de reparación a víctimas. En el capítulo 3 denominado “Reparación efectiva e integral a 

las víctimas”, haciendo un recuento del estado actual de la reparación en Colombia, 

reconociendo la imposibilidad de reparar a todas las víctimas en este cuatrienio y se subraya 

las apuestas principales de este gobierno80.  

 
79 En este punto se hace particular hincapié a la implementación y cierre de los planes de reparación 
colectiva, el retorno y reubicación bajo los principios de voluntariedad, seguridad y dignidad y la 
optimización de una indemnización oportuna y reparadora integral. 
80 Entre estas: la revisión de las capacidades institucionales y la intervención de todas las entidades 
en los procesos de reparación; el fortalecimiento de los procesos organizativos para la incidencia 
política; los enfoques étnicos y diferenciales; el fortalecimiento de los procesos de retorno y 
reubicación; la estabilización socioeconómica de las víctimas; su participación en los planes de 
mitigación del cambio climático; la aceleración del pago de las indemnizaciones; la formulación e 
implementación de PIRC, su articulación con los PEDET, los PNIS, los planes de retorno, los planes 
de salvaguarda y planes específicos de atención y protección; el acercamiento de la política pública 
a los connacionales que residen en el exterior; , el fortalecimiento de la restitución de tierras; y, la no 
repetición. 
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• Un acápite expreso sobre la necesidad de superar la deuda histórica con los pueblos y 

territorios, y subrayar el compromiso de consolidar una propuesta de armonización para 

articular la política de víctimas con la política de paz y con lo ordenado por la Corte 

Constitucional en el marco de Estado de Cosas Inconstitucional frente a la población 

desplazada.  

Todos estos elementos son aspectos positivos que contribuyen al cumplimiento del 

punto 5 sobre Reparación del A.F. (5.1.3). No obstante, es importante que el PND 

conciba de manera integral los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la 

reparación, dándole un lugar específico para su desarrollo en el capítulo de paz 

acordado en el punto 6 del A.F. La apertura de este capítulo permitiría dar 

coherencia y sentido a la planeación de las políticas de paz del actual gobierno, en 

la generalidad de la implementación del Acuerdo y en la especificidad de la política 

sobre víctimas pues facilita la integralidad de los derechos sin desconocer su 

vinculación natural a otros aspectos del PND. 

Adicionalmente, se debe evitar dejar por fuera otros compromisos con las víctimas, 

establecidos en el A.F, como la rehabilitación psicosocial (5.1.3.4.); la adecuación 

de la política pública de víctimas al Acuerdo de paz (5.1.3.7) y los compromisos con 

la promoción, el respeto y la garantía de los DDHH (5.2); entre otros aspectos que 

hacen parte integral de lo pactado en la Habana y siguen siendo aspiraciones 

legítimas de las víctimas en Colombia. 

 

2.5. Tema 5: Compromiso con la promoción, respeto y garantías de los DDHH 

(5.2) 

2.5.1. Aspectos priorizados: PNADDHH  

El A.F. establece medidas para la promoción, el respeto y las garantías de los 

DDHH. Una de ellas es el Plan Nacional de Acción en DDHH que ha sido materia 

de discusión y debate por varios años81. Al respecto, según el último reporte del 

SIIPO del tercer cuatrimestre de 2022, la Consejería Presidencial de los DDHH –

CPDDHH– señaló que se encontraba esperando las observaciones acordadas con 

las Plataformas de DDHH al documento “Lineamientos y acciones del Gobierno 

 
81 Según información proporcionada por la Consejería de DDHH en 2018 se firmó una declaración 

conjunta entre el gobierno y las plataformas de SSHH y organizaciones sociales, se conformó una 

Instancia Nacional de coordinación y un Comité Técnico Operativo. Posterior a esto, se han realizado 

un conjunto de actividades destinadas a recolectar información con 41 entidades del Estado, se han 

realizado ocho encuentros con el Comité, 33 talleres territoriales, un taller sectorial con la Juntas de 

acción comunal y múltiples reuniones de trabajo con actores internacionales. Aún faltan 23 talleres 

sectoriales para tener un borrador de política pública y las observaciones y comentarios de las 

plataformas de DDHH a la matriz de observaciones y los Lineamientos (Consejería Presidencial para 

los DDHH y Asuntos Internacionales, 2022). 
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Nacional para el respeto y garantía de los Derechos Humanos en Colombia 2021 – 

2022”82 (Consejería Presidencial para los DDHH y Asuntos Internacionales, 2022). 

También manifestaron en el avance cualitativo del indicador que están a la espera 

de conocer la posible restructuración del DAPRE, para que a partir de las 

competencias y funciones asignadas se convoque a una nueva reunión del Comité 

Técnico Operativo del PNADDHH y retomar los diálogos con las plataformas de 

DDHH.  

De otro lado, sobre el PNADDHH específico para pueblos étnicos, la Consejería 

reporta haber avanzado un 70%. Al respecto, la Consejería presentó en 2021 

formalmente el documento “Insumo diagnóstico para la construcción del capítulo 

étnico del plan nacional de acción en DDHH: Aproximación a los derechos humanos 

de los grupos étnicos desde la perspectiva de los derechos colectivos” y se 

encuentra a la espera de la retroalimentación de la IEANPE. De otro lado, a partir 

de la información suministrada por el SIIPO, durante 2022 han tenido reuniones con 

la coordinación de Asuntos Indígenas, pueblo Rrom y Minorías del Ministerio del 

Interior para hacer seguimiento a los convenios existentes para construir la Ruta de 

construcción de la Política pública de DDHH para los pueblos indígenas que han 

realizado acciones para la articulación con Afrosalud con el propósito de identificar 

insumos para la construcción del Capítulo Étnico del PNADDHH y que han recibido 

de parte de la Dirección de Asuntos Indígenas, Rrom y minorías del Ministerio del 

interior algunos productos para la construcción de la “ruta de la Política Pública de 

Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas”. La CPDDHH explicó que aún falta 

el desarrollo de diálogos de saberes territoriales y focalizados y la realización de la 

Consulta previa, esperada para 2023. Sobre esta última, señaló la Consejería que 

estaría buscando alianzas con la CPEC para desarrollar una consulta unificada 

considerando el deber de esta última de dar cumplimiento al capítulo étnico del A.F. 

(Consejería Presidencial para los DDHH y Asuntos Internacionales, 2022). Es 

importante mencionar que al desaparecer esta Consejería y al haber sido designada 

la vicepresidenta de Colombia como responsable de este aspecto del A.F., es 

necesario hacer seguimiento al proceso de empalme y a las decisiones que al 

respecto se tomen desde esta oficina. 

 

2.6. Enfoques transversales de género y étnico 

 
82 Plantea la Consejería que este documento tiene dos objetivos: ser la hoja de ruta del Gobierno 

Nacional para el respeto, protección y garantía de los Derechos Humanos en Colombia y, el segundo, 

ser la propuesta del Gobierno para construir de manera conjunta el documento borrador del Plan 

Nacional de Acción en Derechos Humanos (Consejería Presidencial para los DDHH y Asuntos 

Internacionales, 2022). 
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2.6.1. Enfoque de género 

En el IF la CEV incluyó apartados para tratar a profundidad los enfoques 

diferenciales. En relación con el enfoque de género, la CEV construyó dos 

volúmenes sobre mujeres y personas LGBTIQ+: 

• El primero, “Mi cuerpo es la verdad” es bipartito y relata, por un lado, las 

victimizaciones sufridas por 10.864 mujeres y, por otro, aborda los impactos que una 

sociedad patriarcal, racista, clasista, misógina como la colombiana exacerba en las 

violencias contra las mujeres y las personas LGBTIQ+ (CEV, 2022).  

• El segundo se trata de las “Vidas en re-existencia, una compilación de 25 historias 

que buscan representar a las mujeres, personas LGBTIQ+ y hombres de 

masculinidades no hegemónicas”.  

Así, la CEV se convierte en la primera Comisión de la Verdad del mundo que trabaja 

el enfoque de género de manera detallada y participativa (CIDERUniandes, 2022). 

Al respecto, la Ruta Pacífica de las Mujeres –RPM– en su último informe señala que 

la incorporación de los derechos de las mujeres y el enfoque de género en la CEV 

se ha convertido en una buena práctica replicable en otras comisiones del mundo, 

resaltando el trabajo articulado con el movimiento de mujeres y población LGBTIQ+ 

(RPM, 2022). 

Como resultado del relacionamiento del colectivo “La Comadre”, la Coordinación de 

Mujeres de la Asociación nacional de afrocolombianos desplazados –AFRODES– 

con la UBPD, se presentó ante el Informe ‘Solicitud Colectiva de Búsqueda de La 

Comadre’. Un informe que da cuenta del proceso de “participación de mujeres 

negras y afrocolombianas y una perspectiva espiritual de los pueblos étnicos” 

(UBPD, 2022). Asimismo, la Unidad entregó dignamente el cuerpo de una niña de 

16 años víctima de reclutamiento forzado por un grupo armado al margen de la ley, 

desaparecida en Medellín en el año 2001 (UBPD, 2022). Se destaca el 

reconocimiento al trabajo de la entidad con la entrega del Premio León Zuleta por la 

mesa de trabajo LGBTQI+ y reconociendo la incorporación de estrategias de 

participación y asesoría técnica con enfoque de género en la búsqueda de personas 

desaparecidas (bluradio, 2022). Cabe señalar que la RPM en su último informe 

planteó que es importante que esta entidad fortalezca la inclusión de los enfoques 

y desagregue a las mujeres en el universo de víctimas y en los datos de entregas y 

búsquedas y se las identifique en sus diversidades y afectaciones (RPM, 2022).  

En relación con la JEP se destaca el anuncio realizado por el Director de la Unidad 

de Investigación y Acusación –UIA– sobre la eventual apertura de un macro caso 

sobre violencia sexual (JEP, 2022), mencionado posteriormente por la Sala de 

reconocimiento en el comunicado 054 sobre el macro caso 10 (JEP, 2022). Un 
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anuncio fundamental para las organizaciones de mujeres y personas LGBTIQ+ 

quienes han manifestado de manera insistente la necesidad de abrir este caso como 

un camino para superar la impunidad.  

También durante este periodo se realizaron algunas acciones en desarrollo de este 

enfoque desde una perspectiva interseccional en la JEP. En el mes de septiembre 

se conmemoró el Día Internacional de la Mujer Indígena resaltando la importancia 

de su trabajo en la implementación de la justicia transicional y restaurativa (JEP, 

2022). Con este mismo propósito se desarrolló un conversatorio sobre ‘El rol de la 

mujer indígena en los procesos restaurativos’ moderado por la magistrada Arhuaca, 

Belkis Izquierdo Torres, presidenta de la Sala de Reconocimiento de Verdad y de 

Responsabilidad de la JEP (JEP, 2022). De otra parte, la RPM presentó a la JEP 

propuestas sobre las sanciones propias y los trabajos y obras con contenido 

reparador que deben hacer los comparecientes que aceptan responsabilidad y 

digan verdad83.  

En relación con las Medidas de Reparación, la política pública de reparación ha 

incluido de manera transversal el enfoque de género en sus diferentes procesos 

misionales, no obstante, en su estructura organizativa interna no existe una oficina 

encargada exclusivamente de la materia. Para el segundo trimestre de 2022 el 

SIIPO reportaba un 73.94% de avances en el indicador de mujeres víctimas con 

atención y/o acompañamiento psicosocial; 40% de avance sobre comunidades 

reubicadas o retornadas y un 0% de avance en porcentaje de espacios de 

participación para definir prioridades en la implementación de las medidas de 

reparación colectiva con condiciones para garantizar la participación de las mujeres. 

Según información de la CGN citada en el Cuarto informe de Seguimiento 

presentado por la Ruta Pacífica de Mujeres en junio de 2022, el enfoque de género 

“no se ha transversalizado en la formulación ni en la implementación de la política 

pública de víctimas”. Además, señalan que denuncian, que del 11% de recursos 

que fueron destinados a la política pública de víctimas, solo el 2% fue destinado a 

las mujeres (RPM, 2022). 

 
83 En este documento, mujeres de nueve departamentos plantearon a la JEP expectativas sobre el 
tipo de sanciones para delitos como el de violencia sexual desde una perspectiva feminista, para 
quienes proponen, entre otros: “privación efectiva de la libertad y que los responsables estén 
obligados a construir centros comunitarios para atención de la población victimizada, pedir perdón 
de forma pública, construir colegios, vías y viviendas, entre otras obras sociales” (JEP, 2022). Se 
trata de un aporte fundamental en la construcción de las sanciones propias en las que la participación 
de las víctimas es crucial para sentar las bases de un proceso restaurativo. 
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Finalmente, respecto al Compromiso con la promoción de DDHH, es necesario 

mencionar que en este aspecto el SIIPO no tiene indicadores de género que 

permitan hacer el seguimiento a los avances desarrollados hasta el momento. 

 

2.6.2. Enfoque étnico 

Frente al enfoque étnico84 el IF de la CEV incluyó un volumen denominado “Resistir 

no es aguantar: Violencias y daños contra los pueblos étnicos”. Este documento 

relata la continuidad de las violencias que han padecido las comunidades étnicas y 

la forma en que se ha configurado el conflicto armado contemporáneo85. Es 

importante subrayar que la Instancia Especial de Alto Nivel con Pueblos Étnicos –

IEANPE– en su último informe señaló que la falta de recursos de las organizaciones 

étnicas dificultó la presentación de informes ante la CEV y la falta de recursos y de 

seguridad limitaron el trabajo y desarrollo del enfoque étnico para las entidades del 

SIVJRNR. Estos factores inhibieron la participación real y efectividad de los pueblos 

étnicos en el Sistema (IEANPE, 2021). 

No obstante, las dificultades expresadas por las comunidades étnicas brindan 

explicaciones relevantes para el porqué las mujeres, las personas LGBTIQ+ y las 

comunidades étnicas salieron desproporcionalmente afectadas en medio de esta 

guerra.  

La UBPD en el mes de agosto recuperó cuatro cuerpos en territorio ancestral 

indígena en la región amazónica, uno de ellos al parecer era un indígena Uitoto 

desaparecido en 1999. Esta acción humanitaria implicó un proceso de concertación 

con las autoridades ancestrales indígenas para acordar el permiso, sanación y 

armonización espiritual del territorio en aplicación del Protocolo de Relacionamiento 

y Coordinación entre la UBPD y los Pueblos Indígenas de Colombia (UBPD, 2022). 

En este mismo periodo la entidad y el Espacio Nacional de Consulta Previa para las 

comunidades NARP concertaron el Protocolo de Relacionamiento y Coordinación 

para la Búsqueda de las Personas NARP en el Contexto y debido al Conflicto 

Armado. Una concertación esperada desde el arranque formal de la entidad, 

mediante la cual se supera el atraso identificado en informes anteriores sobre la 

materia (UBPD, 2022). Finalmente, se destaca el inicio de actividades de búsqueda 

 
84 Para conocer sobre la metodología étnica empleada por la CEV ver: Pueblos étnicos: Metodología 
Étnica de la Comisión de la Verdad (CEV) 
85 Allí se tejen hilos conductores de las formas en que la trata trasatlántica a través del secuestro 
masivo de africanos y su traída a Colombia, las violencias de la colonia, y la persecución europea al 
pueblo Rrom, entre otros hechos violentos profundizaron el trato colonial y la discriminación racial y 
estructural que explican la vulneración particular y desmedida contra a estos grupos poblacionales. 
También se incluye en este volumen los corredores del Conflicto en 17 macroterritorios étnicos, y las 
violencias, daños y resistencias de estos pueblos (CEV, 2022). 
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de personas desaparecidas en el estero San Antonio (Buenaventura). Proceso 

antecedido por “actividades psicoespirituales de aseguranza y armonización” que 

tuvieron como objetivo incluir en la búsqueda los saberes ancestrales de 

Buenaventura (UBPD, 2022). 

En el caso del JEP, la Sala de Reconocimiento señaló que “es claro que la violencia 

producida por la guerra afectó profundamente los Territorios Étnicos y, con ello, las 

relaciones transgeneracionales, incluyendo la capacidad de los integrantes de las 

comunidades para preservar y transmitir sus saberes tradicionales y sistemas de 

conocimiento propio, medicinales, alimentarios, de justicia, de educación, entre 

otros” (JEP, 2022), de allí la necesidad de hacer una investigación autónoma de 

esta magnitud. Vale la pena subrayar que la IEANPE en su último informe señaló la 

importancia de este macro caso y explicó que su apertura “permitirá desarrollar en 

la justicia transicional el enfoque integral que requiere la caracterización de los 

crímenes atroces perpetrados, la rendición de cuentas de todos sus responsables y 

la reparación integral de los daños, incluida la restitución integral de sus territorios 

colectivos y ancestrales” (IEANPE, 2021)86. Registrados estos eventos de 

implementación, la ST considera relevante detenerse en dos asuntos para 

revisarlos con más detenimiento, debido a su impacto en el reconocimiento del 

derecho a la justicia de las víctimas del conflicto armado en Colombia: los nuevos 

tres macro casos abiertos por la JEP y el alistamiento para la imposición de 

sanciones propias a través de Trabajos, obras y actividades –TOARS–. 

En términos de Medidas de Reparación, el SIIPO reporta para el segundo trimestre 

de 2022, el 37,5% de avance general en los 13 indicadores, de los cuales solo uno 

de ellos se encontraba en 100% (sobre sistemas de información con enfoque 

 
86 Adicionalmente, la jurisdicción ha desplegado en este periodo otras acciones, entre ellas: i. el 
reconocimiento del aporte de las comunidades indígenas a la construcción de paz, a propósito de la 
conmemoración del Día Internacional de los pueblos indígenas (JEP, 2022); ii. la realización de la 
primera versión interjusticias entre la JEP y las autoridades del Tribunal de Ética y Justicia Ancestral 
Afrodescendiente del norte del Cauca en el marco del Caso 05 de la Jurisdicción, primera que se 
realiza en Colombia de esta naturaleza y que subraya la importancia de reconocimiento y 
dignificación de la autonomía de los pueblos afrodescendientes (JEP, 2022); iii. el saludo y 
reconocimiento al pueblo rrom de Colombia con ocasión del 78º aniversario del Día del Holocausto 
del Pueblo Gitano y l reiteración del compromiso de la JEP por la reivindicación de sus derechos 
individuales uy colectivos a la verdad, la justifica y la reparación en el marco del conflicto colombiano 
(JEP, 2022); iiv. la apertura de la sede territorial de la JEP en Quibdó, y; v. la jornada pedagógica 
sobre la JEP y los mecanismos de participación dirigida a las comunidades indígenas del pueblo 
Wounnan, en coordinación con la Asociación de Cabildos y Resguardos Indígenas del Valle del 
Cauca (ACIVA) en límites entre Valle del Cauca y Chocó (JEP, 2022). Finalmente, la Jurisdicción 
presentó el libro ‘Reflexiones sobre el Enfoque Territorial y Ambiental en la Jurisdicción Especial para 
La Paz’ en el que se incluyen ocho contribuciones de diferentes sectores académicos sobre la 
relación entre el conflicto, el medio ambiente y la aplicación del enfoque territorial y ambiental (JEP, 
2022).  
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étnico), mientras otros cuatro indicadores relacionados con retornos, atención 

psicosocial, y planes concertados reportaban un 0% de avance. Por su parte, la 

IEANPE en su último informe registra avances lentos o regresiones. En el caso de 

los procesos de reparación colectiva, se reportan recortes presupuestales 

identificados por la Contraloría General de la Nación; un porcentaje bajo (9.5%) de 

sujetos colectivos étnicos en fase de implementación y una falta de avances en 

términos de rehabilitación y retornos. También en el componente de restitución de 

tierras se registran tan solo 20 sentencias de restitución de derechos territoriales 

étnicos, 17 para comunidades indígenas y 3 para comunidades afrodescendientes 

desde 2011. Finalmente, la IEANPE hizo hincapié en que la disminución de recursos 

para la reparación en el Conpes 4031 de 2021, disminuye aún más la posibilidad de 

tener avances significativos en esta materia (IEANPE, 2021). Vale la pena destacar 

que la directora de la UARIV y la vicepresidente de la República anunciaron en 

Buenaventura la realización de un piloto de reparación integral para la paz que 

incluye componentes de reparación individual y colectiva, retornos y reubicaciones 

y atención y asistencia a través de un plan de choque (El Espectador, 2022). 

Ahora, sobre el Compromiso con la promoción de los DDHH, la IEANPE reporta 

en su último informe que, hasta diciembre de 2021, todavía no se habían 

desarrollado avances sobre el PNDH específico para los Pueblos Étnicos. Este 

hecho y los pocos o nulos avances en el resto de los compromisos en materia de 

promoción y garantías de los DDHH les permite concluir que existe un 

incumplimiento en este aspecto (IEANPE, 2021). Frente a este tema, la CPDDHH 

señala que, entre las dificultades en 2022 para avanzar, está la falta de recursos 

presupuestales y humanos para el desarrollo de las actividades y los desacuerdos 

en las definiciones conceptuales y de implementación, entre otros (Consejería 

Presidencial para los DDHH y Asuntos Internacionales, 2022). 

 

3. Conclusiones 

Con la publicación del Informe Final y sus Recomendaciones, así como con el 

ejercicio de socialización durante los dos últimos meses del mandato, la CEV 

concluyó su trabajo y se encuentra actualmente en etapa de liquidación. Es 

menester ahora que el Comité de Seguimiento y Monitoreo atienda las 

recomendaciones con garantías suficientes para procurar el desarrollo a cabalidad 

de las medidas tomadas por la CEV para la protección, cuidado y socialización del 

Archivo de la Comisión y su legado por 7 años. La ST considera que la CEV cumplió 

el mandato conferido por el A.F. a tiempo y en correspondencia con las 

disposiciones del A.F. 
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La UBPD continúa realizando esfuerzos importantes para avanzar en la búsqueda 

de personas desaparecidas. No obstante, se continúan identificando retrasos y 

demoras en algunos procesos estratégicos; de allí que la ST considera que la UBPD 

está cumpliendo con su mandato en correspondencia con lo pactado, pero 

subsisten retrasos importantes que se espera sean prontamente subsanados.  

La JEP sigue cumpliendo el mandato dado en el A.F. Se considera que se 

encuentra a tiempo, en tanto se surtió la segunda ronda de priorizaciones, un 

asunto que estaba previsto para este año. En cualquier caso, se espera que las 

primeras sentencias se produzcan y se emitan las sanciones propias en los casos 

que enuncia la ley. Finalmente, se mantiene la calificación de correspondencia 

parcial, que ha sido reiterada en los informes de la ST por las modificaciones 

iniciales que se hicieran a la JEP, reconociendo que en el periodo estudiado no se 

presentan cambios o modificaciones al mandato del A.F. 

Considerando que los rezagos en materia de Reparaciones Integrales se 

mantienen, la ST considera que hay un cumplimiento parcial con retrasos y sin 

correspondencia. Se espera que la prórroga de la ley y un cambio de gobierno 

comprometido con la implementación del A.F., pueda modificar la balanza y avanzar 

significativamente en la implementación de la reparación integral para las víctimas 

en la perspectiva del A F. 

En relación con el Compromiso con la promoción de DDHH del PNADDHH, si 

bien se repartan algunas actividades aún no se concreta en lo esperado para esta 

fecha. La suspensión de las actividades de la Consejería Presidencial para los 

DDHH y la restructuración del DAPRE, hace que se aumenten los tiempos de 

espera en la implementación de este Plan. De la misma forma, si bien se han 

adelantado sesiones de trabajo para la Política pública de DDHH y los pueblos 

indígenas y para el capítulo étnico del PNADDHH, estas no han alcanzado el 

objetivo señalado en el A.F. Por tanto, la ST considera que hay un incumplimiento 

en este compromiso del A.F. 

 

4. Oportunidades de mejoramiento 

Sobre la CEV (5.1.1): 

• Brindar las garantías institucionales, financieras y técnicas al CSM para que 

cumpla adecuadamente con su mandato. 

• Dar cumplimiento a las medidas tomadas por la CEV, la JEP y el Archivo 

General de la Nación para la custodia y administración del Archivo de la CEV. 
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• Incluir en el Plan Nacional de Desarrollo y en los planes locales de desarrollo 

acciones tendientes a la socialización, análisis y reflexión de los contenidos 

del IF de la CEV. 

Sobre la UBPD (5.1.1.2): 

• Atender las solicitudes de las víctimas y sus organizaciones referidas a la 

ampliación de su participación en los procesos de búsqueda aprovechando 

su experiencia y conocimiento previo en la materia. Brindarles 

acompañamiento psicosocial, garantías materiales y de seguridad, y 

formación técnica para realizar las acciones de búsqueda de manera 

adecuada para sumarse a los procesos de búsqueda de forma activa. 

• Dotar con los recursos humanos, técnicos y científicos necesarios a las 

entidades involucradas en el proceso de búsqueda, especialmente al 

INMLYCF, atendiendo el parágrafo del art. 5 del Decreto 589 sobre 

Funciones y Atribuciones que establece que el Gobierno Nacional fortalecerá 

esta entidad en su infraestructura física, humana y tecnológica y su cobertura 

territorial. 

• Habilitar las condiciones para dar cuenta del artículo 16 sobre la selección y 

nombramiento del director en 2023, quien deberá ser escogido por el Comité 

de escogencia establecido en el parágrafo del artículo transitorio 7 del Acto 

Legislativo 01 de 2017. 

Sobre la JEP (5.1.2): 

• Abrir formalmente el macro caso sobre violencia sexual anunciado durante el 

periodo de este informe y evaluar la pertinencia de abrir un macro caso sobre 

desaparición forzada. 

• Profundizar los espacios pedagógicos de trabajo con los comparecientes, 

víctimas y comunidades alrededor de las implicaciones de las sanciones 

propias en los territorios de tal suerte que estas contribuyan a las 

transformaciones esperadas y no se constituyan en nuevas frustraciones 

para la población o en desincentivos para los comparecientes87. 

 
87 (i) Fortalecer los procesos de formación a todos los actores involucrados en su desarrollo: 
comparecientes, funcionarios, víctimas, y comunidades, entre otros. A los comparecientes en 
particular, y aquellos que se han recibido beneficios por amnistías y tratamientos especiales, 
motivarlos a participar activamente de los trabajos y obras que se dispongan. (ii) Desarrollar con 
eficiencia el proceso de documentación y certificación de los TOAR en los territorios; en particular, 
aquellos que se desarrollaron con anterioridad y de los cuales no quedó registro. (iii) Procurar que 
los trabajos que se realicen superen las acciones puntuales y coyunturales y se inscriban en 
procesos de cambio de más largo aliento. (iv) Promover la articulación de las sanciones y los TOAR 
con las necesidades de las comunidades y las víctimas y con los diferentes instrumentos de 
planeación: PATR y hojas de ruta, planes locales de desarrollo, los PIRC de los sujetos de reparación 
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• Informar a las víctimas y a la sociedad la relación, límites y articulaciones 

entre las sanciones propias, los procesos de reparación integral que 

desarrolla la UARIV y la URT, los procesos que se adelantan en la justicia 

ordinaria y la justicia internacional. 

• Amplificar los procesos de divulgación y pedagógicos a la ciudadanía en 

general sobre los contenidos de las sanciones propias, su importancia y los 

efectos que se derivan de ellas de tal suerte que se fortalezca la legitimidad 

de la justicia transicional como un modelo propicio para superar el conflicto 

armado88. 

Sobre las Medidas de Reparación Integral (5.1.3): 

• Incorporar de forma integral en el PND la ruta de implementación del punto 

5 del AF en sus diferentes aspectos, con la participación efectiva de las 

víctimas. 

• Garantizar el presupuesto necesario para desarrollar los procesos de 

reparación individual y colectiva comprometidos, y clarificar las rutas a seguir 

para avanzar significativamente en la reparación integral, considerando los 

problemas presupuestales y las necesidades y derechos de las víctimas. 

• Mantener los esfuerzos en la articulación de las medidas de reparación entre 

las diferentes instancias del estado responsables a nivel nacional y territorial, 

con las entidades del SIVJRNR y los demás proyectos y programas 

derivados de la implementación del A.F. 

Sobre el Compromiso con la promoción de los DDHH (5.2): 

• Avanzar con decisión en la expedición y puesta en marcha del PNADDHH, 

el Capítulo Étnico y la Política pública de DDHH y los pueblos indígenas. La 

adopción de una política efectiva de prevención, promoción y garantía de los 

DDHH puede aumentar significativamente las posibilidades de construir una 

paz estable y duradera. 

 
colectiva, entre otros. (v) Asegurar el compromiso y la acción de las autoridades locales y regionales 
(incluidas las entidades nacionales con presencia territorial: UARIV) para que coadyuven en la 
facilitación de condiciones para llevarlos a cabo y para que su desarrollo aporte en las 
transformaciones del territorio, en especial en los PDET, pero no exclusivamente estos. 
88 (i) Garantizar la participación de las víctimas acreditadas en todos los momentos vitales del 
proceso de formulación de las sanciones: formulación, ejecución, evaluación y seguimiento, 
considerando los tiempos, los intereses y las situaciones de las víctimas en función de evitar la acción 
con daño. (ii) Lograr que los proyectos restaurativos se conciban y proyecten con atención a 
necesidades y oportunidades de los territorios combinando habilidades y conocimientos de los 
sancionados con las realidades locales. (iii) Asegurar las condiciones materiales, financieras y de 
seguridad para que los comparecientes las puedan desarrollar, y las víctimas y comunidades puedan 
beneficiarse de estas. 
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Punto 6 – Implementación, Verificación y Refrendación 

Las herramientas de implementación y verificación del A.F., consagrados en el 

Punto 6 incluyen la Comisión de seguimiento Impulso y Verificación a la 

Implementación del A.F. –CSIVI– (A.F. 6.1); el Plan Marco de Implementación – 

PMI–; las disposiciones de orden presupuestal e institucional necesarias para 

asegurar la implementación (A.F. 6.1.1); las medidas que garanticen la 

transparencia del proceso (A.F. 6.1.2); las prioridades para la implementación 

normativa (A.F. 6.1.9 y 6.1.10); los mecanismos internacionales de verificación (A.F. 

6.3), de acompañamiento internacional (A.F. 6.4) y las herramientas de difusión y 

comunicación que el A.F. contempla para adelantar la difusión de la implementación 

y tareas de pedagogía (A.F. 6.5). 

Para hacer seguimiento al estado de la implementación del Punto 6 del A.F., en 

primer lugar, la ST verificó los avances durante el período de análisis en los temas 

de prioridad del decimosegundo informe, especialmente, en lo relacionado con los 

cambios en el funcionamiento de la CSIVI. Así mismo, se verificaron los avances 

adicionales que resultó necesario reportar a criterio de la ST, en particular los 

elementos que surjan de nuevas herramientas de política pública como la política 

de ‘Paz Total’ y el documento de las Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-

2026 que tiene por título ‘Colombia Potencia Mundial de la Vida’; en segundo lugar, 

la ST verificó cómo las iniciativas políticas y programas del Gobierno Nacional 2022-

2026, impulsan o modifican la implementación del A.F. y si tales políticas, así 

mismo,  son convergentes, divergentes, o impulsan en términos de correspondencia 

con el Acuerdo, y si generan riesgos de retroceso.  

1. Análisis temático 

1.1.  Tema 1: Mecanismos de verificación  

1.1.1.  Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación de la 

Implementación del Acuerdo Final -CSIVI89- 

El A.F. establece a la CSIVI como un mecanismo encargado de resolver diferencias, 

hacer seguimiento a la implementación integral del A.F. y verificar su cumplimiento, 

impulsar la implementación, producir informes periódicos de seguimiento a los 

avances y recibir insumos de instancias encargadas de la implementación (A.F., 

6.1).  

 
89 Esta sección fue modificada el 22 de diciembre de 2022 para incluir en ella los resultados de la 
sesión de la CSIVI celebrada ese mismo día. 
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Durante el período de análisis del presente informe el evento de implementación 

más importante fue la instalación, el pasado 2 de octubre, de la CSIVI con la 

presencia del Presidente de la República, el Ministro del Interior y el Alto 

Comisionado para la Paz; por parte de Comunes, asistieron Rodrigo Granda, 

Manuela Marín y Federico Montes -delegados de Comunes ante la Comisión-; y 

como representantes de la comunidad internacional, el Embajador de la República 

de Cuba, el Embajador del Reino de Noruega y el jefe de la Misión de Verificación 

de las Naciones Unidas en Colombia. 

Durante el acto de instalación de la CSIVI en Bogotá, el Presidente de la República 

indicó que la CSIVI operará según lo estipulado en el A.F., en el sentido de 

“impulsarla para que cumpla su cometido dentro de la decisión del Gobierno actual 

–mi decisión– de cumplir con los acuerdos ya firmados” (Presidencia de la 

República, 2022). 

Durante el período de análisis del presente informe, la ST conoció que desde el 2 

de octubre la CSIVI se ha reunido quincenalmente. Las últimas dos sesiones de la 

Comisión en 2022 se celebraron el 9 y el 22 de diciembre. 

Durante la sesión del 22 de diciembre se prorrogó la vigencia de la CSIVI (A.F. 6.1) 

por cuatro años hasta enero de 2027 ; se establecieron los criterios para el 

funcionamiento de la Comisión con la convocatoria de sesiones exclusivas 

quincenales y cada tres meses con la IEANPE y la Instancia de Género (A.F. 6.1); 

se aclararon las “competencias y capacidad de articulación con las entidades del 

Estado y las acciones para la implementación de la Unidad para la Implementación” 

(CSIVI-Comunes, 2022) (A.F. 6.1); se establecieron los cronogramas y planes de 

trabajo para 2023. El componente Comunes en la CSIVI advirtió sobre la 

importancia de la constatación normativa que el Partido debe hacer según lo 

establecido en el A.F. (6.1.9; 6.1.10; 6.1.11). También se acordó la reactivación de 

la instancia de los notables (A.F. 6.3.2) con la participación del Ministerio de 

Relaciones Exteriores. Adicionalmente el componente Comunes mencionó su 

preocupación por “la ausencia y falta de trabajo coordinado de la Unidad Nacional 

de Protección y la necesidad de que se incluyan de manera inmediata en la 

implementación, así como formulación de acciones que fortalezcan la seguridad de 

firmantes del Acuerdo (A.F. 3.4.7.1.). De igual forma, “las partes mostraron 

preocupación por la situación de presos políticos que no han recibido el beneficio 

tras seis años del [A.F.] y continúan los trabajos con sus equipos jurídicos para 

solucionar sus situaciones” (CSIVI-Comunes, 2022).  

En las anteriores reuniones de la CSIVI se abordaron, entre otros, los siguientes 

asuntos: preparación de un comunicado conjunto sobre la oferta del gobierno de los 
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Estados Unidos para acompañar la implementación del Capítulo Étnico del A.F; 

presentación de las representantes de la Instancia Especial Mujeres (IEM) para el 

Enfoque de Género en la Paz y del Plan de Trabajo de la IEM; la metodología para 

la convocatoria a una Cumbre de Instancias derivadas del A.F y la metodología para 

llevar a cabo el lanzamiento de la CSIVI a nivel territorial en Buenos Aires (Cauca) 

y, finalmente, la coordinación de una reunión de la CSIVI con el director del 

Departamento de Planeación Nacional. 

Esta ST fue invitada a asistir a la Cumbre de Instancias derivadas del A.F., antes 

mencionada, que tuvo lugar en Bogotá el 11 de noviembre de 2022 y a la que 

asistieron por parte del Gobierno Nacional el Ministro del Interior y la Consejera para 

la Estabilización y la Consolidación (e), entre otros funcionarios, y los 

representantes del Partido Comunes Rodrigo Granda, Federico Montes y Manuela 

Marín, además de representantes de las misiones diplomáticas de la República de 

Cuba y del Reino de Noruega y el jefe de la Misión de Verificación de las Naciones 

Unidas en Colombia. 

El 23 de noviembre se celebró el aniversario de los seis años de la firma del A.F. en 

la ciudad de Cartagena, con la presencia del Presidente de la República; el Ministro 

de Relaciones Exteriores; el director de la Agencia para la Renovación del Territorio; 

los tres delegados de Comunes ante la CSIVI y el presidente del Partido; el Jefe de 

la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia; Hernán Martínez, 

representante de la Cancillería de la República de Cuba y Niels Martin, embajador 

del Reino de Noruega en Colombia. 

En su discurso durante el acto de celebración, el Presidente de la República reiteró 

el compromiso expresado en su discurso de posesión de implementar el A.F.: 

“Definitivamente nuestros esfuerzos de pacificación se pueden estrellar contra la 

barbarie si los tiempos de la barbarie son los que se van imponiendo por no hacer 

las correcciones adecuadas. Primera (sic) corrección adecuada es cumplir este 

Acuerdo de Paz” (Presidencia de la República 23 de noviembre de 2022). Asimismo, 

anunció el compromiso de no solo mantener los recursos adicionales para la 

implementación en el Presupuesto General de la Nación (PGN), sino que los 

recursos “crecerán más con las adiciones presupuestales que se programan a raíz 

de la aprobación de la reforma tributaria” (Ibid). 

Por su parte, el delegado del Partido Comunes ante la CSIVI, Rodrigo Granda, 

señaló en su discurso el valor positivo que tienen los actos de contenido simbólico 

y político para la implementación, sin embargo, señaló que esos actos deben estar 

acompañados de hechos y en ese sentido, expresó la importancia de que el Plan 

Nacional de Desarrollo incluya un capítulo especial dedicado a la implementación 
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del A.F., ya que el documento de las Bases del Plan Nacional de Desarrollo no se 

compadece con las necesidades de implementación del A.F.. Así mismo, se refirió 

a la importancia de revisar los indicadores y metas del PMI y en consecuencia de 

esa revisión hacer los ajustes en el presupuesto asignado. 

La ST registra como un avance en la implementación del A.F., la convocatoria a la 

Cumbre de Instancias y los actos de conmemoración de los seis años de la firma 

del A.F.: poner en común de todas las instancias y otras entidades del Estado con 

responsabilidades en la implementación las experiencias en esa labor, puede llevar 

al impulso de la implementación del A.F., toda vez que son escenarios en los que 

las entidades se pueden valer del conocimiento y experiencia de otras instancias y 

entidades y mejorar sus capacidades en el trabajo de implementación. 

El 30 de diciembre de 2022 el Gobierno Nacional expidió el decreto 2647 que 

reestructura la Presidencia de la República. El decreto otorga funciones en cuanto 

a la implementación del A.F. a la Oficina del Alto Comisionado para la Paz y crea la 

Unidad de Implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera. Entre las funciones que el decreto le 

otorga a la OACP están: la articulación con “entidades del Gobierno Nacional, la 

empresa privada, los organismos internacionales y las autoridades departamentales 

y locales”, para la implementación del A.F.; con la ANT formular, estructurar y 

ejecutar políticas y programas para la implementación del A.F. en coordinación con 

el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; formular, estructurar y ejecutar 

políticas y programas “para la reinserción, reintegración y reincorporación de los 

integrantes que firmen procesos de paz”; “Articular la implementación de la 

normativa necesaria para el cumplimiento de los compromisos derivados de los 

Acuerdos de Paz”; hacer seguimiento y controlar los recursos para la 

implementación de los Acuerdos de Paz; determinar las necesidades financieras 

para la implementación del A.F.; coordinar la “rendición de cuentas y verificación de 

cumplimiento de los compromisos derivados de la implementación de los Acuerdos 

de Paz, así como su alineación con el plan de gobierno y la articulación con las 

entidades de gobierno y organismos internacionales de verificación y seguimiento”; 

“Ejercer la ordenación del gasto del Fondo Colombia en Paz - FCP y sus 

subcuentas” (Decreto 2647 de 2022, p. 15). 

Para la nueva Unidad de Implementación del Acuerdo Final para la Terminación del 

Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, el Decreto 2647 

establece las siguientes funciones: 

1. Asesorar al Alto Comisionado para la Paz en la formulación, estructuración y 

desarrollo de las políticas, programas y proyectos que se requieran para la 
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implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera, en coordinación con las 

entidades competentes.  

2. Coordinar atendiendo los lineamientos del Alto Comisionado para la Paz, las 

directrices y líneas de política que permitan la implementación del Acuerdo 

Final, para dar cumplimiento a las decisiones pactadas. 

3. Realizar seguimiento al cumplimiento de los compromisos derivados del 

Acuerdo Final y de su alineación con el Plan de Gobierno. 

4. Apoyar los procesos de articulación entre las entidades del Gobierno Nacional, 

la empresa privada y los organismos internacionales en función de la 

implementación del Acuerdo Final, con el fin de dar cumplimiento a los 

compromisos pactados. 

5. Articular y verificar la relación entre las entidades del Gobierno Nacional y las 

autoridades departamentales y locales, en la función de la implementación 

del Acuerdo Final, con el fin de dar cumplimiento a los compromisos para los 

territorios intervenidos. 

6. Realizar el seguimiento a la implementación del Acuerdo Final, con las 

entidades del Gobierno Nacional y demás actores, de conformidad con la 

misionalidad y competencias de cada uno.  

7. Las demás que le correspondan de acuerdo con la naturaleza de la 

dependencia y las que le sean asignadas por el Alto Comisionado para la 

Paz. (Ibid, p. 17). 

La nueva estructura de la Presidencia de la República y en consecuencia de la 

OACP, de quien dependerá la nueva Unidad para la Implementación del A.F., la 

persona encargada de las responsabilidades de la implementación puede limitar y 

retrasar funciones de la implementación, toda vez que según la Ley, el rango del 

cargo en el que fue nombrada la nueva directora, no tiene facultades de 

ordenamiento de gasto, nominación ni un equipo de apoyo a la gestión. Si bien el 

nuevo decreto define funciones de coordinación con otras entidades, no establece 

en cabeza de qué funcionario del Gobierno Nacional estará la representación del 

del Presidente de la República en los órganos institucionales de Gobierno con 

responsabilidades en la implementación (por ejemplo, en la Agencia Nacional de 

Tierras, la Agencia de Reincorporación y Normalización, y en la Agencia de 

Desarrollo Rural), facultades que el Decreto 2647 no otorga a la OACP o a la 

funcionaria nombrada en la Unidad para la Implementación. Así mismo, cabe 
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resaltar que la ST desconoce si esa persona continuará representando al Presidente 

de la República en la CSIVI como lo establece el decreto vigente de esa 

designación. A la fecha de corte del presente informe, el Decreto 720 del 10 de 

mayo de 2022 que designa a los representantes del Gobierno Nacional en la CSIVI 

no se ha modificado, por lo que aún son los representantes del Gobierno Nacional 

ante la CSIVI, el Ministro del Interior, el Alto Comisionado para la Paz y la Consejera 

para la Estabilización y la Consolidación. De igual forma, los cambios en la 

Secretaría Técnica del componente Comunes en la CSIVI, así como la falta de 

claridad en la nueva estructura de la Presidencia de la República y por consiguiente 

de la Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación y la Oficina 

del Alto Comisionado para la Paz, aún impiden que las labores de la CSIVI tomen 

el ritmo necesario para adelantar el trabajo de implementación del A.F. 

La historia institucional que ha tenido la implementación del A.F., incluso desde dos 

años antes de que se firmara en noviembre de 2016 muestra que en 2014 el 

Gobierno Nacional modificó la estructura del DAPRE y creó el Ministerio Consejero 

para el Posconflicto, Derechos Humanos y Seguridad, cuya principal función era la 

de “Articular la visión de conjunto del Gobierno sobre el post-conflicto” (Decreto 

1649 de 2014). En 2015, ese Ministerio Consejero tuvo mayores responsabilidades 

en tanto el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 creó el Consejo Interinstitucional 

para el Posconflicto. En 2017, con el decreto 672, se creó la Alta Consejería 

Presidencial para el Posconflicto que mantuvo el rango ministerial y las funciones 

que tuvo el Ministerio para el Posconflicto, Derechos Humanos y Seguridad. En 

2019 se modificó nuevamente la institucionalidad para continuar la implementación 

del A.F. con la Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, 

que concentró en un solo funcionario todas las responsabilidades relacionadas con 

la implementación del Acuerdo Final. 

Frente al documento de Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, este solo 

hace una sola mención sobre la CSIVI:  

Las instancias de participación y veeduría creadas por el Acuerdo Final se 
fortalecerán y darán mayor legitimidad a la implementación de los compromisos. La 
activación y dinamización de la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a 
la Implementación del Acuerdo Final (CSIVI) permitirá socializar y discutir 
anualmente los avances a los firmantes del Acuerdo (Bases del Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026 p. 33). 
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El 4 de noviembre de 2022 fue sancionada la Ley 2272 de 2022 que adiciona, 

modifica y prorroga la ley 418 de 1997 (Ley de orden Público). La prórroga de la Ley 

establece, en el parágrafo 2° de su artículo 6°, que:  

El Gobierno Nacional garantizará el efectivo funcionamiento de las instancias y 
mecanismos dispuestos en el punto 6 del Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, suscrito entre el Gobierno 
Nacional y las FARC-EP, y en el Decreto 1995 de 2016 (ley 2272 de 2022 p.4). 

La garantía del efectivo funcionamiento de las instancias creadas en el punto 6 del 

A.F., y en particular de la CSIVI, es convergente con las disposiciones del Acuerdo 

y una forma de impulsar su implementación en los términos y en la secuencia allí 

establecidos. 

1.1.2. Plan Marco de Implementación -PMI- 

El A.F. (6.1.1), estableció el Plan Marco de Implementación -PMI- como una 

herramienta para “garantizar la implementación de todo lo acordado” que debía 

aprobarse cuatro meses después de la constitución de CSIVI. Para lograr su 

cometido, el A.F. indica que el PMI debe incluir los objetivos, las prioridades, los 

indicadores, las recomendaciones y las medidas necesarias para la correcta 

implementación del A.F., además de establecer el cronograma, las instituciones 

responsables y las distintas fuentes de financiación (A.F., 2016. p 171-172). 

La Secretaría Técnica encuentra algunos retrasos en la implementación del PMI. El 

primero de ellos, como lo ha señalado en pasados informes la ST, es que el PMI 

fue aprobado en marzo de 2018 cuando el A.F. (6.1.1) establece que debía 

aprobarse en abril de 2017 (ST, 2022. p. 153). El segundo retraso corresponde a  la 

revisión anual que la CSIVI debe hacer del PMI, según lo estipula el A.F., revisión 

que no se ha hecho a la fecha de corte del presente informe, después de seis años 

de la firma del mismo; además, la ST tampoco conoce proyectos para su revisión. 

En tercer lugar, no se han anualizado todos los indicadores del PMI y finalmente, 

tampoco se han territorializado los indicadores. 

El documento de las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 incluye tres 

elementos relacionados con el Plan Marco de Implementación. En primer lugar 

señala que “la Oficina del Alto Comisionado para la Paz liderará un proceso para 

fortalecer el Plan Marco de Implementación (PMI), con el acompañamiento técnico 

del Departamento Nacional de Planeación (DNP)” (Bases del Plan Nacional de 

Desarrollo p. 33); en segundo lugar, indica que “se diseñará e implementará el 

Programa Ciencia para la Paz y la Ciudadanía, que impulsará la generación del 

conocimiento científico para el cumplimiento de los acuerdos del Plan Marco de 

Implementación” (Ibid p. 32) y finalmente, el documento en mención señala que “el 
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DNP liderará una estrategia para que las entidades territoriales incorporen en sus 

instrumentos de planeación las apuestas en aras de avanzar en la construcción de 

paz y sigan los compromisos del PMI” (Ibid, p.33).  

El documento CONPES 3932 establece que 

la adecuada implementación del Acuerdo Final requiere de la incorporación del PMI 
en los próximos PND a través de planes cuatrienales de implementación durante los 
periodos de Gobierno 2018-2022, 2022-2026, 2026-2030 y 2030-2034. Esta 
propuesta debe elaborarse bajo el entendido de que la paz es un proceso de largo 
plazo, cuyo éxito depende de la coherencia y la trazabilidad que exista entre los 
cuatro planes de desarrollo vigentes durante la implementación del PMI (Documento 
CONPES 3932 de 2018 p. 26). 

Teniendo en cuenta la disposición del documento CONPES 3932, y para lograr una 

implementación en los términos y secuencia dispuestos en el A.F., resulta 

indispensable que el documento del Plan Nacional de Desarrollo que se presente al 

Congreso de la República, incluya un capítulo de paz específico para la 

implementación del Acuerdo de Paz que sea consistente con el PMI y  con la 

revisión de sus indicadores. Esta es la segunda ocasión en que se puede hacer tal 

ejercicio de armonización, y en consecuencia, es una nueva oportunidad para 

implementar correctamente el A.F. La inclusión de ese capítulo de paz en el 

proyecto del PND que se presente al Congreso, además, debe incluir un capítulo 

para el Plan Cuatrienal de Implementación del A.F. y el Plan Plurianual de 

Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 (A.F. 6.1.1).  

1.1.3. Sistema Integrado de Información y Medidas para la transparencia 

El A.F. estipuló la creación del Sistema Integrado de Información –SIIPO–, como 

una herramienta para contribuir con la transparencia en la implementación del A.F., 

facilitar el seguimiento y la verificación del PMI, así como de los recursos invertidos 

en la implementación (A.F., 6.1.5). 

La implementación del SIIPO ha permitido el seguimiento cuantitativo y cualitativo 

de la implementación del A.F. Para el periodo de observación del presente informe, 

la CPEC reporta que de los 554 indicadores (517 del PMI más los indicadores 

exclusivos de los Planes Nacionales Sectoriales) faltan 19 indicadores por ficha 

técnica. De estos, 11 deben ser modificados y esa modificación debe ser aprobada 

en CSIVI. Si bien las fichas técnicas permiten el seguimiento de la implementación, 

la ST ha señalado en sus anteriores informes que el SIIPO tiene dos limitaciones: 

la primera de ellas, es que aún no se aprueba la totalidad de las fichas técnicas y la 

segunda, tiene que ver con el alcance territorial disponible en la herramienta y su 

actualización, pues al no contar con la desagregación territorial de la información no 
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es posible conocer los avances, retrasos o dificultades en la implementación de 

manera diferenciada por región PDET o por entidad territorial. 

Finalmente, el documento de las Bases del Plan Nacional de Desarrollo indica que 

se incluirán en el SIIPO “otras apuestas de construcción de paz como los aportes 

de las entidades territoriales, el avance en los PDET, el modelo de sustitución de 

cultivos ilícitos y la estrategia para implementar las recomendaciones de la Comisión 

de la Verdad” (Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 pp. 33), con lo que 

se solucionaría uno de los dos retrasos señalados por la ST. 

1.1.4.   Mecanismos Internacionales de Verificación 

El A.F., creó un mecanismo de verificación con un componente internacional con el 

propósito de “comprobar el estado y avances de la implementación [de los 

acuerdos], identificar retrasos o deficiencias, brindar oportunidades de 

mejoramiento continuo, así como contribuir a fortalecer su implementación” (A.F. 

6.3). El Componente de Verificación Internacional está conformado por la Misión de 

Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, el Componente de Verificación 

Internacional de la CSIVI y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos –OACNUDH–. Si bien la información disponible en el 

SIIPO para el indicador F.415 “Convenios con comunidad internacional para 

implementación del mecanismo de verificación internacional” muestra que para 

2021 se cumplió con el 100% de las metas trazadas para ese año, la información 

publicada no registra los avances para 2022. 

Frente a la Misión de Verificación de las Naciones Unidas, que tenía una duración 

prevista de tres años, la ST registra que el Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas aprobó la tercera extensión de su mandato desde el 29 de octubre de 2022 

hasta el 31 de octubre de 2023. En el marco de esta nueva extensión, el Consejo 

de Seguridad solicitó al Secretario General que “le presente recomendaciones 

detalladas al Consejo sobre la forma en que se realizarían las tareas adicionales de 

verificación de la implementación de los puntos 1 (Reforma Rural Integral) y 6.2 

(Capítulo Étnico) del Acuerdo Final” (Consejo de Seguridad, 2022. p. 2). Esta es la 

cuarta oportunidad en la que se amplía el mandato de la Misión y la segunda en que 

se amplían sus funciones: en octubre de 2021 la extensión del mandato incluyó la 

tarea de verificar el cumplimiento y la implementación de las sanciones propias, y 

los Trabajos, Obras y Actividades con Contenido Restaurador-Reparador (TOAR), 

de la Jurisdicción Especial para la Paz. 

A la fecha de corte del presente informe, el Secretario General ha presentado 20 

informes sobre la Misión de Verificación de la ONU en Colombia al Consejo de 
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Seguridad, el último de ellos el 27 de septiembre de 2022, que abarca el periodo 

entre el 28 de junio y el 26 de septiembre de 2022. 

En su informe, el Secretario General señaló frente a la seguridad y protección de 

los excombatientes, que “fueron asesinados 15 excombatientes de las FARC-EP 

(todos hombres), 11 de ellos en julio, lo que convierte este mes en el más mortífero 

para los excombatientes desde 2019” (Consejo de Seguridad, 2022. p. 11); y frente 

a la dinámica regional de la violencia, según el informe:  

continúan las acciones de grupos armados ilegales y las disputas por el control del 
territorio y las economías ilícitas en zonas con limitada presencia del Estado, lo que 
subraya la importancia de las nuevas iniciativas de paz y seguridad que se están 
poniendo en marcha (ibid). 

Adicionalmente, frente a las labores de observación y verificación de las sanciones 

propias que impondrá la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), expresas en la 

resolución que amplió por tercera vez el mandato de la Misión, el informe del 

Secretario General indica que 

[...] la Jurisdicción Especial para la Paz sigue avanzando hacia la imposición de sus 
primeras sanciones propias, entre otras cosas celebrando audiencias públicas 
destinadas a responder a las demandas de reparación y no repetición de las 
víctimas y a fomentar la reconciliación” (Consejo de Seguridad, 2022. p. 13).  

El 14 de octubre de 2022, en una declaración de prensa “los miembros del Consejo 

de Seguridad reiteraron su pleno y unánime apoyo al proceso de paz en Colombia. 

Resaltaron la importancia de asegurar la implementación integral del Acuerdo Final 

de Paz” (Misión de Verificación de la ONU en Colombia, 2022), tras la entrega del 

Informe Trimestral del Secretario General de las Naciones Unidas al Consejo de 

Seguridad sobre la Misión de Verificación en Colombia. 

La Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación, por su parte, 

ha presentado con el presente, 12 informes sobre la implementación integral del 

A.F.; seis informes de verificación sobre el enfoque de Género y tres más sobre el 

enfoque Étnico, además de un informe sobre la implementación del A.F. en las 16 

zonas PDET presentado en abril de 2022. La ST, en cumplimiento de su misión, 

convocó a un evento de presentación de su XI informe de la implementación del AF 

el 21 de septiembre en Apartadó, Antioquia. 

La ST no ha recibido información útil en materia de la implementación del A.F., de 

manera periódica y oportuna del apoyo técnico de las instancias que componen el 

Componente Internacional de Verificación de la CSIVI, como lo establece el A.F. 

(6.3.2).  
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1.1.5. Herramientas de difusión y comunicación 

El A.F. estipula tres herramientas para la difusión y la comunicación “para generar 

confianza y credibilidad frente al Acuerdo Final” (A.F. 6.5): las Emisoras para la 

Convivencia y la Reconciliación (Emisoras de Paz) en FM, de interés público, clase 

“C” en las zonas más afectadas por el conflicto; un espacio en la televisión 

institucional y una estrategia de difusión en redes sociales sobre el Acuerdo y su 

implementación. 

De las tres herramientas dispuestas en el A.F. para la “difusión y la comunicación”, 

dos ya terminaron su proceso de implementación: el espacio en la televisión pública 

institucional y la estrategia en redes sociales. Frente a las Emisoras para la 

Convivencia y la Reconciliación, durante el periodo de observación del presente 

informe no se han activado emisoras adicionales, lo que no significa un retraso en 

el ritmo de implementación en el subtema 6.5 del A.F., pues el 10 de febrero de 

2022 fue aprobada la puesta en marcha de cuatro nuevas emisoras en Tumaco, 

Nariño; Fundación, Magdalena; San Vicente del Caguán, Caquetá y San José del 

Guaviare, Guaviare, que deben estar al aire en 2023. A la fecha de corte del 

presente informe están operativas 12 de las 20 Emisoras para la Convivencia y la 

Reconciliación y está previsto que, tras la entrada en operación de las cuatro 

emisoras previstas para 2023, en 2024 estén al aire las 20 Emisoras acordadas en 

el A.F.  

El A.F (6.5) también estipula que  

Después de los dos primeros años de funcionamiento, Radio Televisión Nacional de 
Colombia – RTVC administrará estas emisoras por cuatro años más en los 
que la programación se asignará, bajo los principios que rigen la radio de interés 
público, de la siguiente manera: un tercio para las organizaciones de víctimas en 
esos territorios, un tercio para ECOMÚN y un tercio para organizaciones 
comunitarias de esos territorios, con el fin de promover la convivencia, la 
reconciliación y la construcción de la paz (A.F 6.5). 

A la fecha de corte del presente Informe, y según información de RTVC enviada a 

la ST por CPEC, “estos contenidos identificados como ‘Programación por tercios’ 

las emisoras se han desarrollado en las emisoras de Ituango, Chaparral, Fonseca, 

Convención y San Jacinto” (RTVC 2022 p. 6). En consecuencia, esta disposición 

del A.F., se ha implementado según los tiempos establecidos, pues las cinco 

emisoras que emiten la “Programación por tercios”, ya cumplieron sus dos años de 

operación. 
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1.1.6. Conclusiones 

Los compromisos establecidos para los mecanismos de implementación y 

verificación iniciaron, pero tienen retrasos y controversias que limitan el 

cumplimiento, en total correspondencia, con el A.F. La reactivación de la CSIVI 

y el anuncio del Gobierno Nacional de que su convocatoria continuará, es un avance 

en la implementación del A.F. Sin embargo, los procesos de empalme de las 

Secretarías Técnicas de los componentes de Gobierno y de Comunes en la 

Comisión, aún no permiten que su funcionamiento se dé según lo estipulado en el 

A.F. La ST destaca que los mecanismos internacionales de verificación siguen 

operando de manera oportuna y según lo estipulado en el A.F y que el Consejo de 

Seguridad de las Naciones Unidas manifestó su apoyo unánime a la implementación 

del A.F., hecho que se demuestra con la ampliación del mandato de la Misión de 

Verificación en Colombia y con la nuevas tareas de verificación en los puntos 1 y 

6.2 del A.F. 

El Gobierno Nacional expidió el Decreto 2647 que reestructura la organización de 

la Presidencia de la República. Con el Decreto desaparece la Consejería 

Presidencial para la Estabilización y la Normalización cuyas funciones fueron 

asumidas por la OACP y al interior de ésta, crea la Unidad de Implementación del 

Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 

Estable y Duradera, que en adelante asume las tareas de la implementación. La ST 

encuentra que se deteriora el rango del cargo de la persona encargada de las 

labores de implementación, por lo que esas tareas pueden verse limitadas o 

retrasadas. Así mismo, cabe resaltar que la ST desconoce si esa persona 

continuará representando al Presidente de la República en la CSIVI como lo 

establece el decreto vigente de esa designación. 

Dos retrasos que persisten en la implementación del punto 6 del A.F. son la revisión 

anual del PMI; y la aprobación de la totalidad de las fichas técnicas para los 

indicadores de seguimiento cualitativo y cuantitativo de la implementación del A.F. 

en el SIIPO, que, adicionalmente, aún no ofrece información territorializada, lo que 

impide hacer seguimiento adecuado al estado de la implementación del A.F con un 

enfoque territorial. 

La ST resalta el compromiso expresado por el Presidente de la República en el 

sentido de implementar el A.F. así como mantener los recursos para la 

implementación y agregar nuevos recursos provenientes de la aprobación de la 

reforma tributaria. 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

199 

Finalmente, frente a las nuevas herramientas de política, el documento que se 

conoció de las Bases del Plan Nacional de Desarrollo plantea, sin que en él haya 

especificidad en cuanto a metas o indicadores, elementos que pueden impulsar la 

implementación del A.F. como la activación y dinamización de la CSIVI, el 

fortalecimiento del PMI y la actualización del SIIPO. El documento de Bases del 

Plan de Desarrollo no incluye un capítulo específico sobre la implementación del 

A.F., elemento que resulta crítico para la implementación del A.F, en los términos y 

con la secuencia establecida en el A.F. Adicionalmente, la aprobación de la ley 2272 

de 2022 que modifica adiciona y prorroga la ley 418 de 1997 (Ley de Orden Público), 

la ST encuentra que la inclusión de un capítulo de Paz en los planes de desarrollo 

nacional y territoriales y la garantía de funcionamiento de las instancias previstas en 

el punto 6 del A.F. son consistentes con su implementación y muy probablemente 

la impulsarán. La inclusión de recursos para la implementación, finalmente, en el 

Plan Plurianual de Inversiones que debe ser presentado con el Plan Nacional de 

Desarrollo, es una oportunidad única para dar un impulso a la implementación del 

Acuerdo de Paz de forma transversa (A.F. 6.1.1). 

1.2. Tema 2: Implementación normativa 

En el periodo que cubre este informe, la implementación normativa del A.F. avanzó 

debido al paquete legislativo presentado por el Gobierno del Presidente Gustavo 

Petro, el cual incluye una serie de reformas que están directamente relacionadas 

con el A.F. y/o su implementación: i) Reforma Tributaria90; ii) Reforma Política; iii) 

Código Electoral; iv) Paz Total: y v) Reforma Rural Integral (El Espectador, 2022).  

Al respecto, la ST señala que como parte del paquete de normas para la 

implementación de la RRI, fue radicado por el Gobierno Nacional el proyecto sobre 

jurisdicción agraria, cuyo objetivo es la creación de una “Corte Agraria y Rural” para 

resolver controversias frente a la propiedad, ocupación y tenencia de inmuebles en 

zonas rurales del país. Para su aprobación, el proyecto requiere de ocho debates, 

de los cuales ya ha cumplido dos . Además, la ST resalta la radicación del proyecto 

para la reforma de la política anticorrupción, que ya surtió dos debates en el Senado, 

debe ser aprobada por la Cámara en tercer y cuarto debate antes del 16 de 

diciembre para que no sea archivada en 2023 (El Universal, 2022).  

 
90 Con la sanción presidencial de la nueva Reforma Tributaria, el Gobierno Nacional aumentó los 
recursos destinados al sector justicia, así como aquellos dirigidos a la reforma agraria, temas que 
hacen parte del Acuerdo Final de Paz, y que son la apuesta del Presidente para lograr la paz total.  
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Sobre el resto de ajustes normativos que están pendientes de tramitar, los mismos 

se pueden agrupar acorde a la nueva agenda legislativa del Gobierno, de la 

siguiente manera:  

a) Reforma política:  

● “Misión Electoral Especial sobre reforma política y electoral” (A.F. 

6.1.10, n).  

● “Normas para la creación, promoción y fortalecimiento de los 

mecanismos de control y veeduría ciudadana y de observatorios de 

transparencia” (A F 6.1.10, m); 

● “Ley y o normas del sistema de financiación de partidos” (A F 1 10 c); 

● “Leyes y o normas de desarrollo sobre garantías y promoción de la 

participación de la ciudadanía” (A F 1 10 ); 

● “Ley y/o normas para la adopción de medidas contra la corrupción” 

(A.F. 6.1.10, k). 

b) Reforma Rural Integral: 

● Reforma a la Ley 160 de 1994 (Sistema Nacional de Reforma Agraria 

y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición 

de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se 

dictan otras disposiciones). 

● Tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores(as) (A.F. 

4.1.3.4); 

● Normas relativas a la implementación de los puntos 1 y 4 del A.F.  

       

Para el 2022 y 2023, la ST identifica dentro de la agenda legislativa del Gobierno 

Nacional, varios proyectos de reformas constitucionales que responden a la 

normatividad priorizada en el A.F. o tienen algún impacto positivo en el proceso de 

implementación del mismo. De los proyectos radicados, todos deben surtir algún 

tipo de debate para que no se archiven en el término de la segunda legislatura del 

2022. 

1.2.1. Conclusiones 

II. En lo que tiene que ver con la implementación normativa, el estado de 

implementación se mantiene iniciado, con avances, retrasos según el 

cronograma definido en el A.F., y en correspondencia parcial con 
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este. La ST reitera su preocupación por el incumplimiento de normas 

necesarias para avanzar en la implementación del A.F., en particular, con 

la normativa relacionada con la “Reforma Rural Integral” y el tratamiento 

penal diferenciado para pequeños cultivadores(as), destacando su 

inclusión dentro del primer paquete legislativo del nuevo Gobierno 

Nacional. 

III. Hasta el momento, todavía persisten 10 prioridades91 con normas o 

trámites pendientes, siendo un incumplimiento a lo establecido en el 

punto 6.1.10 del A.F., dado que estas debían implementarse durante el 

primer año de implementación del Acuerdo.  

 

1.3. Tema 3: Financiación 

El A.F (6.1.1) establece que el PMI “contendrá las distintas fuentes de financiación 

y las instituciones responsables de la implementación según corresponda” (A.F., 

2016, p. 197). En su undécimo informe, la ST presentó el balance del seguimiento 

a la financiación, verificación y actualización de las cifras de ejecución de recursos 

para el periodo de 2017 al cierre de la vigencia de 2021. Además, la ST incluyó un 

análisis detallado del gasto por cada una de las fuentes de financiación establecidas 

en el PMI. En este informe, la ST presenta un seguimiento a la financiación y 

asignación de recursos para la vigencia de 2022 y la programación presupuestal 

dentro del Presupuesto General de la Nación para 2023.  

Cumplimiento de las metas de financiación del A.F y programación presupuestal 

2017-2022 

En total, para el periodo de entre 2017-2021, se apropiaron y ejecutaron recursos 

por $39,7 billones a precios de 2021, lo que corresponde al 87% de lo esperado 

 
91 (i) Reforma a la Ley 160 de 1994 (Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones); (ii) Tratamiento penal 
diferenciado para pequeños cultivadores(as) (A.F. 4.1.3.4); (iii) Reforma a la Ley 1448 de 2011 (Ley 
2078 de 2021, Ley de Víctimas y Restitución de tierras), de acuerdo a lo señalado en el proceso 
participativo establecido (A.F. 6.1.10, h); (iv) Reforma a la Ley 152 de 1994 orgánica del Plan 
Nacional de Desarrollo; (v) Normas para la implementación de la Reforma Rural Integral (como los 
ajustes a la Ley de Tierras, la Jurisdicción Agraria, el Servicio Público de Adecuación de Tierras, la 
Adjudicación de Baldíos) y la Sustitución de Cultivos Ilícitos; (vi) Misión Electoral Especial sobre 
reforma política y electoral (A.F. 6.1.10, n); (vii) “Normas para la creación, promoción y fortalecimiento 
de los mecanismos de control y veeduría ciudadana y de o servatorios de transparencia” (A F 6.1.10, 
m); (viii) “Ley y o normas del sistema de financiación de partidos” (A. F. 1 10 c); (ix) “Leyes y o normas 
de desarrollo sobre garantías y promoción de la participación de la ciudadanía” (A F 1 10 ); y (x) “Ley 
y/o normas para la adopción de medidas contra la corrupción” (A .F. 6.1.10, k) (STCIV, 2022, p. 160-
161).  
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para ese periodo ($45,63 billones a precios de 2021) y un avance de 25% del total 

de recursos destinados para el periodo de 15 años de implementación ($154,9 

billones a precios de 2021), una marcada aceleración durante el 2021, pues durante 

el 2020, la implementación de recursos frente al total fue del 15%. Sin embargo, 

pese al aumento financiero de la implementación durante el 2021 (del 64,24% frente 

al 2020), y aunque este ha sido el único año en el que la implementación superó lo 

planeado dentro del MFMP, aún es insuficiente para cumplir con lo planeado dentro 

del PMI. Se presenta un atraso en el cumplimiento de los compromisos del A.F. y 

un eventual incumplimiento de los tiempos prometidos, lo que disminuye la 

confianza de las comunidades, aumentando el riesgo para la implementación.  

La programación de recursos para 2022 se reduce a la mitad de lo implementado 

durante el 2021, es decir, es el 66,29% de lo planeado dentro del MFMP, con una 

asignación total de recursos por $6,51 billones, por lo que se ve un retorno a la 

tendencia usual durante los periodos de 2017-2019 de la programación y ejecución 

de recursos frente a lo planeado dentro del MFMP. 

 

Gráfica 1. Ejecución vs. programación MFMP de los recursos para la 

implementación (cifras en billones de pesos a precios constantes de 2021).  

 
Fuente: Elaboración propia con base en el Sexto informe sobre la ejecución de los recursos 

y cumplimiento de las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones 

de la Contraloría.  

Según lo muestra la gráfica y al analizar las vigencias, se observa un aumento de 

la ejecución a partir del 2018 con un pico de ejecución presupuestal durante el 2021 

y una reducción en términos reales (después de descontar la inflación de precios al 
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consumidor en el cálculo de crecimiento de los montos) que es significativa durante 

el 2022.  

Desde el inicio de la implementación del A.F., la mayoría de los recursos estuvieron 

orientados a la implementación del Punto 1, y en menor proporción al Punto 4 y 

Punto 5. El Punto 1, que contiene la RRI, para el bienio 2021-2022 registró un 

aumento de 50% en la ejecución frente al bienio anterior (2019-2020). Luego del 

bienio 2017-2018 hay un cambio en el orden de ejecución y de implementación, 

priorizando el Punto 5, Víctimas del Conflicto, sobre el Punto 4, Solución al problema 

de Drogas Ilícitas. En el último periodo, el Punto 5 tuvo un aumento de ejecución 

del 33% mientras que el punto 4 tuvo un aumento de 11,8%.  

Respecto al Componente de Paz del PPI del PND, de $44,4 billones a precios 

constantes de 2021 planeados para el cuatrienio 2019-2022, se ha ejecutado 81,3% 

de los recursos ($36,1 billones) del 2019 al 31 de marzo de 2022; el 18,69% restante 

aún se encuentra sin distribuir incluyendo la asignación presupuestal para 2022 

(CGR, 2022), por lo que aún faltan por apropiar $9,16 billones par cumplir con lo 

programado en el Componente de Paz para el Cuatrienio 2019-2022 (CGR, 2022). 

La ejecución 2019-2022 del Componente de Paz del PPI del PND, muestra que los 

pilares con menor ejecución de recursos son; (5.6) Derechos Humanos, con el 

17,73%; (1.3) Salud, con el 21,35%; (1.7) Garantía progresiva del derecho a la 

alimentación (37,3%); en contraste con los pilares (1.6) Producción agropecuaria y 

economía solidaria y cooperativa y (1.2) infraestructura y adecuación de tierras que 

cuentan con una asignación de recursos maypro y una sobre ejecución que casi 

que triplicó la asignación (una ejecución de 196,51% y 136,96% respectivamente).  

La Contraloría ha indicado desde su tercer informe (2019) que la programación 

indicativa por punto y pilar en el PND (2018-2022) no fue acorde en proporción a la 

distribución de recursos del PMI, lo que llevó a rezagos en la implementación y un 

bajo avance en algunos indicadores y metas trazadoras (CGR, 2022).  

Ley de PGN 2023 y PND 

En octubre pasado fue aprobado el Presupuesto General de la Nación (PGN) por 

$405,62 billones (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2022), un aumento de 

15,75% frente al presupuesto de 2022, que fue de $350,4 billones, y con una adición 

presupuestal de $14,14 billones (3,6%) para 2023 frente a lo presentado 

inicialmente, de $391,43 billones. La ST no conoce las disposiciones 

presupuestales totales por punto para la implementación del A.F., ni lo 

presupuestado para inversión y gastos de funcionamiento que se suele publicar en 

el Anexo Gasto Construcción de Paz del PGN, que no se publicó luego de la adición 
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presupuestal. La ST, sin embargo, evidenció un aumento en la asignación 

presupuestal para 2023 principalmente en las entidades enfocadas a la 

implementación del Punto 1 del A.F. (Congreso de la República, 2022). 

 

Tabla 1. Asignaciones del PGN, cifras en millones.  

Sección en 

PGN 2023 

Total 

sección 

2022 

Inversión 

2022 

Total 

sección 

2023 

Inversión 

2023 

Variación 

anual 

presupuesto 

Variación 

anual 

inversión 

ARN $247.447 $3.000 $255.733 $2.500 3,35% -16,67% 

ART $103.336 $46.609 $85.793 $24.209 -16,98% -48,06% 

Unidad de 

Restitución 

de Tierras 

$277.790 $214.981 $424.718 $354.958 52,89% 65,11% 

ANT $308.291 $271.339 $1.055.665 $976.413 242,42% 259,85% 

Agencia de 

Desarrollo 

Rural 

$260.700 $223.008 $694.121 $607.453 166,25% 172,39% 

Unidad de 

Atención y 

Reparación 

Integral a 

las Víctimas 

$2.167.547 $1.398.957 $2.541.693 $1.660.174 17,26% 18,67% 

Centro de 

Memoria 

Histórica 

$66.939 $53.790 $48.594 $34.464 -27,41% -35,93% 

Jurisdicción 

Especial 

para la Paz 

$374.898 $156.074 $558.211 $177.667 48,90% 13,84% 

Comisión 

de la 

Verdad 

$81.000 $28.892 - - - - 

UBPD $142.102 $59.296 $161.065 $71.396 13,34% 20,41% 
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Fuente: Elaboración propia con base en el PGN 2023.  

En la tabla 1 la ST recopila la asignación presupuestal, en el marco de la aprobación 

del PNG. Para el 2023, hay un aumento sustancial para la Agencia Nacional de 

Tierras (que triplicó su presupuesto), la Agencia de Desarrollo Rural (que duplicó su 

presupuesto) y la Unidad de Restitución de Tierras. Sin embargo, hubo una 

reducción presupuestal en: la Agencia de Renovación del Territorio; el Centro 

Nacional de Memoria Histórica; y en la Agencia para la Reincorporación y la 

Normalización. En los rubros donde hubo un aumento presupuestal, la variación 

porcentual frente a lo presupuestado en 2022 supera la inflación de precios al 

consumidor, que a octubre fue de 12,22%, lo que representa un aumento 

presupuestal en términos reales.  

En el marco de la conmemoración del sexto aniversario de la Firma del A.F., el 

Presidente de la República afirmó que los recursos programados para su 

implementación, específicamente en el Punto 1 Reforma Rural Integral, “crecerán 

más con las adiciones presupuestales que se programan a raíz de la aprobación de 

la reforma tributaria” (Presidencia de la República, 2022). Sin embargo, no 

especificó qué proporción de los $20 billones que espera recaudar la reforma 

tributaria serán destinados a la implementación del A.F.  

Según lo dispuesto en las bases del Plan Nacional de Desarrollo presentado para 

el cuatrienio 2022-2026, el Gobierno presenta la iniciativa de “Paz total” en la que 

establece que el A.F. “será la piedra angular para poder avanzar hacia la paz total” 

(Departamento Nacional de Planeación, 2022, p.159). Así, el PND estará enfocado 

en la implementación del Punto 1 RRI, y Punto 4 Solución al problema de drogas 

ilícitas del A.F.; aceleración de los PDET; consolidación del Catastro Multipropósito 

y el tránsito hacia el Sistema de Administración del Territorio.  

Dentro de las bases, el Gobierno espera fortalecer los instrumentos de seguimiento 

a la implementación del A.F., con lo que busca: (i) fortalecer el Plan Marco de 

Implementación en armonía con el Departamento Nacional de Planeación; (ii) mayor 

monitoreo del SIIPO en avance a los PDET y el modelo de sustitución de cultivos 

ilícitos. No obstante, si bien dentro del Plan Plurianual de Inversiones 2023-2026 se 

establece que la principal fuente de financiamiento es el Presupuesto General de la 

Nación (con el 49,3% del total); seguido del Sistema General de Participaciones 

(24,8) y en tercer lugar los Recursos Propios Territoriales (14,4%), no se incluyen 

asignaciones monetaria o presupuestales específicas para lograr los objetivos 

propuestos dentro de las Bases en correspondencia con el A.F., incluyendo su 

principal iniciativa de “Paz Total” basada en la RRI. Tampoco se incluyen 
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asignaciones específicas o compromisos de inversión para los demás puntos del 

A.F. 

Ejecución y programación de recursos por fuente de financiación 

El A.F (6.1.1) establece que el PMI “contendrá las distintas fuentes de financiación 

y las instituciones responsables de la implementación según corresponda” (A.F., 

2016, p. 197). En desarrollo de este compromiso, el PMI cataloga seis fuentes para 

financiar la implementación del A.F.: (i) el Presupuesto General de la Nación, (ii) el 

Sistema General de Participaciones, (iii) el Sistema General de Regalías, (iv) los 

Recursos de la cooperación internacional, (v) los recursos propios de las entidades 

territoriales, y (vi) los recursos del sector privado (PMI, 2018, p. 211). 

El PGN ha sido la principal fuente de recursos para financiar la implementación del 

A.F., como se estableció en el PMI. Para el periodo 2017-2021 se ejecutó un total 

de $24,96 billones (CGR, 2022), con un cumplimiento del 170,6% de la meta de 

ejecución prevista en el MFMP para esta fuente de financiación, con una 

participación mayor a la prevista dentro del PMI (36%). En segundo lugar, se 

encuentra la Cooperación internacional que reporta una ejecución del 130,6% de la 

meta, con una participación de 19,5%, superior a la prevista dentro del PMI (de 

8,9%); privados (61,4%); y SGR con una ejecución del 54,3% y una participación 

similar a la prevista (15,2%). La menor ejecución presupuestal provino, por un lado, 

de la fuente de SGP, con una ejecución del 2,6% de lo previsto en el MFMP y con 

una participación de 0,8%, muy inferior a lo estipulado dentro del PMI, de 29,2%; y 

por otro lado, de los recursos propios de las Entidades Territoriales, con una 

ejecución del 45,3% de la meta, con una participación de 2,6% del total de recursos 

ejecutados, inferior a lo prevista dentro del PMI (4,3%). El PGN y la Cooperación 

internacional son las únicas fuentes de ingreso que han cumplido la programación.  

Tabla 2. Ejecución de los recursos para la implementación del AF por fuente 

de financiación vs. programación MFMP (cifras en billones de pesos a precios 

de 2021).  

Fuente MFMP 2017-

2021 

Ejecución 

2017-2021 

% Ejecutado Participación 

MFMP 

Participación 

total recursos 

ejecutados 

PGN 14,63 24,96 171% 32% 63% 

SGP 12,85 0,33 3% 28% 1% 

Entidades 2,36 1,07 45% 5% 3% 
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territoriales 

SGR 8,92 4,84 54% 19% 12% 

Cooperación 

Internacional 

5,94 7,76 131% 13% 19% 

Privados 1,4 0,86 61% 3% 2% 

Total 46,1 39,82 86% 100% 100% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría. 

 

Tabla 3. Programación de los recursos para la implementación del A.F. por 

fuente de financiación vs. MFMP (cifras en billones de pesos a precios de 

2021).  

Fuente MFMP 2022 Programa 

2022 

% Programado Participación 

total recursos 

programados 

PGN 3,42 6,13 179% 94% 

SGP 2,76 0,05 2% 1% 

Entidades territoriales 0,44 0,12 27% 2% 

SGR 1,49 0 0% 0% 

Cooperación 

Internacional 

1,01 0,21 21% 3% 

Privados 0,7 0 0% 0% 

Total 9,82 6,51 66% 100% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría.  

 

La ejecución por fuente de financiamiento respecto al Componente de Paz, que 

incluye la planeación para 2022, tiene un comportamiento similar a la del MFMP en 

el orden de participación de fuentes de financiamiento; sin embargo, la fuente de 

Cooperación Internacional aún no cumple la programación, incluso con los recursos 

asignados hasta el momento para 2022, por lo que deberían ser apropiados $8 
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billones en lo que resta del 2022 para el cumplimiento de las metas (CGR, 2022). 

Las demás fuentes de financiación, así como en el MFMP, se encuentran en atraso 

al cumplimiento de las metas como lo muestra la siguiente tabla:  

Tabla 4. Planeación y ejecución de recursos del Componente de Paz del PND 

por fuente de financiación (cifras en billones de pesos a precios constantes 

de 2021). 

Fuente Planeación 

Componente 

de Paz PND 

2019-2022 

Ejecución 

2019-2022 

% ejecución % participación 

PND 

% participación 

ejecución 

PGN 13,5 26,02 193% 30% 72% 

SGP 15,6 0,37 2% 35% 1% 

Entidades 

territoriales 

1,6 1,17 73% 4% 3% 

SGR 5,7 3,01 53% 13% 8% 

Cooperación 

Internacional 

4,9 4,68 96% 11% 13% 

Privados 3 0,83 28% 7% 2% 

Total 44,3 36,08 81% 100% 100% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría.  

A continuación, se detallan los aspectos más importantes de la ejecución del gasto 

por fuente de financiación con énfasis en la programación para 2022: 

● Presupuesto General de la Nación -PGN- 

El PGN es el de mayor participación y compromisos tanto en la planeación como en 

ejecución en la financiación del A.F. según el PMI, esta fuente 

agrupa los recursos de la nación destinados a la implementación, incluyendo los 
recursos administrados por el FCP, que son distribuidos de la denominada 
[informalmente] “Bolsa Paz” por el Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República –DAPRE– y reportados al Ministerio de Hacienda (ST, 2021, p.348). 

Por medio de esta fuente se han ejecutado $24,96 billones, que representan el 

62,7% del total de los recursos ejecutados para el periodo 2017-2021. Durante la 
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vigencia de 2021 se ejecutaron $9,6 billones a través del PGN, 22% más a lo 

reportado por la ST en su Undécimo informe ($7,85 billones). De los $9,6 billones, 

$7,9 billones se destinaron a 130 proyectos de inversión y $1,6 billones en gastos 

de funcionamiento, de los cuales $333,7 mil millones de transferencias al FCP, el 

20% del total de gastos de funcionamiento (CGR, 2021). Para el 2022 se tiene 

programado ejecutar $6,51 billones por medio del PGN (ibid). 

Entre los proyectos de inversión, como lo señala la Contraloría, una tercera parte 

de los recursos destinados para la paz, equivalente a $2,1 billones (CGR, 2022), se 

ejecutan en proyectos de oferta usual de inversión social de los planes de gobierno. 

Un ejemplo es el proyecto de inversión “Apoyo al desarrollo integral de la primera 

infancia a nivel nacional”: si bien el proyecto mantiene relación con el pilar de 

atención integral a primera infancia (F.F. 1.4.1) no es explícito su aporte a la 

implementación del A.F. y tampoco hay información adicional de la ejecución de 

este y otros proyectos en términos de su relación con el cumplimiento de los 

compromisos del Acuerdo. 

A continuación, se muestran las 14 entidades que han aportado el 80% de la 

ejecución de recursos para la implementación del A.F. del periodo entre 2018-2021 

(CGR, 2022):  

Tabla 5. Ejecución de los recursos del PGN por entidad para el periodo 2018-

2021 (cifras en millones de pesos a precios constantes de 2021). 

Entidad Total 

recursos de 

inversión 

2018-2021 

Total recursos 

PGN (inversión + 

funcionamiento) 

2018-2021 

% participación 

Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar -ICBF- 

$3.071.007 $3.071.007 17% 

Ministerio de Educación 

Nacional 

$1.715.745 $2.180.912 12% 

Departamento 

Administrativo de la 

Presidencia de la República 

$788.744 $1.253.487 7% 

Fondo Colombia en Paz -

FCP- 

$313.747 $1.158.207 6% 

Jurisdicción Especial para $327.081 $1.064.428 6% 
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la Paz -JEP- 

Servicio Nacional de 

Aprendizaje -SENA- 

$843.059 $843.059 5% 

Ministerio del Trabajo $814.592 $816.477 5% 

Departamento 

Administrativo para la 

Prosperidad Social 

$784.191 $784.191 4% 

Instituto Nacional de Vías -

INVIAS- 

$674.715 $674.715 4% 

Ministerio de agricultura y 

Desarrollo Rural 

$634.161 $634.281 4% 

Ministerio de Minas y 

Energía 

$567.696 $567.696 3% 

Policía Nacional - $564.077 3% 

Fondo Nacional de Vivienda 

-FONVIVIENDA- 

$426.438 $426.438 2% 

Agencia de Renovación del 

Territorio -ART- 

$250.302 $401.714 2% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría 

 

Para la vigencia de 2022, de las 12 entidades que han programado el 81% de los 

recursos a través del PGN para la implementación del A.F., solo dos cuentan con 

programación de recursos para la inversión, las demás entidades programaron 

gastos de funcionamiento con cambios en las entidades de mayor participación de 

los recursos (CGR, 2022), según muestra la siguiente tabla: 

 

Tabla 6. Ejecución de los recursos del PGN por entidad para el periodo 2018-

2021 (cifras en millones de pesos a precios constantes de 2021). 

Entidad Total recursos 

de inversión 

2018-2021 

Total recursos 

PGN (inversión + 

funcionamiento) 

% participación 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

211 

2018-2021 

Instituto Nacional de Vías -

INVIAS- 

- $1.036.933 17% 

Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar -ICBF- 

- $938.273 15% 

Departamento 

Administrativo para la 

Prosperidad Social 

- $526.997 9% 

Ministerio de Educación 

Nacional 

- $433.407 7% 

Jurisdicción Especial para 

la Paz -JEP- 

$206.582 $354.178 6% 

Armada del Ministerio de 

Defensa Nacional 

$312.548 $312.547 5% 

Unidad administrativa 

especial de alimentación 

escolar 

- $305.434 5% 

Servicio Nacional de 

Aprendizaje -SENA- 

- $297.275 5% 

Instituto de Planificación y 

Promoción de Soluciones 

Energéticas para las zonas 

no interconectadas -IPSE- 

- $215.338 4% 

Fondo Nacional de Vivienda 

-FONVIVIENDA- 

- $196.123 3% 

Agencia de Renovación del 

Territorio -ART- 

- $188.457 3% 

Agencia para la 

Reincorporación y la 

Normalización -ARN- 

$137.123 $139.960 2% 
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Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría. 

 

Tabla 7. Ejecución de los recursos del PGN por entidad para el periodo 2018-

2021 (cifras en millones de pesos a precios constantes de 2021). 

Punto del A.F. Ejecución 2021 Programación 2022 

1. Reforma Rural Integral 75% 78% 

2. Participación política 0% 1% 

3. Fin del Conflicto 8% 7% 

4. Solución al Problema de Drogas 9% 1% 

5. Víctimas del Conflicto 7% 11% 

6. Implementación y Verificación 1% 2% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría. 

 

Según los puntos del A.F. se puede observar que los recursos del PGN se destinan 
principalmente a la implementación del Punto 1, que constituye la RRI, tanto en lo 
ejecutado para la vigencia de 2021 como lo presupuestado para 2022. Frente al año 
anterior, hay una reducción sustancial de los recursos del PGN para la asignación 
presupuestal del Punto 4 (Solución al problema de drogas) frente a la ejecución del 
2021, una redistribución de los recursos enfocados principalmente a la 
implementación de la RRI y al Punto 2 (Participación política) (CGR, 2022).  

● Obras por impuestos 

Por medio del mecanismo Obras por impuestos, para el periodo entre 2018-2022, 

se encuentran en el Banco de Proyectos de la ART 138 proyectos aprobados por 

un valor total de $903,89 mil millones, sin contar con tres proyectos con obras 

suspendidas92 con un cumplimiento de la meta del 93%: del total de $903,9 mil 

millones de proyectos aprobados, la Contraloría registró una ejecución de $841,9 

mil millones (2022). Para el 2022 se ejecutaron $241,19 mil millones, lo que 

representa un 26,7% del total de recursos para el periodo 2018-2022. Del total de 

proyectos (129 excluyendo los tres proyectos anteriormente mencionados), 90 se 

 
92 Un proyecto en estado En Ejecución por $4.322 y dos en estado Estructurado y Financiado por 
$36.123 para un total de $40.445. 
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encuentran terminados por un valor de $537,2 mil millones, 43 en ejecución ($344 

mil millones) y 5 en estructuración por $22,6 mil millones (CGR, 2022).   

Para el 2022, los proyectos ejecutados por medio de este mecanismo están 

altamente concentrados en proyectos de infraestructura de transporte (51%), 

educación (37,26%) y proyectos de agua potable y saneamiento básico (15%). 70 

proyectos se realizan en subregiones PDET con un costo del 57% del total y el 43% 

restante son proyectos aprobados en zonas no PDET. Antioquia, Arauca, Cauca y 

Casanare capturan el 51% de la inversión (CGR, 2022). 

La ST resalta que este mecanismo de financiación ha aumentado la participación 

de agentes privados dentro de la implementación del A.F. focalizado en subregiones 

PDET y las ZOMAC. Por su parte, la Contraloría y la ST resaltan la necesidad de 

un aumento sustancial del cupo por parte del CONFIS, pues desde el 2018 se 

mantiene en $250 mil millones, lo que ha hecho que en términos reales se cuentan 

con menores recursos para la aprobación de proyectos de Obras por impuestos, así 

como la necesidad de un mayor control, seguimiento y divulgación por parte de 

entidades nacionales a los reportes de ejecución realizados por parte de los 

privados (2022). 

● Sistema General de Regalías -SGR- 

Esta fuente, para el periodo 2017-2021, aportó $4,8 billones a la ejecución del A.F. 

destinado a proyectos aprobados por el OCAD Paz, el 54,3% de lo proyectado en 

el MFMP. Con corte a 2022 se han asignado 820 proyectos en total, con 12 

proyectos aprobados para 2022, sin embargo, aún no se cuenta con asignación 

presupuestal para estos proyectos dentro de los recursos destinados a los OCAD 

Paz (CGR, 2022). La ST resalta que el 98% de la financiación del OCAD Paz 

proviene de la asignación para la paz ($4,4 billones), que debe ser dirigida 

únicamente a municipios PDET.  

La ST destaca que de los $7,5 billones aprobados por este mecanismo, $4,2 están 

contratados en ejecución, $1,2 billones sin contratar, $711 mil millones terminado, 

$692 mil millones contratado sin acta de inicio, $462 mil millones en proceso de 

contratación, $194 mil millones cerrado, $17 mil millones para cierre y $17,4 mil 

millones desaprobados. 

Según el seguimiento a los proyectos aprobados por OCAD Paz en el que se evalúa 

el manejo de los recursos asignados, la contraloría encontró señales de alarma de 

la destinación de recursos como  
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Algunos [proyectos] no tienen alcances relacionados con la consolidación de 
desarrollo rural integral, en contravía de las disposiciones legales que soportan el 
AF [...] Alta aprobación de recursos para fortalecer las actividades de supervisión a 
las entidades ejecutoras. En contravía de la destinación de los recursos de regalías, 
que es solo proyectos de inversión [...] Contratación de proyectos por medio de cajas 
de compensación familiar y asociaciones de municipios, en diferentes sectores, con 
el riesgo de no existir capacidad técnica para responder de manera idónea la 
ejecución de estos proyectos [...] En instituciones financieras se concentran 
recursos aprobados de regalías por $867.781 millones correspondientes a 38 
proyectos. Se corre el riesgo de no existir capacidad técnica específica para 
responder la ejecución de estos proyectos. (CGR, 2022, p.31-32). 

lo que en consideración de la ST, representa un riesgo de posible desviación de 

recursos y de atrasos en la implementación del A.F. También puede redundar en 

una menor confianza por parte de las comunidades en la correcta asignación de 

recursos y en la ejecución de proyectos productivos en los territorios PDET. 

Además, se considera un incumplimiento a lo estipulado en el A.F.  

● Cooperación internacional 

Por medio de la fuente de financiamiento de cooperación internacional, se ejecutó 

el 12,8% de los recursos destinados a la implementación del A.F. entre 2017-2021 

(cerca de $7,8 billones). Para la vigencia de 2021 aportó del 11% de los recursos 

ejecutados ($1,5 billones) que corresponde a un cumplimiento de ejecución de 

147% frente a lo proyectado en el MFMP 2017 (CGR, 2022). La ST resalta que la 

participación de esta fuente de financiamiento se ha reducido en los últimos años, 

por lo que la ST recomienda dinamizar la participación de la cooperación 

internacional por medio de nuevos mecanismos de inversión.  

 

Tabla 8. Distribución de los recursos de cooperación internacional según 

puntos del A.F. (datos en porcentaje del total provisto por esta fuente de 

financiación). 

Punto del A.F. 2017-2022 Ejecución 2021 Planeación 2022 

1. Reforma Rural Integral 36% 45% 13% 

2. Participación política 9% 5% 16% 

3. Fin del Conflicto 8% 4% 14% 

4. Solución al Problema de 

Drogas 

25% 13% 5% 
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5. Víctimas del Conflicto 15% 27% 47% 

6. Implementación y 

Verificación 

7% 6% 5% 

Fuente: Elaboración propia con base en el “Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de 

las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la Contraloría. 

Según los puntos del A.F, entre 2017-2022 la mayoría de los recursos ejecutados 

por medio de esta fuente corresponden al Punto 1 RRI ($2,8 billones), seguido del 

Punto 4 Solución al Problema de Drogas ($1,9 billones) y Punto 5 Víctimas del 

Conflicto ($1,1 billones). La ejecución de recursos durante el 2021 sigue un 

comportamiento similar al del periodo 2017-2022, siendo estos tres puntos del 

acuerdo los de mayores recursos destinados por medio de esta fuente. Sin 

embargo, la planeación de recursos para la vigencia de 2022 plantea una 

reestructuración de prioridades focalizando los fondos en el Punto 5, reduciendo la 

participación del Punto 1 y Punto 4. 

La Contraloría resalta que no hay ningún instrumento que permita que los 

organismos de cooperación internacional reporten  información financiera de sus 

aportes a la implementación del A.F., por lo que los datos presentados pueden 

sobreestimar el total de recursos ejecutados por medio de esta fuente de 

financiación (CGR, 2022). 

● Sistema General de Participación -SGP- y Recursos de las Entidades 

Territoriales 

El SGP ha tenido la menor participación en la financiación del A.F., para el periodo 

2017-2022 cuenta con una ejecución por $0,33 billones lo que representa una 

participación de 0,8% del total de lo ejecutado en ese periodo, equivalente al 2,6% 

de lo planeado en el MFMP para esta fuente. En 2021 se ejecutaron recursos de 

transferencias del SGP por $254,849 millones, valor que duplica la ejecución de 

2020 ($61.027 millones) (CGR, 2022). Por su parte, las Entidades territoriales han 

ejecutado $1,07 billones en el periodo de 2017-2021, un cumplimiento del 45,3% 

respecto a lo planeado en el MFMP (ibid).  

Además, la ST resalta un posible riesgo de financiación por falta de los lineamientos 

necesarios para incorporar los recursos territoriales  

reiterándose los rezagos de ajustes normativos requeridos para habilitar 
nuevos recursos y competencias en el marco de la Ley 715 de 2001 sobre el 
Sistema General de Participaciones y Competencias Territoriales y Ley 
Orgánica de Plan de Desarrollo, Ley 152 de 1994” (CGR, 2022, p.327)  
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que desde la perspectiva de la ST, se entiende como un incumplimiento del A.F. 

(6.1.2) que establece que  

se promoverán mecanismos y medidas para que con recursos del Sistema 

General de Participaciones y el Sistema General de Regalías se contribuya 

a financiar la implementación de los acuerdos, incluyendo los territorios 

priorizados para los planes de acción para la transformación regional de los 

PDET” (Acuerdo de Paz, 2016, p.310).  

1.3.1. Conclusiones 

La ST encontró un aumento en la financiación del A.F. durante 2021 cumpliendo la 

meta establecida en el MFMP, y una caída en la programación de recursos para 

2022 regresando a la tendencia usual de 2017-2019 pese a las cifras 

significativamente mayores de recursos para la implementación durante 2021.  

La ST resalta como principales logros y cumplimiento, que el PGN es la principal 

fuente de financiación como se establece en el MFMP. La cooperación internacional 

ha tenido una participación mayor a la proyectada en el MFMP y está cerca de 

cumplir con lo proyectado en el PND, siendo estas dos fuentes las únicas que han 

cumplido con lo establecido dentro del MFMP. Sin embargo, la ST resalta una 

posible sobrestimación de los recursos ejecutados por medio de esta fuente, debido 

a que no hay instrumentos legales que obliguen a los organismos de cooperación 

internacional a reportar información financiera.  

Por su parte, la fuente del Sistema General de Participaciones presenta un menor 

aporte a lo programado dentro del PND y el MFMP, la ST resalta un posible riesgo 

de financiación debido a la falta de lineamientos para incorporar los recursos 

territoriales. Respecto al mecanismo de obras por impuestos, que, si bien dinamizó 

la inversión en subregiones PDET y en las ZOMAC, la ST señala un posible riesgo 

de desfinanciamiento, pues este mecanismo no ha tenido un aumento sustancial de 

recursos disponibles desde 2018, haciendo que en términos reales, los fondos 

destinados a la inversión sean menores, es decir, que el aumento entre periodos 

sea inferior a la inflación de precios al consumidor.  

A través del SGR, que ha permitido un avance importante en la implementación del 

A.F. por medio de los OCAD Paz, la Contraloría encontró un posible 

desaprovechamiento de recursos, un mal uso de los recursos asignados, escasa 

posibilidad de seguimiento de los proyectos y proyectos sin relación a la 

implementación del A.F. La ST resalta la necesidad de mayor control a la 

implementación de los recursos, ya que, sin el debido seguimiento, supone un 
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riesgo de desfinanciamiento y de atraso a la implementación del A.F. por los 

menores recursos destinados a proyectos OCAD Paz. 

1.4. Enfoques transversales de género y étnico 

1.4.1. Enfoque de Género 

El punto 6 del A.F. establece que “el enfoque de género debe ser entendido y 

aplicado de manera transversal en la implementación de la totalidad del Acuerdo”. 

Sin embargo, la Contraloría General de la República (2022, p. 272) señala que si 

bien  

hasta 2022 se han realizado 161 sesiones técnicas con las entidades 

implementadoras [...] se resalta la necesidad de los lineamientos para la 

transversalización del enfoque de género de la Consejería Presidencial para la 

Equidad de la Mujer se traduzcan en la adopción conceptual de género en su 

totalidad; esto es, incluir, además de las mujeres, a todas las identidades de género 

y orientaciones sexuales diversas (Contraloría General de la República, 2022, 

p.273).  

Sigue presente el llamado que ha hecho la ST desde el décimo informe sobre la 

inclusión de personas con orientación sexual y de género diversa. De hecho, la 

Contraloría señala que  

el enfoque de género está siendo entendido como el reporte estadístico de mujeres 

beneficiadas de la oferta institucional, el presupuesto se está reportando a través 

de un ejercicio de [distribución entre los puntos del A.F.] y no se están creando 

bolsas de recursos dispuestos específicamente para el enfoque de género que 

permitan operar por oferta y no por demanda de manera aleatoria (Contraloría 

General de la República, 2022, p.273). 

En este caso, la ST reconoce que es fundamental que las “entidades 

implementadoras [contengan] como mínimo categorías en sus registros para la 

desagregación por sexo, orientación sexual e identidad de género” (Contraloría 

General de la República, 2022, p.273). Si se mantiene la noción binaria de hombre-

mujer en el ejercicio de la implementación del Enfoque de Género, se está dejando 

por un lado la esencia con la que este nació, la cual es darle una oportunidad a las 

poblaciones tradicionalmente segregadas y discriminadas que se alejan del 

espectro binario heterosexual. 

Durante el periodo del informe tuvo lugar el “Primer Encuentro Nacional de la 

Coordinadora Nacional de Mujeres”, el cual reunió a múltiples organizaciones de 
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mujeres que luchan por la implementación del enfoque de género en el A.F., con la 

finalidad de generar mecanismos que impulsen el enfoque en los seis puntos del 

acuerdo (CNR Comunes, 2022). Además, la ST encontró que  

en el 2021 y primer trimestre del 2022, se llevaron a cabo 4 sesiones plenarias de 

Alta Instancia de Género de Gobierno (3 en el 2021 y 1 en el 2022), espacios en 

[donde intervino] la Instancia Especial de Mujeres de la CSIVI. Adicionalmente, [...] 

durante 2021 [la CPEC] realizó 21 espacios de diálogo con la Instancia Especial de 

Mujeres de la CSIVI (Contraloría General de la República, 2022, p.272). 

Sin embargo, la ST hace un llamado pues “la Instancia de Alto Nivel de Gobierno, 

no cuenta con asignación presupuestal” (Ibíd, 2022, p.272). Esto representa un 

riesgo para el funcionamiento de la Instancia porque puede afectar su labor de 

coordinar y hacer seguimiento a la implementación del A.F. 

Por otro lado, la ST reporta que hubo una reducción del 92% del Presupuesto 

General de La Nación, que estaba asignado al enfoque de género del Punto 6, al 

pasar de $798 mil millones de pesos en la vigencia del 2020 a $61 mil millones para 

el 2021, es decir, una reducción de $713 mil millones de pesos (Contraloría General 

de la República, 2022, p.272). Durante la vigencia de 2021, la ST identificó que de 

los $61 mil millones reportados, 20 mil millones se destinaron en un proyecto de 

inversión sobre el apoyo a iniciativas con enfoque de género para la autonomía de 

las mujeres a nivel nacional; y los $41 mil millones restantes, fueron destinados a la 

realización de los informes de seguimiento sobre el avance de las medidas para la 

transversalización del enfoque de género. La ST no conoció información sobre la 

ejecución presupuestal del enfoque en la vigencia 2022 y la asignación para 2023 

para el Punto 6, ni el presupuesto destinado para la transversalización del enfoque 

para esas mismas vigencias. No obstante, la ST hace un llamado sobre la falencia 

en la información presupuestal presentada por la Contraloría, dado que los datos 

presentados en las tablas sobre recursos apropiados, no corresponde con la 

descripción textual de dichos recursos, debido a que se presenta un error en la 

identificación de las cifras presentadas. 

En cuanto a la asignación de recursos del Presupuesto General de la Nación, hubo 

un aumento de 41% entre la vigencia de 2020 y 2021, al pasar de $102 mil millones 

a $174 mil millones. Este aumento se debe principalmente al “incremento de los 

recursos reportados para el pago de incentivos a familias PNIS con jefatura 

femenina” (Contraloría General de la República, 2022, p.265). No obstante, la ST 

identificó que el apartado con mayor decrecimiento en la financiación, fue el Pilar 
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4.3. relacionado a la “Solución al fenómeno de producción y comercialización de 

narcóticos”, dado que presentó una reducción del 96% en el presupuesto de 2021 

debido a la baja en los recursos reportados por parte del Ministerio del Interior, 

pasando de $238 millones en 2020 a $9.3 millones en 2021 para la estrategia 4.3.2 

Contra los activos involucrados en el narcotráfico y el lavado de activos (Contraloría 

General de la República, 2022, p.265). 

De igual forma, la ST identificó que pese a que el Pilar 4.2. relacionado a la 

Prevención del Consumo y Salud Pública cuenta con cuatro indicadores de género 

del PMI, no reportó apropiación de recursos tanto para la vigencia de 2020 como 

para el 2021(Contraloría General de la República, 2022, p.266). 

La ST recalca la necesidad e importancia de que las entidades implementadoras 

entiendan de forma integral y a cabalidad el enfoque de género y la población a la 

que está enfocado, porque hasta el momento, la implementación se está limitando 

a beneficiar a las mujeres, dejando por fuera, bien sea de la información de 

resultados de los programas o de la ejecución de esos mismos programas, a la 

población con identidad de género y orientación sexual diversa. Por eso, la ST 

reconoce que es importante que se generen herramientas para la identificación de 

esta última población, para poder hacer un seguimiento al impacto que los diferentes 

programas tengan sobre ellos. 

1.4.2. Enfoque Étnico 

El Punto 6 del A.F. incluye el Capítulo Étnico (A.F. 6.2), el cual contiene una serie 

de salvaguardas para los seis puntos, incluyendo la creación de una Instancia 

Especial de Alto Nivel con Pueblos Étnicos –IEANPE– “para el seguimiento de la 

implementación de los acuerdos”. Esta instancia tendrá funciones como consultora 

representante e interlocutora de primer orden de la CSIVI”, “sin detrimento de las 

funciones y atribuciones que tengan instancias de gobierno propio y de participación 

que ya existen” (A.F 2.3 p. 209). Este capítulo también incluye como salvaguarda, 

que las fuentes de financiación “no involucrarán aquellos acuerdos en materia 

presupuestal que ya se hayan realizado entre el Gobierno Nacional y los Pueblos 

Indígenas y afrocolombianos, consignados en el Plan Nacional de Desarrollo 

vigente y demás políticas consultadas y concertadas” (Ibíd, p 209.). 

En cuanto a la primera salvaguarda que hace referencia a la creación de la IEANPE 

y las funciones de la misma, el Observatorio de Derechos Humanos registró durante 

el segundo trimestre de 2022, un total de 203 hechos victimizantes, con 422.866 

indígenas afectados por acciones violatorias contra los DD. HH. y el DIH, 
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pertenecientes a 29 Pueblos Indígenas (ONIC, 2022). Frente a esto, la ST encontró 

que en agosto del 2022, el Gobierno Nacional publicó el documento de 

“lineamientos y acciones del Gobierno Nacional para el respeto y garantía de los 

DD. HH. en Colombia” en el que se actualiza el Plan Nacional de Educación en DD. 

HH., el cual cuenta con un Capítulo Étnico “construido de la mano y con el consenso 

de las comunidades” (Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, 2022. 

p 12). El objetivo es crear insumos para la construcción del Plan Nacional de Acción 

en DD. HH., que contará con un Capítulo Étnico, según lo acordado en una reunión 

el 8 de octubre de 2021, entre la Consejera Presidencial para los Derechos 

Humanos, funcionarios de la Consejería para la Estabilización y Consolidación, y 

los integrantes de la IEANPE (ST, 2022).  

La IEANPE publicó en junio del 2022, un balance de la implementación del Capítulo 

Étnico del Acuerdo de Paz en el cual señala que: el nivel de cumplimiento de los 97 

indicadores étnicos que incluye el PMI es inferior al 10%, y el trazador presupuestal 

para la paz, continúa sin dar cuenta de la programación y ejecución de los recursos 

para el cumplimiento del Capítulo Étnico (IEANPE, 2022 p 14). Además, se señala 

que el Capítulo Étnico no cuenta con un ítem étnico en el trazador presupuestal para 

la paz, lo que se convierte en la principal dificultad en el seguimiento a la 

implementación de dicho capítulo. Por su parte, la CPEC informó que para la 

vigencia 2021, 10 entidades nacionales focalizaron recursos en el trazador 

Construcción de paz para 14 proyectos de inversión asociados a 38 indicadores 

étnicos. Así mismo, en la vigencia 2022, 8 entidades asociaron 34 indicadores 

étnicos PMI en 13 proyectos de inversión marcados con el trazador de paz (CPEC, 

2022). 

La IEANPE resalta en su informe la ausencia de un mecanismo de acompañamiento 

internacional, sin embargo, el 3 de octubre el gobierno de Estados Unidos suscribió 

un acuerdo con Colombia para acompañar la implementación del Capítulo Étnico, 

en el marco de una reunión entre el secretario de Estado de ese país, Antony 

Blinken, la IEANPE y la Vicepresidenta Francia Márquez. El pasado 27 de octubre 

el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas prorrogó el mandato de su Misión 

de Verificación en Colombia hasta el 31 de octubre de 2023, y solicitó “al Secretario 

General que […] presente recomendaciones detalladas al Consejo de Seguridad 

sobre la forma en que se realizarán las tareas adicionales de verificación de la 

implementación del Capítulo Étnico del Acuerdo Final” (NN.UU, 2022, p. 2).  

El pasado 9 de septiembre, a través del Decreto 1874, el Presidente de la República 

delegó a la Vicepresidenta diversas funciones dentro de las que se encuentra la 

tarea de coordinar la implementación de las salvaguardas étnicas del Acuerdo Final 

https://colombia.unmissions.org/sites/default/files/res_2655_221027_colombia_.pdf
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de Paz. Por otro lado, el pasado 2 de octubre el Gobierno Nacional instaló la 

Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo 

Final (CSIVI) con prórroga de funcionamiento hasta el 31 de enero del 2023. 

El 13 de octubre durante el Encuentro Nacional de Pueblos Étnicos, en el que 

estuvieron la directora de la Unidad para la Implementación del A.F., Gloria Cuartas; 

el director de la ART, Raúl Delgado; el Ministro del Interior, Alfonso Prada y 

representantes del componente Comunes ante la CSIVI, la IEANPE presentó sus 

propuestas para el Plan Nacional de Desarrollo -PND- 2022-2026. Por su parte, el 

DNP resaltó en las bases del PND, presentadas el pasado 15 de noviembre, que la 

IEANPE habilitará el seguimiento participativo de los compromisos con los pueblos 

y comunidades étnicas que han sufrido un daño desproporcionado por causa del 

conflicto armado (DNP, 2022). 

Respecto a la financiación, la Contraloría General de la República en su Sexto 

Informe de Seguimiento a los Recursos del Posconflicto 2022, señaló que durante 

el periodo 2018-2021, se ha destinado un total de $853.209 millones a la 

implementación del Capítulo Étnico del A.F., los cuales llegan a representar cerca 

del 4% del mismo. Además, señala que el punto de reincorporación política y social 

presenta un alto riesgo de incumplimiento debido a la ausencia de asignación de 

recursos (Contraloría General de la República, 2022).  

La ST señala que la implementación del Capítulo Étnico ha sido parcial y con 

retrasos con respecto a lo establecido en el A.F. En este sentido, la ST considera 

necesario incluir un ítem étnico en el trazador presupuestal de paz para poder hacer 

un seguimiento detallado de la ejecución presupuestal y la implementación de este 

enfoque; avanzar en la implementación del Capítulo Étnico en el Plan Nacional de 

Acción en Derechos Humanos, y la inclusión de las propuestas presentadas por la 

IEANPE en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 

1.5. Oportunidades de mejora 

Mecanismos de seguimiento a la implementación 

● Para dar un impulso financiero a la implementación y asegurar la existencia 

de una estructura suficiente para la gestión que requiere esa implementación, 

incluir un capítulo de paz para la implementación del Acuerdo de Paz en el 

proyecto del PND consistente con el PMI y en ese capítulo incluir una sección 

para el Plan Cuatrienal de Implementación del A.F. y el Plan Plurianual de

 Inversiones, como lo estipula el AF. (6.1.1). 

● Para asegurar un mejor funcionamiento de las instancias para dar impulso a 

la implementación, en particular para Comisión de Seguimiento, Impulso y 

https://twitter.com/hashtag/AcuerdodePaz?src=hashtag_click
https://twitter.com/RenovacionCo
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Verificación de la Implementación del Acuerdo Final -CSIVI-, es necesario: 

Mantener sesiones quincenales de la CSIVI y contar con mecanismos de 

seguimiento bipartitos a los compromisos que en ella se establecen. Así 

mismo, con el objeto de incentivar la participación ciudadana, diseñar y poner 

en marcha un sistema de comisiones temáticas y territoriales para el ejercicio 

de las funciones de la CSIVI según lo establece el A.F (6.1.6)  

● Para mantener una capacidad directiva y administrativa suficiente, asegurar 

que la funcionaria responsable de la implementación cuente con la capacidad 

de ordenar el gasto en los programas y proyectos de implementación y que 

sea designada como directiva de las agencias con responsabilidades en la 

implementación. 

● Con el objeto de mostrar de manera diferencial los avances de la 

implementación, producir informes periódicos. Desde la CSIVI o de manera 

ocasional, como lo establece el Acuerdo, en un compromiso que afirma que 

esta instancia “podrá generar reportes temáticos especializados o 

territoriales relacionados con los componentes del A.F.” (6.1.6).  

● Para identificar avances y retrasos en la implementación y mantener un 

impulso programático sostenido a las acciones de implementación en función 

de las condiciones fiscales es necesario adelantar la revisión anual el PMI 

según lo establece el A.F., en particular “en materia de políticas públicas, 

programas y reformas que tengan en cuenta las particularidades de las 

mujeres y de los pueblos étnicos, incluyendo indicadores de impacto que 

permitan identificar el avance de la implementación al respecto.” (A.F. 6.1.1). 

● Para hacer un seguimiento eficaz a la implementación del A.F y conocer su 

estado resulta necesario que en el Sistema de Información para el 

Posconflicto el DNP puede incluir información con desagregación territorial 

para los indicadores de seguimiento a la implementación del A.F, y la ficha 

técnica de los 20 indicadores que aún no la incluyen, y revise las 11 fichas 

técnicas de indicadores cuya revisión y cambios deben ser aprobados por la 

CSIVI (A.F. 6.1.5). 

 

Implementación normativa 

● Para lograr el cumplimiento en materia de implementación normativa, la ST 

destaca la función otorgada a la CISIVI en la constatación de los proyectos 
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legislativos, lo que impulsará una agenda conjunta en el Congreso de la 

República (A.F. 6.1.9). 

Financiación 

● Para que el mecanismo de obras por impuestos alcance su potencial es 

necesario hacer mayor seguimiento físico y financiero de las obras 

ejecutadas por medio del mecanismo y ampliar su capacidad y alcance. 

● Para asegurar que los gastos reportados respondan a los compromisos de 

implementación revisar los criterios con los que las entidades ejecutoras 

reportan los proyectos de implementación del A.F. para evitar que se reporten 

proyectos de oferta usual de inversión social de los planes de gobierno.  

● Para sentar lineamientos para incorporar los recursos territoriales dentro del 

SGP y recursos de las entidades territoriales, tramitar las reformas 

normativas pendientes a la Ley 715 de 2001 y Ley 152 de 1994. 

● Para mejorar la transparencia en la ejecución de los recursos destinados a 

los OCAD Paz, resulta indispensable fortalecer, en el DNP, el proceso de 

verificación de los requisitos por parte de los ejecutores de los proyectos, 

principalmente en asuntos de seguimiento y capacidad de ejecución. 

● Para diferenciar los gastos corrientes de la Nación y las regiones se requiere 

que el Ministerio de Hacienda mantenga el marcador presupuestal para la 

paz, ajustando su diseño y que considere la inclusión de marcadores 

combinados de género y étnicos. 

Enfoque de Género 

● Para lograr una efectiva implementación de las disposiciones del Enfoque de 

Género es necesario que las entidades con responsabilidades en la 

implementación adopten el concepto de género en su totalidad, incluyendo a 

personas con identidades de género y orientaciones sexuales diversas, 

mediante la utlizaciónde categorías en sus registros para la desagregación 

de la población por su sexo, orientación sexual e identidad de género 

correspondiente. 

Enfoque Étnico 

● Para hacer un seguimiento detallado de la ejecución presupuestal y la 

implementación del Enfoque Étnico, es necesario incluir un indicador étnico 

en el trazador presupuestal de paz (A.F. 6.1.9), lo cual puede hacerse en el 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

224 

Plan Nacional de Desarrollo o en una medida de tipo administrativo en su 

defecto. 

● En el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos un componente 

diferencial étnico, articulado con las salvaguardas que hacen parte del 

Acuerdo Final (A.F. 6.2.3). 
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Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de las metas del 

componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones. Disponible en: 
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Anexos 

Siglas y Glosario 

SIGLA NOMBRE DESCRIPCIÓN 

AAI 
Asistencia Alimentaria 

Inmediata 

Corresponde a los pagos mensuales en efectivo 
por $1.000.000 durante 12 meses, para el 
sostenimiento económico de las familias 

vinculadas al PNIS. 

 

ACNUDH-
OACNUDH 

Oficina del Alto 
Comisionado de las 

Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos 

Organismo especializado de las Naciones Unidas 
que tiene el mandato de promover y proteger el 

goce y la plena realización, para todas las 
personas, de todos los derechos contemplados 

en la Carta de las Naciones Unidas y en las leyes 
y tratados internacionales en materia de 

derechos humanos. 

ADR 
Plan Departamental de 
Extensión Agropecuaria 

Instrumento de planificación cuatrienal, en el cual 
cada departamento, en coordinación con sus 
municipios y distritos, define los elementos 

estratégicos y operativos para la prestación del 
servicio de extensión agropecuaria en su área de 

influencia (ADR, s.f.). 

AETCR 

Antiguos Espacios 
Territoriales de 
Capacitación y 

Reincorporación 

Se refiere a los Espacios Territoriales de 
Capacitación y Reincorporación cuya figura 

jurídica expiró el 15 de agosto de 2019. Según 
anuncios del Gobierno, estos se transformarán 

en centros poblados, o extensiones de 
corregimientos. Siguen operando bajo la 

administración de la ARN, según lo estipulado en 
el Decreto 1629 del 9 de septiembre de 2019. 

A.F 
Acuerdo Final Para La 

Finalización Del 
Conflicto 

Acuerdo Final firmado entre el Gobierno Nacional 
y las Farc-EP el 26 De noviembre de 2017 en el 

Teatro Colón de Bogotá Colombia 

AFRODES 
Asociación de 

Afrocolombianos 
Desplazados 

Organización que tiene como objetivo apoyar y 
capacitar a la población afrocolombiana en 

situación de desplazamiento. 
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ANT 
Agencia Nacional de 

Tierras 

Agencia Especializada creada por Decreto-ley 
2363 de 2015 para ejecutar la política de 

ordenamiento social de la propiedad rural. 
Reemplaza parte de las funciones del Incoder. 

ARN 
Agencia para la 

Reincorporación y la 
Normalización 

Entidad que modifica mediante el Decreto-ley 
897 de 2017, la denominación de la Agencia 

Colombiana para la Reintegración de Personas y 
Grupos Alzados en Armas. Ésta, tiene como 
objeto gestionar, implementar, coordinar y 

evaluar, de forma articulada con las instancias 
competentes, la política, los planes, programas y 
proyectos de Reincorporación y normalización de 

los integrantes de las FARC-EP. 

ART 
Agencia de Renovación 

del Territorio 

Agencia Especializada creada por Decreto-ley 
2366 de 2015 para coordinar la intervención de 
las entidades nacionales y territoriales en las 

zonas rurales afectadas por el conflicto 
priorizadas por el Gobierno Nacional. 

ASFADDES 
Asociación de Familiares 

de Detenidos-
Desaparecidos 

Es una organización no gubernamental creada 
en el año 1982 aunando esfuerzos entre 

familiares de detenidos-desaparecidos dedicados 
a la lucha contra la impunidad y por la 

erradicación de la práctica de la desaparición 
forzada en Colombia (Unidad de Víctimas, s.f.). 

CCJ 
Comisión Colombiana de 

Juristas 

El objetivo estatutario de la Comisión Colombiana 
de Juristas es contribuir al desarrollo del derecho 

internacional de los derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario, de 

conformidad con los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas y, por esa vía, a la 
plena vigencia del Estado social y democrático 

de derecho en Colombia (CCJ, s.f.). 
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CCOET 
Comando Conjunto 

Estratégico de 
Transición 

Busca coordinar y articular las líneas estratégicas 
de transición de las Fuerzas Militares, con el 

propósito de asesorar al Comandante General de 
las Fuerzas Militares, el Ministro de Defensa 
Nacional y al Gobierno Nacional, en temas 

inherentes al Sector Defensa relacionados con la 
terminación del conflicto y la construcción de paz. 

CERAC 
Centro de Recursos para 
el Análisis de Conflictos 

Centro de investigación privado e independiente, 
especializado en la generación de recursos para 

la investigación sobre violencia armada, y el 
análisis de conflictos armados. 

CEV 
Comisión para el 

Esclarecimiento de la 
Verdad 

Instancia creada de conformidad con el A.F. 
(5.1.1.1) que hace parte del SIVJRNR acordado 

para satisfacer los derechos de las víctimas, 
terminar el conflicto y alcanzar la paz.  La 

Comisión deberá contribuir al esclarecimiento de 
lo ocurrido y ofrecer una explicación amplia de la 

complejidad del conflicto, de tal forma que se 
promueva un entendimiento compartido en la 

sociedad. Promover y contribuir al 
reconocimiento de las víctimas como ciudadanos 

y ciudadanas que vieron sus derechos 
vulnerados y como sujetos políticos de 

importancia para la transformación del país. 

CINEP 
Centro de Investigación 

y Educación Popular 

Institución fundada por la Compañía de Jesús en 
1972. Entre sus principales proyectos se 

encuentra integrar la Secretaría Técnica de la 
Verificación Internacional del Acuerdo Final. 

CGR 
Controlaría General de 

la República 

Establecida en el art. 267 de la Constitución 
Política de 1991, la CGN es el máximo órgano de 

control fiscal del Estado y tiene la misión de 
procurar el buen uso de los recursos y bienes 

públicos y contribuir a la modernización del 
Estado, mediante acciones de mejoramiento 
continuo en las distintas entidades públicas 

(CGN, s.f.). 
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CICR 
Comité Internacional de 

la Cruz Roja 

Trabaja en todo el mundo para prestar ayuda 
humanitaria a las personas afectadas por los 

conflictos y la violencia armada, y para promover 
las leyes por las que se protege a las víctimas de 

la guerra. Es una Institución independiente y 
neutral, su cometido dimana esencialmente de 

los Convenios de Ginebra de 1949. 

CIPRAT 

Comisión Intersectorial 
para la Respuesta 

Rápida a las Alertas 
Tempranas 

Instancia encargada de recomendar al Ministerio 
del Interior, la emisión o no de alertas tempranas, 

así como recomendar la implementación de 
medidas dirigidas a las autoridades competentes, 
para la prevención de violaciones a los DD. HH. y 

al DIH. 

CISAN 
Comisión Intersectorial 

de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional 

La CISAN tiene a su cargo el cumplimiento de las 
siguientes funciones: Coordinar la Política 

Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional y 
servir como instancia de concertación entre los 
diferentes agentes de esta (DecretO 2055 de 

2009). 

CM 
 

Catastro multipropósito 

Herramienta que ayudará a las entidades 
territoriales a diseñar políticas públicas en pro de 
la equidad; permitirá la titulación y formalización 

de predios rurales y urbanos; fortalecerá las 
finanzas de las regiones; unificará en un solo 
sistema la información de las entidades que 

participan del proceso de actualización y 
legalización de tierras (URT, s.f.). 

CNE 
Consejo Nacional 

Electoral 

Es el órgano electoral colombiano, según el 
artículo 265 de la Constitución Política, es el 

encargado de regular, inspeccionar y vigilar, la 
actividad electoral de partidos, movimientos 

políticos y candidatos a las distintas 
corporaciones públicas. 

CNGS 
Comisión Nacional de 

Garantías de Seguridad 

Comisión que, conforme al Acuerdo Final (3.4.3), 
tiene como objeto el diseño y seguimiento de la 

política pública y criminal en materia de 
desmantelamiento de cualquier organización o 
conductas de que trata el citado Acuerdo que 

amenacen la implementación de este y la 
construcción de la paz 
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CNMH 
Centro Nacional de 
Memoria Histórica 

Establecimiento público, creado por el artículo 
146 de la Ley 1448 de 2011, del orden nacional 

con personería jurídica, patrimonio propio y 
autonomía administrativa y financiera, adscrito al 
Departamento Administrativo para la Prosperidad 

Social. Tiene por objeto la recepción, 
recuperación, conservación, compilación y 

análisis de todo el material documental, 
testimonios orales y por cualquier otro medio, 

relativo a las violaciones ocurridas con ocasión 
del conflicto armado interno colombiano. 

CNR 
Consejo nacional de 

Reincorporación 

Su objetivo es definir las actividades, establecer 
el cronograma y adelantar el seguimiento del 

proceso de reincorporación a la vida civil de los 
miembros de las FARC-EP 

CNTI 
 

Comisión Nacional de 
Territorios Indígenas 

Espacio de interlocución y concertación entre los 
pueblos indígenas y el Gobierno Nacional, 

creado en 1996 mediante el decreto 1397 con el 
fin de tratar los temas relacionados a la garantía 
y el goce efectivo de los derechos territoriales de 

los pueblos indígenas 

CODHES 
Consultoría para los 

Derechos Humanos y el 
Desplazamiento 

Es una organización de la sociedad civil sin fines 
de lucro que contribuye a la construcción de 

sociedades democráticas, incluyentes y 
solidarias, con vigencia integral de los derechos 

humanos y del derecho internacional 
humanitario, así como el fortalecimiento de 

capacidades sociales con énfasis en procesos de 
construcción de paz y en la problemática de las 
poblaciones en situación de movilidad humana a 

nivel regional, nacional e internacional. 

CONFIS 
Consejo Superior de 

Política Fiscal  

Organismo adscrito al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, encargado de dirigir la Política 

Fiscal y coordinar el Sistema Presupuestal. Es el 
encargado de revisar el Plan Nacional de 

Inversiones que presenta el DNP y el CONPES 
junto al Plan Nacional de Desarrollo. 
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CONPES 
Consejo Nacional de 
Política Económica y 

Social 

El CONPES fue creado por la Ley 19 de 1958 y 
es la máxima autoridad nacional de planeación. 
Es organismo asesor del Gobierno en todos los 

aspectos relacionados con el desarrollo 
económico y social del país. 

CPDDHH 

Consejería Presidencial 
de los Derechos 

Humanos y Asuntos 
Internacionales 

Por medio del Decreto 1784 de 2019 el Gobierno 
Nacional modifica la estructura del DAPRE para 

crear la Consejería Presidencial para los 
Derechos Humanos y Asuntos Internacionales 
con el propósito de fortalecer la articulación de 

las acciones de las diferentes entidades del 
Estado en el respeto y promoción de los 

derechos humanos (CPDDHH, s.f.). 

CPEC 
Consejería Presidencial 
para la Estabilización y 

Consolidación 

Entidad encargada de articular y coordinar 
interinstitucionalmente las directrices que 

permitan la implementación del A.F. 

CRIC 
Consejo Regional 

Indígena del Cauca 

Asociación de autoridades indígenas a la cual 
pertenece el 90% de los cabildos y comunidades 

indígenas del departamento del Cauca. 

CSIVI 

Comisión de 
Seguimiento, Impulso y 

Verificación de la 
Implementación del A.F. 

Instancia conjunta entre gobierno y FARC, 
creada mediante el Decreto 1995 de 2016 en 

cumplimiento del A.F. (6.1.6), que da seguimiento 
a los componentes del Acuerdo y verifica su 

cumplimiento; proponer normas, impulsa y da 
seguimiento a la adaptación de los proyectos de 

decretos, leyes o actos legislativos que sean 
necesarios para implementar el Acuerdo Final 

CSM 

Comisión de 
Seguimiento y Monitoreo 

de las 
Recomendaciones de la 

CEV 

El Comisión de Seguimiento y Monitoreo a las 
recomendaciones del Informe Final de la CEV y 

su Comité, creado por el Decreto Ley 588 de 
2017, en su artículo 32, tiene como objetivo el 

seguimiento y monitoreo a la implementación de 
las recomendaciones para la no repetición del 

conflicto armado incluidas en el informe Final de 
la Comisión. 
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CTEP 
Circunscripciones 

Transitorias Especiales 
de Paz 

Parte de uno de los compromisos contemplados 
en el A.F. (2.3.7). Se trata de la creación de 16 

nuevas circunscripciones en la Cámara de 
Representantes durante dos periodos (2018 y 
2022) en aquellas zonas más golpeadas por el 

conflicto armado. 

CTPRC/CTP 
Consejos Territoriales de 

Paz, Reconciliación y 
Convivencia 

Se crearon con participación de la sociedad civil, 
como órgano asesor y consultivo del Gobierno 

Nacional, cuya misión es propender por el logro y 
mantenimiento de la paz; generar una cultura de 

reconciliación, tolerancia, convivencia, y no 
estigmatización y facilitar la colaboración 

armónica de las entidades y órganos del Estado, 
otorgando prioridad a las alternativas políticas de 

negociación del conflicto armado interno, en 
orden a alcanzar relaciones sociales que 

aseguren una paz integral permanente (Directiva 
01 de 2018 Presidencia de la República). 

DAPRE 

Departamento 
Administrativo de la 
Presidencia de la 

República 

Asiste al presidente de la República en el 
ejercicio de sus atribuciones constitucionales y 

legales. Presta el apoyo administrativo necesario 
para dicho fin. 

DAS 
Departamento 

Administrativo de 
Seguridad 

El Departamento Administrativo de Seguridad fue 
un organismo estatal encargado de realizar la 

Inteligencia y Contrainteligencia en Colombia. El 
31 de octubre de 2011 el presidente Juan Manuel 
Santos expidió el decreto 4057 mediante el cual 

suprimió esa entidad (Wikipedia, s.f.). 

DDHH Derechos Humanos 

Son condiciones instrumentales que le permiten 
a la persona su realización inherente a todos los 

seres humanos, sin distinción alguna de raza, 
sexo, nacionalidad, origen étnico, lengua, religión 

o cualquier otra condición. En consecuencia, 
subsume aquellas libertades, facultades, 

instituciones o reivindicaciones relativas a bienes 
primarios o básicos que incluyen a toda persona, 

por el simple hecho de su condición humana, 
para la garantía de una vida digna. Entre los 

derechos humanos se incluyen el derecho a la 
vida y a la libertad; a no estar sometido ni a 

esclavitud ni a torturas; a la libertad de opinión y 
de expresión; a la educación y al trabajo, entre 
otros muchos. Estos derechos corresponden a 
todas las personas, sin discriminación alguna. 
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DIAN 
Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales 

Tiene como objeto coadyuvar a garantizar la 
seguridad fiscal del Estado colombiano y la 

protección del orden público económico nacional, 
mediante la administración y control al debido 
cumplimiento de las obligaciones tributarias, 

aduaneras, cambiarias, los derechos de 
explotación y gastos de administración sobre los 
juegos de suerte y azar explotados por entidades 
públicas del nivel nacional y la facilitación de las 
operaciones de comercio exterior en condiciones 

de equidad, transparencia y legalidad. 

DIH 
Derecho Internacional 

Humanitario 

El derecho internacional humanitario es una rama 
del derecho internacional público que busca 
atenuar y limitar los efectos de los conflictos 
armados protegiendo a las personas que no 

participan en las hostilidades o que han decidido 
dejar de participar en el enfrentamiento, también 

restringen y regulan los medios y métodos de 
guerra a disposición de los combatientes; regula 

la conducta en los conflictos armados. 

DNP 
Departamento Nacional 

de Planeación 

Entidad encargada del diseño, la orientación y 
evaluación de las políticas públicas colombianas, 
el manejo y asignación de la inversión pública y 
la concreción de estas en planes, programas y 

proyectos del Gobierno. 

DPS 
Departamento de 

Prosperidad Social 

El Decreto 4155 de 2011 transformó la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la 

Cooperación Internacional, Acción Social, en 
Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, perteneciente al Sector Administrativo de 

Inclusión Social y Reconciliación, fijando su 
objetivo y estructura que es trabajar 

integralmente en la formulación y ejecución de 
políticas sociales, además de realizar la 
coordinación de la Unidad de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y el Centro de 

Memoria Histórica (DPS, s.f.). 

DSCI 
Dirección de Sustitución 
de Cultivos de Uso Ilícito 

Dirección encargada de la implementación del 
Plan Nacional Integral de Sustitución de Cultivos 

de Uso Ilícito. Por medio del Decreto 2107 de 
2019, quedó adscrita a la Agencia de Renovación 

del Territorio. 
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ECOMUN 
Economías Sociales del 

Común 

Organización para la reincorporación colectiva 
económica y social, de carácter social y solidario, 
con cobertura nacional y seccionales territoriales, 

constituida por  FARC con el propósito de 
promover un proceso de reincorporación 

económica colectiva (A.F. 3.2.2.1). 

ELN 
Ejército de Liberación 

Nacional 
Guerrilla actualmente en armas fundada en 

Simacota – Santander en 1964. 

ETCR 
Espacios Territoriales de 

Capacitación y 
Reincorporación 

Espacios creados de conformidad a lo decidido 
por la Comisión de Seguimiento, Impulso y 

Verificación en su comunicado conjunto 19, que 
tienen como objeto capacitar a los integrantes de 
las FARC-EP para su reincorporación a la vida 

civil, preparar proyectos productivos y atender las 
necesidades de formación técnica de las 

comunidades aledañas, en un modelo 
reincorporación comunitaria, de conformidad con 

el Decreto 1274 de 2017 y el Decreto 2026 de 
2017. 

FARC-EP 

Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia / Fuerza 

Alternativa 
Revolucionaria del 

Común 

Exguerrilla de orientación comunista, fundada en 
1964, firmante del acuerdo de paz del Teatro 

Colón de 2016. Ahora como partido político legal, 
mantiene las mismas siglas. 

FAO 

Organización de las 
Naciones Unidas para la 

Alimentación y la 
Agricultura (FAO por sus 

siglas en inglés) 

La Organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura es la principal 

organización mundial dedicada a combatir el 
hambre. Da asistencia técnica para la 

elaboración de políticas, programas y proyectos 
de alcance local, municipal, regional y nacional 

orientados a eliminar el hambre y la malnutrición; 
promover sus sectores agrícola, pesquero y 

forestal (FAO, s.f.). 
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FCP Fondo Colombia Paz 

Instrumento para la administración, coordinación, 
articulación, focalización ejecución de las 

diferentes fuentes de recursos para realizar las 
acciones necesarias para la implementación del 
Acuerdo Final, conforme al PMI del mismo y al 

componente específico para la paz del PPI 

FEDEGAN 
Federación Colombiana 

de Ganaderos 

Es una organización gremial sin ánimo de lucro, 
creada el 13 de diciembre de 1963 con sujeción 
al derecho privado colombiano y como decisión 
del IX Congreso Nacional de Ganaderos. En su 

condición de gremio cúpula de la ganadería 
colombiana, FEDEGÁN agrupa, en calidad de 

afiliadas, a las organizaciones gremiales 
ganaderas regionales y locales, como también a 
otro tipo de entidades vinculadas a la actividad 

ganadera nacional (FEDEGAN, s.f.). 

FGN 
Fiscalía General de la 

Nación 

La Fiscalía General de la Nación ejerce la acción 
penal y de extinción de dominio en el marco del 

derecho constitucional al debido proceso; 
participa en el diseño y la ejecución de la política 
criminal del Estado; garantiza el acceso efectivo 

a la justicia, la verdad y la reparación de las 
víctimas de los delitos; y genera confianza en la 

ciudadanía. 

FOMMUR 
Fondo De Fomento para 

las Mujeres Rurales 

El art. 10 de la Ley 731 de 2002 crea el 
FOMMUR como una cuenta especial del 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el 
cual deberá orientarse al apoyo de planes, 

programas y proyectos de actividades rurales, 
que permitan la incorporación y consolidación de 
las mujeres rurales y sus organizaciones dentro 

de la política económica y social del país. 

FONVIVIENDA Fondo de Vivienda 

Entidad cuyos principales objetivos son 
consolidar el sistema nacional de información de 

vivienda y ejecutar las políticas del Gobierno 
Nacional en materia de vivienda de interés social 

urbano. 

FRISCO 

Fondo de Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha 

contra el Crimen 
Organizado 

Cuenta especial sin personería jurídica 
administrada por la SAE. 
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FT Fondo de Tierras 

El A.F. establece un compromiso (1.1.1) en el 
que el Gobierno Nacional deberá crear un Fondo 

de Tierras de distribución gratuita, de carácter 
permanente y dispondrá 3 millones de hectáreas 
durante los primeros 12 años de creación con el 
propósito de lograr la democratización de acceso 
a la tierra, en beneficio de los campesinos y de 
manera especial las campesinas sin tierra o con 

tierra insuficiente. 

GPAZ Género en la paz 
Es un grupo de organizaciones que ha velado 

porque se incluya y se dé cumplimiento al 
enfoque de género en el Acuerdo de Paz. 

GRUBE 

Grupo interno de trabajo 
de búsqueda, 

identificación y entrega 
de personas 

desaparecidas 

Mediante la Resolución No. 083 de 2017 se 
modifica la denominación del Grupo Interno de 

Trabajo de Exhumaciones y se organiza el 
GRUBE para buscar a todas las víctimas que en 

el marco del conflicto fueron desaparecidas y 
asesinadas por los grupos alzados al margen de 

la ley y así mismo, adelantar los procesos de 
identificación de los restos encontrados y 
la  inhumación de los mismos según las 

tradiciones familiares y comunitarias (FGN, s.f.). 
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HRU Hoja de Ruta Única 

Instrumento de la política de estabilización, que 
pretende articular para los 170 municipios los 
PATR, Planes Nacionales Sectoriales (PNS), 
Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo 

Alternativo (PISDA), Planes Integrales de 
Reparación Colectiva (PIRC), Plan Marco de 
Implementación (PMI), planes territoriales y 

planes de las Zonas Estratégicas de Intervención 
Integral (ZEII) creadas por la Ley 1941 de 2018, 

estos últimos cuando exista coincidencia 
territorial y temporal 

IF 
Informe Final de la 

Comisión de la Verdad 

Entre las funciones de la CEV (5.1.1.1.4) se 
encuentra la entrega de un Informe Final que 

tenga en cuenta los diferentes contextos, refleje 
las investigaciones en torno a todos los 

componentes del mandato y contenga las 
conclusiones y recomendaciones de su trabajo. 

El informe debe ser presentado de manera oficial 
mediante acto público a las ramas del poder 

público y al conjunto de la sociedad colombiana. 

IGAC 
Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi 

Entidad encargada de producir el mapa oficial y 
la cartografía básica de Colombia; elaborar el 
catastro nacional de la propiedad inmueble; 

realizar el inventario de las características de los 
suelos; adelantar investigaciones geográficas 
como apoyo al desarrollo territorial capacitar y 

formar profesionales en tecnologías de 
información geográfica y coordinar la 

Infraestructura colombiana de Datos Especiales 

ICETEX 
Instituto Colombiano de 

Crédito Educativo y 
Estudios Técnicos 

Entidad del Estado colombiano que otorga 
créditos educativos y su recaudo para la 

promoción de la Educación Superior de la 
población con posibilidades económicas limitadas 

y buen desempeño académico. 

IEANPE 
Instancia Especial de 
Alto Nivel con Pueblos 

Étnicos 

Organismo asesor y consultivo de la Comisión de 
Seguimiento, Impulso y Verificación de los 

acuerdos (CSIVI) para el cumplimiento de los 97 
indicadores definidos en el Capítulo Étnico del 

Plan Marco de Implementación (PMI). 
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INMLCF/ 

INMLyCF 

Instituto Nacional de 
Medicina Legal y 

Ciencias Forenses 

Según el Título III artículos 34, 35 y 36 de la ley 
938 del 2004, el objetivo fundamental del Instituto 

es la prestación de servicios forenses a la 
comunidad como apoyo técnico y científico a la 

administración de justicia. 

JEP 
Jurisdicción Especial 

para la Paz 

Modelo de justicia transicional creado por el A.F. 
(5.1.2) que hace parte del Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 

(SIVJRNR). La JEP cumplirá con el deber o de 
investigar, esclarecer, perseguir, juzgar y 

sancionar las graves violaciones a los derechos 
humanos y las graves infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) que tuvieron 
lugar en el contexto y en razón del conflicto 

armado. 

LGBTIQ+ 

Lesbianas, Gays, 
Bisexuales, 

Transexuales, 
Intersexuales, Queer, + 

Siglas que identifican a las personas lesbianas, 
gays, bisexuales, transexuales e intersexuales; 

también se usa para hacer referencia al 
movimiento que lucha por los derechos de 

igualdad para estas comunidades minoritarias. 

MADR 
Ministerio de Agricultura 

y Desarrollo Rural 

Entidad encargada de formular las políticas para 
el desarrollo del Sector Agropecuario, Pesquero y 

de Desarrollo Rural. Orientar y dirigir la 
formulación de los planes, programas y proyectos 

que requiere el desarrollo del sector. 

MAFAPO 
Madres de Falsos 

Positivos 

Asociación creada en 2010 por las madres y 
familiares de los civiles asesinados 

extrajudicialmente por agentes del estado y 
presentados como bajas en combate. 

MAP Mina Antipersonal 

Toda mina concebida para que explosione por la 
presencia, la proximidad o el contacto de una 

persona, y que en caso de explosionar tenga la 
potencialidad de incapacitar, herir y/o matar a 

una o más personas. Las minas diseñadas para 
detonar por la presencia, la proximidad o el 

contacto de un vehículo, y no de una persona 
que estén provistas de un dispositivo 

antimanipulación, no son consideradas minas 
antipersonales por estar así equipadas 
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MEC 
Mecanismo Especial de 

Consulta 

Mecanismo creado en el Capítulo Étnico (6.2.3.) 
para la implementación de los Programas de 

Desarrollo con Enfoque Territorial con el fin de 
incorporar la perspectiva étnica y cultural en el 

enfoque territorial, orientados a la 
implementación de los planes de vida, 

etnodesarrollo, planes de manejo ambiental y 
ordenamiento territorial. 

MEE Misión Electoral Especial 

Recibe el triple mandato en el punto 2.3.4. Del 
A.F. de proponer recomendaciones para 

asegurar una mayor autonomía independencia 
de la organización electoral, modernizar y hacer 

más transparente el sistema electoral, dar 
mayores garantías para la participación política 
en igualdad de condiciones y mejorar la calidad 

de la democracia. 

MFMP 
Marcos Fiscal de 
Mediano Plazo 

Herramienta de planeación del sector público, 
establecida por la Ley 819 de 2003, mediante la 

cual se proyectan los ingresos y gastos a 10 
años para garantizar el cumplimiento de las 

normas vigentes de endeudamiento, 
racionalización del gasto público y 

responsabilidad fiscal. 

MOE 
Misión de Observación 

Electoral 

Plataforma de organizaciones de la sociedad civil 
que promueve el ejercicio de los derechos civiles 
y políticos de la ciudadanía a través de diversas 

actividades que tienen como fundamento su 
independencia. 

MOVICE 
Movimiento Nacional de 
Víctimas de Crímenes 

de Estado 

El Movice es un proceso organizativo en el que 
confluyen más de 200 organizaciones de 

víctimas de desaparición forzada, ejecuciones 
extrajudiciales, asesinatos selectivos y 
desplazados, así como organizaciones 

acompañantes y defensoras de derechos 
humanos. Cuenta con 12 años de existencia y 
tiene presencia territorial en 15 departamentos 

del país. 

MSE Munición sin Explotar 
“Son aquellas municiones abandonadas o 

usadas sin explosionar” (Descontamina 
Colombia, 2020). 
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MTSP 
Mesa Técnica de 

Seguridad y Protección 

Es una mesa entre el Gobierno e integrantes de 
la extinta guerrilla de las FARC dispuesta por el 

A.F. (3.4.7.4.2.) para desarrollar, coordinar y 
hacer seguimiento y sugerencias a la 

implementación de un plan estratégico de 
seguridad y protección. 

MUSE 
Municiones sin 

Explosionar 

“Artefactos explosivos que hayan sido cebados, 
provistos de espoleta, armados o preparados de 

otro modo para su uso, y utilizados. Pueden 
haber sido disparados, dejados caer, 
depositados, lanzados, emplazados o 

proyectados, y habrían debido hacer explosión, 
pero no lo hicieron, ya sea por mal 

funcionamiento, diseño u otras causas” 
(Descontamina Colombia, 2020) 

UNMVC/MVNUC 
Misión de Verificación de 

Naciones Unidas en 
Colombia 

Las Resoluciones 2366 de 2017, 2574 de 2021 y 
la 2655 de 2022 establecieron que la Misión de 

Verificación de las Naciones Unidas en Colombia 
verificará la implementación de los puntos 1; 3.2, 

3.4; 5.1.2 y 6.2 del Acuerdo Final por parte del 
Gobierno de Colombia y las FARC-EP, de 

acuerdo con lo dispuesto en el punto 6.3.3 del 
A.F. 

NAR 
Nuevas Áreas de 
Reincorporación 

Espacios urbanos y rurales creados por los 
excombatientes para adelantar el proceso de 

reincorporación. Estos espacios no son 
reconocidos por el Gobierno pues no están 

contemplados en el A.F. 

NARP 
Comunidades Negras, 

Afro, Raizales y 
Palenqueras 

“Conjunto de familias de ascendencia 
afrocolombiana que poseen una cultura propia, 

comparten una historia y tienen sus propias 
tradiciones y costumbres dentro de la relación 

campo-poblado, las cuales revelan y conservan 
la conciencia e identidad que las distinguen de 

otros grupos étnicos” (Minjusticia, 2020). 

NN.UU/ONU Naciones Unidas 

Organización internacional fundada en 1945 tras 
la Segunda Guerra Mundial por 51 países que se 
comprometieron a mantener la paz y la seguridad 

internacional. 
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OACP 
Oficina del Alto 

Comisionado para la Paz 

Instancia creada mediante el Decreto 2107 de 
1994, encargada de asesorar al presidente de la 

República en torno a la estructuración y 
desarrollo de la política de paz, la formalización 

de diálogos y celebración de acuerdos de paz, la 
participación de diversos sectores de la sociedad 

en los procesos de paz, entre otros. 

OCAD Paz 
Órgano Colegiado de 

Administración y 
Decisión 

El OCAD Paz creado por el Acto Legislativo No. 
04 del 8 de 2017 es responsable de la definición 

de proyectos de inversión relacionados con la 
implementación del Acuerdo de Paz, financiados 
con recursos provenientes del Sistema General 

de Regalías (SGR). 

OXI Obras por Impuestos 

Mecanismo que permite el pago del impuesto 
sobre la renta mediante la ejecución de 

inversiones en proyectos de trascendencia social 
en las ZOMAC. 

PAI 
Plan de Acción 

Inmediata 

Planes establecidos en el A.F. para coordinar y 
ejecutar acciones y proyectos para reactivar 
social y económicamente los territorios no 

priorizados para la implementación de los PDET. 

PATR 
Planes de Acción para la 
Transformación Regional 

Instrumento de planeación e implementación de 
desarrollo regional en las zonas PDET. Tiene una 
vigencia de 10 años y podrá ser actualizado a los 

5 años. 

PDET 
Planes de Desarrollo con 

Enfoque Territorial 

Mecanismo de largo plazo cuya definición e 
implementación son un compromiso específico 
del A.F.  (1.1.2) para lograr la transformación 

estructural del campo. 

PDT 
Planes de Desarrollo del 

nivel Territorial 

Instrumento de planificación que orienta las 
acciones de las administraciones 

departamentales, distritales y municipales 
durante un período de gobierno (DNP, s.f.). 
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PGN 
Presupuesto General de 

la Nación 

Instrumento de asignación de recursos 
financieros para el cumplimiento de las políticas y 

los objetivos estatales. Es el instrumento de 
manejo financiero más importante de la política 

fiscal, donde se programa y registra el gasto 
público y su forma de financiación (Aspectos 

generales del proceso presupuestal colombiano, 
pág.21). 

PGN 
Procuraduría General de 

la Nación 

Entidad que representa a los ciudadanos ante el 
Estado. Es el máximo organismo del Ministerio 
Público, conformado además por la Defensoría 
del Pueblo y las personerías. Es su obligación 
velar por el correcto ejercicio de las funciones 
encomendadas en la Constitución y la Ley a 

servidores públicos. 

PIRC 
Plan Integral de 

Reparación Colectiva 

Conjunto de acciones que en concertación con el 
Sujeto de Reparación Colectiva y de acuerdo con 

el alcance administrativo del Programa, 
contribuyen a la reparación integral en las 

medidas de restitución, rehabilitación, 
satisfacción, garantías de no repetición e 
indemnización en los componentes social, 

político y económico (UARIV, 2018) 

PISDA 

Planes Integrales 
Comunitarios y 
Municipales de 

Sustitución y Desarrollo 
Alternativo 

Planes contemplados en el A.F. (4.1.3.5), que se 
crean mediante un proceso de planeación 
participativo. Debe tener como resultado la 
formulación e implementación de los planes 
integrales de sustitución de manera que se 
alcance una transformación estructural del 

territorio 

PMI 
Plan Marco de 

Implementación 

Plan Marco que, en concordancia con el Acuerdo 
Final (6.1.1), contiene el conjunto de propósitos y 
objetivos, metas y prioridades e indicadores, las 

recomendaciones de política y medidas 
necesarias para la  implementación del Acuerdo 

Final, así como su priorización y secuencia -
cronograma- e instituciones responsables. El 
Plan Marco contendrá las distintas fuentes de 

financiación y las instituciones responsables de la 
implementación         según corresponda. 
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PMU/PMUV 
Puesto de Mando 

Unificado para la Vida 

Es un lugar físico donde se ejerce la función de 
mando, el cual se concentra e implementa para 

coordinar los asuntos operacionales de un 
determinado incidente o evento; no debe ser 
confundido con las Mesas técnicas de trabajo 

(MTT2) ni con los COE. 

PNADDHH 
Plan Nacional de Acción 
en Derechos Humanos 

En atención a la recomendación de la 
Conferencia de Derechos Humanos de Viena en 
1993 y al manual elaborado por la OACNUDH, el 

PNADDHH de Colombia tiene el objetivo de 
garantizar la promoción, protección y goce 

efectivo de los derechos humanos, el 
fortalecimiento de las instituciones encargadas 

de trabajar temas relacionados con los derechos 
humanos a través de estrategias que impulsen y 

desarrollen las diferentes políticas públicas 
existentes y necesarias en esta materia, así 

como el cumplimiento de los diferentes 
instrumentos internacionales ratificados por 

Colombia y las recomendaciones del Sistema 
Internacional de los derechos humanos 

(CPDDHH, s.f.). 

PND 
Plan Nacional de 

Desarrollo 

Documento que sirve de base y provee los 
lineamientos estratégicos de las políticas 

públicas formuladas por el presidente a través de 
su equipo de gobierno. 

PNRRI 
Planes Nacionales de 
Reforma Rural Integral 

Contemplados en el 1.3. del Acuerdo Final, son 
aquellos planes que buscan la superación de la 

pobreza y la desigualdad para alcanzar el 
bienestar de la población rural, y, asimismo, la 

integración y el cierre de la brecha entre el 
campo y la ciudad. 

PNRSE 
Política Nacional para la 
Reincorporación Social 

Económica 

Política que busca garantizar a largo plazo todas 
las garantías para que los exintegrantes de las 

FARC-EP y sus familias accedan a sus derechos 
como ciudadanos colombianos y a los beneficios 

que les corresponde por acogerse al proceso 
para finalizar el conflicto armado. 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

246 

PNIS 
Programa Nacional 

Integral de Sustitución 
de Cultivos 

Mecanismo de largo plazo cuya implementación 
es un compromiso específico del A.F. (4.1.1) 

para generar condiciones materiales e 
inmateriales de bienestar y buen vivir para las 

poblaciones afectadas por cultivos de uso ilícito, 
en particular, para las comunidades campesinas 

en situación de pobreza que en la actualidad 
derivan su subsistencia de esos cultivos. 

(Decreto-Ley 896 de 2017). 

PNUD 
Programa de las 

Naciones Unidas para el 
Desarrollo 

Organismo de las Naciones Unidas presente en 
177 países que trabaja en: reducción de la 

pobreza y el logro de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM); gobernabilidad democrática; 

prevención de crisis y recuperación; medio 
ambiente y el desarrollo sostenible. 

PNS 
Planes Nacionales 

Sectoriales 

16 instrumentos de planeación que buscan 
asegurar por medio de políticas públicas, 

proyectos, acciones, inversiones, y sustentos 
jurídicos la superación de la pobreza, la 

desigualdad, y el cierre de la brecha entre el 
campo y la ciudad, por los próximos 15 años de 

esta manera alcanzar y garantizar el bienestar de 
la población rural. 

PNN 
Parques Nacionales 

Naturales 

el A.F. (4.1.4) establece que estos parques 
necesitan abordar el problema de la presencia de 

los cultivos de uso ilícitos para garantizar el 
bienestar y buen vivir de las comunidades y la 

preservación y conservación de los PNN. 

 

POSPR 
Planes de Ordenamiento 
Social de la Propiedad 

Rural 

Se definen como un instrumento operativo que 
articula la acción institucional de los niveles 

nacional, regional y local para el desarrollo de 
programas, proyectos y acciones, orientados a 
organizar la distribución equitativa y acceso a la 
tierra rural, la regularización de la propiedad, y la 

consolidación del mercado de tierras rurales, 
promoviendo su uso en cumplimiento de la 

función social y ecológica de la propiedad, con el 
fin de fortalecer la cohesión social, cultural y 

territorial (Resolución 000129 de 2017) 
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PPI 
Plan plurianual de 

inversiones 

Documento de que incorpora los proyectos de 
inversión que son considerados prioritarios para 

alcanzar las metas del Plan Nacional de 
Desarrollo 

PSA 
Pagos por servicios 

ambientales 

Los Pagos por Servicios Ambientales constituyen 
el incentivo económico en dinero o en especie 

que se les reconoce a los propietarios, 
poseedores u ocupantes por las acciones de 

preservación y restauración en áreas y 
ecosistemas estratégicos (MinAmbiente, 2020). 

RESO 
Registro de Sujetos de 

Ordenamiento 

Registro establecido por el Gobierno Nacional a 
través del Decreto 902 de 2017 en cumplimiento 

de lo establecido en el A.F. 1.1.2. 

RNEC 
Registraduría Nacional 

del Estado Civil 

Institución descentralizada del Estado 
colombiano encargada del registro civil nacional, 
de la convocatoria y organización electoral bajo 
el mandato y supervisión del Consejo Nacional 

Electoral. 

RNFCIS 
Registro Nacional de 
Fosas, Cementerios 
Ilegales y Sepulturas 

es la herramienta que contribuye a la 
focalización de las acciones humanitarias y 

extrajudiciales para la búsqueda, localización e 
identificación de personas dadas por 

desaparecidas (UBPD, s.f.). 

RPM Ruta Pacífica de Mujeres 

La Ruta Pacífica de Mujeres es un movimiento 
social y político de mujeres en Colombia, 
organizado a nivel nacional en favor del 

posicionamiento de las mujeres, el 
fortalecimiento de su participación política, la 
eliminación de todas las formas de violencia 

contra las mujeres y la realización efectiva de los 
derechos a la verdad, justicia y reparación de las 

mujeres víctimas del conflicto armado 
(RutaPacífica, s.f.). 

RRI Reforma Rural Integral 

Entidad de derecho público, creada por el 
decreto 1088 de 1993 y encargada de fomentar y 
coordinar con las autoridades locales, regionales 
y nacionales, la ejecución de proyectos en salud, 

educación y vivienda. 
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RUV 
Registro Único de 

Víctimas 

Conforme a la ley 1448 de 2011, el RUV es el 
registro en donde se incluyen las declaraciones 

de víctimas para luego responder a esta 
población con la asistencia a la que tienen 

derecho. 

SAE 
Sociedad de Activos 

Especiales 

Sociedad de economía mixta vinculados al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 

autorizada por la Ley, de naturaleza única, 
sometida al régimen del derecho privado, que 
tiene por objeto administrar bienes especiales 

que se encuentran en proceso de extinción o se 
les haya decretado extinción de dominio. 

SAT 
Sistema de Alertas 

Tempranas 

La Defensoría del Pueblo puso al servicio a partir 
del año 2001, el Sistema de Alertas Tempranas, 
para monitorear y advertir sobre las situaciones 

de riesgo frente a los efectos del conflicto armado 
interno y promover la acción de prevención 

humanitaria con el ánimo de proteger y garantizar 
los derechos fundamentales de las personas. 

SENA 
Servicio Nacional de 

Aprendizaje 

El SENA está encargado de cumplir la función 
que le corresponde al Estado de invertir en el 
desarrollo social y técnico de los trabajadores 

colombianos, ofreciendo y ejecutando la 
formación profesional integral, para la 

incorporación y el desarrollo de las personas en 
actividades productivas que contribuyan al 

desarrollo social, económico y tecnológico del 
país (Ley 119/1994). (SENA, s.f.). 

SESP 
Subdirección 

Especializada de 
Seguridad y Protección 

Es una subdirección creada por el A.F. 
(3.4.7.4.1.) al interior de la UNP, especializado en 

la seguridad y protección, para las y los 
integrantes del nuevo partido o movimiento 

político de las extintas FARC. 

SFVR Subsidio Familiar de 
Vivienda Rural 

Este es un subsidio en especie, es decir, el hogar 
beneficiario recibe la vivienda nueva construida. 
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SGP 
Sistema General de 

Participaciones 

Sistema constituido por los recursos que la 
Nación transfiere por mandato de los artículos 

356 y 357 de la Constitución Política de Colombia 
a las entidades territoriales para la financiación 

de los servicios a su cargo, en salud, educación y 
agua potable. 

SGPDA 

Plan Nacional Rural del 
Sistema Progresivo de 
Garantía del Derecho a 

la Alimentación 

El Plan Nacional Rural del SGPDA tiene como 
objetivo garantizar, de manera progresiva, el 

derecho a la alimentación de la población rural 
mediante el desarrollo de acciones 

intersectoriales, coordinadas y articuladas. 

SGR 
Sistema General de 

Regalías 

Sistema del orden nacional que regula y 
administra los recursos de regalías por la 

explotación de un recurso natural no renovable. 

SIIPO 
Sistema Integrado de 
Información para el 

Posconflicto 

Sistema de información dispuesto en el A.F. 
(6.1.5) que contribuir a la transparencia, facilitar 
el seguimiento y verificación del Plan Marco para 
la implementación y de los recursos invertidos en 

la implementación. 

SIM 
Sistema de Información 

Misional 

Herramienta para la gestión de información y 
memoria institucional (software), diseñada para 
capturar, almacenar y facilitar información de los 

procesos misionales del ICBF. 

SIRDEC 
Sistema de Información 
Red de Desaparecidos y 

Cadáveres 

Sistema de información nacional interinstitucional 
que tiene como objetivos principales la 
identificación de cadáveres sometidos a 

necropsia medicolegal, orientar la búsqueda de 
personas desaparecidas, hacer seguimiento de 

casos y de la activación del Mecanismo de 
Búsqueda Urgente. 

SISEP 
Sistema Integral de 
Seguridad para el 

Ejercicio de la Política 

Creado con relación al A.F., el decreto 895 de 
2017 define un conjunto de normas, programas, 
proyectos, planes, comités, entidades públicas 

nacionales y territoriales para garantizar la 
seguridad y protección de sujetos individuales y 

colectivos 
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SIVJRNR 

Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, 
Reparación y No 

Repetición 

Conjunto de mecanismos para garantizar los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, 
la reparación y la no repetición estipulados en el 

A.F. 

SNR 
Superintendencia de 
Notariado y Registro 

En atención al Decreto 2723 de 2014 la SNR 
tiene las funciones de proponer al Gobierno 

políticas, planes y programas sobre los servicios 
públicos de notariado y registro de instrumentos 

públicos; ejercer la inspección, vigilancia y control 
sobre servicio público notarial en los términos 

establecidos en las normas vigentes; entre otras 
disposiciones para una eficiente prestación de 

notariado y registro (SNR, s.f.). 

SRC 
Sujetos de Reparación 

Colectiva 

Son sujetos de reparación colectiva las 
comunidades campesinas y barriales, 

comunidades y pueblos étnicos, organizaciones 
grupos y movimientos sociales preexistentes a 

los hechos que los ha victimizado, que sufrieron 
daños colectivos, es decir, transformaciones a 
sus elementos característicos como colectivo 

debido vulneraciones graves y manifiestas a los 
derechos humanos y violaciones a los derechos 

colectivos en el contexto del conflicto armado 

ST/STCIV 

Secretaría Técnica del 
Componente 

Internacional de 
Verificación 

Secretaría Técnica que integra el Componente 
Internacional de Verificación contemplado en el 

A.F. (6.3). Está integrada por el Centro de 
Recursos para el Análisis de Conflictos -CERAC- 
y el Centro de Investigación y Educación Popular 

-CINEP-. 

TOAR 
Trabajos, Obras y 

Acciones con contenido 
Reparador 

Hace referencia los trabajos, obras o actividades 
con contenido reparador que se realicen por 

personas a disposición de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, los cuales también serán 

considerados como tiempo de cumplimiento de la 
sanción que pudiera imponérseles, siempre y 

cuando dichos trabajos, obras o actividades se 
realicen en una ubicación territorial 

perfectamente definida y verificable. La 
verificación de lo indicado en este parágrafo se 
efectuará por el Secretario Ejecutivo de la JEP, 

quien podrá pedir la colaboración de la oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en Colombia, y una vez 
constituida la Jurisdicción Especial para la Paz 

por el Tribunal para la Paz. 
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TpC 
Territorios para la 

Conservación 

Modelo de sustitución de cultivos de uso ilícito 
que busca armonizar los procesos de 

conservación con el desarrollo de alternativas de 
generación de ingresos lícitas que contribuyan al 

desarrollo sostenible de las áreas 
ambientalmente estratégicas afectadas con 

cultivos ilícitos. 

 

TPD 
Tratamiento Penal 

Diferenciado 

Figura jurídica mediante la cual se desarrolla el 
Tratamiento Penal Diferenciado para Pequeños 
Agricultores y Agricultoras que estén o hayan 

estado vinculados con el cultivo de plantaciones 
de uso ilícito y las actividades derivadas de este. 

UARIV 
Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a 

Víctimas 

Unidad que responde por la atención y 
reparación integral de la población víctima del 

conflicto armado, coordinando políticas 
encaminadas a satisfacer los derechos de 

verdad, justicia y reparación. También 
implementa estrategias para el restablecimiento 

social y económico, entre ellas el impulso al 
retorno. 

UBPD 
Unidad de Búsqueda de 

Personas dadas por 
Desaparecidas 

Unidad establecida en el A.F. (5.1.1.2) que hace 
parte del SIVJRNR. Su objetivo es coordinar y 
contribuir a la implementación de las acciones 

humanitarias en el marco del Sistema 
encaminadas a la búsqueda y localización de 

personas dadas por desaparecidas que se 
encuentren con vida, y en los casos de 

fallecimiento, cuando sea posible, la 
identificación y entrega digna de los restos de las 

personas dadas por desaparecidas en el 
contexto y debido al conflicto armado. 

UEI 
Unidad Especial de 

Investigación 

Unidad de investigación creada por la Fiscalía, 
cuyo objetivo era enfrentar y darle un fin a los 

grupos herederos del paramilitarismo 
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UIA 
Unidad de Investigación 

y Acusación 

La Unidad de Investigación y Acusación es el 
órgano de la JEP encargado de las 

investigaciones y del ejercicio de la acción penal 
cuando los presuntos autores individuales o 

colectivos de graves violaciones a los derechos 
humanos o infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario no reconocen verdad plena o 

responsabilidad. La Unidad es el órgano rector 
de la JEP en materia de policía judicial y colabora 

permanentemente en la documentación y 
juzgamiento de crímenes atroces que llevan a 

cabo las diferentes Salas y Secciones del 
Tribunal para la Paz. 

UIAF 
Unidad de Información y 

Análisis Financiero 

Es un organismo de inteligencia económica y 
financiera que centraliza, sistematiza y analiza la 

información suministrada por las entidades 
reportantes y fuentes abiertas, para prevenir y 

detectar posibles operaciones de lavado de 
activos, sus delitos fuente, y la financiación del 

terrorismo. 

UNIPEP 
Unidad Policial para la 
Edificación de la Paz 

Tiene como misión asesorar, diseñar, dirigir y 
coordinar las acciones interinstitucionales para la 
ejecución de compromisos y responsabilidades 

relacionadas con la construcción de paz. 



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

253 

UNODC 
Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y 

el Delito 

Trabaja con los Estados y la sociedad civil para 
prevenir que las drogas y el delito amenacen la 

seguridad, la paz y las oportunidades de 
desarrollo de los ciudadanos. 

UNP 
Unidad Nacional de 

Protección 

Entidad adscrita al Ministerio del Interior 
encargada de articular, coordinar y ejecutar 

medidas de protección y apoyo a la prevención 
de posibles amenazas o agresiones a personas, 

colectivos, grupos y comunidades. 

UPRA 
Unidad para la 

Planificación Rural 
Agropecuaria 

Entidad encargada de orientar la gestión del 
territorio, generar criterios, lineamientos e 
instrumentos para la toma de decisiones 

relacionada con la planificación agropecuaria y el 
desarrollo rural integral. (Decreto 4145 de 2011). 

URT 
Unidad de Restitución de 

Tierras 

Unidad creada por la Ley 448 de 2011 que sirve 
de órgano administrativo del Gobierno Nacional 
para la restitución de tierras de los despojados. 
La Unidad llevará, a nombre de las víctimas, las 
solicitudes o demandas de restitución ante los 

Jueces y/o Magistrados de Restitución de Tierras 
y, en el caso que no sea posible la restitución, y 

previa orden judicial, compensará a la víctima y a 
los terceros de buena fe exenta de culp 

WCS 
Wildlife Conservation 

Society 

Organización no gubernamental, cuyo objetivo es 
conservar los lugares silvestres más grandes del 

mundo en 14 regiones. 

WWF World Wildlife Fund 
Organización no gubernamental fundada en 1961 

que se encarga de la conservación del medio 
ambiente. 
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ZOMAC 
Zonas más Afectadas 

por el Conflicto Armado 

Es el conjunto de municipios que sean 
considerados como más afectados por el 

Conflicto Armado, definidos conforme con lo 
dispuesto en el numeral 6 del artículo 236 de la 

Ley 1819 del 29 de diciembre de 2016. 

ZRC 
Zonas de Reserva 

Campesina 

Áreas geográficas con características 
agroecológicas y socioeconómicas que buscan 
fomentar y estabilizar la economía campesina, 

superar las causas de los conflictos que las 
aquejan y crear condiciones para el logro de la 
paz y la justicia social en la zona respectiva. 

Fueron creadas por la Ley 160 de 1994, Capítulo 
XIII, reglamentadas por el Decreto 1777 de 1996 

y el Acuerdo 024 de 1996 (INCORA). 
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Anexos Punto 1 - RRI 

Anexo 1. Adjudicaciones en el fondo de tierras por subregión PDET 

Subregión PDET 
Tipo de 

población 

Sexo 
Familias 

beneficiadas 
Títulos 

adjudicados 
Hectáreas 

adjudicadas Hombres Mujeres 

ALTO PATÍA Y 
NORTE DEL 

CAUCA 

Indígenas 4.420 4.109 2.761 4 3.141,4 

Campesinos 54 50 90 45 214,4 

Afrodescendie
ntes 

3.692 3.887 2.625 9 1.874,9 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 1 0,5 

BAJO CAUCA 
Y NORDESTE 
ANTIOQUENO 

Indígenas 682 686 359 9 7.706,4 

Campesinos 7 8 13 13 131,2 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 1 1,8 

CATATUMBO Campesinos 1 2 3 3 26,3 

CHOCÓ Indígenas 372 329 128 1 461,3 

CUENCA DEL 
CAGUAN Y 

PIEDEMONTE 
CAQUETENO 

Indígenas 391 364 184 5 127.082,5 

Campesinos 59 33 71 71 1.615,6 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 3 2,73 

MACARENA 
GUAVIARE 

Indígenas 607 579 278 2 2.118,2 

Campesinos 56 56 77 77 1.284 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 6 5,2 

MONTES DE 
MARIA 

Campesinos 963 1.254 1.778 1.778 467 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 57 4,8 

PACIFICO 
MEDIO 

Indígenas 28 21 11 1 2.405,4 

Afrodescendie
ntes 

46 24 40 1 2.248,5 

PACIFICO Y 
FRONTERA 
NARIÑENSE 

Campesinos 7 3 10 10 252,8 

Afrodescendie
ntes 

63 53 37 1 1.158,4 
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PUTUMAYO 

Indígenas 260 245 137 3 31.342,5 

Campesinos 34 23 45 48 392,3 

Afrodescendie
ntes 

117 105 74 2 1.629,8 

SIERRA 
NEVADA-

PERIJA-ZONA 
BANANERA 

Campesinos 82 99 148 148 1.057 

Afrodescendie
ntes 

59 66 35 1 429,9 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 16 1,9 

SUR DE 
BOLIVAR 

Indígenas 171 191 127 1 142 

Campesinos 6 4 9 9 81,4 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 1 0,5 

SUR DE 
CORDOBA 

Indígenas 1.676 1.765 821 2 605 

Campesinos 2 0 2 2 55,1 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 15 1,6 

SUR 
DELTOLIMA 

Indígenas 110 104 51 1 90 

Campesinos 30 27 36 36 59,7 

Entidades de 
derecho 
público 

0 0 0 12 2,3 

URABÁ 
ANTIOQUEÑO 

Indígenas 1.026 1.050 449 2 144 

Campesinos 23 30 37 37 227,1 

TOTAL  15044 15167 10436 2434 188465,43 

Fuente: Elaboración propia con base a CPEC, 2022.  

  



 
 
 
 
 

Duodécimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional –CERAC–CINEP–  

Esta versión: diciembre de 2022 

257 

Anexos Punto 2 – Participación Política 

Anexo 1. Representantes electos por Circunscripción Transitoria Especial 

para la Paz  

Circunscripción Representante electo/a Filiación u Organización 

1. Cauca Nariño 
Juan Pablo Salazar Rivera 

 

Asociación Agropecuaria y 

Campesina 

2. Arauca 
Karen Astrid Manrique Olarte 

 

Asociación de Víctimas 

Intercultural y Regional 

3. Bajo Cauca 
Jhon Jairo Gonzáles Agudelo 

 

Asociación de 

Desplazados del 

municipio de Briceño 

4. Catatumbo 
Diógenes Quintero Amaya 

 

Asociación de Familias 

Desplazadas de Hacarí 

5. Cuenca Caguán y 

Piendamó 
John Fredy Núñez Ramos Fundación Igualdad Social 

6. Chocó 

James Hermenegildo Mosquera 

Torres 

 

Consejo Comunitario 

Mayor de Novita 

7. Sur de Meta y 

Guaviare 
William Aljure Martínez 

Asociación de 

Campesinos Productores 

del Bajo Ariari 

8. Montes de María 
Luis Ramos Ricardo Buelvas 

 

Corporación Narrar para 

Vivir 

9. Pacifico Medio 
Orlando Castillo Advincula 

 

Consejo Comunitario del 

Rio Naya 

10. Pacifico Nariñense 
Gerson Lisímaco Montaño Arizala 

 

Corporación Red de 

Consejos Comunitarios 

del Pacífico Sur 

11. Putumayo 
Jhon Fredi Valencia Caicedo 

 

Consejo Comunitario los 

Andes 

12. Sierra Nevada 
Jorge Rodrigo Tovar Vélez 

 
Asociación Paz es Vida 

13. Sur de Bolívar 
Juan Carlos Vargas Soler 

 

Asociación de 

Productores de Cacao 

14. Sur de Córdoba 
Leonor María Palencia Vega 

 

Asociación Agropecuaria 

Víctimas de Jericó 

15. Sur de Tolima 
Haiver Rincón Gutiérrez 

 

Asociación Víctimas 

Núcleo Santiago Pérez 

16. Urabá Antioqueño 
Karen Juliana López Salazar 

 
Yo soy Urabá 

 

Anexo 2. Departamentos plan de choque Gobierno Nacional  
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ID Departamentos No. Municipios 

1 Cauca 13 

2 Antioquia 10 

3 Chocó 9 

4 Nariño 8 

5 Norte de Santander 5 

6 Arauca 4 

7 Putumayo 4 

8 Valle del Cauca 4 

9 Caquetá 3 

10 Meta 2 

11 Atlántico 1 

12 Guaviare 1 

13 Huila 1 

14 Magdalena 1 

15 Risaralda 1 

16 Santander 1 

Total 16 71 

Fuente: Comisión de Paz Congreso. 

 

Anexo 3. Proyectos ley relacionados con la reforma al régimen y la 

organización electoral  

 
 
 
 
 
 
REFORMA 
POLÍTICA 

No 
proyecto 

Fecha radicación Corporación Tema 
Bancada de 
autores 

Declaración 
política de 
bancada 

Estado 

PAL06/22 26/07/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se adopta 
una reforma 
política y 
electoral que 
permita la 
apertura 
democrática 
para la 
construcción de 
una paz estable 
y duradera 

Comunes Gobierno 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Acumulados 
y aprobados 

PAL16/22 08/08/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se modifica 
el artículo 262 
de la 

Pacto 
Histórico 

Gobierno 
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constitución 
política de 
Colombia 

en segundo 
debate 

PAL18/22 11/08/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se adopta 
una reforma 
política 

Pacto 
Histórico 

Gobierno 

PAL26/22 13/09/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se 
reforman los 
artículos 40, 
107, 108, 109, 
172, 177, 181, 
262 de la 
constitución 
política y se 
dictan otras 
disposiciones 

Ministerio 
del 
Interior-
Pacto 
Histórico 

Gobierno 

 
 
REFORMA 
ORGANO 
ELECTORAL 

PAL07/22 26/07/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se modifica 
la organización 
electoral en 
Colombia para 
promover la 
independice, 
autonomía y 
transparencia 
en el proceso 
electoral 

Coalición 
Alianza 
Verde y 
Centro 
Esperanza 

Gobierno 

 
 
 
 
 
 
Acumulados 
y 
archivados 
en primer 
debate 

PAL15/22 08/08/2022 
Comisión 
primera 
Senado 

Por medio del 
cual se 
modifican los 
artículos 116, 
120, 126, 156, 
197, 237, 264, 
265 y 22 de la 
constitución 
política, se 
adiciona los 
artículos 245a y 
245b y se 
dictan otras 
disposiciones 

Partido 
Alianza 
Verde 

Gobierno 

Fuente: Congreso de la República. Elaboración propia. 

 


